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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González. Asimismo, se encontraba presente el Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales de dicho Ministerio, señor Gabriel de la Fuente Acuña. 
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 16 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dan por aprobadas las actas de la sesión 42ª, ordinaria, en 2 de septiembre; 43ª, especial, y 44ª, ordinaria, ambas en 3 de septiembre, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que declara el día 20 de septiembre de cada año feriado regional en la Cuarta Región de Coquimbo, con motivo de la celebración de la Fiesta de la Pampilla (boletín Nº 8.992-06).


Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para el despacho de los asuntos que se enuncian a continuación:



1.- Proyecto que modifica la Ley de Tránsito, en lo que se refiere al delito de manejar en estado de ebriedad y causar lesiones graves gravísimas o con resultado de muerte (boletín Nº 9.411-15).


2.- Proyecto de ley que aumenta la penalidad al delito de homicidio simple en el catálogo de los delitos contra la vida (boletines Nos 8.216-07 y 8.609-07, refundidos).


Con el último retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia, y que modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 9.365-04).


--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Del señor Ministro de Obras Públicas:



Da respuesta a solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor De Urresti, tocante a las acciones que desarrolla la Dirección de Obras Portuarias para proteger el área del Fuerte Niebla, sometida a proceso de conservación mediante el Programa Puesta en Valor del Patrimonio.


Contesta petición, cursada en nombre del Senador señor Espina, relativa a la detención inmediata de todas las obras en el Río Malleco que afecten a los propietarios y agricultores del sector Lolenco. 


Atiende solicitud de antecedentes, efectuada en nombre del Senador señor García, acerca de la disminución presupuestaria que presenta la partida de esa Secretaría de Estado en el Subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, por M$ 7.931.219, según informe de ejecución presupuestaria publicado el 31 de mayo recién pasado.


Responde requerimiento de información, expedido en nombre del Senador señor Navarro, concerniente a la situación de la comunidad de Lloncao, comuna de Cañete, debido a la falta de mantención del antiguo camino ripiado.


De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Contesta solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Moreira, respecto de estudios de esa Secretaría de Estado para corregir las anomalías que resultan del artículo 4° del decreto supremo N° 49, de 2011, en lo que se refiere a los subsidios de vivienda por comuna.


Del señor Intendente Regional de Antofagasta:



Da respuesta a petición de información, cursada en nombre del Senador señor García, sobre la disminución del clasificador presupuestario “Iniciativas de Inversión” de ese Gobierno Regional, desde un monto inicial de M$ 40.406.130 al vigente de M$ 34.604.419, publicado por la Dirección de Presupuestos el día 31 de julio pasado.


Del Jefe de Gabinete de la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:



Responde solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor García, concerniente al estado del proceso de pago de las indemnizaciones legales a funcionarios desvinculados de entidades relacionadas con esa Secretaría de Estado, según la nómina informada por el Consejo de Alta Dirección Pública.


--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara el día 20 de septiembre de cada año feriado regional en la Cuarta Región de Coquimbo, con motivo de la celebración de la Fiesta de la Pampilla (boletín Nº 8.992-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Por acuerdo de los Comités, queda para la tabla de Fácil Despacho de esta sesión.



Nuevo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (boletines Nos 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece la conmemoración anual del 20 de junio como Día Mundial del Refugiado y del 18 de diciembre como Día Mundial de los Inmigrantes (boletín N° 9.324-17) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Quedan para tabla.

Certificado


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Consejo de Estabilidad Financiera (boletín Nº 9.178-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Por acuerdo de los Comités, queda para la tabla de esta sesión.

Mociones


De los Senadores señores Bianchi, Chahuán, Guillier, Horvath y Quinteros, con la que dan inicio a un proyecto que modifica la ley N° 19.884 con el objeto de reducir el tope máximo de devolución de los gastos en que hubiere incurrido el candidato que postule a la reelección (boletín N° 9.565-06) (Véase en los Anexos, documento 5).


De los Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Coloma, Larraín y Pérez Varela, con la que inician un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile para establecer el control de identidad precautorio (boletín N° 9.571-06) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Senadores señoras Allende y Goic y señores Harboe, Larraín y Montes, para iniciar un proyecto de reforma constitucional que equipara el tratamiento que el Estado y sus agentes les deben a las distintas iglesias existentes en Chile y resguarda la objeción de conciencia (boletín N° 9.563-07) (Véase en los Anexos, documento 7).


De los Senadores señores Prokurica, Bianchi, García y Patricio Walker, para dar inicio a un proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 32 número 8° de la Carta Constitucional, en materia de nombramiento de embajadores, ministros diplomáticos y representantes ante organismos internacionales (boletín N° 9.564-07) (Véase en los Anexos, documento 8).


De los Senadores señora Allende y señores Girardi, Guillier, Letelier y Tuma, con la que dan inicio a un proyecto de ley que asegura a toda organización religiosa que su constitución y regulación quedará sujeta a la ley Nº 19.683, que establece normas sobre la constitución jurídica de las iglesias y organizaciones religiosas (boletín N° 9.568-07) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Senadora señora Pérez San Martín, con la que inicia un proyecto que establece en la ley N° 18.168 la obligación de publicar un aviso legal en todo sitio web con registro de dominio en Chile (boletín N° 9.558-15) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



De los Senadores señores Prokurica, Orpis y Ossandón, con la que inician un proyecto que modifica el artículo 2° de la ley del Instituto Nacional de Derechos Humanos con el objeto de definir los hechos constitutivos de violación a los derechos humanos (boletín N° 9.572-17) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Proyecto de acuerdo


De los Senadores señores Prokurica, Allamand, Bianchi, García, Girardi, Guillier y Horvath, con el que piden a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una nota de protesta diplomática contra el Gobierno de Japón por su anuncio de un nuevo proyecto para continuar la caza de la ballena en el Océano Antártico a partir del 2015, que se presentará en la próxima reunión de la Comisión Ballenera Internacional (boletín Nº S 1.710-12) (Véase en los Anexos, documento 12).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitudes de permiso constitucional


Del Senador señor Girardi, para ausentarse del territorio de la República a contar del día 18 del mes en curso.



Del Honorable señor Tuma, para ausentarse del país a contar del día 20 del presente mes.


Del Senador señor Zaldívar, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 23 del mes en curso.


--Se accede a lo solicitado.
El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta
)--------------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Saludamos a la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón, quien se halla presente.

)--------------(
El señor TUMA (Vicepresidente).- Solicito autorización para que el Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, don Gabriel de la Fuente, pueda ingresar a la Sala.



¿Habría acuerdo?



--Se accede.

)-------------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Quiero saludar a quienes se encuentran en las tribunas: los familiares de Emilia, la cual ha motivado la iniciativa legal que está en primer lugar del Orden del Día.

)--------------(
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en sesión del día de ayer se aprobó en general el proyecto de reforma constitucional que consagra el derecho a la protección de los datos personales, y quedó pendiente la fijación del plazo para presentar indicaciones.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe para hacer una propuesta.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, quiero sugerir a la Sala -por su intermedio- que se fije plazo para presentar indicaciones a esta iniciativa hasta el día lunes 13 de octubre, a las 12.

El señor TUMA (Vicepresidente).- ¿Le parece a la Sala?



 --Así se acuerda.

 )--------------(
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán, para referirse a la Cuenta.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, la Comisión de Salud solicita que se recabe autorización para discutir en general y en particular el proyecto que incorpora en la ley N° 19.496, sobre protección a los derechos de los consumidores, la obligación de disponer en los centros comerciales desfibriladores externos portátiles (boletín N° 9.014-03) debido a que se trata de un proyecto de artículo único.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Si es de artículo único, no se necesita acuerdo. Se procede así por Reglamento.

V. FÁCIL DESPACHO

DECLARACIÓN DE 20 DE SEPTIEMBRE COMO FERIADO REGIONAL PARA COQUIMBO
El señor TUMA (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el día 20 de septiembre de cada año feriado regional en la Región de Coquimbo, con motivo de la celebración de la Fiesta de la Pampilla, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.992-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 37ª, en 12 de agosto de 2014.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 47ª, en 10 de septiembre de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó en los mismos términos por la unanimidad de sus miembros (Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros), con una modificación consistente en restringir el feriado al presente año, sin transformarlo en permanente.



Cabe señalar que el Honorable señor Pizarro manifestó que concurría a la aprobación de dicha enmienda, sin perjuicio de dejar constancia de su opinión en el sentido de que, dada la naturaleza de la fiesta de que se trata, el feriado debería fijarse para el día 20 de septiembre, sin limitarlo solo al año en curso.



El texto que se propone aprobar se consigna en la parte pertinente del informe del órgano técnico.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En discusión general y particular. 



Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, me corresponde informar el proyecto de ley que declara feriado el 20 de septiembre en la Región de Coquimbo, con motivo de la celebración de la Fiesta de la Pampilla, iniciado en moción de los Diputados señores Matías Walker, Mario Bertolino, Marcelo Díaz y Pedro Velásquez y señora Adriana Muñoz.



Como señalan los autores de la iniciativa, la Fiesta de la Pampilla constituye una de las festividades más representativas del patrimonio cultural inmaterial de Chile. Su origen está relacionado con la instalación de la Primera Junta Nacional de Gobierno el 18 de septiembre de 1810, hecho conocido en Coquimbo dos días después, debido a las dificultades existentes en materia de comunicación, lo cual dio lugar a que los habitantes de la región se congregaran a festejar en el sector de la Pampilla.



Actualmente, constituye la celebración sociocultural más masiva del país, pues congrega a más de cien mil personas provenientes tanto de la región como de otras partes del país y del extranjero.



La iniciativa, de artículo único, fue aprobada por la Cámara de Diputados y declara feriado el día 20 de septiembre de cada año. Sin embargo, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado -que presido-, siguiendo el criterio usado con el proyecto que establece feriado regional en la Región de Antofagasta el día 8 de septiembre de cada año, aprobó esta iniciativa por la unanimidad de sus miembros presentes, con una enmienda consistente en que solo regirá el año 2014.



En la oportunidad anterior, con el objeto de definir un criterio común para los feriados regionales, el órgano técnico que presido acordó solicitar el pronunciamiento de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Por su parte, otros Senadores plantearon la necesidad de que el Ejecutivo adoptara algún criterio sobre este tipo de feriados.



Con tales pronunciamientos, o sin ellos, nuestra Comisión estudiará la materia y, de llegar a acuerdo, propondrá una manera común de abordar futuros proyectos, siempre partiendo de la base de la alta valoración que tenemos de estos feriados como elementos que contribuyen a la conformación o consolidación de la identidad regional o local.



En consecuencia, se solicita la aprobación de esta iniciativa, de artículo único, que declara feriado el 20 de septiembre de 2014 para la Región de Coquimbo.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente…

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¿Le puedo quitar un minuto para pedir que se abra la votación, Su Señoría?

El señor PIZARRO.- Supongo que sí.



Señor Presidente, la colega está pidiendo abrir la votación. Yo no tengo problema en fundamentar brevemente mi voto.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Gracias, señor Senador.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Estamos en Fácil Despacho, de manera que puede haber dos intervenciones.

El señor PIZARRO.- Pero la Senadora quiere dejar consignado su voto porque debe ir a atender una urgencia.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, abriremos la votación.



Acordado.


En votación general.


--(Durante la votación).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, lo señalado por el Honorable señor Quinteros me ahorra muchos de los argumentos que iba a exponer sobre esta moción de los Diputados Matías Walker, Mario Bertolino, Marcelo Díaz, Pedro Velásquez y Adriana Muñoz.



La Fiesta de la Pampilla de Coquimbo constituye una tradición de más de 200 años. Su origen radica en la declaración de la Independencia de nuestro país. Por razones obvias, esa noticia llegó a la zona con dos días de atraso, lo cual explica que las celebraciones se hayan desarrollado el día 20 de septiembre, y no el 18 o el 19, como en el resto del territorio.



A raíz de eso, se creó en la región toda una tradición sociocultural que ha transformado la Fiesta de la Pampilla en el gran evento de celebración masiva en el país, y fundamentalmente en Coquimbo.



¿Qué ha significado lo anterior? Que prácticamente en cada comuna de la zona se lleven a cabo fiestas locales en torno a esta gran celebración.



En la Comisión hice referencia a la costumbre de miles de personas de Coquimbo, así como también de Santiago y de regiones colindantes, de instalarse con sus carpas durante 7, 8 o 9 días.



Hasta el momento, el día 20 de septiembre es -de hecho, por razones culturales- feriado en la comuna de Coquimbo y la mayoría de la gente de la región lo asume como tal. De ahí que la moción de los señores Diputados busca transformar el 20 de septiembre en la Cuarta Región en feriado permanente.



En el órgano técnico manifestaron dudas constitucionales algunos de sus miembros, en razón de lo ocurrido en la Sala con el proyecto que declara feriado regional en la Región de Antofagasta el día 8 de septiembre, con motivo de la celebración de la fiesta religiosa de la Virgen de…

El señor ARAYA.- Ayquina.

El señor PIZARRO.-… Ayquina -me acota el Senador Araya-, ocasión en que se aprobó el feriado también por una vez.



En este Hemiciclo, con franqueza, llevamos a cabo un debate sobre el particular, debido a la proliferación de proyectos para posibles feriados comunales o regionales sin que exista un criterio en el Senado, y tampoco en el Ejecutivo, ya que este tipo de feriados repercute en términos positivos, por ejemplo, en el turismo, en la actividad comercial, en el desplazamiento de la gente dentro de la región. Pero, también, fuera de ella provoca situaciones relacionadas con la marcha normal de otras áreas de la economía.



En nuestra zona, donde se da una mezcla de actividades minera, agrícola y turística, hacemos un esfuerzo para potenciarlas y complementarlas.



En otras regiones, sin duda se genera otro tipo de aspectos positivos y contratiempos.



Entiendo que en la Segunda Región el debate giró en torno a qué pasaba con todo lo laboral, con las actividades mineras, pues de la noche a la mañana se establece un feriado que no estaba dentro de la planificación.



En la Comisión manifesté la importancia de dar una señal con la aprobación de este proyecto. Dejé constancia -lo refirió el Secretario- de que me parecía que no debía ser solo por una vez. Porque, si vamos a legislar, debería ser para fijar el feriado permanente. 



No obstante, considero que lo aprobado nos permite por lo menos tener tiempo para obtener un pronunciamiento del Ejecutivo en cuanto a las implicancias que un feriado así tiene desde el punto de vista económico y también social.



Por esa razón, señor Presidente, en el órgano técnico finalmente se aprobó de manera unánime esta propuesta, aun cuando al colega Matías Walker -uno de los autores del proyecto- no le gustó la modificación introducida en el órgano técnico.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, voy a votar a favor de este proyecto, pero quiero dejar una constancia. 



Creo que es necesario que el Parlamento y el Ejecutivo normalicen un sistema con relación a los feriados regionales o locales. Muchas propuestas tienen este último carácter, como ocurre en el caso de Chillán. 



De lo contrario, este asunto puede traer consecuencias. 



Debiéramos legislar en forma orgánica sobre el particular. 



Además, podría discutirse si este proyecto era de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, pues implica un costo. Desde el momento en que se concede un feriado, se originan costos por concepto de horas extraordinarias de quienes cumplirán turnos en organismos públicos (hospitales, etcétera). 



Sería posible abrir debate acerca de ese punto.



Por otra parte, el feriado podría generar un problema con relación a ciertos plazos. 



En materia de procedimientos civiles y judiciales, existen plazos que se cuentan por días hábiles. Con respecto a diligencias bancarias, hay vencimientos de documentos y de trámites tributarios. 



Como se ve, se han de considerar una serie de aspectos.



Yo no hice mayor cuestión en este caso porque el feriado propuesto cae en día sábado y se otorga por una sola vez. Por lo mismo, voy a votar a favor. 



Sin embargo, espero que en forma posterior asumamos esta materia mediante una normativa orgánica, con el objeto de precisar, de una vez por todas, la razón por la cual se concede un feriado regional. 



El Senador Pizarro recordó que la celebración de la Fiesta de la Pampilla el 20 de septiembre se debe al aviso de la instalación de la Primera Junta de Gobierno, noticia que se conoció en la Región de Coquimbo con dos días de atraso.



En la zona que represento, la comuna de San Clemente celebra el “18 chico” la primera semana de octubre. ¿Por qué? Porque es más cómodo para la gente armar una fiesta en esa fecha. 



Tenemos que buscar los motivos que justifiquen otorgar un día feriado regional.



Conceder el 20 de agosto para la Sexta Región, por ejemplo, puede obedecer a una cuestión lógica: el natalicio del Libertador Bernardo O’Higgins. También sería factible declarar feriado el día de la batalla de Rancagua o, en Arica, la fecha de liberación del morro. En fin, hay algunas situaciones atendibles.



Sin embargo, esta materia debiera tratarse en el Parlamento en forma orgánica y reglamentarse para evitar todo tipo de conflictos a raíz del establecimiento de un feriado.



De hecho, a propósito de un feriado otorgado recientemente, se produjo un problema laboral grave en la minería: se desarticularon los turnos que estaban previstos de acuerdo a los sistemas que operaban en esos momentos en dicho tipo de trabajo.



En consecuencia, voto a favor de la iniciativa. Pero dejo la constancia ya indicada.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, el año pasado el Diputado Matías Walker invitó a un conjunto de parlamentarios, la gran mayoría de la Región de Coquimbo, para proponer como feriado regional el día 20 de septiembre de cada año, dado el valor cultural, patrimonial y de identidad que reviste esa fecha para sus habitantes.



El proyecto se aprobó en la Cámara de Diputados, pero, por desgracia, en el Senado, a raíz de otras iniciativas similares, se produjo un debate en el que se manifestó una preocupación respecto de este tipo de planteamientos. Se requería contar con un criterio previo para otorgar feriados regionales.



Desafortunadamente, le tocó a la Región de Coquimbo caer en medio de esa discusión, de ese reparo, de esas observaciones. Ello no había sucedido con otros proyectos parecidos. 



Además, es muy lamentable que esta propuesta legislativa se haya tramitado con tanta lentitud, considerando que llegó al Senado hace como tres semanas. La Comisión de Gobierno no logró reunir el quórum para sesionar; después no hubo una tramitación oportuna; no se puso la iniciativa en tabla cuando correspondía. En fin, casi llegamos al límite del tiempo para que la Región de Coquimbo contara con este feriado en estas fiestas patrias.



Por otra parte, se formuló una indicación para que el feriado se fijara solo por este año.



Es muy importante que la Sala apruebe el proyecto. En nuestra Región hay gran expectativa al respecto.



Efectivamente, se vuelve a plantear lo que señaló el Senador Zaldívar: el otorgamiento de un día feriado colisiona con los intereses de diversas actividades económicas.



Sin embargo, soy de la opinión -puede ser debatible- de que la actividad que provoca un feriado trae muchos réditos económicos a una región. Gran cantidad de personas se trasladan allí, pernoctan, consumen. 



Creo que es una gran oportunidad para las regiones tener este tipo de feriados, sobre todo cuando implican un valor muy poco ponderado en la economía: la felicidad de la gente y la posibilidad de reunirse, de festejar y de conmemorar un valor cultural fuerte, tradicional, como acontece en la Región de Coquimbo el 20 de septiembre, día en que se celebra la Fiesta de la Pampilla. 



Invito a los colegas a que aprueben la iniciativa. 



Sé que hay un proceso de debate en torno a los criterios para conceder feriados regionales, pero sería una gran noticia que se acoja el que nos ocupa. Y ojalá la Presidenta de la República alcance a promulgar la ley para estas Fiestas Patrias.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Por último, tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, he escuchado a algunos colegas plantear inquietudes respecto de que este proyecto, considerando que el país está atravesando un período de desaceleración, podría afectar el crecimiento, el empleo y el dinamismo de la economía.



Permítanme decir, como testigo presencial -durante dos años fui Diputado por Coquimbo, Ovalle y Río Hurtado y asistí permanentemente a la Fiesta de la Pampilla-, que esta celebración histórica, la cual no es solo de carácter local pues asisten turistas de todo Chile, tiene un tremendo efecto en materia de empleo. En esa fecha se llenan los restoranes, las cabañas, los hoteles, los alojamientos, en fin. Se desencadena una serie de actividades que generan trabajo. 



Esta fiesta -ya se dijo cuál fue su origen: el aviso de la instalación de la Primera Junta de Gobierno, que llega con alguna tardanza a la Región de Coquimbo- alberga a más de 100 mil personas cada año, lo cual origina mucho movimiento. 



Reitero mis felicitaciones a los parlamentarios que presentaron la moción: a la entonces Diputada (actual Senadora) señora Adriana Muñoz y a los Diputados señores Mario Bertolino, Marcelo Díaz, Pedro Velásquez y, por supuesto, Matías Walker.



En consecuencia, con mucho cariño para la Región de Coquimbo, voto a favor de la iniciativa a fin de que la Fiesta de la Pampilla sea el centro de las celebraciones el 20 de septiembre y para que la gente festeje con tranquilidad, lo cual permitirá desarrollar actividades de entretención sana y generar mucho empleo y mucha actividad económica.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos a favor) y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.


Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Girardi, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.  
El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminado el Fácil Despacho.

)-------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma, quien me la ha solicitado para plantear un punto de Reglamento.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, en el punto 3 del Orden del Día figura el proyecto que crea el Consejo de Estabilidad Financiera, que tiene rango orgánico constitucional y está calificado con “discusión inmediata”. Fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Hacienda y existe una petición del Gobierno a su respecto.



Por consiguiente, sugiero despacharlo de inmediato sin debate, pues, de lo contrario, temo que más adelante no se pueda reunir el quórum. Ese es el problema.



El Presidente de la Comisión me manifestó su acuerdo con este procedimiento y de ese modo cumpliríamos con la urgencia que tiene la iniciativa.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Habría acuerdo en la Sala para proceder en los términos indicados por el Senador Coloma?



--Así se acuerda.
VI. ORDEN DEL DÍA
CREACIÓN DE CONSEJO DE ESTABILIDAD FINANCIERA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Conforme a lo recién resuelto por la Sala, se tratará a continuación el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Consejo de Estabilidad Financiera, con certificado de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.178-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 89ª, en 22 de enero de 2014.


Certificado de Comisión:



Hacienda: sesión 47ª, en 10 de septiembre de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- El acuerdo de la Sala es votar el proyecto sin debate.



Tiene normas de quórum orgánico constitucional y de quórum calificado, por lo que ruego a las señoras y señores Senadores estar atentos.



Entiendo que la Comisión de Hacienda lo aprobó en general y en particular por la unanimidad de sus integrantes.



Por lo tanto, se hará una votación única para despacharlo en iguales términos.



En votación el proyecto. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (30 votos afirmativos), dejándose constancia de que se cumplen los quórums constitucionales requeridos.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Moreira, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

MAYORES SANCIONES A MANEJO EN ESTADO DE EBRIEDAD CAUSANDO LESIONES GRAVES GRAVÍSIMAS O MUERTE
El señor TUMA (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito en lo referente al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones graves gravísimas o muerte, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.411-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 33ª, en 22 de julio de 2014.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 37ª, en 12 de agosto de 2014.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 45ª, en 9 de septiembre de 2014.


Discusión:



Sesión 38ª, en 13 de agosto de 2014 (se aprueba en general).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 13 de agosto de 2014.



La Comisión de Constitución deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 4º, que pasaría a ser 2º, no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que debe darse por aprobado, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



El órgano técnico realizó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las modificaciones introducidas por la Comisión y el texto que resultaría de ser aprobadas las enmiendas.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Constitución, Senador señor Harboe, para informar sobre la iniciativa.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar a todos los familiares que nos acompañan de víctimas fallecidas a manos de algún conductor ebrio.



Como se recordará, este proyecto, al igual que los otros tres en la materia que lo antecedieron, se inició a raíz de la conmoción provocada por el caso de la menor Emilia Silva, quien falleció en enero de 2013, a los 9 meses de edad, a causa de un accidente de tránsito motivado por un chofer ebrio. Este fue condenado, a pesar de la gravedad del delito, a dos años de pena remitida, la que, finalmente, cumplió en libertad.



En esta oportunidad, a diferencia de las anteriores, la iniciativa tuvo su origen en un mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República -ella hizo propia la demanda de los familiares de las víctimas- que ingresó en la Cámara de Diputados el 1º de julio del año en curso, en el cual se pone de manifiesto la sensación de impunidad de la comunidad ante el referido caso y frente a muchos otros semejantes que siguen ocurriendo. Ello ha despertado el consecuente interés por realizar las modificaciones legales que sean necesarias para impedir que conductores ebrios que ocasionan lesiones de gravedad e, incluso, la muerte sean condenados a penas menores, que terminan cumpliendo en libertad. 



Cabe hacer presente que el mensaje hace un reconocimiento a los significativos aportes que los parlamentarios de diferentes partidos han realizado para enfrentar este problema, contribuciones que se han traducido en las ya mencionadas tres mociones anteriores. La última que se presentó es de abril de este año y corresponde a una iniciativa del Honorable señor Alberto Espina, suscrita también por los Senadores señor Hernán Larraín, Patricio Walker, Andrés Zaldívar y quien habla.



El proyecto que ahora nos ocupa fue aprobado en general por el Senado en sesión del 13 de agosto recién pasado, ocasión en la que se abrió un plazo para formular indicaciones, lapso en el cual tanto la Primera Mandataria como diversos señores Senadores presentaron proposiciones para perfeccionar el texto legislativo. 



Dichas indicaciones fueron estudiadas en la sesión que la Comisión celebró el pasado lunes 8 de septiembre. En esa oportunidad se contó con la presencia de la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón, de sus asesores, y de los asesores de las Carteras de Justicia y de Transportes y Telecomunicaciones. Además, fue invitado especialmente el profesor señor Jean Pierre Matus, quien colaboró activamente para dilucidar los puntos técnicos que ofrecían mayores dificultades. También nos acompañaron diversos familiares de víctimas de accidentes semejantes al de la pequeña Emilia.



El texto que ahora se discute en particular en la Sala recoge el largo debate realizado sobre este tema, tanto a propósito del presente proyecto como de los que antecedieron, y refleja los criterios que se fueron alcanzando con relación a cada uno de los aspectos que se identificaron como indispensables, a medida que se avanzaba en ese estudio.



Como fruto de lo anterior, las propuestas centrales que estamos planteando en este segundo informe son las que señalaré a continuación, siguiendo el orden del articulado de la iniciativa.



En primer lugar, se establece en la Ley de Tránsito  un tipo penal nuevo, especial e independiente, destinado a sancionar a la persona que, participando en un accidente automovilístico, no detiene la marcha del vehículo, no presta la ayuda que sea posible a la víctima y no da cuenta del hecho a la autoridad policial pertinente; es decir, se fuga del lugar sin dar aviso a la policía. 



La sanción asignada a esta conducta dependerá de los resultados que ella provoque, los que variarán dependiendo de si hay daños, lesiones o muerte de alguna persona. En este último caso, procederá la pena de presidio menor en su grado máximo (de tres años y un día a cinco años), además de la inhabilidad perpetua para conducir, la multa y el comiso del vehículo. 



Estas sanciones se impondrán conjuntamente con la que corresponda al conductor por la responsabilidad que le quepa en el respectivo delito o cuasidelito. 



Enseguida, se incorpora en la misma ley otro tipo penal nuevo, también especial e independiente, aplicable al conductor que se niega a realizarse los exámenes que la normativa legal prevé para pesquisar la presencia de alcohol o drogas en el organismo. Lo anterior tendrá una pena de multa y de suspensión de la licencia por un mes, sin perjuicio de que, si se producen lesiones graves gravísimas o la muerte de alguna persona, se aplicará presidio menor en su grado máximo (tres años y un día a cinco años), además de la multa, la inhabilidad perpetua para conducir y el comiso del correspondiente vehículo. 



Al igual que en el caso anterior, esta pena se impondrá conjuntamente con la que el conductor reciba por la responsabilidad que le quepa en el respectivo delito o cuasidelito. 



Sobre el particular, es importante señalar que lo que ha buscado el legislador al establecer estos dos tipos penales autónomos e independientes del delito o cuasidelito como resultado del manejo en estado de ebriedad es generar un desincentivo a la fuga. 


En la actualidad, muchas veces ocurre que los conductores que chocan ebrios, causando lesiones graves o la muerte de alguien, para no enfrentar la responsabilidad que les cabe en un delito o cuasidelito, se dan a la fuga, por cuanto la sanción asociada que rige hoy es bastante más baja y abre la posibilidad de la impunidad. 


El objetivo es desincentivar la acción de fugarse y la de no prestar el auxilio a la víctima que ha sido atropellada. 



Es más, el profesor Matus hizo un planteamiento para perfeccionar la figura penal relativa a la necesidad de prestar ayuda: propuso el concepto de “ayuda posible”, porque es perfectamente comprensible que haya casos en que, frente a determinado accidente, bajarse del automóvil a prestar ayuda podría resultar imposible o riesgoso para la seguridad del conductor, por existir una turba u otro tipo de situación. En ese caso, la obligación del chofer infractor es concurrir a la unidad policial más cercana y dar cuenta de la situación para no verse afectado por el referido tipo penal.



Una tercera modificación, la más estructural del proyecto, busca modificar el artículo 196 de la Ley de Tránsito en lo relativo a las penas del delito de manejo en estado de ebriedad: si a consecuencia de ello se causan lesiones graves gravísimas, la pena será de presidio menor en su grado máximo (tres años y un día a cinco años); si hay resultado de muerte, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo (de tres años y un día a diez años). En ambos casos, procederán también la multa correspondiente, la inhabilidad perpetua para conducir y el comiso del vehículo. 


La incorporación del comiso del automóvil como sanción accesoria tiene por objetivo motivar a los padres para que eviten que sus hijos incurran en una conducta irresponsable de manejo en estado de ebriedad, toda vez que el vehículo decomisado no será entregado a la brevedad a sus padres, contrariamente a lo que ocurre hoy en día.   


Complementariamente, se consagra en el mismo artículo 196 un tipo calificado del mismo delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones graves gravísimas o muerte para tres situaciones: 1) la reincidencia en delitos de la misma especie -se entiende que el conductor debe haber sido condenado por sentencia firme o ejecutoriada por el mismo delito-; 2) el caso del conductor profesional que se encuentre en el ejercicio de sus funciones, 3) y el caso del conductor que tuviere su licencia suspendida o cancelada, o que ha sido sancionado previamente con la pena  de inhabilidad perpetua para conducir. 



En estas situaciones se impondrá el máximum o el grado máximo de la pena corporal, el que, tratándose de un resultado de muerte, será presidio mayor en su grado mínimo (cinco años y un día a diez años). Al igual que en los casos anteriores, procederán en forma conjunta la multa, la inhabilidad perpetua para conducir y el comiso del vehículo.



Cabe hacer notar que, como se ha ido señalando, el texto en estudio incorpora la pena de comiso del vehículo utilizado en el hecho a propósito de todos los ilícitos anteriormente señalados. Ello, con el objetivo -insisto- de establecer un grado de sanción accesoria.



A continuación, el proyecto fija reglas especiales para la determinación de la pena en función de la concurrencia de las atenuantes y agravantes, de forma tal que el juez siempre deba aplicar una sanción que se ubique dentro del marco punitivo fijado por la ley.


Eso es una novedad desde el punto de vista del Derecho Penal.

El señor ESPINA.- Nosotros lo planteamos.

El señor HARBOE.- Y es propio de la moción del Senador Espina y de los parlamentarios que lo acompañaron.



En seguida, se regula la aplicación de las penas sustitutivas previstas en la ley Nº 18.216, estableciéndose que la correspondiente sustitución procederá únicamente después de que el condenado haya cumplido un año de presidio efectivo. Con esto se busca evitar que el responsable salga en libertad.



Finalmente, se dispone que la libertad condicional solo podrá concederse una vez que el condenado haya cumplido a lo menos dos tercios de la pena impuesta, en lugar de la mitad que prescribe la regla general actual.



Debo destacar que todas las votaciones que se realizaron durante la discusión particular lograron la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, lo que da cuenta del grado de convicción y apoyo que cada norma concitó.



Señor Presidente, estimamos que de esta manera estamos culminando satisfactoriamente la compleja tarea que esta iniciativa nos impuso, ofreciendo un texto racional que esperamos represente para nuestra comunidad un categórico disuasivo en relación con los graves riesgos que presenta la conducción en estado de ebriedad y contribuya a evitar la reiteración de situaciones tan dolorosas como las sufridas por Emilia Silva y por un conjunto de otros compatriotas que han perdido la vida a manos de personas que manejan en esa condición.



Señor Presidente, debo recalcar que, adicionalmente a este proyecto, la Comisión de Constitución consideró necesario legislar en paralelo sobre el aumento del piso de las penas asignadas al delito de homicidio, con el objeto de alcanzar una verdadera proporcionalidad.



Por eso, la siguiente iniciativa que figura en la tabla -deberemos discutirla en un momento más- tiene por finalidad elevar el piso de las penas para el delito de homicidio: en el caso del homicidio simple, desde cinco años y un día a diez años y un día; en el del homicidio calificado, de diez años y un día a quince años y un día.



Con ello se establece una proporcionalidad entre el delito de homicidio doloso, con intención, y el homicidio culposo, como lo es el derivado de un accidente ocasionado a raíz del manejo en estado de ebriedad.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Agradecemos al señor Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia por el informe que nos acaba de entregar.



A continuación, corresponde dar por aprobado el artículo 4º, que pasó a ser 2º y no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe.



--Se aprueba reglamentariamente.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En seguida, vamos a votar en un solo acto las enmiendas que fueron aprobadas unánimemente en la Comisión.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Le iré ofreciendo la palabra a cada uno de los diez Senadores que se inscribieron.



Puede hacer uso de la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, lo que ocurre es que cuando se abre la votación disminuyen los tiempos y...

El señor QUINTANA.- ¡No!

El señor LETELIER.- No.

El señor ESPINA.- Si no es así, está bien. Estoy haciendo simplemente...

El señor TUMA (Vicepresidente).- Señor Senador, no tengo inconveniente en mantener los tiempos. Pero lo que procede ahora es abrir la votación, dado que varios Comités lo solicitaron.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, antes de que me hagan bullying legislativo, solo quiero pedirle que, frente a un cambio de tremenda envergadura en el Derecho Penal chileno -esto va mucho más allá de la Ley Emilia-, no nos disminuya los tiempos.



Nada más.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor TUMA (Vicepresidente).- No hay problemas para hacer uso del tiempo que se estime conveniente. Sin embargo, los Senadores y los Comités también tienen derecho a solicitar la apertura de la votación.



En consecuencia, existiendo la posibilidad de hacer una sola votación, procederemos a abrirla, manteniendo las intervenciones en diez minutos.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín para plantear a un punto de Reglamento.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en la discusión particular el tiempo de cada Senador es el mismo que el fijado para la fundamentación de voto: cinco minutos.



Entonces, si vamos a hacer una sola votación, me permito sugerir, en virtud de lo solicitado por el Senador Espina, que intervengamos durante siete u ocho minutos, por una sola vez.



Ello serviría como fundamento de voto y al mismo tiempo nos permitirá argumentar de mejor forma acerca de un cambio que, como dijo el colega Espina, es muy radical en nuestro Derecho Penal.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, acogeremos el criterio de otorgar la palabra por un promedio de siete minutos, sin coartar la posibilidad de que los Senadores usen hasta diez.



Por cierto, no es necesario usar los diez minutos. Y cada Senador verá cómo interviene.
El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.
El señor LETELIER.- Señor Presidente, quiero dejar constancia de mi reserva acerca de cómo se quiere llevar a cabo el proceso de discusión y votación de esta iniciativa.



Mi objeción no tiene que ver con la materia del proyecto, sino con las consecuencias que este acarrea para el sistema penal de nuestro país.



En tal sentido, pienso que sería más conveniente discutir artículo por artículo y no hacer una votación única, toda vez que se mezclan situaciones distintas.



Entiendo que puedo ser minoría en esta posición. Pero quiero dejar expresa reserva de mi objeción y salvar mi responsabilidad ante lo que va a ocurrir.



En esta oportunidad se están creando nuevos tipos penales. Y una votación sobre creación de nuevos tipos penales se va a juntar con otra relacionada con la interpretación de las consecuencias de ciertas atenuantes o agravantes y con el presidio perpetuo.



Por eso, señor Presidente, manifiesto mi oposición al procedimiento que se propuso para hacer la votación. Y, aunque sea minoría, quiero liberar mi responsabilidad y dejar constancia de los efectos que puede haber para el sistema penal chileno.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Está en su derecho, señor Senador, a solicitar votación separada de cada enmienda. Y, si así lo estima, debemos acoger su planteamiento, pues lo respalda el Reglamento.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, soy partidario de votar artículo por artículo -entendiendo que se trata de normas generales- y de no juntar votaciones, por las eventuales consecuencias.



Mi petición no pretende apuntar al corazón de la Ley Emilia, sino a los efectos que esta votación puede tener para nuestro sistema penal.



La vez pasada aprobamos un aumento del rango de las penas para los delitos de homicidio, y a partir de la ley en proyecto se van a generar situaciones que van más allá de la tipificación de delitos como yo la entiendo.



Por eso quiero que se realicen votaciones separadas.



Estoy disponible a ser minoría -reitero- y no me voy a oponer a lo que dicte la mayoría en esta materia.



Solo quiero hacer presente mi objeción al procedimiento sugerido.

El señor TUMA (Vicepresidente).- El problema estriba que su objeción, señor Senador, me obliga a respetar su derecho a pedir votación separada de cada enmienda.



Eso significa que no puedo abrir ahora la votación y que deberé continuar dando la palabra hasta que intervenga el último inscrito.

El señor LETELIER.- Que se vote cada artículo de corrido, señor Presidente.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Solo al final de ese proceso podríamos abrir la votación.
El señor LETELIER.- Yo soy partidario, señor Presidente, de que cada uno de los artículos que fueron objeto de indicaciones se vaya poniendo en votación.

La señora MUÑOZ.- Entonces habría que argumentar sobre cada uno de ellos.

El señor LETELIER.- Así es.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Muy bien.



Votaremos, por tanto, separadamente cada una de las normas que fueron objeto de enmiendas.

El señor LARRAÍN.- ¡No!
El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para hacer una aclaración.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, debo aclarar lo siguiente.



El Honorable señor Letelier tiene derecho a pedir votación separada, artículo por artículo.



Sin perjuicio de ello, debo recordar que el artículo 4º -pasó a ser 2º-, que no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, ya se aprobó reglamentariamente. En consecuencia, no corresponde votarlo.



El señor TUMA (Vicepresidente).- Como hay doce inscritos, corresponde abrir el debate e ir artículo por artículo.



Señor Secretario, tiene la palabra para dar a conocer la primera enmienda.

El señor ESPINA.- Perdón, señor Presidente.


Si el Senador Letelier, legítimamente, tiene objeciones acerca de algunos artículos, sugiero que los precise y que solo sobre esos abramos un debate separado. Porque si hay otros que no le generan objeciones, no tiene mayor sentido discutirlos.



Entonces, puede haber un debate general sobre el proyecto; luego el Senador Letelier señala las enmiendas respecto de las cuales tiene objeciones (en todo caso, no podría tratarse de más de dos o tres normas, porque no hay más artículos), y solo sobre ellas se abre la discusión particular.


Me parece que eso indica el sentido común.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Senador señor Letelier, mantiene usted su derecho, y lo vamos a respetar.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Senador señor Letelier pidió votación separada de cada artículo, lo cual incluye, naturalmente, las enmiendas efectuadas a las normas pertinentes.



El artículo 1° del proyecto introduce modificaciones a la Ley de Tránsito. Comienza en la página 1 y tiene ocho numerales…

El señor TUMA (Vicepresidente).- Vamos a continuar con el debate mientras ordenamos la votación. 



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, pedí votación separada de la enmienda al artículo 183 de la Ley de Tránsito.



La Comisión propone suprimir el inciso final de ese precepto.



¿Por qué yo no estoy de acuerdo en eliminarlo? 



Ese inciso final dispone. “La negativa injustificada a someterse a las pruebas o exámenes a que se refieren este artículo y el artículo 182, o la circunstancia de huir del lugar donde se hubiere ejecutado la conducta delictiva, en su caso, serán apreciadas por el juez como un antecedente calificado, al que podrá dar valor suficiente para establecer el estado de ebriedad o influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas en que se encontraba el imputado.”.



Es decir, allí hay una presunción. El juez le puede dar valor a la circunstancia pertinente en el sentido de que la persona que se arranca efectivamente estaba bajo la influencia del alcohol o de la droga. Y eso me parece una presunción fundamental. Por lo tanto, no soy partidario de la supresión planteada por la Comisión.



Señor Presidente, de acuerdo con lo que me señala el Senador Larraín, a partir de esta modificación se sanciona.

El señor HARBOE.- Se tipifica.

El señor ORPIS.- Exacto.

El señor HARBOE.- Como delito, especial, con más sanción.

El señor ORPIS.- Pero lo importante de esa presunción, a mi juicio, es que se da por acreditado que la persona efectivamente está bajo la influencia del alcohol o de la droga.



Si se me da una razón, no tengo ningún inconveniente para rectificar mi votación.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tendremos tiempo de clarificar cada observación de Sus Señorías. En su momento el señor Presidente de la Comisión de Constitución podrá hacerlo.



Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, en general, soy partidario de respetar la armonía del proyecto en su conjunto. Y me parece que su versión más dura es la que debe prevalecer, por dos razones fundamentales: no solo porque hay una sensación de impunidad, sino también porque en los hechos existe impunidad frente a delitos tan graves como conducir en estado de ebriedad, huir del lugar y no prestar atención a la persona herida, la que eventualmente puede estar muerta.



Para más agravante, por lo común en muchos sectores de nuestra sociedad esa conducta no merece ni siquiera una sanción moral. Prácticamente se considera mala suerte, como si fuese un hecho fortuito.


El Derecho tiene como propósito no solo sancionar una conducta, sino también reparar. Y, en verdad, en casos extremos la reparación para la familia de la víctima es más bien moral.



Por consiguiente, me parece que el espíritu de este proyecto debe ser valorado en la drasticidad de las sanciones que se están proponiendo.



A la vez, se debe ejercer un efecto real para desincentivar la conducción de vehículos de tracción mecánica por personas que se encuentren en estado de ebriedad.



Considero que esta versión recoge bien las inquietudes que algunos Senadores habían planteado durante el debate anterior en el sentido de que se aplica la prisión efectiva -parece ser lo más polémico- en los casos en que confluyen no solo la lesión con resultado de muerte sino también una serie de otras circunstancias, como huir del lugar, ser reincidente o ser conductor profesional.



Por lo tanto, estimo que existe una buena cobertura y que no se aplica la normativa necesariamente a todos los casos, pues se le da al juez cierto rango para actuar.


Me parece, pues, que las disposiciones son claras.



Lo único que me quedó un tanto en el aire se relaciona con algo que el proyecto aborda pero que no tiene efecto ni consecuencia: la creciente conducción bajo el efecto de sustancias estupefacientes o psicotrópicas.


La razón de aquello está en que sería más compleja la prueba. Hay un sentido pragmático para que no se incluya como agravante.



Los casos en que existe una receta médica o un tratamiento evidentemente constituyen una situación distinta de las otras -por lo demás, son la mayoría- en que se registran accidentes bajo efectos de ese tipo de sustancias.



Creo que eso no está resuelto acá más por la razón práctica de no enredar la tramitación del proyecto. Eso quedó pendiente. Pero me habría gustado un mejor cierre de la materia. La persona debe saber que si consume drogas, por ejemplo, pierde el uso de sus facultades.



Cuando se establecen sanciones para quienes conducen bajo los efectos del alcohol se busca que antes de ingerir una bebida alcohólica y manejar sepan que deberán hacerse responsables de las consecuencias de la decisión que están adoptando en estado normal. Y lo mismo pasa con la ingesta de sustancias psicotrópicas. No veo una diferencia tan cualitativa en la intención original de quien va a conducir.



Generalmente, en los tribunales se ha tomado casi como un motivo para disminuir la responsabilidad el hecho de que la persona “no estaba bajo control de sí misma”.



Pero yo creo en el cambio de criterio, en el sentido de que quien va a manejar y toma la decisión de consumir drogas o alcohol -este último no es más que una forma de droga- debe asumir su responsabilidad. Pienso que se avanzó también a este respecto.



Salvo la observación relativa al consumo de drogas -entiendo que el no considerar ese caso tiene más un sentido pragmático, pues sería complejo probarlo; además, se prestaría para informes médicos que podrían adulterar el elemento de prueba-, el proyecto me satisface; me parece que se encuentra a tono con la urgencia del problema que nos convoca.



Atropellar a alguien estando bajo los efectos del alcohol, huir del lugar, no prestar atención a la víctima es de la mayor gravedad y debe recibir la sanción respectiva.



He dicho.

)-------------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Saludo a una delegación del segundo medio del Liceo Politécnico de Linares.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)------------(
 El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el proyecto de ley que nos ocupa no solo establece un cambio muy de fondo en cuanto a lo que nuestra legislación fija respecto al delito de conducción en estado de ebriedad con resultado de muerte o de lesiones graves gravísimas, sino que además abre un camino sobre la manera en que debieran abordarse otros ilícitos tan graves como ese.



La primera pregunta que uno tiene que hacerse es por qué el legislador toma la decisión de cambiar la normativa que sanciona la conducción en estado de ebriedad que ocasione lesiones graves gravísimas o la muerte.



La respuesta es muy simple: porque el juicio de reproche que la sociedad efectúa hoy sobre una conducta de tal naturaleza es mucho más alto que en el pasado.



¿Por qué es más alto el juicio de reproche de la comunidad? Porque en innumerables casos quienes cometen aquel tipo de ilícitos quedan en la impunidad no obstante que su conducta termina con la vida de terceros. Fue el caso de la pequeña Emilia, cuyos padres nos acompañan esta tarde en la tribuna.



Entonces, cuando se registra una conducta de aquella índole, que causa tanto daño, ¿puede o no el legislador decir “Voy a revaluar el juicio de reproche de la sociedad y, por lo tanto, la sanción que se aplica a esa conducta”?



¡Por supuesto que sí!



En algunos casos puede revaluar por considerar que la conducta es menos grave, y en otros, como el señalado, por estimar que es más grave y se necesita tomar distintas medidas.



Básicamente, aquí están envueltos tres puntos.



Primero, la penalidad.



La penalidad que establecemos ahora es mayor que la existente: en el caso de la conducción en estado de ebriedad con resultado de lesiones graves gravísimas la sanción va de tres años y un día a cinco años de cárcel; y si el resultado es la muerte de una persona, la pena va de tres años y un día a diez años.



¿Cuál es el cambio? Se trata de un tremendo aporte hecho por el Senado, que innova en toda la legislación: el juez no podrá salirse del marco que le fija la ley, como ocurre en todas las legislaciones modernas.



Si el magistrado estima que hay circunstancias atenuantes, aplicará el mínimo de la pena que el legislador le señala: tres años y un día. Y si considera que existen circunstancias agravantes, le impondrá el máximo que le fija el legislador: diez años si el resultado es la muerte y cinco años si hay lesiones graves gravísimas (para que entendamos: cuando la persona queda en estado vegetal).



¿Qué sucede con el resto de los delitos en nuestro país?



El juez, por la vía de las atenuantes, puede rebajar permanentemente la pena asignada. Y se llega al absurdo de que quien es declarado culpable del delito de actuar con negligencia y provocar un accidente que ocasiona la muerte de una persona puede recibir, por aplicación de las atenuantes -ellas se configuran con gran facilidad: irreprochable conducta anterior (nunca ha tenido un accidente); intento de reparar con celo el mal causado (deposita plata en el tribunal); colaboración con la justicia (cuenta la verdad de lo ocurrido)-, una sanción no superior a sesentas días y sin siquiera la obligación de ir a firmar al tribunal.



¡Eso no es correcto ni justo cuando se mata a una persona o se la deja en estado vegetal!



Por lo tanto, con el cambio que proponemos, por primera vez los jueces deberán ceñirse al marco que les señala el legislador. Y es lo que ocurre en todas las legislaciones modernas.



El segundo punto se refiere al agravamiento de la responsabilidad en un delito independiente: el de fuga.



El delito de fuga está contemplado en nuestro Código Penal; no estamos inventando una figura nueva: solo le establecemos una penalidad acorde con la gravedad del daño provocado.



La pena actual para quien participa en un accidente y se fuga es de sesenta y un días a tres años.



Nosotros decimos: “Un momento. La determinaremos dependiendo de la gravedad del accidente. Si usted se fuga, enfrentará una pena de quinientos cuarenta y un días a tres años; pero si ve que una persona queda agonizando y no le presta ayuda, su responsabilidad será mayor”.



Es grave fugarse. ¡Pero es harto más grave hacerlo cuando una persona está agonizando!



Ese será un problema de prueba que resolverá el juez.



Y el tercer punto se refiere a las penas sustitutivas.



La regla general es que, tratándose de delitos menos graves, el juez está facultado para decir: “Usted puede sustituir su sanción de cárcel por una que cumpla en libertad: remisión condicional de la pena, arresto domiciliario”.



Aquí se expresa: “Si usted es condenado, tendrá que estar a lo menos un año en la cárcel”.



Esa es una medida muy dura en nuestra legislación. Pero se incorpora para los efectos de que quien cometa un delito de tanta gravedad y provoque la muerte de una persona o deje a alguien en estado vegetal tenga que cumplir por lo menos un año de reclusión antes de aspirar a algún beneficio.



¿Es duro? ¡Es durísimo en la legislación vigente!



Y una última consideración: se requiere ser culpable del accidente.



Quiero dejarlo muy claro.



Si una persona que conduce en estado de ebriedad o bajo los efectos del alcohol es controlada, será objeto de sanción por ello. Pero si maneja en esas condiciones y por negligencia, inobservancia del reglamento o impericia protagoniza un accidente, tal conducta gatilla su culpabilidad en el hecho.



Finalmente, quiero expresarle mi agradecimiento a la Ministra Rincón -nobleza obliga-, pues había un proyecto de nuestra autoría y uno originado en la Cámara de Diputados y tuvo la capacidad de refundirlos e incorporarlos en la normativa que nos ocupa.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señora Presidenta, los miembros de la Comisión de Constitución y, básicamente, los demás abogados han planteado los principales aspectos de la ley en proyecto.



Yo quiero aportar una mirada distinta. Pero antes voy a señalar algunos elementos relevantes de la legislación propuesta, que innova de manera significativa en nuestro ordenamiento jurídico.



En efecto, hoy existe un rango de penas, pero al aplicarse las atenuantes ciertos delitos graves quedan, por así decirlo, en la más completa impunidad.



Eso ha ocurrido en muchos casos en que conductores ebrios han protagonizado accidentes que han provocado lesiones gravísimas o muerte.



En cada región de nuestro país hemos conocido varias situaciones de aquella índole. Y el nombre con que se conoce la ley en proyecto da cuenta de ello.



Esta iniciativa señala que la conducción bajo la influencia del alcohol es una conducta de gran irresponsabilidad.



El manejo en tales condiciones transforma al vehículo en una verdadera arma. Por tanto, la legislación debe hacerse cargo de ello.



Ojalá nunca tengamos que sancionar a alguien. Esperamos provocar un cambio cultural.



El proyecto que nos ocupa avanza de manera importante en el propósito de terminar con la sensación de impunidad existente, ya que la sanción mínima aplicable al conductor ebrio que le quite la vida a una persona será de un año de privación de libertad, más allá de cualquier tipo de atenuantes. Y deberán cumplirse dos tercios de la pena para poder acceder a la libertad condicional, a diferencia de lo que dispone la legislación vigente.



Es del caso destacar también que se establecen como delitos independientes el no socorrer a la víctima y el negarse a la realización de la alcoholemia luego de un accidente.



Porque hoy el mensaje es muy claro. Incluso más: si una persona tiene alguna agravante respecto del delito en comento (hoy se considera calificado), como la reincidencia, o ser conductor profesional, o estar inhabilitado para manejar, el llamado es a huir del lugar de los hechos.



Ahora se configura un delito independiente, con pena de tres años y un día a cinco años.



Por lo tanto, sinceramente, espero que la legislación en proyecto sirva para inhibir a muchos conductores de la idea de manejar con alcohol en el cuerpo.



Señora Presidenta, haré una reflexión final sobre algo que se ha dicho poco: el alcohol como problema de salud en Chile. Porque al final del día estamos hablando de conductores ebrios. Sin embargo, también debemos preguntarnos por qué ocurre tal situación, qué está sucediendo con el alcohol en nuestra sociedad.



Las cifras de consumo de alcohol puro anual en Chile, me parece, llegan a cerca de 10 litros en el hombre y a 6 litros en la mujer. Es el consumo más alto de América -entiendo- y uno de los más elevados del mundo.



Por lo tanto, también hemos de hacernos cargo de aquello: qué pasa en la sociedad chilena que tenemos una ingesta de alcohol tan alta.



Entonces, no basta con establecer este tipo de leyes sancionatorias: también debemos hacernos cargo del origen del problema.



Empero, aquello pasa por tener una legislación adecuada.



Por eso estamos modificando la ley de alcoholes, básicamente restringiendo la publicidad, abordando aspectos relativos a la entrega de información a las personas. Por ejemplo, el rotulado con las advertencias. También, todo lo que tiene que ver con el auspicio de eventos. Porque muchas veces vemos a un futbolista que es ídolo, modelo para numerosos niños, ¡y lleva en su camiseta la marca de una bebida alcohólica...!



Esas situaciones, evidentemente, generan en los menores un modelo a seguir.



En consecuencia, voy a votar favorablemente.



Tenía una duda, pero la SEGPRES me la aclaró.



Solo me resta insistir en el mensaje que daba al final: debemos trabajar fuertemente para hacernos cargo del problema de salud que aqueja a la sociedad chilena.



Estamos no solo ante una cuestión de seguridad vial, de sanciones penales, de accionar policial: se trata asimismo de un problema de salud pública que debemos abordar de forma integral.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Senado, con relación al proyecto de ley que nos convoca esta tarde, quiero nuevamente hacer un merecido reconocimiento a los padres de la menor Emilia Silva Figueroa, cuya trágica y lamentable muerte dio inicio a esta verdadera cruzada que Benjamín Silva y Carolina Figueroa impulsaron y han mantenido incesantemente para lograr que hechos de tal magnitud, provocados por conductores que actúan con total desprecio por sus semejantes, no queden impunes.



A tal punto ha llegado la lucha dada por Benjamín y Carolina que recientemente constituyeron una fundación para que hechos como el que afectó a su hija no queden en la impunidad.



Por supuesto, cuentan con el respaldo de todos nosotros. Los estamos acompañando desde el primer día. Son personas que viven en mi Región, en la ciudad de Viña del Mar, y que vieron cómo una conducta irresponsable terminó con la vida de la pequeña Emilia.



Los he acompañado en los momentos tristes. También en los de alegría: Carolina dio a luz una maravillosa niña. Y ambos me pidieron expresamente que hiciera llegar su agradecimiento a esta Alta Cámara por la constante dedicación que ha brindado a los efectos de perfeccionar las disposiciones de este proyecto, cuya pronta vigencia se hace indispensable.



Benjamín y Carolina han vivido momentos complejos: de desazón, de angustia y de esperanza. Y queremos que su esperanza se materialice en el proyecto de ley que vamos a aprobar esta tarde, ojalá como salió de la Comisión.



Todos los aquí presentes hemos debido lamentar, con ocasión de diversas festividades y de los denominados “fines de semana largos”, la ocurrencia de muchos accidentes vehiculares causados por excesiva ingesta de alcohol en conductores que actúan con total menosprecio por la vida de sus semejantes.



Nos parecen absolutamente adecuadas las indicaciones -tanto las de origen parlamentario cuanto las presidenciales- formuladas a esta iniciativa con la finalidad de establecer penas drásticas, pero procurando un adecuado equilibrio en cuanto a su proporcionalidad y racionalidad.



Por otra parte, tengo la satisfacción de que se acogió el planteamiento contenido en una moción de mi autoría.



Debo recordar que se presentaron simultáneamente dos mociones: una en la Cámara de Diputados y otra en el Senado.



El Gobierno anterior le puso urgencia a la de la Cámara Baja. Sin embargo, posteriormente permitió incorporar, como indicaciones, los aspectos contemplados en el proyecto que presentamos en esta Alta Corporación.



Señora Presidenta, se plantea sancionar, considerando las distintas hipótesis, al responsable de un accidente que abandone el lugar del hecho sin prestar socorro a la víctima.



En el caso de Emilia, ¿qué fue diferente de los accidentes que se registran frecuentemente en nuestro país?



No fue el hecho de que un conductor negligente e imprudente, en estado de ebriedad, impactara el vehículo de Benjamín y Carolina.



Tampoco fue la circunstancia de que el chofer tratara de escapar del lugar del accidente.



¡Simplemente, una cámara registró los hechos!



¿Y por qué planteo aquello? ¡Porque las cifras son devastadoras!



Por eso nos pareció que la fuga debía considerarse una agravante calificada.



Cuesta encontrar estas cifras, señora Presidenta.



Con el Senador Navarro empujamos este proyecto en la Cámara Baja, cuando ambos  éramos Diputados.



Un oficio que mandó Carabineros de Chile nos señaló que el año 2007 hubo 1.290 accidentes y huyeron del lugar de los hechos 595 conductores: cerca de 50 por ciento.



En la Región Metropolitana, en 637 accidentes, 290 choferes escaparon del lugar donde se registraron.



En Valparaíso, en 107 accidentes con resultado de muerte o lesiones graves gravísimas, 84 conductores huyeron del lugar de los hechos: más de 75 por ciento.



Se trata del oficio de Carabineros N° 103, de 25 de enero de 2008.



En consecuencia, quiero desmitificar absolutamente la afirmación de que los chilenos son solidarios.



El chileno, cuando se encuentra ante un accidente como el señalado, ¡huye del lugar de los hechos en la gran  mayoría de los casos!: más del 50 por ciento, de acuerdo a cifras oficiales entregadas por Carabineros de Chile. 



Aquello habla de insensibilidad frente a un hecho que puede determinar la vida o la muerte de una persona.



Por su intermedio, señora Presidenta, le pido a la Ministra Ximena Rincón, quien nos acompaña esta tarde, que se le dé mayor urgencia a este proyecto...

El señor LARRAÍN.- Tiene “discusión inmediata”.

El señor CHAHUÁN.-... para que la ley sea promulgada antes del 18 de septiembre próximo.



La idea es que, aparte la “discusión inmediata”, esta iniciativa tenga todo el empuje del Ejecutivo para que la ley pertinente entre en vigor cuanto antes.



Simplemente, deseo señalar que esta debe ser una política pública, tal como lo indicó el Senador señor Rossi.



Por mi parte, presenté un proyecto para que la etiqueta contuviera una advertencia en el envase de las bebidas alcohólicas y para la elaboración de mallas curriculares a fin de prevenir sobre el efecto del consumo excesivo. Y hemos acompañado normas para prohibir la venta del producto a menores, entre otros aspectos. ¡La iniciativa lleva nueve años esperando en el Congreso! Afortunadamente, pronto se despachará en segundo trámite constitucional.



No solo cabe aprobar el proyecto que ahora nos ocupa, el cual es urgente, necesario y hace justicia respecto de Emilia y de todos los padres y familiares que están hoy día en nuestras tribunas. También resulta indispensable enfrentar, de una vez por todas, la cuestión del alcohol como una política pública, con más impuestos, como lo hace la reforma tributaria, pero, además, en mejores condiciones para los efectos de restringir su consumo.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señora Presidenta, para mí, esta es una iniciativa muy importante.



De hecho, voté a favor en la discusión en que se rechazó un texto que parecía extremadamente duro.



¿Por qué me parece necesario legislar en la materia?



Quiero valorar la normativa en estudio y el esfuerzo hecho por Senadores y el Gobierno para llegar a un acuerdo también con las víctimas, porque creo que las leyes presentan una doble dimensión: por un lado, educan -son una señal de la sociedad-, y por otro, buscan prevenir.



¿Y qué queremos prevenir? Que haya más víctimas inocentes por la circunstancia de que personas bebidas tomen un vehículo y terminen matando o dejando a otro ser humano en situación de invalidez, muchas veces, o con secuelas graves para toda la vida.



Lo importante es dar la señal. Nosotros nunca hemos impulsado una política adversa a quienes beben en forma responsable, lo que, a diferencia del consumo de tabaco, no ocasiona ningún problema. Pero, evidentemente, hay un límite, que es el de beber y al mismo tiempo conducir.



Soy uno de los autores de estos proyectos que buscan regular el consumo de alcohol. Y se observa una paradoja, porque muchos están dispuestos aquí a imponer penas muy duras cuando hay lesiones o muerte como consecuencia de conducir bebido, pero no a disponer ninguna regulación para promover el consumo responsable. Estimo que esta contradicción debiera ser resuelta. Hay Senadores que se han opuesto a la advertencia en los envases como una señal.



También soy uno de los impulsores de la Ley de Tolerancia Cero. Justamente porque creemos que beber en forma responsable no ofrece ningún problema, el límite se plantea cuando se toma la decisión de manejar un vehículo.



¿Y por qué soy partidario de aumentar las penas? Porque me parece inaceptable que haya víctimas inocentes, personas que puedan morir o sufrir lesiones producto de que alguien, a sabiendas de que beber limita las facultades y pone en un contexto que puede ser riesgoso, toma la decisión de manejar y eventualmente provocar un accidente.



Para mí, esa es una conducta criminal. Es lo mismo que una persona salga a la calle con una pistola y comience a disparar: puede herir a alguien.



Para mí, quien conduce un auto y ha bebido está desarrollando una acción que finalmente puede acarrear una consecuencia fatal. Por lo tanto, es una conducta criminal que debe ser duramente sancionada. ¿En qué sentido? Para prevenir. Porque queremos que nunca más haya víctimas.



Algunos me han dicho: “Pero podría ser tu hijo”. Sí. Y lo único que no quisiera es que mi hijo, al conducir en estado de ebriedad, matara a alguien. Porque provocar una muerte da lugar a un drama de vida para la víctima, pero también para el victimario.



Creo que sobre todo tenemos que pensar en las víctimas, como el joven atropellado y muerto por otro en Zapallar. Ese tipo de situaciones nunca más deben ocurrir. Evidentemente, el caso de Emilia ha sido emblemático. Y, más allá de las sanciones, espero que estas leyes sirvan para desincentivar las conductas irresponsables, de manera que nunca más tengamos que sufrir el drama de una víctima o de un victimario.



En seguida, el proyecto determina algo que me parece un mínimo. El que irresponsablemente bebe, conduce y atropella a alguien, luego de lo cual se fuga y no le presta ni siquiera una atención mínima, me parece que incurre en un acto de total inhumanidad. Muchos de los accidentados -el mismo Senador que habla se encontró en un caso grave- pueden mantenerse con vida si reciben un cuidado oportuno. Y, con frecuencia, el conductor es fundamental para poder alertar de una situación dramática, lo que hace posible salvar a quien lesionó.



Por lo tanto, me parece muy bien que la iniciativa busque educar. Porque puede que no logremos evitar que alguien consuma alcohol y conduzca, pero, en una cultura de individualismo, de no hacerse responsable por otro, al menos tenemos que promover mínimos de responsabilidad, de solidaridad y de respeto a la vida.



Para mí, lo que está detrás de la cuestión es una absoluta falta de respeto a la vida de las personas, y me parece que una sociedad que se funda en el individualismo y en la ausencia de esa valoración se halla en un profundo problema. Por eso, el proyecto, más allá de las sanciones, apunta justamente a que se entienda que la vida es de una jerarquía superior, lo que debemos compartir todos, y que resulta indispensable dar señales potentes para resguardar estos valores, que son fundamentales para la sociedad.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Honorable señor Araya.

El señor ARAYA.- Señora Presidenta, sin duda, hoy día asistimos a una discusión de suma importancia y que es, también, el resultado de la lucha que han dado durante mucho tiempo numerosas familias.



Quizá el caso más emblemático sea el de la menor Emilia Silva. En la Región que represento se registró asimismo el de Daniela Tirado Vilches, quien igualmente falleció producto de un accidente de tránsito ocasionado por una persona que venía manejando en estado de ebriedad. Y el que me tocó conocer más de cerca y me ha conmovido mucho es el de Camila Verdejo Contreras, una estudiante que murió atropellada por un individuo que se dio a la fuga. Los padres de Camila iniciaron en Antofagasta una campaña que se mantiene hasta el día de hoy -se llama “Por el Valor de la Vida”-, con la que dan a conocer este tipo de situaciones.



Dicho eso, deseo rescatar el hecho de que, por primera vez desde que integro el Congreso Nacional, se está tomando una decisión de política criminal en el sentido de señalarse que, como Estado, queremos perseguir de forma más severa a aquellos conductores que, al manejar en estado de ebriedad, causan lesiones graves o la muerte de una persona.



No voy a repetir lo ya expuesto por el Presidente de la Comisión de Constitución, quien resumió bastante bien cuáles son las nuevas penalidades. Lo novedoso del proyecto podría decir relación con tres aspectos.



En primer lugar, se establece un delito especial: el de fuga. El Senador señor Orpis hizo presente, muy bien, que le preocupaba la eliminación de la presunción de que quien huye lo hace por manejar en estado de ebriedad. La Comisión determinó que este ilícito será castigado, según se provoquen lesiones o muerte, con multa y presidio menor de tres años y un día a cinco años, además de disponerse la aplicación del artículo 74 del Código Penal en cuanto a las sanciones. Es decir, el causante del hecho que huye del lugar y que se presenta o es detenido con posterioridad producto de la investigación va a recibir en forma consecutiva, junto a la pena por las lesiones o la muerte que provoque, la correspondiente a la fuga. Esta última no va a quedar impune, sino que traerá aparejada una consecuencia adicional.



Un segundo punto importante es la fijación de una sanción a la negativa de realizarse el conocido alcotest. Hoy día, si un conductor rehúsa someterse a esa prueba o a la alcoholemia, da lugar a una presunción, y el juez puede valorar, conforme a los antecedentes de la investigación, si esa persona iba o no manejando en estado de ebriedad. La Comisión acordó que ello, según se provoquen lesiones graves o la muerte, sea objeto de una multa y una pena de hasta cinco años.



¿Por qué razón? Porque lo que estamos haciendo hoy día, además de ocuparnos en el conductor que no cumple con su obligación de detenerse, en el caso de que pueda auxiliar a la víctima, y de dar cuenta a la autoridad, es sancionar al que se niega a hacerse el alcotest. Justamente queremos desincentivar que, verificado el accidente de tránsito, se huya del lugar o se rechacen las pruebas para determinar si se venía o no en estado de ebriedad.



Pero lo más complejo -sé que ello va a ser motivo de discusión fundamentalmente en la doctrina, en la Academia, y los profesores de Derecho Penal que asistieron a la Comisión así lo hicieron ver- es que el proyecto plantea normas distintas en la aplicación de las sanciones.



Es preciso decirlo: este será el único cuerpo legal con disposiciones especiales al respecto. Y, con ello, rompemos lo que históricamente ha sido la preceptiva contenida en el Código Penal y la ley N° 18.216.



El proyecto parte de la siguiente premisa: la pena que le imponga el tribunal a quien conduzca en estado de ebriedad y cause lesiones graves o la muerte importará un año de privación efectiva de libertad. Es decir, la persona estará en la cárcel al menos por ese período. El saldo va a ser cumplido con reclusión nocturna domiciliaria, lo que no ocurre en otros tipos penales. Porque, además, es necesario tener presente que se considera el rango de sanciones alternativas de la ley N° 18.216. 



El anterior constituye, a mi juicio, el principal cambio.



El otro es el establecimiento de una limitación a qué puede hacer el juez con las atenuantes y agravantes, porque se dispone expresamente que no podrá bajar del piso de la pena, con independencia de las primeras. Entonces, se le fija un rango que tampoco se contempla en otro tipo de delitos. Y eso obviamente constituye, conforme a lo que hemos dicho, un sistema de política criminal donde estamos dando una señal clara.



Conversé recién con la Ministra señora Rincón, quien me decía: “El año pasado, la CONASET informó de 4 mil 206 accidentes de tránsito ocasionados por conductores en estado de ebriedad, habiendo muerto 117 personas. En el año 2012, entre enero y septiembre, fallecieron 116 personas en las mismas circunstancias”.



La iniciativa en debate, entonces, precisamente busca transmitir una indicación clarísima a quienes manejan. El único mensaje que se puede dirigir hoy día es: “Si usted va a beber alcohol, no conduzca, pues en este tipo de accidentes se acabó la posibilidad de que quien provoque una muerte o lesiones graves se vaya para la casa al otro día, ya que ahora la privación de libertad es efectiva”. 



A mi juicio, estas medidas tienen que ir acompañadas de una fuerte campaña del Gobierno en orden a difundir el futuro cuerpo legal. Porque si un joven de 18 años que tome dos cervezas y se encuentre en estado de ebriedad, conforme a los rangos que contempla el ordenamiento, llega a atropellar a alguien y le causa lesiones graves o la muerte, enfrentará un año de encierro efectivo. ¡Sí o sí! No será posible que el juez, sobre la base del juego de una atenuante, baje la pena y determine la libertad vigilada, con firma. En la historia de la normativa se halla expresamente consignado que esa es la voluntad del legislador.



Algunos colegas han aseverado -y me gustaría hacer las precisiones necesarias- que en estos delitos media la impunidad. No es así. Lo que ocurre es que las sanciones son bajas. Y ello se explica porque nuestro Código es muy antiguo y, al momento de ser dictado, no contempló las penas alternativas. Entonces, las condenas a tres años se cumplían realmente en la cárcel.


Por eso, una serie de delitos aparecen desvirtuados, como ocurre en el caso del homicidio. Más adelante trataremos el proyecto tendiente a aumentarle la sanción.



La ley N° 18.216 vino a quebrar el antiguo esquema. Los jueces, con anterioridad, jugaban con el rango, ya que sabían que el condenado efectivamente se encontraría privado de libertad durante 61 o 541 días, por ejemplo, lo que no ocurre hoy día por las disposiciones que ese cuerpo legal contempla.


Termino diciendo…



Pido un minuto más para redondear la idea.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede hacerlo, Su Señoría.

El señor ARAYA.- Gracias, señora Presidenta.



Espero que el Senado apruebe el proyecto y que la Cámara haga otro tanto mañana para que se transforme en ley antes del 18 de septiembre, porque sabemos que, en ese fin de semana largo, conductores irresponsables no querrán comprender el mensaje de que si se va a manejar no se puede beber alcohol.



La normativa, es cierto, resulta compleja. Será una ley draconiana respecto de quienes conduzcan en estado de ebriedad. Pero tenemos que dar una señal clara. Y eso es lo que se está haciendo: queremos que en Chile terminen las muertes y las lesiones graves en accidentes de tránsito provocados por conductores irresponsables.



Mencionaré un último punto, señora Presidenta, y concluyo.



Me parece que el proyecto no ha resuelto adecuadamente lo que dice relación con las sustancias psicotrópicas.



El caso de quien maneje habiendo consumido un producto lícito de esa naturaleza y se vea envuelto en un accidente, en efecto, no se distingue del que lo haga bajo la influencia de otro de carácter ilegal. La pena se les aplica por igual al conductor que siguió la prescripción de un psiquiatra o un psicólogo y al que ingirió alguna droga, como marihuana o cocaína.



Considero que es preciso resolver adecuadamente el asunto, porque, según he podido conversar con algunos psiquiatras, existe un grado de preocupación en orden a que las sustancias psicotrópicas que algunos de ellos recetan no necesariamente inhabilitan para la conducción, pero, al no distinguirse en el proyecto, la sanción se aplicará por parejo.



Gracias.


--(Aplausos en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Desea plantear un punto de Reglamento, Senador señor Letelier?

El señor LETELIER.- Quisiera dar después una opinión en general.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entiendo que se relaciona con la votación.

El señor LETELIER.- Existe una diferencia entre la minuta que me pasó la Secretaría y el texto. Por eso quise una lectura antes de dar el acuerdo para la votación.



He conversado con el Presidente de la Comisión.



Habiéndose pedido votar el artículo 1° como un solo paquete, no tengo dificultades en que se abra la votación al respecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Esa disposición, que es la más larga del texto, sería objeto de un solo pronunciamiento, entonces. No se llevaría a cabo una votación separada.

El señor ORPIS.- Formulé una petición en este último sentido, señora Presidenta.
La señora MUÑOZ.- ¿Se podría abrir la votación?
La señora ALLENDE (Presidenta).- Hay acuerdo para ello y el artículo 1° se sometería a la consideración de la Sala, pero entiendo que el Honorable señor Orpis quiere agregar algo.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, pedí votación separada en lo relativo al artículo 183 y estoy a la espera de la explicación del señor Presidente de la Comisión de Constitución.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Excúseme, Su Señoría. Usted sabe que al inicio estaba ocupada en otros menesteres, lo que llevó a la demora.


Tiene la palabra el Senador señor Harboe, Presidente del órgano técnico.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, comprendo la legítima y justificada preocupación del Honorable señor Orpis ante el hecho de que la Comisión haya decidido proponer la supresión del inciso final del artículo 183, que establece la presunción legal de responsabilidad frente a la negativa de una persona a realizarse los exámenes de alcoholemia.



La verdad es que las presunciones legales, desde el punto de vista penal, no son aplicables. En la práctica, los jueces no lo hacen, razón por la cual hay un incentivo perverso para huir del lugar a fin de evitar la diligencia y, con ello, burlar la disposición de la ley, particularmente cuando alguien maneja en manifiesto estado de ebriedad.



No contentos con ello, y justamente para desincentivar la negativa, hemos creado un tipo penal especial. El nuevo artículo 195 bis reproduce lo consignado en el inciso final del artículo 183, que se elimina, y establece, más que una presunción, una sanción inmediata. El solo hecho de rehusar someterse a los exámenes, en caso de que en el accidente se hayan registrado lesiones, será objeto de multa de tres a diez unidades tributarias mensuales y de suspensión de licencia. 



Y si se han provocado lesiones graves gravísimas o la muerte, incluso se contempla la pena de tres años y un día a cinco años, más la inhabilidad perpetua para conducir y el comiso del vehículo.



Es decir, la legítima preocupación del señor Senador por la presunción legal, que no se aplica en la práctica, la hemos recogido -repito- en un tipo penal especial, lo que permitirá materializarla. Por lo demás, fue uno de los planteamientos expuestos para sancionar de manera efectiva a quien se niegue a hacerse los exámenes.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, el artículo 195 bis, en relación con el 183, efectivamente contiene, como lo ha expresado el Senador señor Harboe, un tipo penal especial.



La disposición se coloca en dos hipótesis. Una de ellas es que, sin mediar en el accidente lesiones o muerte, la persona simplemente se niegue, en forma injustificada, a someterse a un examen de alcohol o de drogas. La otra se encuentra en el inciso siguiente, para el caso de que sí se provoquen lesiones o muerte.



La que me preocupa particularmente es la primera de ellas. Y explico por qué. Este tipo especial establece que la persona que se niegue injustificadamente a someterse al examen solo será sancionada con multa de tres a diez unidades tributarias mensuales (entre 90 mil y 300 mil pesos, para ser prácticos). El manejo en estado de ebriedad tiene una pena superior: 61 a 540 días de presidio. 



O sea, la señal que se está entregando con este tipo especial es que, si a un conductor lo detienen sin que haya provocado lesiones o muerte, simplemente recibirá una multa de 90 mil a 300 mil pesos y la suspensión de su licencia hasta por un mes. Y a mí me parece demasiado peligroso que una persona maneje en estado de ebriedad.



En ese contexto, lo que estoy solicitando es mantener la presunción, porque así al conductor que se niegue a practicarse el examen, aun cuando no provoque lesiones o muerte, se le presumirá manejo en estado de ebriedad y será sancionado, por tanto, con una pena de entre 61 y 540 días de presidio.



¿A qué voy, señora Presidenta, en síntesis?



El artículo 111 de la ley vigente determina el estado de ebriedad. Y posteriormente se establece la sanción. 



A mi juicio, no es incompatible mantener lo preceptuado en el inciso final del artículo 183 con el tipo especial que se plantea por parte de la Comisión de Constitución. ¿Por qué razón? Porque se va a aplicar el tipo especial contenido en el artículo 195 bis, pero además se va a presumir, por la negativa injustificada de la persona, que su manejo se ha realizado en estado de ebriedad y, en consecuencia, se le aplicaría también una pena de entre 61 y 540 días de presidio si así lo establece el juez, tal como lo dispone el inciso final del artículo 183.



Por consiguiente, yo voy a mantener mi voto en contra de la eliminación de este último precepto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Voy a darle la palabra al Presidente de la Comisión de Constitución, pues considero importante que tengamos clara la situación para resolver en buena forma, que es, supongo, el ánimo que orienta a todos en la Sala. 



Así que tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, efectivamente, todos compartimos la preocupación de que quien se niega a hacerse el examen para detectar consumo de alcohol o de drogas está evitando que un ministro de fe conozca el estado real en el cual se encuentra conduciendo.



La ley establece desde hace muchos años una presunción legal. Pero, lamentablemente, ella ya no opera, y no va a operar, toda vez que las presunciones legales, que se aplican plenamente en el Derecho Civil, no tienen cabida en el ámbito del Derecho Penal. Hay jurisprudencia constante y reiterada en ese sentido. 



En la práctica, la norma que contiene la presunción en esta materia no se aplica. Sin embargo, como queremos evitar que exista un incentivo perverso para negarse a practicar el examen, se aplicaría el nuevo tipo penal contemplado en el artículo 195 bis, referido a dicha situación. O sea, no estamos hablando de alguien que maneja en estado de ebriedad. Eso no lo sabemos. Se trata de un momento anterior: de aquel en que el ministro de fe le pide a una persona someterse al examen para determinar si está manejando en estado de ebriedad o no, cuestión que hasta ese instante se desconoce. Por tanto, mal podríamos aplicarle la sanción del manejo en estado de ebriedad si no se sabe si se encuentra en tal situación.



Por eso se establece un tipo penal especial, el cual, independiente del resultado del examen, sanciona al que se niegue a practicárselo. 



Y además cabe recordar que existe una norma complementaria (el artículo 111, el cual aparece en la página 2 del comparado), que señala: “Para la determinación del estado de ebriedad del imputado o del hecho de encontrarse bajo la influencia del alcohol, el tribunal podrá considerar todos los medios de prueba, evaluando especialmente el estado general del imputado en relación con el control de sus sentidos, como también el nivel de alcohol presente en el flujo sanguíneo, que conste en el informe de alcoholemia o en el resultado de la prueba respiratoria que hubiera sido practicada por Carabineros”.



En consecuencia, a juicio de la Comisión, de los abogados penalistas que nos asesoraron y de los representantes del Ministerio de Transportes, la creación de un tipo penal especial es correcta, porque no podría haber acumulación, toda vez que no se sabe si el conductor está manejando en estado de ebriedad o no. Lo que va a ocurrir es que habrá una sanción para la persona que se niegue a efectuarse el examen, independiente del resultado que este pueda arrojar.



Por eso, consideramos que la fórmula propuesta por la Comisión de Constitución es mejor que la de la presunción legal, la cual, en la práctica, no se aplica, dada la jurisprudencia constante de los tribunales.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Gracias, Senador Harboe.



Le voy a dar la palabra al Honorable señor Espina, quien también es miembro de la Comisión de Constitución.



La Mesa considera importante despejar bien el punto. Por eso estoy dando la oportunidad de que se discuta el asunto, porque todos queremos tener claridad para mejor resolver y despachar una buena ley.



Me parece legítimo que haya inquietudes. Pero nos tomaremos el tiempo necesario, así que les pido paciencia. A la Mesa le parece relevante conocer bien la duda del Senador Orpis, que la Comisión de Constitución -a cuyo Presidente hemos escuchado- aparentemente ha resuelto en buena forma.



Le voy a conceder brevemente la palabra al Senador Espina. Y si algún otro miembro de la Comisión también desea hablar, igualmente se la daré, luego de lo cual procederemos a votar.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, solo deseo despejar la duda planteada por el Senador Orpis.



Quisiera demostrarle a mi Honorable colega que en materia penal no existen las presunciones y que, por tanto, un tribunal no puede aplicar el inciso final del artículo 183.



Cuando se produce un hecho de la naturaleza en cuestión, se da origen a un juicio penal, más allá de la ley donde se halle establecido el delito. Se trata, reitero, de un juicio penal. Y nuestro Código Procesal Penal, que regula el juicio penal, establece expresamente en su artículo 340, inciso segundo, lo siguiente: “El tribunal formará su convicción sobre la base de la prueba producida durante el juicio oral”. En nuestro país no se puede condenar a una persona sobre la base de una presunción, pues así quedó definido cuando se dictó el nuevo Código Procesal Penal. No existe esa posibilidad. Y por eso los tribunales no aplican la presunción.



Por lo tanto, la norma que menciona el Senador Orpis no opera en materia penal, porque expresamente la preceptiva que regula todo el juicio penal, que es el Código Procesal Penal, le dice al juez: “Mire, usted no puede condenar por presunciones, sino por pruebas que le sirvan para formarse convicción”. Las presunciones se terminaron en el Derecho Penal chileno, así como en el de otros lugares. 



En consecuencia, mantener la norma es inconducente, pues, como bien indicó el Senador Harboe, al no haber, en definitiva, un delito específico sobre la materia, a quien se arrancaba del lugar del accidente, no se realizaba la alcoholemia y no era ubicado sino hasta tres días después, el juez no podía aplicarle la presunción de conducción en estado de ebriedad, porque el Código le ordenaba expresamente a este no condenar por presunciones, sino solo por pruebas concretas presentadas en juicio. Y eso -insisto- se da no solo en el Derecho Penal chileno, sino también en todos los países que poseen un Estado un Derecho que contemple las normas de un debido proceso.



Por lo tanto, la Comisión ha hecho lo correcto. Simplemente, ha configurado un delito con distinta graduación de penas dependiendo de si hay lesionados o no y de la gravedad de la lesión. De manera que mantener la presunción solo conduciría a un engaño y a una distorsión de lo que son las normas vigentes en el Código Procesal Penal. Y esa fue la razón por la cual la Comisión, después de meditarlo mucho, decidió introducir el cambio que se plantea a la Sala.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Gracias, Senador Espina.


Como ya señalé, creo que es importante tener claridad sobre lo que se va a votar.



Aún quedan varios oradores inscritos y vamos a seguir ofreciendo la palabra de acuerdo al orden en que aparecen en la lista.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ha solicitado la palabra el Honorable señor Lagos, también para una cuestión de Reglamento.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, pido que se abra un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el viernes 12 de septiembre, a las 12, para el proyecto que crea el Administrador Provisional.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si no hay objeción, se accederá a lo solicitado.



Acordado.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Volvemos al proyecto que modifica la Ley de Tránsito en lo que se refiere al delito de manejo en estado de ebriedad.



Si entiendo bien, se votaría la totalidad de las normas, exceptuada aquella para la cual el Senador Orpis ha pedido votación separada.



Hago la prevención, eso sí, de que el artículo 4° ya fue aprobado al comienzo de la discusión.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, algunos Senadores aún no hemos hecho uso de la palabra, por lo que me gustaría que la votación se efectuara una vez que hubiésemos intervenido todos.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Por qué no abre la votación, señora Presidenta?

El señor ORPIS.- Yo pedí votación separada.

El señor LARRAÍN.- Si se abre la votación, no tengo problemas.

La señora MUÑOZ.- Que se abra la votación, señora Presidenta.

El señor HARBOE.- Sí.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Exactamente. Yo estaba hablando de abrir la votación, Senador Larraín.

El señor LARRAÍN.- Está bien, entonces. No tengo inconveniente.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En consecuencia, se abriría la votación, manteniendo, por supuesto, los tiempos y el orden de los oradores.

El señor HARBOE.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Sí, señor Senador.

El señor HARBOE.- Estoy de acuerdo en que se mantengan los tiempos, pero quiero hacer presente que lo que hemos tratado de hacer, transversalmente, en la Comisión de Constitución, en conjunto con el Gobierno, es que este proyecto pueda ser promulgado, tal como aquí se planteó, antes del 18 de septiembre, que es la fecha donde tradicionalmente se produce mayor consumo de alcohol. Y eso solo será posible en la medida en que el Senado evacúe hoy el oficio de aprobación a la otra rama del Parlamento, para que esta pueda poner en tabla y aprobar el proyecto el día de mañana.



El Presidente de la Cámara de Diputados -se lo digo al señor Secretario- me ha expresado su disponibilidad para que, si la iniciativa es despachada hoy por el Senado, se le mande de inmediato el oficio correspondiente para que el proyecto pueda terminar su tramitación legislativa mañana jueves.



Apelo a la voluntad del Secretario General para ese efecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Esperamos que así ocurra.



Antes de proceder a la votación, le voy a consultar al Senador Orpis, por última vez, cuál es la norma que desea votar en forma separada.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, con el ánimo de facilitar las cosas, no tengo ningún inconveniente en que se efectúe una sola votación, pero dejando constancia de mi voto negativo en cuanto a la eliminación del inciso final del artículo 183.

El señor DE URRESTI.- ¡Muy bien!

El señor LAGOS.- ¡Bien!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Le agradezco al Senador Orpis su decisión, por lo que a continuación se abriría la votación y se seguiría con el orden de los oradores.

El señor ORPIS.- Eso, solo respecto del artículo 1°, señora Presidenta. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Así lo entiendo, señor Senador.



Para que quede claro, la votación cubrirá todo el artículo 1° del proyecto, pero dejando constancia del voto negativo del Honorable señor Orpis respecto de la supresión del inciso final del artículo 183.


Además, se entiende que los artículos 2° y 3° quedan eliminados, por razones de procedimiento. Estaban de más, por lo que automáticamente quedarían suprimidos. 



Por lo tanto, con las prevenciones mencionadas, lo que se votará enseguida será el artículo 1° y la supresión de los artículos 2° y 3°. 



¿Habría acuerdo en tal sentido?



Acordado.



Entonces, queda abierta la votación, manteniéndose los tiempos y la lista de oradores.



--(Durante la votación).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señora Presidenta, deseo justificar mi apoyo al proyecto. 



El detalle ya lo entregaron los colegas de la Comisión de Constitución. Yo solo quiero poner algunos énfasis.



Creo que todos estamos de acuerdo en que nos hallamos frente a una legislación que es dura -superdura, en realidad-, pero que se condice con el valor de la vida, tal como se ha planteado acá. Lo que busca es transformarse en un disuasivo efectivo ante una conducta que queremos y debemos cambiar. Se trata de una situación que se puede prevenir, que se puede evitar.



El número de muertes causadas en accidentes de tránsito por conductores en estado de ebriedad es importante: 117, el 2011; 118, el 2012; 105, el 2013. Estamos frente a una realidad que justifica la aplicación de penas que sean efectivamente disuasivas.



Se ha señalado que con la actual legislación, quien abandona el lugar del accidente puede tener derecho a la remisión condicional de la pena. O sea, ni siquiera cumple una pena privativa de libertad. Ahora, con la nueva normativa, en situaciones como la que se ha recordado (el caso de la pequeña Emilia), habría una pena de cinco años, con un año de presidio efectivo.



Me parece importante que se analice la situación y se contemplen aquellos casos en que no se cumple con el “deber de socorro” -por así llamarlo-, con la obligación que le asiste a todo conductor que se ve envuelto en un accidente de tránsito: detener la marcha de su vehículo, prestar la ayuda que le sea posible a la víctima, obviamente de acuerdo a las circunstancias, y avisar a Carabineros a la brevedad. 



Esa es la obligación mínima que debería tener cualquier persona involucrada en un accidente. 



También debería considerarse el hecho de que alguien se negara a practicarse el control de alcotest.


La idea es que en esos casos la pena sea asimilable a la del conductor que se encuentra en estado de ebriedad y provoca un accidente con resultado de muerte o lesiones graves gravísimas.



Ahora bien, quiero añadir -aprovechando, además, que se encuentra con nosotros la Ministra Ximena Rincón, quien ha tenido un compromiso importante en la tramitación de esta iniciativa- que es necesario informar, educar al respecto. 



Esta será de esas leyes que a uno le gustaría que no se aplicaran, porque cuando se hace significa que una persona perdió la vida o quedó gravemente herida.



Se ha señalado que nuestro deseo es que esta normativa en proyecto entre en vigencia antes del 18 de septiembre, porque sabemos lo que ocurre, frente a una festividad larga como Fiestas Patrias, con el consumo de alcohol.



Por lo tanto, estimo urgente que exista un esfuerzo decidido, importante, de los medios de comunicación, para informar acerca de esta ley en proyecto a fin de que ojalá cumpla con el objetivo de prevenir, de disuadir, de generar cambios de conducta, de hacer que quienes manejan un vehículo lo hagan efectivamente con responsabilidad, por la vida de otros y también por la propia. 



Ese es el propósito de una legislación que, como esta, consagra penas importantes, duras, pero que busca generar ese cambio de conducta.



Así que ojalá se pueda actuar con celeridad porque estamos ad portas, a pocos días, de la celebración de Fiestas Patrias. Y, si esta normativa entra en vigencia, espero que al mismo tiempo se realice, a través de los medios de comunicación, una campaña fuerte, agresiva y en la que, por supuesto, todos podamos colaborar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, voy a votar a favor de esta iniciativa, porque obedece a la realidad existente en un país donde aumenta considerablemente el tipo de delitos de que se trata.



Esta práctica ha sido adoptada por otros países del mundo. Sin embargo, es necesario tomar en cuenta lo aquí planteado en el sentido de que estamos elevando ostensiblemente las penas y, además, estableciendo que cualquier persona que cometa este tipo de delito deba pasar al menos un año de presidio efectivo en la cárcel.



Aquí hablamos de sancionar a un ciudadano, por manejar en estado de ebriedad y quitarle la vida a una persona, con la pena de tres años y un día a cinco años y, eventualmente, de tres años y un día a diez años. 



Como dije en otra oportunidad, nos encontramos frente a un proyecto de ley donde se ha puesto un piso de pena de cárcel -que deberá ser cumplida- de un año de presidio efectivo.



Señora Presidenta, no quiero describir esta iniciativa legal, porque lo hicieron muy bien los miembros de la Comisión, sino que voy a plantear dos temas que, a mi juicio, son importantes. 



Podría ocurrir que aprobáramos hoy este proyecto y que, una vez que se implementara y se sancionara a una persona, empezáramos a revisar de nuevo esta legislación si los medios de comunicación nos plantearan que efectuamos algo sin pensar en lo que podría suceder.



A este respecto, debo señalar que hasta hace algún tiempo existía en nuestro país una sección especial llamada “Anexo cárcel Capitán Yaber”. A este lugar se enviaba a todas aquellas personas sancionadas por cometer este tipo de delitos. Pero una vez que entre en vigencia esta ley en proyecto (me parece difícil que ello ocurra dentro de la semana, como sugieren algunos; pero supongamos que comienza a regir mañana) -presten atención, se lo he planteado a la Ministra- quien cometa este tipo de ilícitos, aunque sea primerizo, es decir, que nunca antes haya cometido delito alguno, y a pesar de que se le apliquen atenuantes, tendrá que pasar un año en la cárcel junto con delincuentes peligrosos. 



Por tanto, hay aquí una tarea para el Ejecutivo -por eso se lo planteé a la Ministra Rincón-, en el sentido de crear una sección donde esas personas puedan cumplir su pena.



Ahora bien, con relación a lo señalado por el Senador Araya, en cuanto a qué pasaría si el médico que le prescribe un tratamiento con ansiolíticos a una persona, lo que es legítimo, le dice que no posee restricción para manejar, debo aclarar que, de entrar en vigencia la normativa en estudio, como ese tema no ha quedado zanjado, a aquella le podría ocurrir el mismo drama en comento.



Chile es uno de los países, según los medios de comunicación, con más consumo de ansiolíticos en el mundo. No sé si alguno de los Senadores médicos lo puede ratificar. Pero es lo que he leído en la prensa. El Senador Girardi dice “sí”.



En consecuencia, señora Presidenta, estamos frente a un tema que puede resultar dramático. 



Por eso, le encuentro razón al Senador Araya en cuanto a que, si una persona sometida a tratamiento con ansiolíticos prescritos por un médico -es legítimo- comete el día de mañana un acto punido, como atropellar a alguien y darle muerte estando bajo la influencia de químicos o psicotrópicos, va a tener la misma sanción.



Eso hay que repararlo ahora, ya. Porque no es el mismo caso de alguien que se encuentra sometido a un tratamiento y el médico le dice que no puede manejar y, sin embargo, lo hace. En este caso, a mi juicio, se caería claramente bajo el tipo penal que se pretende establecer.



Por lo tanto, me parece indispensable tener en cuenta los dos puntos planteados.



Finalmente, quiero enviar un mensaje.



Como se ha dicho aquí, ojalá que esta ley en proyecto, como cualquier otra, nunca se aplique. Y para eso, señora Presidenta, hay que darle gran difusión.



A mi juicio, para que la opinión pública tome conocimiento de esta normativa, a través de los medios de comunicación, en los programas del SENDA o los del Ministerio de Salud o de Justicia, se debe realizar una campaña donde se notifique a las personas de su contenido.



Aquí no se trata de que no se pueda consumir alcohol, sino de que no sea posible la mezcla de ingerir alcohol y conducir un vehículo.



Por lo tanto, es preciso comunicarle a la gente en su momento, dado que la ley se presume conocida por todos, que ella está en vigencia y que quienes incurran en el tipo penal señalado tendrán una sanción grave, draconiana, como la que estamos aprobando hoy día.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra al Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, en esta discusión se ha ahondado bastante en el nuevo cambio y tipificación del delito de manejar en estado de ebriedad y causar la muerte o lesiones graves gravísimas.



Además, se ha explicado bien por cada uno de los colegas que me han antecedido cuál es la modificación que se introduce en materia de aplicación de la pena, donde se le quita al juez la facultad de poder jugar con un amplio rango. 



Asimismo, se han establecido dos tipos penales autónomos para tipificar el delito de fuga -esto es, cuando el conductor huye del lugar y no auxilia a la víctima- y, también, una sanción efectiva para los que se niegan a practicarse el examen de alcotest.


En eso se ha avanzado. Hemos tenido una política clara, precisa, consensuada dentro de la Corporación.



Ahora, pienso que el debate de esta Sala apunta principalmente a poner el acento en que se está introduciendo un cambio en la política criminal concerniente a la tolerancia y el manejo en estado de ebriedad.



A este respecto, debo señalar que, así como hace un par de años se dictó una drástica legislación en materia de tolerancia cero al alcohol en la conducción de vehículos motorizados, lo que ha bajado claramente las estadísticas de accidentes de tránsito en que hay presencia de alcohol -así lo explican las distintas autoridades con las que hemos conversado-, esperamos que la entrada en vigencia de esta nueva normativa disminuya absolutamente la ocurrencia de accidentes con resultado de muerte.



De acuerdo a datos de la CONASET, el año 2011 hubo 4 mil 206 accidentes, en los que murieron 117 personas y 651 resultaron con lesiones graves. El 2012 fallecieron 116.



Esperamos que, producto de esta ley, con una política de cambio criminal, con una política de educación, se modifique radicalmente lo anterior para no tener que ver las dramáticas situaciones que se dan no solo el 18 de septiembre. 



Por eso, señora Presidenta, yo también formulo mis observaciones sobre el particular.



Aquí no hay que legislar para antes o después del 18, sino para cambiar las conductas de todos los ciudadanos y para que entiendan que conducir bajo la influencia del alcohol y causar lesiones graves tendrá una sanción durísima, que conllevará directamente (con independencia de posibles atenuantes como la irreprochable conducta anterior) la permanencia de un año en un recinto carcelario.



¡Esa política debemos difundir! 



Creo que el Gobierno y también la sociedad debieran concentrarse (al igual que con la Ley de Tolerancia Cero a manejar habiendo ingerido alcohol) en educar para que un joven, un adulto o cualquier ciudadano sepan que, por una noche irresponsable, por un par de tragos más, el enfrentarse a un accidente de tránsito con resultado de muerte o de lesiones graves les significará una sanción dura y difícil: la permanencia en la cárcel. 



Eso se debe comprender y explicar. Hay que educar al respecto. Se tiene que persuadir a la comunidad para que cambie su conducta no solo por el temor a la pena, no solo por la sanción, sino porque aquella le puede cambiar absoluta y directamente sus condiciones de vida como ser humano. No será una simple distracción de fin de semana, o un mal rato en tribunales, previa contratación de un abogado. 



Por lo tanto, creo que ahora corresponde la difusión de tan importante política, con la ayuda de todos los medios de comunicación, por parte del Gobierno. Pero seamos claros: ello también tiene un enorme componente personal, familiar, interno, y nosotros también deberemos hacer conciencia sobre el particular en nuestro entorno.



En cuanto a la iniciativa que nos ocupa, hay dos aspectos que deseo consignar. 



Eso sí, señora Presidenta, me gustaría que la Ministra escuchara mi opinión.

La señora ALLENDE (Presidenta).- El Senador señor De Urresti está pidiendo, por intermedio de la Mesa, que la señora Ministra atienda lo que le interesa argumentar. 

El señor DE URRESTI.- Gracias por su interrupción, señora Presidenta, porque lo que señalaré es más relevante que si la ley en proyecto sale antes del 18 o después del 19 de septiembre, o si se publica la semana siguiente. 



A mi juicio, resulta fundamental contar con una política carcelaria. Un primerizo que comete un delito grave, con la consiguiente sanción que ello implica, no enfrentará condiciones dignas en nuestros recintos penitenciarios, al estar privado de libertad por un año con reos comunes, de alta peligrosidad, en su mayoría reincidentes.



Queremos que se envíe una señal clara al respecto, pero también que existan condiciones de dignidad para una persona sancionada, no obstante cometer un delito de la gravedad descrita.



Nosotros votaremos a favor de esta ley en proyecto. Sin embargo, pienso que lo que se apruebe debe tener un efecto disuasivo, y no uno condenatorio más allá de la pena impuesta por el tribunal.



Es claro que nuestro sistema penitenciario no hace distingo alguno en materia de primerizos, y tampoco se halla preparado para el aumento de condenados producto de este tipo de delitos. 



El lunes le consulté personalmente al Ministro de Justicia en la Comisión por la cantidad de reclusos que cumplen condenas por esta clase de ilícitos. Me respondió que aproximadamente 700 personas a lo largo de nuestro país. 



Vamos a tener un aumento exponencial de condenados, pues no habrá un cambio de actitud de la noche a la mañana. Esto requiere educación, convencimiento, pero también un sistema carcelario a la altura de las circunstancias, y que la pena, además de su cumplimiento efectivo, tenga un resultado disuasivo, para que cualquier ciudadano sepa que quien cometa un delito de esta naturaleza no saldrá caminando en libertad y con absoluta impunidad al día siguiente.



Dejo tal constancia, y me gustaría escuchar las palabras del Ejecutivo en ese sentido, porque lo anterior, aparte de ser materia de ley, requiere una adecuación reglamentaria para llevarlo adelante. 



Por otro lado, también son relevantes otros dos elementos que van más allá del proyecto que estamos aprobando: la educación de las policías y la dotación de material técnico para la realización de alcoholemias,…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Redondee la idea, señor Senador. 

El señor DE URRESTI.-… además de una mejora en la institucionalidad a cargo de las alcoholemias y en el personal, especialmente de Carabineros, que debe tomar el alcotest al momento que detener a alguna persona, con el objeto de que no existan dudas sobre el particular. 



Me parece que también hay que avanzar desde el punto de vista administrativo.



Voy a votar a favor, y ojalá que esto se entienda como una señal clara y precisa de tolerancia cero a la conducción en estado de ebriedad. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, la verdad es que había pedido hacer uso de la palabra hace un buen rato, pero cada vez que interrumpí por alguna materia reglamentaria fui perdiendo mi lugar en la lista de inscritos.



Creo que hay un problema en el sistema, porque eso no debería ocurrir.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Le pido disculpas, Su Señoría. 



De hecho, en este momento acabamos de subir su ubicación en el listado de oradores, pues nos dimos cuenta de que era injusto que, por haber pedido la palabra para un asunto de Reglamento, se nos hubiese “caído” dos veces.

El señor LARRAÍN.- No es tan grave, señora Presidenta.



En todo caso, eso me evita una referencia muy detenida al proyecto, ya que los demás miembros de la Comisión, empezando por su titular, han explicado, y muy bien, su contenido.



En lo sustantivo -como se ha dicho-, la iniciativa que nos ocupa agrava en forma muy dura las penas a quienes conducen en estado de ebriedad o bajo los efectos de drogas o de estupefacientes y causan lesiones gravísimas o la muerte a una persona. 



Y subrayo el uso de estupefacientes o sustancias psicotrópicas, porque tendemos a hablar solo de manejar en estado de ebriedad, pero la ley no hace un distingo como tampoco esta normativa. 



De ahí que sea importante dejar claro que aquí se considera un tipo de conductas amplio. Dicho de manera simple: la de conducir un vehículo estando ebrio o drogado y, por ese hecho, causar la muerte o lesiones gravísimas a otras personas.



Lo anterior se inspiró en Emilia, como ya se señaló. Sus padres nos acompañan y también muchos otros que se han organizado luego de ser víctimas de situaciones similares, todos los cuales, con razón, han señalado la baja penalidad de estos hechos delictuales. 



Finalmente, después de un largo peregrinar, se incorporaron delitos o ilícitos nuevos, como el de la negativa a someterse a examen (presenta problemas -ya lo mencionó el Senador Orpis-; no obstante, me parece que en último término es mejor que la presunción existente); el agravamiento de la fuga del lugar del accidente, y, en lo fundamental, el cambio de las penalidades para quienes causen lesiones graves gravísimas o la muerte, en forma muy significativa. 



Sin embargo, el efecto más relevante que tendrá la ley en proyecto -es bueno que se sepa bien- no solo se relaciona con el aumento de las penas, sino también con el hecho de que, por la forma en que ellas se van a aplicar, en particular las penas sustitutivas, una vez que el juez determine la penalidad que le corresponde a una persona no habrá posibilidad de cumplir esa sanción penal en libertad. Es decir, la persona que conduzca bajo las condiciones en comento tendrá a lo menos un año de cárcel efectiva. 



Eso quisimos subrayar quienes intervenimos, pues representa el cambio más relevante que introduce el proyecto. Y, probablemente, a la opinión pública le costará asimilar esta causal de mayor gravedad.



De ahí la importancia de que el mensaje sea simple: quien maneje en estado de ebriedad o drogado debe saber que si, por desgracia, provoca un accidente -aunque no lo busque, pero por cometer una grave imprudencia-, puede terminar a lo menos cumpliendo un año de cárcel. Y, si además existe otra circunstancia agravante, puede pasar dos años y medio o más, según la pena que se le dé, en un recinto penitenciario.



Así de sencillo. 



Estamos dando un paso durísimo. No es fácil. Confieso que a mí me ha costado hacerlo. Sé que muchos Senadores o Senadoras también tienen dudas, porque se propone un salto cuantitativo y cualitativo grande. Y va a ser objeto de mucho cuestionamiento, probablemente.



Cabe dejar constancia de que la Ley de Tolerancia Cero no ha tenido la capacidad de reducir en forma significativa los accidentes automovilísticos que causan lesiones o muerte provocados por manejo en estado de ebriedad.



Es imperativo que la comunidad sepa ahora que no se debe conducir en estado de ebriedad ¡bajo ninguna circunstancia! Ya no es admisible pensar: “A lo mejor no me van a pillar los carabineros porque no andan de ronda”. En ese estado cualquier persona puede causar un accidente, y ahí se va arrepentir por el resto de sus días.



Tenemos que transmitir con mucha fuerza que el legislador, junto con el Gobierno, ha dado un paso muy resuelto para impedir que se afecte la vida de gente inocente debido a la irresponsabilidad de quienes manejan ebrios o bajo el efecto de drogas.



¡Así de simple, así de claro!



Podremos hacer muchas disquisiciones sobre la materia y darnos vuelta en torno a si es bueno implementar un anexo de cárcel especial para estos casos, como bien sugirieron los Senadores Prokurica y De Urresti. Sin embargo, el problema de fondo es otro, y la comunidad debe advertirlo y asumirlo.



Cuesta dar este paso, pero quienes han estado cerca de las víctimas, al final, se dan cuenta de que esto es necesario para Chile.



Por eso he colaborado en esta materia y votaré a favor de lo propuesto. 



Creo que hay que entregar señales claras, draconianas, para que finalmente cambie el comportamiento de la gente y protejamos la vida de todos, incluso la de quienes cometen graves imprudencias, como es manejar bajo los efectos del alcohol o de las drogas.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Nuevamente pido disculpas a los Senadores señores Larraín y Letelier, quienes intervinieron por temas reglamentarios, por haber quedado fuera de la lista de inscritos. 



Por supuesto, fue algo involuntario.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, estimados colegas, al principio del debate manifesté mi aprensión con relación a la repercusión que generará la modificación propuesta, más allá de lo que ha provocado el análisis específico de la llamada “Ley Emilia”.



Me refiero al impacto que dicho cambio legal provocará en el sistema penal de nuestro país. En mi opinión, se marcará un antes y un después a partir de esta fecha. Habrá efectos significativos en nuestro saturado sistema carcelario y en otros ámbitos.



Dejo planteada la importancia de profundizar sobre ese asunto en otro momento.



En cuanto al contenido del proyecto, hago presente que en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones conversamos acerca de muchas cosas; entre ellas, la obligación de socorrer a las víctimas de un accidente. 



En ese punto se produjo una discusión: ¿qué responsabilidad le cabe a cualquier ciudadano frente a un accidente, aunque no sea el causante? ¿Debe socorrer a la persona herida? 



En el texto que se somete a nuestra consideración el debate está acotado al juicio social que reprocha la conducta de quienes conducen borrachos o, como indicó un Senador que me antecedió en el uso de la palabra, drogados. La norma emplea el término “droga” en genérico, no distingue entre lícita e ilícita. 



Ahí se genera una controversia, que no vamos a resolver hoy. En todo caso, preciso que el Senador señor Larraín se refirió a las drogas “ilícitas”, en tanto que el Honorable señor Araya habló sobre las “lícitas”.



Con todo, se propone una sanción.



Por otra parte, tengo una duda respecto al parámetro que fijó nuestra legislación para medir si el conductor está bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad. Se dice que 0,8 gramos de alcohol por litro de sangre equivale como a dos copas de vino. A mi juicio, la discusión sobre el parámetro se va a terminar haciendo nuevamente a futuro. Es algo que está abierto.



Lo que está fuera de debate es lo de sentido común: cuando alguien anda borracho -repito que no voy a entrar en esta ocasión al análisis técnico de si debieran ser 0,8 gramos, 0,9 o 1,2- y mata a alguien, por cierto, debe ser sancionado.



Y debe estar tipificada la conducta de quien no presta auxilio. ¡Nadie se debe arrancar!



En esa idea matriz yo estoy de acuerdo.



Hay ciertos temas que aquí se han precisado, respecto de los cuales uno debe ser responsable para evitar ser causante de muerte o lesión gravísima.



Tengo una duda, señora Presidenta, en torno a dos cosas en este proyecto.



La primera se la consulto a la señora Ministra -le planteé el punto en su momento y también lo hice presente cuando se abrió esta votación-: ¿qué significa “licencia suspendida” como agravante?



Soy partidario de que se elimine ese concepto del texto propuesto, pues creo que se va a prestar para confusión.



Esa es mi primera inquietud.



La segunda dice relación a cierto tipo de situación, respecto de lo cual no tengo una convicción formada. Me refiero al hecho de que en la mitad de los accidentes automovilísticos con resultados de muerte hay peatones involucrados.



En muchos de esos casos -no dispongo de la estadística exacta- es difícil precisar si el conductor es realmente el causante. Si un peatón se cruza en una carretera de alta velocidad y provoca un accidente, ¿es considerado causante de este o esa responsabilidad cae igual sobre el chofer del vehículo?



¿Cómo se va a precisar ese tipo de situaciones? 



Ese no es el origen de la “Ley Emilia”, por cierto. Pero cabe hacer la reflexión.



¿Hay culpa compartida en el caso descrito?



Me surge la duda. Quisiera saber cuál será la interpretación que aplicarán los jueces de nuestros tribunales a tales circunstancias.



Señora Presidenta, insisto: queremos que la sociedad sancione mínimo un año en la cárcel al conductor borracho que causa la muerte de otra persona en un accidente automovilístico y que luego se arranca, no se somete a la alcoholemia y no presta ayuda debida.



No tengo dudas en esa parte. Pero sí en lo relativo a las otras interpretaciones que precisé: lo concerniente a la licencia suspendida -¿qué implica eso?- y lo relativo a cómo se va a determinar al causante de un accidente. Esto es confuso.



Yo represento a una zona donde se registran muchos accidentes de vehículos con peatones y, también, con personas en bicicleta.



Es necesario poder precisar el asunto en esos casos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Le doy un minuto adicional para que termine.

El señor LETELIER.- Gracias.



No quiero entrar a la casuística, pero, a mi juicio, debe resolverse cómo se determinará al causante del accidente.



Sin perjuicio de lo anterior, señora Presidenta, pienso que esta futura ley propiciará un cambio de conducta.



Ahora bien, en mi opinión, se observa una tremenda hipocresía en nuestra sociedad. Espero ver esta misma votación cuando se proponga prohibir la publicidad del alcohol. Ojalá en ninguna camiseta de ningún club deportivo aparezca el logo de alguna bebida alcohólica. A mí me avergüenza que se use esa estrategia en el equipo de fútbol del cual me he sentido parte durante mucho tiempo. 



Me parece que hay hipocresía en la sociedad: se defiende una idea, pero se va en contra de ella al permitir que la publicidad se utilice para todo, porque es un buen negocio.



Si queremos cambiar conductas, tenemos que ser consistentes. 



Deseamos reducir el consumo abusivo de alcohol en toda circunstancia. Por eso la legislación sanciona a quien maneja un vehículo luego de haber bebido, ya que puede poner en peligro la vida de otros.



Creo que este proyecto constituye un avance. Sin duda, es mucho mejor que el que tramitamos meses atrás. El tiempo transcurrido ha sido para mejor.



Vamos a terminar con una buena legislación y abriendo un debate sobre la escala de penas y la equivalencia que tendrá la penalidad propuesta en esta iniciativa con la fijada para el homicidio simple, donde existe premeditación, intención y dolo. 



En la materia que nos ocupa puede haber un cuasidelito. De hecho, lo que hasta ahora se consideraba tal se va a calificar de otra forma.



En consecuencia, voy a apoyar este proyecto, dejando constancia de las dos dudas que señalé.



Señora Presidenta, solicito recabar el acuerdo de la Sala para eliminar el término “suspendida” con relación a la licencia.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Daré la palabra al Senador señor Espina, precisamente, para que se refiera a ese punto.



Puede intervenir, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, conversé con todos los miembros de la Comisión de Constitución al respecto.



El proyecto contempla (página 22 del comparado) tres circunstancias que agravan la responsabilidad de quien comete el delito de conducir en estado de ebriedad, causando lesiones graves gravísimas o con resultado de muerte.



La primera se refiere al reincidente, lo que ha quedado claramente explicado.



La segunda, al conductor profesional, a quien se le ha entregado la responsabilidad y confianza de transportar personas o bienes.



Y la tercera, al chofer que maneje con su licencia cancelada, dado que este no debiera manejar bajo ninguna circunstancia.



En el texto propuesto se habla de licencia de conducir “suspendida o cancelada”. 



Los integrantes de la Comisión somos partidarios de suprimir la expresión “suspendida”. 



¿Por qué?



En primer término, porque la pena por licencia suspendida no dice relación con la conducción en estado de ebriedad. Además, si un conductor ha sido sancionado anteriormente por manejar en estado de ebriedad, se aplica la causal número 1.



En segundo lugar, porque se trata de una pena accesoria. Por tanto, igualmente tendría que aplicarse la causal de reincidencia.



Y por último, porque puede obedecer a situaciones que nada tienen que ver con el consumo de alcohol. Un juez puede suspender por 15 días la licencia de una persona que maneja a 80 kilómetros por hora en una zona de 60.



La magnitud de las otras circunstancias que agravan la responsabilidad de la conducta en comento son suficientemente fuertes y se justifican: reincidente del delito; chofer profesional; persona con licencia caducada. 



¡Pero no existe ninguna magnitud agravante en la suspensión de una licencia!



Por lo tanto, los miembros de la Comisión somos partidarios de eliminar la palabra “suspendida”. No nos parece adecuada a la magnitud de la gravedad.



¡Cuidado! La experiencia indica que cuando un juez considera que las normas agravantes no están de acuerdo a la magnitud del delito no las aplica nunca.



Y el proyecto quedará idéntico sin ese término.



Por otro lado, deseo aclararle al Senador Letelier algo que me parece de suma importancia.



Por regla general, el Código Penal sanciona a la gente cuando existe dolo, mala intención, voluntad de cometer delito: “Yo mato a alguien porque quiero”; “dejo a una persona herida con lesiones graves porque mi intención era matarla o dejarla en tales condiciones”. Eso es lo que castiga el referido cuerpo legal.



Luego, a través de una norma excepcional, el mismo Código dice: “Pese a que usted no actuó con dolo, lo vamos a sancionar igual cuando tenga culpa”. Eso se llama “cuasidelito”. Y la culpa se expresa en cuatro conductas: negligencia, impericia, imprudencia e inobservancia de reglamentos.



En el caso que nos ocupa nos referimos a alguien que, conduciendo en estado de ebriedad, provoca un accidente de tránsito en forma negligente, imprudente e irresponsable. En otras palabras, si la persona responsable del choque actuó con negligencia, imprudencia, impericia o no respetó los reglamentos, asume la responsabilidad y se gatilla toda esta normativa.



Pero ¿qué ocurriría si el conductor ebrio es colisionado por otro vehículo, accidente en el cual es absolutamente inocente? Imaginemos que él efectivamente iba en estado de ebriedad, que se detiene en una luz roja y que otro automóvil lo choca por atrás, lo que causa la muerte de alguien.



En ese caso se tipifican dos delitos distintos.



Entre paréntesis, no estoy diciendo nada nuevo. Solo estoy clarificando la forma en que los tribunales interpretan la situación.



La conducción en estado de ebriedad es un delito por sí mismo; por tanto, el que lo comete va a recibir la pena correspondiente. Y si es reincidente, será sancionado considerando tal circunstancia.



Pero el culpable del accidente es el que actúa con negligencia, impericia o inobservancia de los reglamentos. De consiguiente, se le aplicará la pena al autor de esa conducta, que podría no ser el que conducía en estado de ebriedad, como en el caso que acabo de señalar. 



Un tipo que manejaba ebrio -muy mal que lo haga, ¡pésimo!- detuvo su vehículo en una luz roja; entonces otro sujeto lo choca por atrás a 120 kilómetros por hora.



¿Quién sería el culpable del accidente? No el que iba borracho, aunque él cometía otro delito: manejar en estado de ebriedad. 



¿Qué hará el juez? Dirá: “Mire, señor, a usted que manejaba curado le voy a aplicar una pena por esa conducta porque, desde luego, está cometiendo una grave infracción. Pero usted, que chocó por atrás a otro vehículo, es culpable del accidente”. Y, probablemente, lo va a condenar por cuasidelito de homicidio.



Por lo tanto, se trata de dos delitos que operan en forma separada.



Lo que hace la modificación legal que nos ocupa es -digamos las cosas como son- considerar el caso, entre otros, de Emilia Silva, cuya causa han defendido sus padres con tanta fuerza. Realmente han sido un ejemplo de lucha.



Ellos contaron su experiencia: “Nosotros estábamos detenidos y un sujeto vino por atrás y, en forma irresponsable y en estado de ebriedad, nos chocó y mató a nuestra hija”. Ahí se configuran la conducción en estado de ebriedad y, adicionalmente, la responsabilidad del choque. Más encima, la persona arrancó del lugar.



Le hago la aclaración al Senador Letelier porque estimo muy importante que quede en la historia fidedigna de la ley. Por lo demás, ha sido la interpretación que han hecho los tribunales.



Es relevante precisar la norma para que se sepan el sentido y alcance de lo que estamos discutiendo.



Le agradezco que me haya dado la palabra, señora Presidenta, para entregar esta aclaración.



Pido dejar constancia de esa precisión y recabar el acuerdo de la Sala para suprimir la palabra “suspendida”. Los miembros de la Comisión están de acuerdo en ello. Hablé con todos. El Presidente de dicho órgano puede avalarlo. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- La Mesa estima absolutamente necesaria dicha modificación.



Me parece que habrá unanimidad para sacar la palabra “suspendida”, porque se presta para la confusión que ya ha explicado latamente el Senador señor Espina.



Si le parece a la Sala…

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¡Por unanimidad!

El señor LETELIER.- De acuerdo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Hay acuerdo unánime para eliminar la expresión “suspendida” del número 3 del inciso cuarto del artículo 196 de la Ley de Tránsito, contenido en el numeral 5) del artículo 1º del proyecto?



--Así se acuerda.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En estos momentos ha llegado un oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual comunica que se ausentará del territorio nacional el viernes 12 del presente, con motivo de realizar una visita oficial a la República del Uruguay, y que, en su ausencia, será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, don Rodrigo Peñailillo Briceño.



--Se toma conocimiento.
)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, en verdad, tengo sentimientos encontrados con relación a este proyecto de ley.



Voy a votarlo a favor, por cierto. 



Pero me asiste la convicción de que el aumento de penas no resolverá el problema de fondo. Es lamentable. Y se corre el riesgo de hacer creer que dicho incremento de sanciones será la solución.



Dispongo en mis manos de información bajada de Internet sobre la legislación de países aledaños.



Según un blog peruano especializado, en Perú el Código Penal establece para este delito penas privativas de libertad que van de cuatro a ocho años. 



En otro aspecto se señala: “La pena será no mayor de cuatro años si el delito resulta de la inobservancia de reglas de profesión, de ocupación o industria”.



Es decir, en esa nación se endurecieron las penas privativas de libertad.



Luego agrega: “Las penas se agravaron en mérito a la alta tasa de accidentes de tránsito, pero los accidentes de tránsito siguen sucediendo y en aumento, es el mismo problema que sucede con los delitos contra la libertad sexual, en que las penas aumentaron en la cantidad de años de sanción, pero los delitos han aumentado en cantidad ascendente.


“Se han tomado algunas medidas, a efectos de prevenir estos accidentes de tránsito, como los operativos de TOLERANCIA CERO,” -palabras que conocemos- “que es realizada tanto por los funcionarios del Ministerio de Transporte y Comunicaciones, así como por la Fiscalía de Prevención del Delito.


“También se realizan los operativos de alcoholemia, donde participan los miembros de la Policía Nacional del Perú así como Fiscales de Prevención del Delito (…).


“Pero a pesar de todas estas medidas, siguen sucediendo los accidentes de tránsito”, y sigue habiendo muertes.


Sobre el particular, la CONASET expresa que durante los últimos años (2001-2010) se han generado 493 mil 647 accidentes de tránsito, los cuales han dejado un saldo negativo de 16 mil 379 fallecidos y 490 mil 563 lesionados de diversa consideración (71 mil 177 graves, 52 mil 117 menos graves y 367 mil 269 mil leves).



Con relación a la importancia dentro de la clasificación general, los accidentes de tránsito asociados a la presencia de alcohol (en conductores, pasajeros o peatones) ascendieron a 40 mil 506 casos, lo que representó 8,21 por ciento respecto del total de dicho período, constituyéndose en la quinta causa basal de accidentes de tránsito.



Por su parte, el número de personas fallecidas ascendió a 3 mil 347, situándose esos accidentes en el segundo lugar en materia de mortalidad.



Finalmente, los lesionados asociados al alcohol fueron 50 mil 261, lo que representó 10,25 por ciento del total.



Las estadísticas de la CONASET, de diez años a la fecha, revelan claramente que el alcohol está presente en una proporción que va de 8 a 10 por ciento de todos los accidentes de tránsito, pero ocupa el segundo lugar como causa de muerte.



La mayor cantidad de fallecidos se registra en personas con edades de entre 18 y 23 años. Es decir, los accidentes de tránsito son la principal causa de muerte de los jóvenes en Chile. Y todo indica que endurecer las penas -como lo hemos visto- no resolverá el problema, porque este tiene que ver con la falta de educación.



¡El problema no es el alcohol, sino la carencia de educación!



Así lo han resuelto Europa, Estados Unidos: licencia con puntaje, disuasión, educación.



En el Senado, entre 2000 y 2004 se trató un proyecto de ley de mi autoría -tardamos seis años en sacarlo de la Cámara de Diputados- que establecía la obligatoriedad de enseñar las normas del tránsito tanto en la educación básica como en la media: buen peatón, buen pasajero, buen conductor. Se buscaba que los jóvenes asimilaran el valor del derecho a la vida, para formarlos desde abajo en materia de respeto a la vida del otro. Pero aquí se desechó la iniciativa porque dijeron que esta materia no correspondía a la Ley de Tránsito, sino que había que discutirla en otra área. Y, no obstante venir aprobada unánimemente por la Cámara de Diputados, aquí la votaron en contra y sin debate.



Entonces, siento que perdemos de vista la lucha por la cuestión de fondo: la educación, que es la que de verdad nos va a traer resultados positivos.



Hemos presentado un conjunto largo de proyectos de ley: nueve en total.



Planteamos que hay que castigar la fuga, porque en el 60 por ciento de los atropellos los conductores huyen y no existe seguro que respalde a quien fue atropellado.



Hemos sostenido que hay que sancionar a quien conduce fumando. Se sanciona al que maneja y habla por celular, pero no a aquel que fuma mientras conduce.



Hemos dicho que, además, debe establecerse que las multas vayan en beneficio de las campañas contra los accidentes del tránsito. Hoy los municipios tienen un gran negociado. ¡Digámoslo francamente! Y la mayor expresión de esto fueron los fotorradares. Muchos alcaldes comenzaron a comprar estos aparatos para financiar a la municipalidad.



Claramente, la estructura de las multas debiera estar asociada a campañas de difusión, de enseñanza, de educación para prevenir los accidentes de tránsito. Pero eso no ocurre. La Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito dispone de un presupuesto paupérrimo. Si tomamos en cuenta los más de 500 millones de dólares…

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto adicional para concluir.

El señor NAVARRO.- Gracias. 



Decía, señor Presidente, que debido a los accidentes de tránsito gastamos más de 500 millones de dólares anuales y que ¡la CONASET dispone de 4 miserables millones de dólares al año para combatir el problema!



Vamos a votar a favor. Vamos a endurecer las penas. Yo tengo serias dudas de que esto vaya a disminuir los accidentes de tránsito y el consumo de alcohol, porque no se educa al respecto y solo se aumenta la penalidad.


Ocurre lo mismo que con el robo de cajeros automáticos: se imponen mayores penas, pero los ladrones no se cuestionan al robar uno si les van a dar cinco o diez años de prisión; eso les da lo mismo. Y a quienes  consumen alcohol también les da lo mismo, porque no hay educación, no existe conciencia sobre el peligro de ingerirlo.



Espero que la ley en proyecto surta efecto. Ojalá que con ella efectivamente se pueda avanzar. Pero creo que la educación es la solución de fondo. A ella tenemos que apostar, por cierto en un debate más tranquilo, más calmado.



Voto a favor del proyecto, con la esperanza de que tenga un efecto positivo y en la convicción de que la CONASET, el país y el Estado van a trabajar en tal sentido.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe, a quien debo explicarle que solo por una razón reglamentaria, dado que ya había intervenido, quedó al final de la lista de inscritos.

El señor HARBOE.- Muchas gracias, señora Presidenta.



La verdad es que tuve que hacer uso de la palabra en mi condición de Presidente de la Comisión de Constitución, pero solo para informar a la Sala.



Señora Presidenta, Aristóteles sostenía que la ley era el común consentimiento de la ciudad. La ciudad le encomienda al legislador que establezca ciertas reglas de conducta.  Y estas reglas de conducta pueden ser permisivas, pueden ser prohibitivas.



En este caso estamos haciendo una ley prohibitiva. Pero no se trata solo de despachar una ley de este tipo porque se nos ocurrió que aumentar las penas es la solución a un problema social. No. Se trata también de una señal de modificación de una conducta cultural de nuestra sociedad.



Lo que estamos haciendo es, guardando cierta coherencia con las normativas aprobadas anteriormente (Ley de Tolerancia Cero), señalar que el legislador -es decir, los delegados de la ciudad- considera que el manejo en estado de ebriedad debe ser una conducta erradicada del comportamiento cultural nacional. Y por eso lo hacemos a través de una ley. Porque sería factible la dictación de un reglamento; pero él podría ser cambiado por el gobierno de turno. Una de las características de la ley es su estabilidad en el tiempo, más allá de las modificaciones de que puede ser objeto; establece conductas más allá de la autoridad de turno y va generando, y plasmando una visión de sociedad.



En ese entendido, debemos señalar que lo que estamos buscando con la ley en proyecto es generar un desincentivo a quienes conducen un vehículo hallándose ebrios. Porque no necesariamente estamos aumentando la penalidad, pero sí haciendo más drástica y efectiva la aplicación de las sanciones vigentes a las personas que imprudente y voluntariamente beben alcohol y manejan.



Bien lo dijeron Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra: el Código Penal contempla delitos y estos involucran voluntad, ánimo, intención de causar algún tipo de acción antijurídica y culposa.



Al matar a otro con intención existe voluntad. Pero también se sancionan los cuasidelitos, que se registran cuando el sujeto no tiene la voluntad de causar daño pero lo provoca.



En este caso nosotros buscamos sancionar en un punto intermedio: entre delito y cuasidelito.



Quiero explicarlo, porque la doctrina lo ha denominado muchas veces “dolo eventual” y la jurisprudencia reiteradamente no lo ha considerado. Y, como no lo ha considerado, este legislador tomó valientemente una fórmula intermedia y dijo: “Es cierto. Usted no quería hacerlo, pero atropelló a una persona y le causó la muerte. Pero le causó la muerte porque no iba atento a las condiciones del tránsito”. Porque en este caso no se aplica la ley en proyecto. Esta se aplica cuando ocurren los mismos hechos pero, en forma voluntaria, el sujeto con anterioridad se puso en un estado que lo incapacitaba temporalmente para reaccionar, pues había ingerido alcohol. Es decir, se trataría de un accidente que pudo evitarse.



En consecuencia, con la ley en proyecto, el legislador considera que existió voluntad del sujeto. Porque antes de subirse al vehículo razonó y dijo: “Voy a manejar; conduzco en estado de ebriedad, y me dan lo mismo los resultados o lo que pueda ocurrir”. Entonces, hay un elemento volitivo: no siendo un delito, existe voluntad de exponerse imprudentemente al riesgo de causar lesiones graves o la muerte.



Por eso se establece esta legislación, con el objetivo de desincentivar la conducción en tales condiciones.


La fórmula más fácil habría sido el aumento de las penas. Sin embargo, por esa vía habríamos provocado una desproporción entre la sanción de un cuasidelito como este -o dolo eventual- y un delito como el homicidio, que recibía una pena mínima de cinco años y un día. Matar a una persona voluntariamente solo se sanciona con cinco años y un día de prisión.



Decidimos, pues, no proceder a un incremento extraordinario y desproporcionado de las penas, sino buscar una fórmula para que el juez tenga que aplicar sanciones efectivas a quienes se pongan en tales circunstancias.



Esa es la virtud del proyecto: que, después de varios intentos, logra compatibilizar la proporcionalidad de las penas con una medida de aplicación racional y de obligación al juez al decirle: “Usted solo se va a poder mover en este rango, con circunstancias agravantes de acuerdo a la exposición al riesgo; pero, a la vez, en determinados eventos nunca va a poder dejar en libertad a esta persona, la que deberá cumplir presidio efectivo a lo menos por un año”.



Ya se ha descrito a cabalidad el articulado, y me parece que se ha dado sobre él una vasta explicación. Por ello, no me referiré al problema puntual que se procura solucionar.



Quiero, sí, manifestar que este proyecto está indefectiblemente vinculado a la siguiente iniciativa incluida en la tabla de hoy, que contempla el aumento del piso de la pena para el delito de homicidio. Ello, porque no sería lógico que el delito de manejo en estado de ebriedad con resultado de muerte tuviese una regla para aplicar efectivamente la sanción de prisión preventiva si mantuviésemos el piso de la pena de homicidio, que es de cinco años y un día.



Por ejemplo, si hoy tomo la decisión de matar a alguien, me expongo a una pena teórica de cinco años y un día. Empero, como tengo a lo menos tres circunstancias atenuantes, ella bajará y la cumpliré en libertad, a pesar de haber querido matar a una persona.



Entonces, si aprobáramos la ley en proyecto y no hiciéramos lo propio con la iniciativa que trataremos en seguida y para que existiera proporcionalidad -sugiero a la Sala aprobarla sin discusión-, podría ocurrir que alguien que atropellara en estado de ebriedad a una persona recibiera una sanción efectiva mayor que la aplicada a quien decide matar a otro.



Por eso, en el caso del segundo proyecto le aumentamos el piso a la pena de homicidio, para hacerla más cara al delincuente que decide matar a otra persona. Así, en el caso del homicidio simple, el piso de la pena pasa de cinco años y un día a diez años y un día; y en del homicidio calificado, de diez años y un día a quince años y un día. De esta forma, si se aplican las tres atenuantes, en cualquier situación habrá una pena de presidio efectivo superior a la aplicable a quien, siendo imprudente, exponiéndose por beber alcohol, atropella a una persona e involuntariamente le causa la muerte. Es decir, establecemos una proporción en las sanciones.



Como expresé, intervine en términos generales acerca del proyecto en análisis porque ya está bastante descrito. Me centré más bien en el establecimiento de una relación entre ambas iniciativas, porque debemos aprobarlas juntas para que exista proporcionalidad. De lo contrario -reitero-, podría ocurrir que el sistema judicial fuera más benévolo con el homicida que con la persona que comete el delito de manejo en estado de ebriedad.



Finalmente, señora Presidenta, agradezco la disposición de las Senadoras y los Senadores, quienes han contribuido con indicaciones a este proyecto. Valoro la perseverancia de los familiares de las víctimas, y también el apoyo que el Gobierno, a través de la Ministra Secretaria General de la Presidencia, ha dado al texto que estamos despachando esta tarde.


Espero que la pronta aprobación de ambos proyectos hoy en el Senado permita su despacho cuanto antes en la Cámara de Diputados, de manera de que sean leyes antes del 18 de septiembre.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señores Senadores, tal como explicó el señor Presidente de la Comisión de Constitución, el siguiente proyecto, que también tiene “discusión inmediata”, se encuentra estrechamente ligado con el que nos ocupa en este momento, por una razón de coherencia y proporcionalidad.



Por lo tanto, continuaré con la lista de oradores -hay tres inscritos-, salvo que, voluntaria o generosamente, no quieran intervenir. Ya está abierta la votación. E inmediatamente después someteré a votación la otra iniciativa.



Así que les ruego a Sus Señorías que no se retiren de la Sala, porque -reitero- una vez concluida esta votación procederemos a pronunciarnos de inmediato acerca del proyecto siguiente, por las razones ya explicitadas. 



Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, se han dicho muchas cosas sobre esta iniciativa. Y me gustó mucho la intervención del Presidente de la Comisión de Constitución, Senador Harboe, por la forma como hizo la relación jurídica sobre los elementos que deben ordenarse para sacar adelante la ley en proyecto.



Por mi parte, quiero agregar que, obviamente, no sería coherente votar en contra, abstenerse o no participar en la votación si nosotros mismos aprobamos la Ley de Tolerancia Cero. A diferencia de algunos Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra y que sostienen que esa ley no ha tenido grandes efectos, creo que sí ha generado grandes resultados. Las cifras nos demuestran que ha caído el número de accidentes de tránsito con consecuencias fatales protagonizados por personas que conducen bajo el influjo del alcohol.



Aquello tampoco sería coherente si consideramos que todos los gobiernos -esto partió muy fuerte en la Administración del Presidente Piñera y en la actualidad también se hace- invierten gran cantidad de recursos del Estado en campañas publicitarias y de prevención para llamar al manejo responsable.



No voy a repetir lo que ya han dicho latamente varios Senadores y Senadoras. Quiero, sí, hacer un llamado de atención respecto de dos cosas.



En primer lugar, en el caso de una persona que conduce bajo la influencia del alcohol o de las drogas su medio de transporte deja de ser tal y se convierte en un arma.



Entonces, ya no estamos hablando de una persona que se sube ebria o drogada a un vehículo -un bus, una moto, una motocicleta- y provoca un atropello o un choque y le causa la muerte a alguien, sino de un sujeto que consciente y voluntariamente genera una conducta a raíz de la cual su propio medio de transporte lo convierte en un potencial homicida.



Me parece que es reimportante señalar aquello.



¿Y por qué hago el punto? Por lo siguiente.



Yo discrepo profundamente de los Senadores que han planteado que debe haber segregación en la cárcel para estos casos, porque, a mi juicio, quienes matan a una persona estando ebrios o drogados merecen la prisión igual que cualquier delincuente, sin tener que estar separados en penales o en sectores distintos.



¿Por qué un joven de 23 años que vendía CD piratas murió en el incendio de la cárcel de San Miguel? ¿Por qué ese muchacho no podía hallarse segregado? ¿Y por qué sí podría estarlo un conductor que destruye una familia, una vida: choca curado; se manda a cambiar, se fuga; después lo pillan, y se va a la cárcel un año?



Yo opino que el cumplimento de la sanción debe ser justo: para todos por igual.



No podemos comparar el resultado de muerte con la situación de una persona que provocó el deceso y va a estar, si no tiene antecedentes previos, un año en la cárcel.



¡No hay comparación alguna!



Sí, creo que la medida será tan fuerte y ejemplarizadora que probablemente causará un impacto en las conductas de las personas, sobre todo en las de aquellas que conducen habitualmente en estado de ebriedad o bajo el influjo de drogas.



Señora Presidenta, la lucha que han dado muchísimas familias en nuestro país hoy día la simbolizamos en la ley en proyecto, que la gente y los medios de comunicación llaman “Ley Emilia”.



Se trata de una normativa provista de una fuerza ética enorme, que va mucho más allá de lo que nosotros podamos establecer a través de ella. Tiene que ver con la ética y con lo que nosotros, como país y como legisladores, le estamos legando a nuestra ciudadanía en términos de cómo queremos educar y modificar conductas.



Por fin llegó la hora para quienes pensamos desde el primer día que estas penas tenían que ser lo más duras y fuertes posibles, sin contemplación alguna hacia aquellos que convierten el volante en un arma peligrosa.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ha concluido su tiempo, señora Senadora. Puede redondear la idea.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Gracias.



Decía, señora Presidenta, que para quienes transforman el volante en un arma tremendamente peligrosa hoy estamos dando una señal muy significativa.



Por lo expuesto, voto con mucha convicción que sí.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, tal como lo manifestaron los Senadores que me antecedieron, creo que la situación  está absolutamente clara y que los ajustes planteados corresponden a lo que se requiere hoy.



Aquí estamos frente a un tremendo cambio cultural.



Yo quiero valorar el trabajo realizado por el Senado y la Cámara de Diputados en cuanto a la Ley de Tolerancia Cero. Fue muy difícil. Pero dio lugar a un cambio cultural.



Esta es una complementación muy necesaria. Porque había que efectuar ciertos ajustes. Y los ajustes dicen relación nada menos que con el derecho a la vida, fundamentalmente con lo que significa respetar al otro.



Aquí se trata de personas que, habiendo tomado en forma voluntaria la decisión de conducir un vehículo hallándose en estado de ebriedad, causan la pérdida de vidas inocentes.



¡Nuestra sociedad no puede seguir tolerando eso!



Y lo mismo digo acerca del trabajo que se realizó en el caso de la Ley del Tabaco. Hoy la ciudadanía es distinta en cuanto al respeto a quien no fuma.



El que quiera fumar que lo haga en un lugar donde no afecte a otro y el que desee tomarse un trago que no conduzca. Y se puede decidir libre y soberanamente si se fuma, si se bebe.



Nuestra sociedad no puede seguir permitiendo la muerte de inocentes o que algunas personas queden para siempre con secuelas que les impiden llevar una vida digna.



Por eso, señora Presidenta, voy a votar favorablemente este proyecto, pero en el entendido de que deberemos abordar con energía -y aprovecho la presencia de la Ministra señora Rincón para decirlo- el problema carcelario.



El Instituto de Derechos Humanos, la relatora de la Corte Suprema, en fin, han emitido informes concretos sobre la situación existente en las cárceles.



En tal sentido, considero atendible lo planteado por varios Senadores en cuanto a que en los recintos penales debe haber segregación para evitar que los primerizos que cumplan un año o más de reclusión permanezcan en el mismo lugar asignado a los reos rematados -violadores, asesinos, etcétera-, a quienes no puede confundirse con irresponsables que tomaron la decisión de, hallándose en estado de ebriedad, conducir un vehículo.



Pienso que en este aspecto también vamos a tener que complementar.



Y pongo un ejemplo, señora Presidenta y señora Ministra: los jóvenes extranjeros que van a Nueva Zelandia para hacer uso de una beca o para trabajar son expulsados de inmediato si los sorprenden manejando bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad. ¡Expulsados inmediatamente del país!



Esa es una señal para que en Nueva Zelandia ningún extranjero joven -o no tan joven- conduzca en tales condiciones.



En mi concepto, debemos seguir trabajando enérgicamente para que la gente respete a sus semejantes; para que se entienda que la libertad de uno termina donde empieza la del otro, y para que no se siga utilizando -como bien dijo la Senadora Lily Pérez- el arma mortal que significa un vehículo conducido por una persona que no está en condiciones de manejar y que, a mayor abundamiento, muchas veces reacciona con agresividad, hace carreras, etcétera.



Señora Presidenta, junto con anunciar que votaré favorablemente, valoro el trabajo que realizó la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia en la idea de que podamos dar un nuevo golpe a la falta de respeto al derecho a la vida.



Creo que deberemos colaborar enérgicamente en lo concerniente a difusión, pero también en cuanto a la educación a los niños desde la enseñanza básica.



Ojalá, señora Ministra, que en la reforma educacional esté incorporado aquel aspecto, que también es parte de los derechos humanos fundamentales de nuestra sociedad.



Por eso, valoro una vez más este proyecto y, con todas mis fuerzas, lo voto afirmativamente.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Finalmente, tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, quiero simplemente hacer un alcance y solicitar el envío de un oficio.



El artículo 183, inciso segundo, de la Ley de Tránsito establece que “Con el objeto de garantizar la precisión de la prueba que se practique, ésta deberá ser realizada con instrumentos certificados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, conforme a las características técnicas que defina el reglamento, distinguiendo entre aquellos que son capaces de detectar la conducción bajo la influencia del alcohol de los otros.”.



El problema estriba en que parte de esa norma es letra muerta: se trata de evitar que exista una alteración juicio-realidad al momento de conducir un vehículo; sin embargo, en el reglamento no hay nada sobre instrumentos certificados para acreditar la existencia de droga en la conducción.



Se le han llevado al Ministerio -lo he hecho personalmente- dispositivos existentes hoy a nivel mundial para que, junto con el alcotest, respecto de ciertas drogas se practique un examen a los conductores. Porque es igualmente grave manejar bajo el efecto de drogas, ya que se altera el juicio-realidad.



Las normas pertinentes -reitero- no existen. Es decir, parte importante de la ley vigente es letra muerta.



Por lo tanto, señora Presidenta, termino solicitando oficiar al Ministerio de Transportes a los fines de que cuanto antes se incorporen los instrumentos certificados para detectar la presencia de drogas durante la conducción.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si hubiera acuerdo unánime, podría remitirse un oficio en nombre del Senado.



¿Le parece a la Sala?


--Así se acuerda, por unanimidad.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueban el artículo 1º sugerido por la Comisión de Constitución y la supresión de los artículos 2º y 3º propuesta por este órgano técnico (29 votos favorables), y el proyecto queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
)------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ahora procederemos a votar de inmediato, sin discusión y en un solo acto, el proyecto que aumenta la penalidad del delito de homicidio.



Ya dimos las razones. Y el señor Presidente de nuestra Comisión de Constitución explicó largamente el contenido de la iniciativa.

MAYOR PENALIDAD PARA DELITO DE HOMICIDIO SIMPLE
La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 391 del Código Penal al objeto de aumentar la penalidad del delito de homicidio simple, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “discusión inmediata”. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (8.216-07 y 8.609-07, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 41ª, en 17 de julio de 2013.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 44ª, en 3 de septiembre de 2014.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 45ª, en 9 de septiembre de 2014.



Discusión:



Sesión 44ª, en 3 de septiembre de 2014 (se aprueba en general).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario para efectuar una relación breve.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Constitución realizó una sola enmienda, consistente en agregar un artículo 2º destinado a modificar la ley N° 18.216, sobre penas sustitutivas a las privativas o restrictivas de libertad, e introdujo ajustes formales. Todo ello fue acordado por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín. Por tanto, las enmiendas pertinentes deben votarse sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador pida, en este caso, votación separada.



En los escritorios de Sus Señorías hay un boletín comparado donde figuran el proyecto aprobado en general, las modificaciones sugeridas por la Comisión de Constitución y el texto que resultaría si estas fueran aprobadas.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Les recuerdo a Sus Señorías que acordamos votar esta iniciativa de inmediato y en un solo acto, por las razones que se explicitaron.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Reitero que se acordó...

El señor ESPINA.- No voy a intervenir, Su Señoría, así que ¡no me haga un segundo bullying...! Pero me parece que en tres minutos el Presidente de la Comisión puede explicar lo que se va a votar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Sí.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta: esta es la historia fidedigna de la ley. Entonces, bien puede el Presidente de dicho órgano técnico informar qué hay, cómo se cambia. 



Es un mínimo de seriedad.



Y si no lo hace él, puedo hacerlo yo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Completamente de acuerdo. Pero, al parecer, Su Señoría había salido cuando el Senador Harboe lo hizo.



Yo estaría encantada...

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, ¡lleva tres bullyings seguidos...!

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¡Lo tendré en cuenta...! Estamos con el antibullying. 



Bueno: nos gusta tanto oír al Senador Harboe -Su Señoría, por lo demás, tiene gran capacidad de síntesis- que vamos a darle la palabra ¡a pesar de que ya explicó el proyecto...! 



En todo caso, Senador Espina, ¡aunque sea el cuarto bullying...!, debo decirle que al parecer no escuchó atentamente lo que explicó el Presidente de la Comisión de Constitución, órgano que usted también integra.



Le daré la palabra al Presidente de la Comisión de Constitución. ¡Y le ruego al Senador Espina que esté muy atento, para que no se pierda la explicación…!
El señor HARBOE.- Señora Presidenta, esta iniciativa, como se explicó en la Sala al discutirse en general, tuvo origen en dos mociones de distintos señores Diputados, las que fueron refundidas con fecha 13 de junio del año 2013, durante el primer trámite constitucional.



En ambas mociones se destacó la preocupación existente en torno a la pena asignada al delito de homicidio simple, que se considera claramente muy baja, lo que no refleja el marco constitucional de valores que debemos observar, en el que la persona humana y sus derechos básicos son el centro del sistema político jurídico. 



Por ello, siendo la figura del homicidio el elemento jurídico penal que resguarda la vida, el proyecto planteó la necesidad de revisarla, de manera de ajustar la penalidad aplicable y enfatizar la proporcionalidad que debe existir con las sanciones asignadas a los demás ilícitos que atentan contra la vida humana.



De ese modo, si bien el proyecto original solo se ocupaba del homicidio simple, posteriormente se amplió a la hipótesis del homicidio calificado, para preservar la coherencia que debe existir entre las respectivas sanciones.



Cabe recordar que en el estudio de esta iniciativa hemos tenido muy presente la penalización que se observa en el Derecho comparado con relación a los delitos contra la vida. Ello nos permitió concluir que las proposiciones en estudio son del todo acertadas y armonizan especialmente con el reproche que el sistema penal asigna al delito de manejo en estado de ebriedad cuando se causan lesiones de gravedad o la muerte, materia que también estuvo a cargo de la Comisión de Constitución, a través de la denominada “Ley Emilia”, que acabamos de aprobar en esta Corporación.



Como se recordará, el texto aprobado en general por la Sala del Senado constaba de un artículo único que introducía al artículo 391 del Código Penal dos enmiendas destinadas a eliminar el grado más bajo de la pena privativa de libertad que tienen hoy el homicidio simple y el homicidio calificado.



Así, el delito de homicidio simple queda con la pena de presidio mayor en su grado medio (diez años y un día a quince años), en circunstancias de que actualmente es de presidio mayor en sus grados mínimo a medio (cinco años y un día a quince años). En términos sencillos, se aumenta el piso de la pena de cinco años y un día a diez años y un día.



En cuanto al homicidio calificado, la pena actual es de presidio mayor en su grado medio (diez años y un día a quince años) a presidio perpetuo. Queda en presidio mayor en su grado máximo (quince años y un día a veinte años) a presidio perpetuo.



Ahora bien, durante el estudio en general del proyecto fluyó la necesidad de complementarlo, dado que el propósito que se persigue no solo es elevar las penas de este delito de manera teórica, sino también procurar que en la práctica ellas se cumplan de manera efectiva, dada la importancia del bien jurídico protegido: la vida. 



En consecuencia, los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, apoyados por el profesor Jean Pierre Matus, patrocinamos la única indicación que se presentó, cuyo objetivo es modificar la ley N° 18.216, sobre aplicación de penas sustitutivas, para impedir que respecto del homicidio simple y del homicidio calificado se sustituyan las correspondientes sanciones privativas de libertad o se aplique la pena mixta.



Esa indicación fue aprobada en forma unánime por los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Alfonso de Urresti, Alberto Espina, Hernán Larraín y el que habla, quienes recomendamos a la Sala, en consecuencia, proceder de la misma forma. 



Estimamos que por esa vía damos racionalidad a las penas aplicables al delito de homicidio, facilitando además el cumplimiento efectivo de ellas, aspectos que esperamos constituyan un importante disuasivo y refuercen la cultura cívica de responsabilidad y respeto a la vida por parte de la ciudadanía.



Es cuanto puedo informar en esta oportunidad. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación particular el proyecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (18 votos favorables), el cual queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Navarro, Orpis, Ossandón, Prokurica y Tuma.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dejará constancia de la intención de voto afirmativo de los Senadores señores Moreira y Girardi.


Tiene la palabra la Ministra señora Ximena Rincón.

La señora RINCÓN (Ministra Secretaria General de la Presidencia).- Señora Presidenta, Honorable Senado, simplemente quiero agradecer la colaboración de todos en los dos proyectos que se acaban de despachar.



En el caso del primero, especialmente al Senador Alberto Espina y a los demás parlamentarios que patrocinaron iniciativas sobre la materia.



También agradezco a la Comisión de Constitución, integrada por los Senadores señores Felipe Harboe, quien la preside, Alfonso de Urresti, Hernán Larraín, Pedro Araya y Alberto Espina.



Sin lugar a dudas, el mensaje que recoge las mociones presentadas en la Cámara de Diputados y en el Senado busca provocar un cambio cultural que ponga en el centro la vida e impida definitivamente la impunidad que ha existido a raíz del manejo en estado de ebriedad, conducta que ha causado muerte y lesiones graves gravísimas.



Ya lo señalaron diversos Senadores: las estadísticas de nuestro país son impresionantes.



En Benjamín Silva y Carolina Figueroa, los progenitores de Emilia, quiero representar a los padres y madres de las víctimas; a los familiares de Arturo Aguilera, Andrés Mariñanco, Verónica Selman, Eric y Alejandra, Ximena Herrera, Franchesca Campos y de tantas personas que no figuran en nuestros registros pero que perdieron la vida o sufrieron mutilaciones irreparables producto de la irresponsabilidad de conductores ebrios.



Hoy damos un paso más en el sentido correcto. Y, obviamente, estamos hablando de una legislación durísima. Sin embargo, las consecuencias de los actos irresponsables son irreparables. Y es lo que no queremos repetir nunca más en nuestro país.



Nos queda un último trámite. Esperamos ser exitosos mañana en la Cámara de Diputados para tener en esta materia una ley, la que va a requerir mucha campaña publicitaria a los fines de permitir el conocimiento ciudadano.



Se dijo en esta Sala -y lo recogemos- que deberemos hacernos cargo de algo que tiene que ver con esa y otras materias: la política carcelaria. Pero, sin lugar a dudas, ello no puede inhibir para dar mensajes claros y categóricos cuando hay hechos que merecen nuestra condena, nuestro repudio y nuestra mano dura.



En el contexto actual, no podemos vacilar cuando se exigen de la autoridad liderazgo y una conducta clara frente a las peticiones de hombres y mujeres que reclaman la protección del Estado.



Gracias, señora Presidenta, señor Vicepresidente, señoras Senadoras y señores Senadores.



--(Aplausos en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Queremos expresar nuestros agradecimientos a quienes nos han acompañado desde las tribunas durante toda la jornada, ayer y hoy.



Reconocemos su esfuerzo y la campaña que iniciaron. 



En nombre del Senado, muchas gracias por su conducta, por su empeño, por su compromiso. Y, por supuesto, los acompañamos en la dolorosa pérdida que sufrieron.

VII. INCIDENTES

PETICIÓN DE OFICIO

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una petición de oficio.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se le dará curso en la forma reglamentaria.

)---------(



--El oficio cuyo envío se anunció es el siguiente:



De la señora GOIC:



A la señora Ministra de Desarrollo Social, planteándole ASIGNACIÓN EN PRESUPUESTO 2015 DE RECURSOS PARA IMPLEMENTACIÓN DE OFICINAS DE PROTECCIÓN DE DERECHOS DEL ADULTO MAYOR.

)---------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- En la hora de Incidentes, ofrezco la palabra al Comité Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente, que dispone de 14 minutos. 



Ofrezco la palabra.



En el tiempo del Comité Partido por la Democracia e Independiente, tiene la palabra por 14 minutos el Senador señor Harboe.

DISMINUCIÓN DE FUENTES PRODUCTIVAS INDUSTRIALES EN REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIO
El señor HARBOE.- Señor Presidente, quiero plantear un problema que se nos está presentando en la región del Biobío.



Enfrentamos una creciente disminución de las fuentes productivas industriales. Hace un tiempo se registró el cierre de la planta de papeles en la comuna de Nacimiento, de la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones. Ha tenido lugar también la disminución del funcionamiento de Schwager. Y, así, estamos cada día sufriendo una reducción de las fuentes productivas, particularmente en el rubro que señalo.



La causa esgrimida por los controladores dice relación con los altos costos de la energía y, por tanto, con la pérdida de competitividad. En consecuencia, estimo necesario plantear en el Hemiciclo la preocupación ante lo que se paga por dicho concepto, completamente desproporcionado, en la Región del Biobío.



Solo a modo de ejemplo quisiera consignar que la provincia del mismo nombre alberga ya tres megaproyectos de generación hidroeléctrica: Pangue, Ralco y Angostura. A ello es preciso sumar un conjunto de proyectos de menor escala. Y el costo de la electricidad para los ciudadanos y las fuentes productivas supera en un 48 por ciento el promedio del resto del país. Es decir, la Octava Región aporta hoy día el 31 por ciento de la energía del sistema interconectado central y no recibe un beneficio proporcional.



Por ello, considero fundamental insistirle al Gobierno, a través de un oficio al señor Ministro de Energía, en que impulse la iniciativa de compensaciones, presentada en la Cámara de Diputados y que emula las legislaciones del Reino Unido y de Alemania, la cual establece un beneficio objetivo y directo a la comunidad, sin favorecer a intermediarios que, muchas veces, intentan generar problemas a los proyectos para obtener ciertas ganancias.



Se trata de una medida dispuesta por ley, ex ante, que permitiría reducir en un 40 por ciento las cuentas de electricidad de todos los habitantes de comunas que soporten plantas de generación, independientemente de la fuente.



Constituye un sistema de compensación por el uso alternativo del suelo. Para citar un caso, en la provincia de Biobío hay cerca de 600 mil hectáreas que han cambiado de aptitud y pasado a vincularse con proyectos de generación eléctrica. Ese menor territorio productivo debe ser resarcido. En efecto, estamos generando un cambio en la matriz cultural y productiva de las provincias, que pasan de ser eminentemente agrícolas a eminentemente forestales y de generación eléctrica, desincentivándose la industrialización.



Prueba de ello es el cierre de la tradicional planta de la CMPC, que daba origen a grandes fuentes laborales en la comuna de Nacimiento. Eran de tal magnitud los costos de energía que la producción de papel no se le hizo rentable. Pero, como la empresa era propietaria de una planta de generación eléctrica, le fue mucho más conveniente cerrar ese primer rubro e inyectar la totalidad de su energía al sistema interconectado central.



Es decir, existen incentivos perversos para cerrar fuentes productivas y abocarse solo a inyectar energía a dicho sistema, sin un beneficio directo, por lo demás, para la comunidad.



Si queremos salir del proceso de desaceleración de manera objetiva, realista, tenemos que disminuir uno de los factores principales de afectación de las entidades productivas, cual es el costo de que se trata, sobre todo en regiones. Y para eso requerimos, no solo voluntad política, sino también la decisión de implementar un sistema de compensaciones que permita bajarlo, aumentar la competitividad y devolver el dinamismo, en este caso, a la economía de la Región del Biobío.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor TUMA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano e Independiente, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

PAVIMENTACIÓN DE CAMINO ENTRE HUALQUI Y TALCAMÁVIDA. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quisiera solicitar que se oficie al Ministerio de Obras Públicas respecto de planes, programas e inversiones por desarrollar para el asfaltado o pavimentación del camino que une Hualqui con Talcamávida.



Esta última localidad ha estado abandonada desde hace muchos años. Aún no cuenta con un sistema de alcantarillado, de aguas servidas. Sin embargo, se ha constituido en un polo de desarrollo habitacional muy importante -me refiero a todo el sector de la ribera del Biobío-, dados los grandes avances de la comuna de Hualqui bajo la dirección del Alcalde señor Ricardo Fuentes. Allí ya se cuenta con alcantarillado, pavimentación, agua potable y una costanera que permite el traslado entre Concepción y Hualqui en no más de 30 minutos.



La pavimentación o asfaltado de la vía de Hualqui a Talcamávida brinda posibilidades de un largo desarrollo habitacional, ante la falta de terreno para la construcción de viviendas sociales y de viviendas en general en la provincia de Concepción.



Por lo tanto, solicito al Ministerio de Obras Públicas que nos informe acerca de los planes, programas, proyectos e inversiones destinados a esa ruta en los próximos meses y para el Presupuesto de 2015.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
CONTRATO DE CONECTIVIDAD ENTRE COMUNA DE FLORIDA Y RUTA DEL ITATA. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido oficiar al Ministerio de Obras Públicas a fin de que pueda informarnos del detalle del contrato de conectividad entre Florida y la ruta del Itata.



Hasta ahora, solo Quillón era la conectada con esa vía concesionada. Y constituía una posibilidad de salida de la ruta 5, con un camino de alto estándar.



El Ministerio ha llamado a licitación. Quiero contar con la copia, tiempo de duración y monto del contrato, y particularmente conocer las garantías requeridas luego de connotados fracasos en materia de contratación de obras públicas: hospitales, consultorios y también caminos.



Cabe recordar solo el proyecto de conectividad entre Lirquén y Tomé, que estuvo abandonado, con varias licitaciones inconclusas.



La Secretaría de Estado, como lo hacen CODELCO o la ENAP, tiene que preocuparse de la garantía de que las empresas puedan cumplir, sin dejar abandonadas las obras, lo que, muchas veces, termina subiendo enormemente el monto total del costo.



Basta mencionar únicamente el caso del Estadio Ester Roa, que fue licitado, y hoy día se expone que su costo original va a subir dos veces o más.



Es responsabilidad del Ministerio contar con un diseño institucional de licitaciones que asegure el fiel cumplimiento de las obras.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
INCIDENCIA DE ANUNCIOS DE ALZAS DE TARIFA ELÉCTRICA EN MERCADO ACCIONARIO. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y a la Fiscalía Nacional Económica, porque, de vez en cuando, y más bien cada día con más énfasis, ejecutivos de ENDESA y de otras generadoras eléctricas expresan: “Las tarifas van a subir entre 5 y 6 por ciento, y ello es inevitable”. Y les echan la culpa a los grupos ambientalistas, a los vecinos organizados.



Pero quiero llamar la atención en el sentido de que, en cada ocasión en que una generadora sale al mercado a anunciar un aumento en las tarifas eléctricas, ¿cuál es el efecto que se provoca? ¡Suben las acciones de la empresa, al registrarse ganancias por el alza!



Quiero pedir a la Fiscalía Nacional Económica, y particularmente a las entidades que se ocupan, por normativa, de los factores de incidencia en el valor de las acciones, que este tipo de declaraciones se encuentren reguladas.



Juzgo un grave error y un grave daño a la ciudadanía el anuncio del aumento en la tarifa, que sí repercute en las acciones.



Es como si una empresa cualquiera saliera al mercado a decir: “Mis ventas van a subir 5 a 6 por ciento por año”. Es inevitable: se origina un efecto de alza en sus acciones, y ello influye en su mercado.



La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras ha regulado la situación de los anuncios en materia accionaria.



En particular, ENDESA recurrentemente ha hecho menciones de alzas, lo que ha generado una situación como la que he descrito. En la Octava Región tenemos las tarifas eléctricas más altas del país. En Santiago se pagan 14 pesos por kilowatt. En Coronel y en Santa Bárbara se puede llegar a 28. La paradoja es que allá arriba, en el Alto Biobío, dos centrales hidroeléctricas producen 700 y tantos megawatts.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
TARIFAS DE COMPAÑÍA GENERAL DE ELECTRIDAD. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles para que informe sobre la situación de la Compañía General de Electricidad, en cuanto al cobro de tarifas. Son demasiadas las reclamaciones, particularmente en torno a la facturación.



¿Qué hacer cuando existe una sobrefacturación? ¿Qué hacer cuando hay mil, 2 mil, 5 mil pesos de más en cada boleta, en circunstancias de que se registran miles y miles de clientes?



Esta es una situación generadora de ingresos adicionales que deben ser aclarados.



Hemos conversado con la Compañía y lo continuaremos haciendo. Seguiremos haciendo respetar el derecho de los usuarios a que su cuenta refleje exactamente el consumo.



Asimismo, se trata de que los cortes por retraso en el pago también estén regulados. El servicio de corte y reposición se externalizó y opera a un costo superior a 10 mil pesos. Ese es un incentivo perverso, porque la que resulta favorecida es la empresa contratada por la CGE para encargarse de dicha función. Mientras más corte y reponga, más gana. Y en algunos casos, la gente ha pagado, pero la información no se ha actualizado, lo que la obliga a un largo peregrinar para recuperar su dinero.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
INCENTIVOS PARA DESARROLLO DE MIPYMES Y PYMES EN REGIÓN DE BIOBÍO. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie a CORFO y a SERCOTEC respecto de su oferta para el desarrollo de las mipymes y pymes en la Región del Biobío. Me refiero a todos los instrumentos y al monto actual de inversión para 2014 y la proyección para 2015. Queremos conocer en qué están pensando para incentivar el desarrollo y el crecimiento del empleo.



Se han registrado largas y negativas experiencias en la reconversión en la zona del carbón, en Lozapenco, en Bellavista Tomé y en la pesca. Han sido todos intentos fracasados de capacitación y desarrollo de pequeñas y medianas empresas.



Deseamos saber si la CORFO ha innovado. Nos interesa imponernos de los instrumentos, de la cuantía de la oferta para atraer inversiones a fin de desarrollar empresas, particularmente en relación con las pequeñas y medianas de la Octava Región.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
UTILIZACIÓN Y CARACTERÍSTICAS DE PETCOKE. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie al Ministerio de Salud y al Ministerio de Minería para conocer la cantidad de petcoke que se importa, dónde se está quemando y cuál es la condición de su ficha técnica.



Todos sabemos que es un material causante de un alto grado de contaminación y que ha provocado, en el caso de la Región del Biobío, que no se compre el carbón extraído por los pirquineros, en particular en la provincia de Arauco. Es decir, seguimos quemando petcoke -por cierto, presenta una mayor cantidad de calorías-, pero ese otro producto se ha ido amontonando en miles de toneladas. Es cierto que contiene un poco más de azufre, pero la competencia es en verdad desleal, porque el petcoke ingresa a muy bajo costo y provoca una gravísima mayor contaminación.



Queremos imponernos de cuáles son los resguardos que se están tomando por parte del Ministerio de Salud y del Ministerio del Medio Ambiente a lo largo de todo Chile, especialmente en las termoeléctricas, así como en industrias que estén utilizando el producto a que hago referencia, e informarnos exactamente de su cantidad y composición.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
EJECUCIÓN DE SUBSIDIOS EN 2014. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie al Ministerio de la Vivienda a fin de que se pueda establecer por el SERVIU cuál es el número de subsidios para 2014 en ejecución; cuántas casas se van a construir en la Región del Biobío y Región a Región; cuántos comités de allegados existen en la Octava Región, y las estadísticas de los vouchers, es decir, de los subsidios que han quedado en manos de personas no catalogadas para vivienda. Queremos saber si la gente en esa situación en la Región del Biobío tiene en su poder un instrumento con financiamiento; si puede canjearlo y comprar una casa usada, o bien, integrarse a un comité o a un proyecto de construcción para obtener una vivienda.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
SITUACIÓN DE VILLA FUTURO Y MIRADOR DEL BIOBÍO. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, queremos conocer la situación de Villa Futuro y Mirador del Biobío, sectores de la comuna de Chiguayante. Nos interesan todos los antecedentes: proyecto, gasto y particularmente lo venidero.



En Villa Futuro existe un cuadro caótico respecto del uso de las viviendas. Los propietarios se encuentran en precarias condiciones, pues los departamentos “comprados por el SERVIU” se encuentran literalmente con okupas.



La peligrosidad es alta. Se formulan a diario denuncias de baleos, de agresiones. La gente vive aterrorizada -así me lo han dicho los dirigentes vecinales-, porque a los departamentos “comprados por el SERVIU” han llegado personas al parecer con autorización del SERVIU anterior y han complicado la vida de los vecinos.



Deseamos imponernos de los proyectos para Villa Futuro y para Mirador del Biobío, en el caso del SERVIU, y cuál es la coordinación con el municipio de Chiguayante. Pido que se oficie al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para estos efectos.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
BONO A LOCATARIOS Y RECUPERACIÓN DE MERCADO CENTRAL DE CONCEPCIÓN. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie al señor Intendente de la Región del Biobío y al señor Ministro del Interior respecto del Mercado Central de Concepción, que hace un tiempo se incendió.



Los propietarios, los accionistas, están en la quiebra más absoluta. La mayoría de ellos son mayores de edad y profesores jubilados cuyo único ingreso era el arriendo de parte de un local.



Están solicitando legítimamente un bono por incendio y de manera urgente, pues no están percibiendo ingresos. No se pagan arriendos, dado el siniestro.



Ha mediado un subsidio -y en buena hora- para los arrendatarios. Pero, para los propietarios, los accionistas, los dueños de los locales siniestrados, no se ha verificado un apoyo del Gobierno.



Le solicito a la Presidenta de la República, con carácter de necesidad urgente -y deseo que esta intervención se le haga llegar-, la concurrencia con un bono por incendio para los propietarios.



Muchos de ellos han fallecido, dada su edad y lo crudo que ha resultado enfrentar los efectos del desastre, que los ha dejado prácticamente en la calle.



Fui informado de que el Consejo de Monumentos Nacionales declaró monumento histórico al mercado. Solicito copia del decreto y de los antecedentes que se tuvieron a la vista para ello.



Deseo conocer del Ministerio de Bienes Nacionales, del Municipio de Concepción, del SERVIU, del Ministerio de la Vivienda, si hay información sobre la línea de trabajo para recuperar el recinto, que hoy día es un punto negro, lamentablemente.



Necesito unos minutos para terminar, señor Presidente.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Su Señoría dispone de los cinco minutos del Comité Independiente y Partido Movimiento Amplio Social.

El señor NAVARRO.- Queremos imponernos de todos los antecedentes por parte del Consejo y contar con una evaluación, tanto del Municipio de Concepción como del SERVIU, del Ministerio de la Vivienda, acerca de cuál es el impacto y el significado de la declaración de monumento histórico. Esperamos que contribuya a la mejor condición para el desarrollo de la ciudad.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
REORIENTACIÓN POLÍTICA DE CONSULTA A PUEBLOS INDÍGENAS. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el próximo lunes 15 de septiembre se cumplen cinco años desde que Chile ratificó el Convenio N° 169 de la OIT y en este momento están corriendo tres procesos de consulta indígena: el del proyecto de Ministerio de Asuntos Indígenas, el del Consejo de Pueblos Indígenas -ambos a cargo del Ministerio de Desarrollo Social- y el del proyecto de Ministerio de Cultura, que lleva el Consejo de la Cultura.



Con ello, la Nueva Mayoría -coalición a la que pertenezco- ha buscado un nuevo enfoque, que pueda superar los errores cometidos en el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet con el decreto 124 y en el Gobierno de Piñera con el decreto 66 y 40, todas ellas formas de implementación del Convenio que, en realidad, más que favorecerlo, lo mutilaban, restringiendo el alcance y procedimiento de la consulta.



Cabe recordar que, hasta 2009, el Convenio estuvo esperando 20 años para que el Congreso decidiera su ratificación y, con ello, su incorporación al régimen jurídico nacional.



Lo que estamos viendo ahora es una situación de descalabro general de estos procesos, especialmente en los casos del Ministerio de Asuntos Indígenas y del Consejo de los Pueblos. El principal motivo para ello es la incertidumbre y la indeterminación de la política de consulta, así como la falta de coordinación y la lejanía entre el Gobierno y el mundo de la sociedad civil indígena.



Numerosas organizaciones y comunidades a lo largo del país se han retirado del proceso o han manifestado fuertes objeciones, por cuanto el Gobierno no termina de aclarar si va a remplazar los decretos 66 y 40 por una ordenación de la consulta más respetuosa, en términos del Convenio, ni cuándo lo va a hacer.



Lo paradójico es que un funcionario de larga trayectoria, como el abogado Lautaro Loncón, si bien es una de las personas que más pueden saber de la implementación del Convenio, claramente ha estado expuesto al rechazo de las comunidades indígenas. Eso da cuenta de que efectivamente existen problemas en el procedimiento.



La consulta indígena, a diferencia de la relativa al Ministerio de Cultura, carece de una base metodológica sólida que sirva de guía para su adaptación flexible a los territorios. No todas las comunidades pueden someterse al mismo tipo de consulta.



La CONADI no ha desempeñado un rol destacado y hasta ahora los intentos han sido fallidos.



Estimo que el Gobierno -mi Gobierno, señor Presidente- ha actuado con desdén por los derechos de los pueblos indígenas, comprometiendo la legitimidad del proceso y desperdiciando una oportunidad histórica de superar errores del pasado.



Por ello, creo que hay tiempo para corregir el rumbo que ha tomado la consulta. Hay que revisar la decisión de ocupar el decreto N° 66 e introducir modificaciones de la mano de las comunidades. Se van a gastar 900 millones de pesos, lo que supone financiar todo el proceso de consulta destinado a los casos que he señalado. Y creo que hay más recursos.



Si sabemos ocuparlos, si sabemos escuchar a las comunidades, vamos a tener un proceso virtuoso. Hasta ahora es un proceso defectuoso, que daña la dignidad de las comunidades, que ha provocado su rechazo en algunos casos, incluso en términos que podríamos calificar de forzamiento a la integridad física de quienes han participado.



Yo comprendo la indignación. No comparto los hechos que se han producido. Pero creo que allí hay una responsabilidad: no percibir que la consulta, con estos decretos, iba a traer el rechazo de las comunidades, por cuanto ella ya había fracasado en esos términos y carece de legitimidad.



Señor Presidente, solicito que se haga llegar esta intervención a la Ministra de Desarrollo Social; al Ministro del Interior; al Intendente de La Araucanía, señor Francisco Huenchumilla; al Director y a los miembros de la CONADI, y al Intendente del Biobío, a fin de que podamos sentarnos a escuchar, de manera conjunta, a las comunidades y buscar una fórmula de solución que permita desarrollar la consulta en los términos en que ellas la han planteado. Si no, carecerá de legitimidad. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, con la adhesión del Honorable señor Tuma.
El señor TUMA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente, tiene la palabra el Senador señor Moreira.

REPUDIO A EXPRESIONES DE ODIO POLÍTICO Y RELIGIOSO 
El señor MOREIRA.- Señor Presidente, quisiera mostrar a las cámaras el mensaje que recibí por Twitter el día de hoy. Dice: “Iván Moreira es un maraco evangélico y deberían matarlo. No sé cómo le dan tanta tribuna a un esquizofrénico culiao’ como él. #eso#pazyamor”.



Firma este tuit: Damián Azócar, Presidente de la Juventud Demócrata Cristiana de Valparaíso.



Este tuit representa expresiones de odio político y religioso. Estas manifestaciones, señor Presidente, exceden el ámbito de la opinión y son intolerables en el marco de una convivencia pacífica, más aún en los momentos difíciles que está viviendo Chile.



Señor Presidente, a petición de los abogados de mi bancada, en el día de hoy hemos presentado un recurso de amparo y vamos a seguir otras acciones legales, porque nos parece que este es un clima que enrarece y divide a los chilenos.

REFLEXIONES ANTE NUEVO ANIVERSARIO DEL 11 DE SEPTIEMBRE 
El señor MOREIRA.- Señor Presidente, a continuación me voy a referir a algo más importante.



Mañana se conmemoran 41 años desde que se produjo el quiebre de la democracia en nuestro país y asumieron el poder las Fuerzas Armadas.



Estando solo a horas del aniversario del 11 de septiembre, quiero repetir, sin ningún afán de aprovechamiento político, las expresiones de la madre de la Presidenta Bachelet, señora Ángela Jeria, quien señaló que lo que está ocurriendo hoy en Chile “le recuerda mucho los últimos tiempos de Allende”. 



Y tiene bastante razón, más aún cuando le tocó vivir, de lejos, lo que sucedió en el Metro de Santiago con motivo de un nuevo bombazo que dejó numerosas víctimas, muchas de las cuales podrían haber muerto.



Lo importante, señor Presidente, es que seamos capaces de reflexionar y, de manera unida, todos cuidemos nuestra democracia, que hemos construido entre los diferentes sectores políticos, para que nunca más nuestro país se vuelva a dividir, como lo hizo hace 41 años. Pero, para eso, el Gobierno, por una parte, tiene que entender que no puede abusar de una mayoría circunstancial, pretendiendo reformar todo lo que se había avanzado de común acuerdo y en democracia, y por otra, debe abordar el terrorismo, del cual Chile está siendo víctima, con mayor decisión, pues lo que se intenta es debilitar nuestra democracia y nuestro modelo de desarrollo.



La UDI elaboró el documento “La Paz Ahora” el año 2003, como producto de una serie de conversaciones con familiares de detenidos desaparecidos. En él se le hace una propuesta al gobierno de la época, encabezado por don Ricardo Lagos, para avanzar en la reconciliación, promoviendo, entre otras cosas, que se indemnice a las víctimas y se avance en la amnistía para quienes participaron en actos de violencia en ambos bandos.



Chile quiere paz, señor Presidente; no quiere revivir las odiosidades del pasado.



Todos quienes creemos en la democracia que hemos construido debemos combatir con decisión todo acto terrorista de quienes pretenden debilitar nuestro sistema democrático.



En esta fecha, el Gobierno debe reflexionar en torno a cómo ha ido evolucionando el fenómeno del terrorismo; a los hechos ocurridos en La Araucanía, que quedan en total impunidad; a los encapuchados; a las exageradas garantías que tienen los delincuentes.



Los terroristas y delincuentes que aparecen el 11 de septiembre son personas de una ideología de extrema izquierda, anarquistas. Por lo tanto, el Partido Comunista, que hoy forma parte del Gobierno y que se sienta a la mesa, puede ser un colaborador clave para detectar estas células terroristas de extrema izquierda que están operando en Chile. Es sabido que en países o regiones de esa ideología -anarquista o como se la llame-, como en Cuba o en Colombia (con las FARC), hay personas de extrema izquierda que han recibido entrenamiento militar.



Esperamos, señor Presidente, que este 11 de septiembre el Gobierno reflexione acerca de lo importante que es crear las condiciones necesarias para que nadie se sienta con la libertad o la impunidad de cometer actos de violencia con el fin de liderar una causa, sea cual sea. ¡Cuidemos Chile!



Llamemos las cosas por su nombre. Los hechos que están ocurriendo en La Araucanía, así como en la Región Metropolitana, no son conflictos sociales: son TERRORISMO, con mayúscula.



El Gobierno debe aprovechar este 11 de septiembre para hacer un llamado a todos los partidos y colores políticos: a defender nuestra democracia y mirar hacia el futuro. Porque los actos terroristas que hemos conocido tienen por objeto desestabilizar la democracia, a nuestro país y también a un gobierno elegido democráticamente.



Yo valoro que el día de hoy se hayan reunido todos los presidentes de partido con el Gobierno, a fin de luchar unidos contra el terrorismo.



No se construye unidad entre los chilenos cuando los gobiernos de izquierda usan el 11 de septiembre para dividir al país entre los buenos y los malos. Debemos aprender a construir con humildad una mirada de futuro que ayude a que entre todos juntos digamos que nunca más se creará en Chile el clima político que gatilló que las Fuerzas Armadas tomaran el poder en 1973.



El 11 de septiembre no es ni debería ser nunca un día, ni de la Izquierda, ni de la Derecha, sino que debería ser un día de reflexión de todos quienes buscamos construir un Chile de unidad y progreso, para entregarles a las nuevas generaciones un mejor país.



El terrorismo se debe combatir con políticas de Estado y no con políticas creadas por los gobiernos de turno. Pero, para eso, los políticos debemos generar la unidad que los chilenos nos demandan. ¡Basta ya de apuntarnos con el dedo los unos a los otros en esta fecha!



En estos días a las nuevas generaciones hay que dejarles el espacio para que condenen las violaciones a los derechos humanos cometidas en todos los regímenes del mundo, tanto de izquierda como de derecha.



A mí nada me gustaría más que ver a un Presidente de la Juventud de la UDI con uno del Partido Comunista condenando las violaciones a los derechos humanos que ocurren en países como Cuba, Venezuela o Corea del Norte, o en cualquier lugar del mundo.



Otras generaciones, formadas por personas de izquierda y de derecha, son las que deben hacerse responsables del clima generado en los años previos al 73, pero, al mismo tiempo, señor Presidente, deben mostrar a las nuevas generaciones la capacidad de mirar juntos hacia el futuro, porque desde que volvimos a la democracia nuestro país se ha construido entre todos.



Jaime Guzmán fue asesinado por terroristas en democracia. Y ahora, a horas del 11 de septiembre, aparecen nuevos actos terroristas causando varios heridos.


 El Gobierno debe ser claro y enfático en condenarlos y aplicar el máximo rigor de la ley a estos terroristas, que quieren matar nuestra democracia.



Por eso, señor Presidente, en un clima de reflexión, desde este Senado, entendiendo que los que vivimos y los que fuimos parte de una generación protagonista, de manera directa o indirecta, del quiebre de la democracia -independiente de las responsabilidades que a cada uno le pueden corresponder-, es necesario dejar en claro, sobre todo desde la Centroderecha, que quienes tenemos que dar explicaciones del pasado somos los que fuimos parte de esa generación: no otros.



Porque, hoy más que nunca, señor Presidente, por sobre las legítimas diferencias que podamos tener, lo importante es que este 11 de septiembre, a 41 años de un hecho que nos dividió a todos los chilenos, tengamos la oportunidad de unirnos contra un flagelo llamado “terrorismo”, que no solo quiere desestabilizar al país, a la democracia y al gobierno de turno, sino destruir los sueños de toda una nación y, especialmente, los de las nuevas generaciones, que tienen derecho a vivir el presente y el futuro dejando atrás el pasado.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Con la intervención del Senador Moreira, damos por terminada la hora de Incidentes.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:12.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 42ª, ORDINARIA, EN MARTES 2 DE SEPTIEMBRE DE 2014


Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Tuma, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Pizarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Economía, Fomento y Turismo, y de Energía, señores Luis Felipe Céspedes y Máximo Pacheco, respectivamente. Asisten, también, el asesor del Ministerio de Energía, señor Felipe Venegas.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 39ª, especial, y 40ª, ordinaria, ambas de 19 de agosto, y 41ª, ordinaria, de 20 de agosto, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Dieciséis de S. E. la Presidenta de la República:


Con el primero, da inicio a un proyecto de ley que faculta al Ministro de Hacienda para realizar un aporte extraordinario de capital al Banco del Estado de Chile, y amplía el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (Boletín N° 9.520-05).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


Con los tres siguientes, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las iniciativas que se mencionan a continuación:


1.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


2.- Proyecto de ley que aumenta la penalidad al delito de homicidio simple en el catálogo de los delitos contra la vida (Boletines N°s 8.216-07 y 8.609-07, refundidos).


3.- Proyecto de ley que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (Boletín Nº 9.097-21).


Con los diez siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (Boletín Nº 9.333-04).


2.- Proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (Boletín N° 9.398-04).


3.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02).


4.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


5.- Proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja (Boletines N°s 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).


6.- Proyecto de ley que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional (Boletín Nº 9.326-07).


7.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, en lo que se refiere al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones graves gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 9.411-15).


8.- Proyecto de ley que modifica y perfecciona la ley que rige al Ministerio de Energía (Boletín Nº 9.421-08).


9.- Proyecto de ley que precisa normas vigentes para asegurar los derechos de las manipuladoras de alimentos de establecimientos educacionales (Boletín Nº 8.048-13).


10.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (Boletín Nº 8.828-14).


Con el decimoquinto, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que autoriza erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie (Boletín Nº 7.523-24).  


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para el despacho del proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (Boletín N° 7.130-07). 


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que aprobó el proyecto de ley que aumenta las plantas de personal de Carabineros de Chile; modifica la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros (Boletín N° 9.336-25).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.


Con el segundo, comunica que aprobó el proyecto de ley que modifica el artículo 1.182 del Código Civil, declarando incapaz para suceder al difunto, a quien ejerce violencia con el adulto mayor (Boletín Nº 8.528-32).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de las sentencias definitivas recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las disposiciones legales que se mencionan a continuación:


1.- Artículo 59, inciso cuarto, número 2, de la Ley de Impuesto a la Renta.


2.- Artículo 255 del Código de Justicia Militar. 


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Envía copia de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los siguientes preceptos legales:


1.- Artículos 175 y 177 del Código de Procedimiento Civil.


2.- Artículo 5°, inciso tercero, de la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria.


3.- Artículos 5° y 10 de la ley de transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285.


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público


Remite, mediante oficio reservado, antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Espina, con la adhesión de los Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Zaldívar, sobre las villas y poblaciones del país que presentan alta intensidad de tráfico y microtráfico de drogas.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde, mediante oficio secreto, solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al lugar de fabricación de las bombas lacrimógenas que se utilizan en Chile, nombres de las empresas comercializadoras, países de origen, volúmenes importados y costos de esta clase de adquisiciones en los cuatro últimos años.


Adjunta memorándum de la División Carabineros de la Subsecretaría del Interior, relativa a la solicitud de estudio, requerida en nombre de los Honorables Senadores señores Larraín y Chahuán, de un mecanismo que permita a los funcionarios en retiro de Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones de Chile y Gendarmería de Chile acceder a los beneficios del sistema de salud, en igualdad de condiciones, en todas las regiones del país.


Responde solicitud de información, cursada en nombre de los Honorables Senadores señoras Goic y Allende y señores Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Quinteros y Zaldívar, respecto de la modificación del D.S. N° 867, de 2008, de esa Secretaría de Estado, que califica a la cannabis y sus derivados como sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas.

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Muñoz, acerca de casos de acoso sexual, abuso sexual y violaciones denunciados al interior de las Fuerzas Armadas.

Del señor Ministro de Hacienda


Atiende consulta, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Montes, relativa a la información disponible en el Servicio de Impuestos Internos sobre fondos de inversión privados existentes en el país y la cuantía de esos recursos.

De la señora Ministra de Desarrollo Social


Responde solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor García, acerca del estado del proceso de pago de las indemnizaciones legales a funcionarios desvinculados de entidades relacionadas con esa Secretaría de Estado, conforme a la nómina elaborada por el Consejo de Alta Dirección Pública.

Del señor Ministro de Educación


Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa al proyecto de mejoramiento del gimnasio del Liceo Fernando Santiván, de Panguipulli. 

Del señor Ministro de Justicia


Contesta solicitud de información, formalizada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de la posibilidad de revertir el traslado de internos de las cárceles de la zona central de nuestro país a distintas regiones, en especial, el caso de quinientas personas que se llevarían a penales de la Región de Los Lagos.

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Da respuesta a tres acuerdos del Senado sobre las materias que a continuación se especifican: 


1.- El presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, Larraín, Moreira y Prokurica, relativo al envío de un proyecto de ley para incorporar a los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile al sistema de aporte solidario de vejez y de invalidez e inutilidad física, regulado en el artículo 33 de la ley     N° 20.255, que establece la reforma previsional (Boletín N° S 1.673-12).


2.- El propuesto por los Honorables Senadores señora Allende y señores Larraín y Prokurica, relativo al envío de una norma aclaratoria del decreto ley N° 3.501, de 1980, con el fin de salvar las objeciones de la Contraloría General de la República a los pagos efectuados por las municipalidades por concepto de incremento previsional (Boletín N° S 1.662-12).


3.- El promovido por los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Allende y señores Bianchi y Chahuán, referente a la adopción de medidas que permitan suspender los trámites judiciales iniciados como consecuencia de los pagos municipales por concepto de incremento previsional que han sido reparados por la Contraloría General de la República (Boletín N° S 1.663-12).

Del señor Ministro de Obras Públicas


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, acerca del estado de avance del proyecto de construcción de la doble calzada en la Ruta 5, tramo La Serena-Vallenar.


Remite copia del decreto supremo N° 342, de 2012, de esa Secretaría de Estado, que declara la extinción, por mutuo acuerdo, de la concesión de la obra pública fiscal denominada “Camino de la Madera” y del contrato de concesión adjudicado por el decreto supremo 133, de 1974, de aquel Ministerio; antecedente pedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro.


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Tuma, relativa a los errores detectados durante la construcción del puente basculante sobre el Río Cau-Cau.

Del señor Ministro (S) de Salud


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Moreira, respecto de la situación financiera del Hospital de Castro y del monto de recursos que se destinan a la adquisición de servicios clínicos externos. 


Contesta acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Moreira y Prokurica, para incluir la retinitis pigmentosa y la degeneración macular asociada a la edad en las patologías garantizadas del Auge (Boletín N° S 1.642-12).


Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, respecto del grave problema de salud que implica el vertedero Boyeco, de la comuna de Temuco.

De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor García, acerca de la disminución presupuestaria que presenta la Partida de esa Secretaría de Estado, en el Subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, por $ 353.272.000, según informe de ejecución presupuestaria publicado el 31 de mayo recién pasado.

Del señor Ministro (S) de Vivienda y Urbanismo


Responde solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor García, respecto del estado del proceso de pago de las indemnizaciones legales a funcionarios desvinculados de entidades relacionadas con esa Secretaría de Estado, según la nómina informada por el Consejo de Alta Dirección Pública.

Del señor Ministro de Energía


Da respuesta a solicitud de información, requerida en nombre del Honorable Senador señor García, sobre el estado del proceso de pago de las indemnizaciones legales a funcionarios desvinculados de entidades relacionadas con esa Secretaría de Estado, según la nómina informada por el Consejo de Alta Dirección Pública.

Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo


Responde consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, relativa a los proyectos afectados por la disminución en $ 53.516.244.000, según informe de ejecución presupuestaria publicado el 31 de mayo pasado, de la Partida Ministerio del Interior y Seguridad Pública en su subtítulo 31 Iniciativas de Inversión, y del destinos dado a esos recursos.

Del señor Subsecretario de Justicia


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Matta, respecto de la posibilidad de mantener las dos notarías existentes en la provincia de Cauquenes.

Del señor Subsecretario del Trabajo


Atiende solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre el estado del proceso de pago de las indemnizaciones legales a funcionarios desvinculados de entidades relacionadas con esa Secretaría de Estado, conforme a la nómina elaborada por el Consejo de Alta Dirección Pública.

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente


Contesta acuerdo adoptado por la Corporación, a proposición de los Honorables Senadores señores De Urresti, Araya, Harboe, Navarro, Pizarro, Quinteros, Rossi y Tuma, relativo a la elaboración de una estrategia de mediano y largo plazo para limitar el avance de la desertificación (Boletín N° S 1.682-12).

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente (S)


Contesta el acuerdo adoptado por la Corporación, a proposición de los Honorables Senadores señor De Urresti, señora Allende y señores Bianchi, Girardi, Horvath, Montes, Quinteros, Rossi y Walker, don Patricio, relativo a un proceso de renovación de la institucionalidad ambiental, especialmente en materia de participación ciudadana, y de revisión de los supuestos e instituciones que sustentan la matriz energética en los últimos cuarenta años (Boletín N° S 1.672-12).


Atiende petición de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca del Plan de Adaptación al Cambio Climático en Biodiversidad, aprobado por el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad.


Da respuesta a solicitud de información, requerida en nombre del Honorable Senador señor García, sobre el estado del proceso de pago de las indemnizaciones legales a funcionarios desvinculados de entidades relacionadas con esa Secretaría de Estado, según la nómina informada por el Consejo de Alta Dirección Pública.

Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado


Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, respecto del estado de tramitación  de las acciones judiciales iniciadas por esa entidad, relativas a la aplicación de los recursos provenientes de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, en la Región de Atacama.

Del señor Superintendente de Pensiones


Da respuesta a solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto de la cantidad de personas que, al optar por un beneficio como el “bono por hijo”, han perdido el derecho a cuota mortuoria.

Del señor Jefe de la División Atención y Servicios al Usuario,
Superintendencia de Pensiones


Responde a solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto de la situación acontecida con motivo de la suscripción, poco antes de su deceso, de un contrato de renta vitalicia por el señor Manuel Víctor Mancilla Rojel. 

De la señora Jefe del Departamento de Licencias Médicas (suplente),

Superintendencia de Seguridad Social


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, relativa al estado de tramitación de la reclamación presentada por la señora María Pía Meléndez Gálvez, vecina de la comuna de Huasco, por el rechazo de licencias médicas que señala.

Del señor Director del Instituto de Salud Pública (TP)


Da contestación a solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre el estado del proceso de pago de las indemnizaciones legales a funcionarios desvinculados de entidades relacionadas con dicho organismo, de conformidad con la nómina elaborada por el Consejo de Alta Dirección Pública.

Del señor Superintendente de Salud (S)


Adjunta informe expedido por el señor Intendente de Seguridad y Salud en el Trabajo (T y P), de la Superintendencia de Seguridad Social, relativo a los reembolsos que las mutuales de seguridad han efectuado, en los años 2012, 2013 y 2014, a las isapres por pago de licencias médicas correspondientes a accidentes del trabajo; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro. 

Del señor Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Guillier, acerca de las razones por las que Sky Airlines ha dejado de servir la ruta Antofagasta-Lima-Antofagasta, así como de las medidas adoptadas para atender a la situación de centenas de adquirentes de boletos a dicha empresa.

Del señor Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Allamand, sobre los proyectos de trenes suburbanos de la Región Metropolitana denominados Rancagua Express, Tren del Maipo (ex Melitren) y Santiago-Batuco.

Del señor Director Ejecutivo (TP) del Servicio de Evaluación Ambiental


Responde solicitudes de información del Honorable Senador señor De Urresti, sobre las siguientes materias: 


1.- Antecedentes sobre proyectos aprobados que hayan impactado en sitios ceremoniales o de significancia cultural de pueblos originarios y sobre iniciativas de inversión en trámite que afecten a sitios sagrados de esos pueblos.


2.- Existencia de resolución o permiso ambiental que autorice la extracción de áridos en el sector Molco, comuna de Valdivia.


Contesta solicitud de información, recabada en nombre el Honorable Senador señor Navarro, acerca de tendido de postes eléctricos en la Carretera Austral, entre la central de pasada La Arena y la subestación Melipulli, en Puerto Montt, que afectan sitios arqueológicos, especialmente conchales.

Del señor Intendente Regional de la Región de Atacama


Responde solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre emplazamiento, monto y origen de la inversión, modelo de gestión y cronograma de construcción del nuevo hospital de Huasco.

Del señor Intendente Regional de la Región del Maule


Atiende solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor Matta, respecto de la asignación 06 Corporación Agencia Regional de Desarrollo Productivo, ítem 01 Al sector privado, del subtítulo 24 Transferencias corrientes, por un monto de M$ 467.065, en la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Capítulo 67 Gobierno Regional Región VII Maule, Programa 02 Inversión Regional Región VII, no contemplada inicialmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2014.

Del señor Intendente Regional de la Región del Bío Bío


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de las estadísticas de cesantía disponibles en ese Gobierno Regional, desglosada por comunas.

Del señor Intendente Regional de la Región de La Araucanía


Informa, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor García, estado en que se encuentra el proyecto de reposición de la escuela Darío Salas, de Carahue.

De la señora Secretaria Regional Ministerial de

Vivienda y Urbanismo, Región de la Araucanía


Responde solicitud de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor García, respecto del estado del proyecto Construcción Paseo Peatonal Borde Río Avenida Imperial, Nehuentué.

Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo Regional de Arica y Parinacota


Pone en conocimiento de esta Corporación la designación, por el período legal, del consejero señor Raúl Castro Letelier como Presidente del referido órgano.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De las Comisiones de Minería y Energía y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica y perfecciona la ley que rige al Ministerio de Energía (Boletín Nº 9.421-08) (con urgencia calificada de “suma”). 


- Por acuerdo de Comités, quedan para la Tabla de esta sesión.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Quintana, Espina, Tuma y Walker, don Ignacio, con la que se da inicio a un proyecto de ley que propone denominar Aeropuerto Internacional Poeta Pablo Neruda al aeropuerto de la Región de La Araucanía, ubicado en la comuna de Freire (Boletín Nº 9.521-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


De los Honorables Senadores señores Orpis y Coloma, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que incorpora como atribución especial del Presidente de la República la de someter a plebiscito la aprobación o el rechazo de todo tratado o negociación directa que modifique un tratado de límites vigente o importe una cesión de soberanía sobre el territorio nacional (Boletín Nº 9.531-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín, con la que se inicia un proyecto de ley que dispone la prosecución del juicio de divorcio o nulidad en el caso de muerte de uno de los cónyuges durante su tramitación (Boletín N° 9.533-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo


De la Honorable Senadora señora Allende, con el que pide a S. E. la Presidenta de la República que dé atención preferente a la superación de la condición crítica que afecta a la Región de Atacama, mediante el envío de iniciativas de ley y la implementación de políticas públicas en las materias que especifica (Boletín Nº S 1.704-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicaciones


De la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, con la que informa la elección como su Presidenta de la Honorable Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora.


- Se toma conocimiento.


Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, con el que expone que, al efecto de incorporar nuevos antecedentes para su perfeccionamiento, viene en retirar el proyecto de ley, de su autoría, que modifica el Código de Aguas regulando la caducidad del derecho de aprovechamiento de agua (Boletín N° 9.413-09).


- Queda retirado. 

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa el siguiente documento:

Informe


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América, en materia de incremento de la cooperación en la prevención y combate del delito grave, suscrito en Washington, D.C., el 30 de mayo de 2013 (Boletín N° 9.243-10).


- Queda para Tabla.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Colocar en la Tabla de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 3 de septiembre, los siguientes proyectos de ley:


a) el que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (Boletín N° 8.828-14), y


b) el que aumenta la penalidad al delito de homicidio simple en el catálogo de los delitos contra la vida (Boletines N°s 8.216-07 y 8.609-07, refundidos).


2.- Rendir el homenaje a don Eduardo Frei Montalva, con motivo de cumplirse 50 años de su elección como Presidente de la República, en la sesión ordinaria de mañana inmediatamente después de la Cuenta.


3.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02), hasta las 12:00 horas del viernes 5 de septiembre de 2014, las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


4.- Colocar en la Tabla de la sesión ordinaria del martes 9 de septiembre próximo el proyecto de reforma constitucional que consagra el derecho a la protección de los datos personales (Boletín N° 9.384-07).


5.- Ampliar a seis miembros los integrantes de la Comisión especial para el estudio de la contaminación ambiental en las zonas Centro y Sur del país, creada en sesión del 22 de julio pasado.


6.- Rendir homenaje a don Carlos Prats González en la sesión ordinaria del día martes 30 de septiembre de 2014, inmediatamente después de la Cuenta.


7.- Dar por aprobado el Plan de Acción para los años 2014-2016 propuesto al Grupo de Trabajo Parlamentario Abierto por el Grupo Bicameral de Transparencia, presidido por el Honorable Senador señor Larraín, Plan que será distribuido a todos los Honorables Senadores.

_________

Enseguida, el Honorable Senador señor Ossandón pide recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15), hasta las 12:00 horas del día 15 de septiembre de 2014.


Se accede, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Chahuán solicita obtener el asentimiento de la Sala para que el proyecto de ley que incorpora en la ley  N° 19.496, sobre protección a los derechos de los consumidores, la obligación de disponer en los centros comerciales de desfibriladores externos portátiles (Boletín Nº 9.014-03), sea tratado por la Comisión de Salud en lugar de serlo por la Comisión de Economía, donde se encuentra radicado.


Así se acuerda.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Larraín, requiere solicitar la venia de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, en lo que se refiere al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones graves gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 9.411-15), hasta las 12:00 horas del día de mañana, miércoles 3 del presente.


Se accede a lo solicitado, debiendo ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


Posteriormente, el Honorable Senador señor Moreira formula igual solicitud en lo relativo al proyecto de ley que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (Boletines N°s 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos), hasta las 12:00 horas del día 22 de septiembre de 2014.


Así se acuerda, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.
- - -


Seguidamente, el Honorable Senador señor Ossandón pide obtener la anuencia de la Sala para que el proyecto de reforma constitucional que consagra el derecho a la protección de los datos personales (Boletín N° 9.384-07), pase a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones una vez que sea despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Al respecto, intervienen los Honorables Senadores señores Harboe y Ossandón.


Se rechaza la petición.

- - -


Luego, el mismo señor Senador solicita requerir el asentimiento de la Sala para que el proyecto de ley que modifica el artículo 13 de la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, para establecer el “derecho al olvido” de los datos personales almacenados en motores de búsqueda y sitios web (Boletín N° 9.388-03), sea considerado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones una vez que termine su tramitación en la Comisión de Economía.


Se accede.
- - -


En su oportunidad, el Honorable Senador señor Tuma solicita el envío de un oficio, en su nombre, a S.E. la Presidenta de la República solicitándole su intervención para revertir la paralización de la construcción del hospital de Pitrufquén, en Región de la Araucanía. Se accede.

- - -


Finalmente, el señor Presidente propone como integrantes de la Comisión Revisora de Cuentas, a los Honorables Senadores señores José García, Alejandro Guillier, Manuel Antonio Matta, Carlos Montes y Jaime Orpis.

Se aprueba la proposición por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, en segundo trámite constitucional, que modifica y perfecciona la ley que rige al Ministerio de Energía, con informes de las Comisiones de Minería y Energía y de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso del asesor del Ministerio de Energía, señor Felipe Venegas. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.421-08 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que su objetivo principal es modificar la normativa legal que rige al Ministerio de Energía, a fin de perfeccionar atribuciones tanto en un sentido funcional cuanto territorial, ajustando su institucionalidad a los lineamientos de la Agenda de Energía del Supremo Gobierno, y a las tareas de ordenamiento territorial, fomento de la competencia y promoción de la participación social en el sector eléctrico.

Hace presente que la Comisión de Minería y Energía discutió el proyecto en general y en particular -en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en sesión de 5 de agosto de 2014- y que, en concordancia con lo anterior, solicitó a la Sala que esta iniciativa fuera conocida, en el trámite de primer informe, por la Comisión de Hacienda, en lo relativo a las normas de su competencia, lo que se autorizó en sesión de fecha 13 de agosto.

Destaca que la Comisión de Minería y Energía aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Horvath, Orpis y Pizarro. Lo aprobó en particular con una enmienda acordada también por unanimidad.

Señala, finalmente, que la Comisión de Hacienda, por su parte, deja constancia de que se pronunció acerca del artículo 1°, número 3), letra k), y número 4), letra b); y de los artículos 2° y 3°; y de los artículos primero, segundo, tercero y quinto transitorios, los que aprobó por unanimidad, en los mismos términos en que fueron despachados por la Comisión de Minería y Energía.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Quinteros, Guillier, Orpis, Coloma y Horvath. Interviene, también, el señor Ministro de Energía.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 36 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Bianchi, Letelier, Larraín, Harboe, Pizarro, Zaldívar, Tuma, De Urresti, Girardi, Navarro y García-Huidobro.

- - -


Luego, el señor Presidente lo declara también aprobado en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Oportunamente, el Honorable Senador señor Prokurica expresa que se inhabilita en la votación de este proyecto, en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 8° del Reglamento del Senado. 
- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Energía.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase el decreto ley Nº 2.224, de 1978, del Ministerio de Minería, que crea la Comisión Nacional de Energía, de la siguiente manera:


1) Intercálase en el título, entre las palabras “Crea” y “Comisión”, la siguiente frase “el Ministerio de Energía y la”.


2) Incorpórase el siguiente artículo 1°, nuevo:


“Artículo 1°.- El Ministerio de Energía es el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración del sector energía.”.


3) Intercálanse en el artículo 4° las siguientes letras k) y l), pasando la actual letra k) a ser m):


“k) Capacitar y fomentar la capacitación y actualización técnica, en materias relacionadas con sus funciones, de los funcionarios de los órganos de la Administración del Estado enumerados en el artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N°1/19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Esta capacitación también podrá efectuarse a los particulares.


l) Fomentar y facilitar la participación de personas naturales o jurídicas, con o sin fines de lucro, en la formulación de políticas, planes y normas, en materias de competencia del Ministerio.”.


4) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:


a) Modifícase su inciso segundo de la siguiente manera:


i. Reemplázase la expresión “áreas funcionales” por “áreas relevantes del sector”.


ii. Incorpórase, antes del punto aparte, la siguiente frase final “, y la participación y diálogo ciudadano”.


b) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:


“Habrá una Secretaría Regional Ministerial en cada una de las regiones en que se divide administrativamente el país, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, quien será el representante del Ministerio en la región.”.


Artículo 2°.- Increméntase, ajustándose el número total de cargos respectivos, en la planta de personal de la Subsecretaría de Energía, establecida en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 12, de 2009, del Ministerio de Hacienda, que fija planta de personal de la Subsecretaría de Energía, de la forma siguiente:


1) Créase 1 cargo de Jefe de División, grado 2° de la Escala Única de Sueldos, en la planta de Directivos.


2) Créase 1 cargo de Jefe de División, grado 3° de la Escala Única de Sueldos, en la planta de Directivos.


3) Créanse 9 cargos de Secretarios Regionales Ministeriales, grado 4° de la Escala Única de Sueldos, en la planta de Directivos.


Artículo 3°.- El personal a contrata de la Subsecretaría de Energía, de la Comisión Nacional de Energía y de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles podrá desempeñar las funciones de carácter directivo que se le asignen o deleguen mediante resolución fundada del Jefe de Servicio, en la que deberán precisarse las referidas funciones. Con todo, dichos funcionarios a contrata no podrán exceder del 14% en el caso de la Subsecretaría de Energía, del 16% en el caso de la Comisión Nacional de Energía, y del 5% en el caso de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, todos respecto de la dotación máxima de personal autorizada en la ley de Presupuestos.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Increméntase la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Energía para el año 2014 en 60 cupos.


Artículo segundo.- Increméntese, para el año 2014, en 11 cupos la autorización máxima para el cumplimiento del artículo septuagésimo tercero de la ley N°19.882, en la Subsecretaría de Energía.


Artículo tercero.- Durante el año 2014, la Subsecretaría de Energía estará facultada para disponer de los bienes inventariables, muebles, que se adquieran o construyan en el marco de convenios para la ejecución de los programas presupuestarios de Apoyo al Desarrollo de Energías Renovables No Convencionales, Programa Energización Rural y Social y Plan de Acción de Eficiencia Energética.


El dominio de dichos bienes se entenderá transferido a las entidades encargadas de su administración o de la prestación del servicio correspondiente, desde el momento en que estos bienes sean asignados a dichas entidades mediante resolución del Subsecretario de Energía, la que deberá reducirse a escritura pública, sin perjuicio de las condiciones y gravámenes que se convengan. Los gastos de las transferencias referidas serán de cargo de la Subsecretaría de Energía.


Artículo cuarto.- Durante el año 2014, mediante decreto fundado del Ministro de Energía, se podrá establecer el orden de subrogación legal del cargo de Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía en funcionarios contratados que se encuentren desempeñando funciones de carácter directivo.


Artículo quinto.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Energía. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Chahuán, De Urresti, Horvath, Lagos y Prokurica, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 43ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 3 DE SEPTIEMBRE DE 2014



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Tuma, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, en representación del Banco Central de Chile, su Presidente, señor Rodrigo Vergara; el Vicepresidente, señor Enrique Marshall, y los Consejeros señores Pablo García y Joaquín Vial. Asisten, también, el Gerente de Comunicaciones, señor Luis Álvarez; la encargada de Protocolo, señora Paola Peretta, y el asistente informático, señor Fernando Coulon.


Actúa de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda.

_________



Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Presentación del Consejo del Banco Central de Chile respecto de la evaluación del avance de las políticas y programas del año en curso, como asimismo del informe de las proposiciones para el año calendario siguiente, según lo dispuesto en el artículo 80 de la ley  Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile



La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso de los funcionarios que acompañan a los señores Consejeros del Banco Central. Se accede.



Luego, se concede el uso de la palabra al señor Presidente del Banco Central de Chile, don Rodrigo Vergara, quien realiza la mencionada presentación y entrega el Informe de Política Monetaria (IPOM) 2014.



A continuación, y en lo relativo a la materia objeto de la sesión, se otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Ignacio), García, Coloma, Zaldívar, Montes, Navarro, Larraín y Tuma, señora Von Baer y señores Quintana, Horvath, Pizarro y Lagos.

- - -



El señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para prorrogar la hora de término de la sesión por diez minutos, lo que así se acuerda.

- - -



Por último, otorga el uso de la palabra al señor Presidente del Banco Central de Chile, quien responde diversas consultas formuladas por los Honorables Senadores.
- - -



Finalmente, el señor Presidente anuncia que habiéndose cumplido el objetivo de la sesión, ésta se levanta.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 44ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 3 DE SEPTIEMBRE DE 2014



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurre, asimismo, la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Paulina Saball. Asisten, también, los asesores de esa Cartera, señora Jeannette Tapia y señor Enrique Rajevic.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 39ª, especial, y 40ª, ordinaria, ambas de 19 de agosto, y 41ª, ordinaria, de 20 de agosto, todas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que aprobó el proyecto de ley que instaura el Día Nacional del Medio Ambiente (Boletín N° 9.330-12).


- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


Con el segundo, expone que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos, con excepción de la recaída en el literal a) del número 8 (artículo 10 de este Senado) del artículo 1° y comunica la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse conforme lo establece el artículo 71 de la Constitución Política de la República (Boletín Nº 4.426-07).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a la Honorable Cámara de Diputados que integrarán la referida Comisión Mixta los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto de las obras necesarias y de los proyectos en ejecución para hacer frente a la falta de planificación en el desarrollo de la infraestructura colectora de aguas lluvias en la ciudad de Angol.

Del señor Presidente del Consejo Directivo del Banco del Estado de Chile


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor García, relativa a las medidas transitorias adoptadas por esa entidad bancaria para mitigar los efectos del cierre temporal de la oficina de Padre Las Casas.

Del señor Intendente Regional de la Región de Arica y Parinacota


Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre la disminución del clasificador presupuestario “Iniciativas de Inversión”, de ese Gobierno Regional, desde un monto inicial de M$ 17.859.742 al vigente de M$ 13.093.845, publicado por la Dirección de Presupuestos el día 31 de julio pasado.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (Boletín Nº 8.828-14) (con urgencia calificada de “suma”). 


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta la penalidad al delito de homicidio simple en el catálogo de los delitos contra la vida (Boletines N°s 8.216-07 y 8.609-07, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”).


- Por acuerdo de Comités, quedan para la Tabla de esta sesión.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán y García-Huidobro, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.968 para permitir la representación por abogado habilitado de los adultos implicados, en la sesión inicial del procedimiento de mediación familiar (Boletín Nº 9.537-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Van Rysselberghe y señores Bianchi y Girardi, con la que se da inicio a un proyecto de ley que incorpora en la ley N° 20.584 el derecho de toda persona que cuente con seguros de salud a ser informada por el prestador institucional del procedimiento que se requiere para hacer efectiva la cobertura contratada (Boletín Nº 9.536-11).


- Pasa a la Comisión de Salud.


De los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, señora Goic y señores Matta, Pizarro y Zaldívar, con la se da inicio a un proyecto de ley que modifica el Código de Aguas para regular la concesión temporal de aprovechamiento de aguas (Boletín Nº 9.538-09).


- Pasa a la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, García, García-Huidobro, Guillier, Ossandón, Prokurica, Quinteros y Tuma, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República el envío de una iniciativa legal que modifique la ley N° 20.765, que creó un sistema de estabilización de precios de los combustibles, con el fin de incluir en su mecanismo de precio de referencia a las gasolinas de 95 y 97 octanos (Boletín Nº S 1.705-12).


De la Honorable Senadora señora Goic, con el que pide a S. E. la Presidenta de la República el envío de un proyecto que modifique la ley orgánica constitucional del Ministerio Público con el objeto de permitir que los fiscales puedan organizarse con arreglo a las normativas de la ley N° 19.296, sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado (Boletín Nº S 1.706-12).


De los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Van Rysselberghe y señores Bianchi y Girardi, con el que piden a la Superintendencia de Valores y Seguros que instruya a las compañías sujetas a su supervigilancia y fiscalización para que en el caso de pacientes con seguros de salud de cualquier tipo, que requieran atención médica de urgencia, se hagan efectivas, en forma inmediata a su ingreso a los establecimientos asistenciales, las coberturas pertinentes para sus tratamientos clínicos o quirúrgicos (Boletín Nº S 1.707-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicación


De la Comisión Especial sobre contaminación ambiental en las zonas Centro y Sur del país, con la que informa la elección como su Presidente del Honorable Senador señor Patricio Walker Prieto.


- Se toma conocimiento.

- - -

Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa el siguiente documento:

Informe


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional que consagra el derecho a la protección de los datos personales (Boletín N° 9.384-07).


- Queda para Tabla.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor García pide recabar la anuencia de la Sala para ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos, y amplía su plazo de vigencia (Boletín N° 9.407-14), hasta las 12:00 horas del día 29 de septiembre próximo.


Se accede.

- - -

Luego, el señor Presidente señala que se ha solicitado obtener el acuerdo de la Sala para ampliar el término de indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02), hasta el día 12 de septiembre de 2014, a las 12:00 horas.


Así se acuerda, debiendo ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

HOMENAJE

Homenaje a don Eduardo Frei Montalva, con motivo de cumplirse 50 años de su elección como Presidente de la República


El señor Presidente anuncia que corresponde rendir homenaje al ex Presidente de la República, don Eduardo Frei Montalva.


Al efecto, intervienen los Honorables Senadores señores Zaldívar, en nombre del Comité Partido Demócrata Cristiano e Independiente; Orpis, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente; Quintana, en nombre de los Comités Partido por la Democracia e Independiente y Partido Socialista; Allamand, en representación del Comité Partido Renovación Nacional, y Horvath, en representación del Comité Independientes y Partido Movimiento Amplio Social.


Finalmente, el señor Presidente agradece la presencia del ex Presidente de la República y ex Presidente del Senado, señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle y de su familia, de dirigentes del Partido Demócrata Cristiano e invitados especiales que se encuentran en la tribuna, y expresa que el homenaje ha concluido.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo e informe de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia, y pide la venia de la Sala para el ingreso de los asesores del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señora Jeannette Tapia y señor Enrique Rajevic. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.828-14 y urgencia calificada de “suma”.

Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 18 de junio de 2014, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo y con informe de la Comisión de Hacienda.

Destaca que la Comisión de Vivienda y Urbanismo deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1°, números 1), 3), 4) y 9); 2°, números 2) y 3), y 3°, números 1), 2) y 3) -que pasa a ser 4)-, y 4) -que pasa a ser 5)- no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.

Cabe señalar que los artículos 2°, números 2) y 3), y 3°, números 1), 2) y 3) -que pasa a ser 4)-, y 4) -que pasa a ser 5)-, son de rango orgánico constitucional.

Hace presente que la Comisión de Vivienda y Urbanismo efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las cuales aprobó por unanimidad, con excepción de una de ellas que será puesta en discusión y votación oportunamente.

La Comisión de Hacienda, por su parte, deja constancia de que introdujo modificaciones respecto del texto que propone la Comisión de Vivienda y Urbanismo para el artículo transitorio de la iniciativa legal, las que fueron aprobadas en virtud del artículo 121 del mismo reglamento, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Hacienda.

Recuerda que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas. De estas enmiendas unánimes, las recaídas en el artículo 28 bis propuesto por el numeral 2) y en el inciso segundo del artículo 59 reemplazado por el numeral 5) del artículo 1°; en los números 1) y 4) del artículo 2°, y en el nuevo numeral 3) del artículo 3°, tienen rango orgánico constitucional.

Las enmiendas recaídas en el artículo transitorio, norma que también es de rango orgánico constitucional, si bien son unánimes, difieren entre lo aprobado por la Comisión de Vivienda y Urbanismo y lo aprobado por la Comisión de Hacienda.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Vivienda y Urbanismo, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1°

Número 2)


Modificar el artículo 28 bis nuevo propuesto, de la siguiente manera:

Inciso primero


Remplazar la expresión “espacios públicos” por “espacios declarados de utilidad pública”.

Inciso segundo


Intercalar en la oración final, después de la expresión “quince días”, la palabra “hábiles”.

Número 5)

Artículo 59

Inciso primero


- Sustituir la locución “planes intercomunales” por “planes reguladores intercomunales”.


- Eliminar el vocablo “vialidades” la primera vez que aparece, y la coma (,) que la sucede.

Inciso segundo


Reemplazar la frase “en un plazo de seis meses” por “debiendo tales planos aprobarse dentro de los seis meses siguientes”.

Número 6)

Artículo 59 bis

Inciso primero

Letra b)


Sustituir la frase “el lote original a la fecha de la declaratoria” por “los lotes recepcionados a la fecha de la declaratoria”.


Introducir el siguiente numeral 8), nuevo:


“8) Reemplázase el artículo 99 por el siguiente:


“Artículo 99.- Mientras una municipalidad no haga efectiva la expropiación de los terrenos declarados de utilidad pública de acuerdo a lo prescrito en el artículo 59 de esta ley, la parte afectada de dichos inmuebles estará exenta del pago de contribuciones.


Para hacer efectiva esta exención, el interesado deberá acompañar al Servicio de Impuestos Internos un certificado de informaciones previas que acredite qué parte del predio se encuentra declarada de utilidad pública en virtud del instrumento de planificación respectivo.”.”.

Número 8)


Pasa a ser número 9), reemplazado por el siguiente:


“9) Modifícase el artículo 121 en la siguiente forma:


a) Elimínase el inciso primero.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la oración inicial “Sin embargo, por motivos justificados, podrá la Dirección de Obras Municipales, previa autorización del Municipio, permitir la construcción, reconstrucción parcial u otras alteraciones en los edificios a que se refiere el inciso precedente,” por la siguiente: “La Dirección de Obras Municipales podrá, previa autorización del municipio, permitir nuevas construcciones u otras alteraciones en las construcciones existentes en los terrenos a que se refiere el artículo 59 de esta ley, distintas a las que admite el artículo 59 bis,”.”.

Número 9)


Pasa a ser número 10), sin enmiendas.

Artículo 2°

Número 1)


Sustituirlo por el siguiente:


“1) Agrégase al artículo 5°, el siguiente literal k bis):


“k bis) Aprobar los planos de detalle de los planes reguladores comunales y de los planes seccionales.”.”.

Número 4)


Sustituirlo por el que se indica a continuación:


“4) Intercálase en el artículo 98, inciso segundo, literal a), después de “seccionales,” la expresión “incluyendo sus respectivos planos de detalle,”.”.

Artículo 3°


Consultar el siguiente número 3), nuevo:


“3) Agrégase en la letra i) del artículo 30 ter, el siguiente numeral 4 bis):


“4 bis) Planos de Detalle.”.”.

Números 3) y 4)


Pasan a ser 4) y 5), respectivamente, sin enmiendas.

Artículo transitorio

Inciso primero


- Suprimir, en la primera oración, la expresión “vialidades,”.

- Reemplazar, en la segunda oración, la locución “un decreto o resolución” por “resolución o decreto”.

- - -


Por su parte, la Comisión de Hacienda propone las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Vivienda y Urbanismo en su segundo informe:

Artículo transitorio

Inciso primero


- Sustituir, en la primera oración, la frase “y cuyas declaratorias hubieren caducado en virtud de” por “con anterioridad a”:


- Intercalar a continuación de la primera oración lo siguiente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en este inciso, respecto de los terrenos cuyas declaratorias hubieren caducado en virtud de las citadas leyes, deberá respetarse la aplicación de lo establecido en el artículo 116 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en lo referido a los anteproyectos aprobados y los permisos otorgados por la Dirección de Obras Municipales, los que no se verán afectados por la declaratoria de utilidad pública.”.


- Las oraciones segunda, tercera y cuarta del inciso, que comienzan en “La Secretaría” y finalizan en “plan correspondiente.”, pasan a constituir un inciso segundo, nuevo. 

Inciso segundo


Pasa a ser inciso tercero, sin enmiendas.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión en particular el proyecto, y ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Prokurica y Ossandón.

- - -


En su alocución, la Honorable Senadora señora Von Baer, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente, solicita segunda discusión de este proyecto en conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Luego, el señor Presidente da por terminada la primera discusión, quedando pendiente el debate de este asunto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 391 del Código Penal, con el objeto de aumentar la penalidad al delito de homicidio simple, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene los Boletines N°s 8.216-07 y 8.609-07, refundidos, y urgencia calificada de “suma”. 


Añade que su objetivo principal es modificar la penalidad asignada en el artículo 391 del Código Penal a los delitos de homicidio simple y homicidio calificado, eliminando en ambos casos el grado más bajo de la pena privativa de libertad que actualmente tienen. Lo anterior, con el objetivo de otorgar una proporcionar una mayor protección y valoración a la vida como el bien jurídico de mayor relevancia en nuestro sistema, en armonía con el criterio de proporcionalidad de las penas asignadas a otros hechos punibles que pueden afectar a las personas.

Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que el proyecto de ley, pese a ser de artículo único, fue discutido solamente en general por la Comisión, la que aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Larraín.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 24 votos a favor y 4 abstenciones.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Quinteros.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores  señores Araya y Prokurica, señora Von Baer y señores De Urresti y Letelier.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Pizarro, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamenta su abstención, el Honorable Senador Pizarro.
- - -


Durante su alocución, el Honorable Senador señor Prokurica expresa que se hicieron los estudios para construir una cárcel modelo en la Región de Atacama, iniciativa que se ha detenido; por ello, pide oficiar, en su nombre, a  S. E. la Presidenta de la República a fin de que, si lo tiene a bien, disponga lo necesario para que se lleve adelante el proyecto. Se accede.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 5 de septiembre de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América en Materia de Incremento de la Cooperación en la Prevención y Combate del Delito Grave”, suscrito en Washington, D.C., el 20 de mayo de 2013, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 9.243-10.

Agrega que el objetivo principal de la iniciativa es estrechar la cooperación entre las Partes para prevenir y combatir el delito grave.

Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Letelier y Pizarro, en los mismos términos que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.


Finalmente, hace presente que la Comisión deja constancia de que los artículos 16 y 17, numeral 2, del Acuerdo, son normas de quórum calificado.
- - -


El señor Presidente pone en discusión el proyecto de acuerdo, en general y en particular, y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier, Pizarro, García-Huidobro y Chahuán.

- - -


En su intervención, el Honorable Senador señor Pizarro, en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano e Independiente, solicita el aplazamiento de la votación de esta iniciativa, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 135 del Reglamento del Senado.
- - -


El señor Presidente declara cerrado el debate, quedando pendiente la decisión de este asunto.

- - -


Enseguida, señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, García, Harboe, Lagos y Quinteros, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Moreira (en el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente) y de Urresti (en el tiempo del Comité Partido Socialista), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Independientes y Partido Movimiento Amplio Social; Partido por la Democracia e Independiente; Partido Demócrata Cristiano e Independiente, y Partido Renovación Nacional.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE EL DÍA 20 DE SEPTIEMBRE DE CADA AÑO COMO FERIADO REGIONAL EN LA CUARTA REGIÓN DE COQUIMBO, CON MOTIVO DE LA CELEBRACIÓN DE LA FIESTA DE LA PAMPILLA

(8.992-06)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los ex Diputados señora Muñoz, doña Adriana, y señores Mario Bertolino, Marcelo Díaz y Pedro Velásquez, y del Honorable Diputado señor Matías Walker.


Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer a la Excelentísima señora Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.
OBJETIVO DEL PROYECTO


Declarar feriado el día 20 de septiembre de cada año para la Región de Coquimbo, con motivo de la celebración de la Fiesta de la Pampilla.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Constitución Política, artículo 19, N° 21.


2.- Código del Trabajo, artículo 38.


3.- Ley N° 19.332, que declaró feriado para la comuna de La Serena el día 26 de agosto de 1994.


4.- Ley N° 20.517, que declaró feriado para la comuna de Puerto Natales el día 31 de mayo de 2011.


5.- Ley N° 19.973, que declaró feriados obligatorios e irrenunciables las fechas que indica.

ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción con que se inició el trámite legislativo de este proyecto expresa que la Fiesta de la Pampilla constituye una de las festividades que representan el patrimonio cultural inmaterial del país, que se relaciona con un origen democrático e independentista cual es la instalación de la Primera Junta de Gobierno el día 18 de septiembre de 1810, hecho que sólo fue conocido dos días después en la ciudad de Coquimbo, noticia que produjo que los habitantes de la ciudad se congregaran en el sector de La Pampilla y festejaran la efeméride con música chilena. 


Agrega que desde la fecha enunciada han pasado casi doscientos tres años con un crecimiento sostenido en la adhesión y en la asistencia a dicha fiesta tradicional y cuya fama ha trascendido a nivel internacional, lo que ocasiona que en ella participen ciudadanos chilenos y extranjeros. Todo ello la ha transformado en la fiesta sociocultural -continúa la Moción- más grande del país, extendiéndose más allá de los límites de la comuna de Coquimbo. 


Recuerda que el 13 de abril de 2011 se aprobó por unanimidad en la Honorable Cámara de Diputados el proyecto de acuerdo N° 260, mediante el cual se solicitó al Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes incluir a las celebraciones de La Pampilla de Coquimbo dentro del inventario del Patrimonio Cultural del país, petición que también se presentó por la Ilustre Municipalidad de Coquimbo ante la UNESCO. 


Continúa señalando que la determinación de feriados regionales es una práctica que debiera extenderse, pues fomenta la identidad regional. Agrega que la Fiesta de la Pampilla se traduce, además, en un incremento del turismo y comercio regional. 


La Moción, concluyen sus autores, conmemora la fecha del 20 de septiembre como una señal de reconocimiento a la Independencia de Chile, día que debe declararse feriado para la Región de Coquimbo.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


En sesión de día 9 de septiembre de 2014, la Comisión debatió el proyecto en informe.


Al iniciarse el estudio del proyecto el Honorable Senador señor Espina manifestó que hace casi un mes, el 12 de agosto pasado, con ocasión del estudio de otro proyecto de ley que establecía un feriado regional en Antofagasta, se remitió oficio a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que informe al Senado, y la Sala fije un criterio, sobre la iniciativa legal en materia de días feriados. Agregó que en tal oportunidad se indicó la urgencia con que se requería tal pronunciamiento porque existían iniciativas similares pendientes del pronunciamiento de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 


Dado que el tiempo ha transcurrido y que nuevamente es necesario pronunciarse sobre un feriado originado en una Moción parlamentaria, solicitó reiterar tal oficio, insistiendo en su urgencia.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que la iniciativa tiene su origen en una Moción liderada por los Diputados de la IV Región.  Agregó que en la Región de Coquimbo se realiza una fiesta tradicional, cuyo origen como fiesta popular se remonta a la celebración de la Independencia del país, acontecimiento que en la zona se conoció el día 20 de septiembre.


Esa noticia origino fiestas populares en las pampillas de las comunas de la Región, siendo la más conocida y concurrida la que se celebra en Coquimbo.


En la parte alta de Coquimbo, en una zona denominada La Pampilla, se congregan cien a ciento veinte mil personas, que se instalan con tres o cuatro días de anticipación a las fiestas patrias, donde permanecen hasta tres o cuatro días después de ella.


Expresó que el día 20 en la comuna de Coquimbo, por tradición histórica y cultural, se entiende que es un día feriado aunque no exista disposición legal alguna que le otorgue tal carácter. 


Señaló que considerando que se han establecido otros feriados similares, por celebraciones parecidas, se ha propuesto esta iniciativa.


Finalmente, señaló que al discutirse el feriado regional para Antofagasta, con motivo de la fiesta de Nuestra Señora de Ayquina, en la Sala planteó la necesidad de que el Ejecutivo adopte algún criterio sobre este tipo de feriados, que tiene  una serie de consecuencias, beneficiosas desde el punto de vista del turismo y sus actividades anexas por la gran presencia de turistas, pero también eventualmente negativas en cuanto altera otras actividades económicas de importancia en la zona.  Señaló que un feriado altera la actividad laboral, lo que justifica que el Ejecutivo establezca algún criterio para su establecimiento.


El Honorable Senador señor Bianchi manifestó que es creciente el número de iniciativas que proponen feriados, y que para algunas de ellas incluso el Ejecutivo presentó urgencia para su despacho, siendo indispensable que haga presente formalmente su criterio sobre la materia.





Finalmente el señor Presidente de la Comisión, acogiendo las observaciones formuladas y el criterio previamente adoptado por la Comisión en proyectos similares, sometió a votación el proyecto reemplazando la expresión “cada año” por “2014”.
Sometido a votación con la modificación antes expuesta, el proyecto fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorable Senadora señora Von Baer y Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Enseguida, el Honorable Senador señor Pizarro solicitó dejar constancia que concurría a la aprobación del proyecto con la enmienda propuesta, sin perjuicio de hacer presente su opinión en el sentido que, dada la naturaleza de la fiesta de que se trata, el feriado debiera fijarse para el día 20 de septiembre, sin limitarlo sólo al del año en curso.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados con la siguiente modificación:


-- En su artículo único, reemplazar las palabras “cada año” por el número “2014”.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación aprobada, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, cuyo texto es el siguiente:


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Declárase feriado el 20 de septiembre de 2014 para la Región de Coquimbo.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 9 de septiembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ena Von Baer y señores Rabindranath Quinteros (Presidente), Carlos Bianchi, Alberto Espina y Jorge Pizarro.


Sala de la Comisión, a 9 de septiembre de 2014.

(Fdo.): Juan Pablo Durán, Secretario de la Comisión

2

NUEVO PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA JORNADA, DESCANSO Y COMPOSICIÓN DE LA REMUNERACIÓN DE LOS TRABAJADORES DE CASA PARTICULAR, Y PROHÍBE EL USO DE UNIFORMES A TRABAJADORAS DE CASA PARTICULAR
(8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos)
HONORABLE SENADO:


En conformidad al acuerdo adoptado por la Sala de la Corporación el día 13 de agosto de 2013, la Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentar un nuevo primer informe respecto del proyecto de ley aludido y que corresponde a las siguientes iniciativas refundidas en la Cámara de Diputados, un Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique (Boletín N° 8.292-13), y las Mociones de las actuales Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D´Albora, de los actuales Senadores señores Pedro Araya Guerrero y Alfonso De Urresti Longton, de la Diputada señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y de los Diputados señores Sergio Aguiló Melo, Osvaldo Andrade Lara, Pepe Auth Stewart y Manuel Monsalve Benavides y del ex Diputado señor Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar (Boletín N° 7.807-13), y de la actual Senadora señora Adriana Muñoz D´Albora y de los Diputados señores Osvaldo Andrade Lara, Cristián Campos Jara, Marcos Espinosa Monardes, Tucapel Jiménez Fuentes, René Saffirio Espinoza y Matías Walker Prieto y el ex Diputado señor René Alinco Bustos (Boletín 7.675-13).

Cabe tener presente que la Sala del Senado, en sesión de 6 de mayo de 2014, autorizó a la Comisión para discutir en general y en particular este asunto en el nuevo primer informe.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

a) Extender el concepto del pago de remuneraciones en dinero a los trabajadores de casa particular, excluyendo los alimentos y la habitación que serán siempre de cargo del empleador.

b) Agregar dentro de las especificaciones del contrato de trabajo las labores y el domicilio donde se realizarán, debiendo el empleador registrar dicho contrato en la Inspección del Trabajo.

c) Reducir, a partir de noviembre de 2015, la jornada de los trabajadores que no vivan en la casa de su empleador, a 45 horas semanales.

d) Establecer para los trabajadores que viven en la casa del empleador el derecho a descanso mínimo semanal en el día domingo, más los días sábado, pudiendo éstos últimos acumularse o intercambiarse. El descanso de los días sábado también regirá a partir de noviembre de 2015.

e) Prohibir el condicionamiento del contrato al uso de uniformes y delantales en espacios, lugares o establecimientos públicos.

ASISTENCIA


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró nuevamente esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, el asesor jurídico, el coordinador legislativo y la asesora de esta Cartera de Estado, señores Roberto Godoy y Francisco Del Río y señora Claudia Donaire, respectivamente; la asesora económica y la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo y señora Paola Álvarez, respectivamente; la asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado; la Directora del Programa Asesorías Legislativas y el asesor del Instituto Igualdad, señora Viviana Betancourt y señor Sebastián Divin Granada, respectivamente; el asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales; los Jefes de Comunicaciones, el periodista y la fotógrafa del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Sánchez y señor Rodrigo Ferrari, señor Rodolfo Carrasco y señora María de los Ángeles Santos, respectivamente; los asesores parlamentarios: de la Senadora Adriana Muñoz, la periodista señora Andrea Valdés y el señor Luis Díaz; de la Senadora señora Goic, señor Germán Flores y Gerardo Bascuñán; del Senador señor Allamand, el abogado señor Marcelo Soto Ulloa.
-------

 
Especialmente invitadas concurrieron a la sesión de 2 de julio de 2014 las siguientes dirigentes: Asociación Nacional de Empleadas de Casas Particulares (ANECAP): La Presidenta Nacional señora Bernardina Muñoz Barraza, la Presidenta filial Santiago señora Sixta Liempi Contreras, la Presidenta filial Viña del Mar señora Aurora González Barrera, la Secretaria filial Viña del Mar señora Verónica Farías Yáñez y la socia filial San Felipe señora Jacqueline Astudillo Aliaga. Sindicato de Trabajadoras de Casa Particular (SINTRACAP): La Presidenta señora Ruth Olate Moreno y la Tesorera señora Teresa Catripan Aucapan. Asimismo, la Presidenta del Sindicato de Rancagua señora Mónica Acevedo Acevedo y la consejera señora Eliana Cielo Toro, y la socia de la Agrupación de Trabajadoras de Arica señora Norma Morales Olguín. Sindicato Único de Trabajadoras de Casa Particular (SINDUTCAP): La Presidenta señora Emilia Solís Vivanco. Además, la Vicepresidenta de la Mujer Central Unitaria de Trabajadores (CUT, señora Ángela Rifo.

-------


A la sesión de 4 de agosto de 2014, asistieron el Presidente y la Secretaria General de la Asociación Nacional de Funcionarios del Trabajo de Chile (ANFUNTCH), señor Raúl Campusano y señora Cecilia Morelia, respectivamente y la Directora de Regiones y Directora de la ANEF señora Náyade Zúñiga y la Directora de Comunicaciones señora Patricia Sandoval.
-------


El Diputado señor Osvaldo Andrade concurrió a la sesión celebrada el día 18 de junio de 2014.

-------

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS




1.- El Código del Trabajo.

2.- El Convenio N° 189, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos, de 16 de junio de 2011, el que no ha sido ratificado por Chile.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


1.- Las iniciativas que dan origen el proyecto de ley en análisis contienen una exposición de los fundamentos en que se sustentan, los que se consignan –resumidamente- a continuación.

Boletín N° 8.292-13

La expresión de motivos de dicha iniciativa legal, iniciada en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, explica, entre sus antecedentes, que los trabajadores de casa particular son quienes se dedican en forma continua al servicio de aseo y asistencia propios o inherentes al hogar de una o más personas naturales. Añade que su relación contractual presenta una serie de características especiales que la diferencian de la generalidad de los trabajadores. En efecto, especifica que ello se manifiesta en el destinatario de los servicios, toda vez que no necesariamente es una entidad que desarrolla un giro industrial o comercial; en la naturaleza del servicio prestado, consistente en labores relacionadas a la vida cotidiana; y en el espacio físico en que éstas se desarrollan, al desempeñarse en inmuebles cuyo destino final es servir de habitación privada.

A continuación, indica que en nuestro país los trabajadores de casa particular han sido reconocidos como trabajadores dependientes desde el año 1931, siendo regulados mediante una normativa que atiende las especiales características de su vínculo laboral. Añade que tales servicios, que consisten en labores de asistencia a los hogares particulares, facilitan el acceso y las posibilidades de empleo remunerado para quienes deben cumplir responsabilidades familiares y laborales.
Por otra parte, detalla que, según la Nueva Encuesta Nacional de Empleo correspondiente al trimestre noviembre de 2011 a enero de 2012, en nuestro país existe un total de 370.563 personas que se dedican al servicio doméstico, de las cuales un 95% corresponde a mujeres y un 5% a hombres. De dicho universo, agrega que se desempeñan 314. 964 personas bajo la modalidad “puertas afuera”, de las cuales el 94.7% corresponde a mujeres, y 55.600 personas bajo la modalidad “puertas adentro”, dentro de cuyo segmento el 98.2% equivale a mujeres.

En consecuencia, el Mensaje enfatiza que la modificación legal que propone tiene en consideración las particularidades de los servicios de los trabajadores de casa particular que se han reseñado, en cuyo contexto, añade, el Ejecutivo recibió el aporte de asociaciones de trabajadoras de casa particular representativas del sector y de la Oficina Subregional de Santiago de la Organización Internacional del Trabajo. Indica que, dentro de los factores analizados con dichas entidades, se consideró el hecho que muchos empleadores contratan los servicios de los trabajadores a objeto de que éstos atiendan las necesidades de sus hijos. Asimismo, consigna que los trabajadores no son miembros de la familia del hogar en que trabajan, sino trabajadores de éstas, por lo que en muchas ocasiones dejan de atender a sus propias familias. Habida cuenta de ello, la iniciativa pretende compatibilizar las condiciones de trabajo con las particularidades en que éstos se desenvuelven.

Boletín N° 7.807-13

La referida iniciativa legal, iniciada en Moción de las Diputadas señoras Carolina Goic Boroevic, Adriana Muñoz D´Albora y Alejandra Sepúlveda Orbenes, y de los Diputados señores Sergio Aguiló Melo, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, Pepe Auth Stewart, Alfonso De Urresti Longton, Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar y Manuel Monsalve Benavides, consigna, entre sus fundamentos, que, en el contexto de la centésima Conferencia de la Organización Internacional del Trabajo, los delegados de gobiernos, empleadores y trabajadores adoptaron una serie de acuerdos laborales destinados a mejorar las condiciones laborales de los trabajadores de casa particular, los que se traducen en el Convenio 189 y la Recomendación 201, a objeto de establecer que éstos deben tener los mismos derechos básicos que el resto de los trabajadores. Añade que ello incluye la normativa relativa al establecimiento de jornadas de trabajo razonables, una limitación a la remuneración en especies avaluables en dinero, mayor nivel de información sobre los términos y condiciones del empleo, y mayores niveles de respeto de los principios y derechos fundamentales en el trabajo, los que incluyen la libertad sindical y el derecho a la negociación colectiva.

En ese sentido, añade que el referido Convenio 189 indica que el trabajo doméstico ha sido infravalorado. Asimismo, enfatiza que es desarrollado principalmente por mujeres y niñas, muchas de los cuales son migrantes o forman parte de comunidades desfavorecidas, siendo vulnerables a la discriminación en sus empleos y a abusos en sus derechos humanos. Habida cuenta de ello, sostiene, es preciso considerar medidas especiales para proteger a aquellos trabajadores que pueden estar expuestos a riesgos adicionales debido a su corta edad, a su nacionalidad o condición de alojamiento, entre otros factores.

Por otra parte, la iniciativa consigna que el Código del Trabajo contiene un Capítulo especial que regula el contrato de trabajadores de casa particular, el que consagra una serie de normas relativas a jornada de trabajo, remuneración y permisos, entre otras materias. Con todo, añade que dicha normativa presenta una serie de falencias o vacíos que entran en conflicto con las normas de la Organización Internacional del Trabajo. A modo de ejemplo, indica que nuestro ordenamiento contempla jornadas distintas de trabajo y de descanso diario y semanal para los trabajadores considerando si viven en el hogar del empleador, lo que puede generar una serie de arbitrariedades en la aplicación de las respectivas disposiciones.

Asimismo, consigna que, en el aspecto remuneracional, la norma que establece que la remuneración en dinero no puede ser inferior al ingreso mínimo mensual, en los casos en que además se produce un pago en especies, no resulta suficiente para garantizar una remuneración proporcional a la prestación del trabajador. Así, sostiene que se puede producir una sobrevaloración de las prestaciones de alimentación y habitación por parte del empleador.

En consecuencia, la Moción propone adecuar las disposiciones de nuestra legislación a las normas internacionales vigentes en la materia, particularmente respecto de la jornada laboral y la remuneración. Con miras a ello, pretende unificar su duración y establecer límites más estrictos al pago de remuneraciones en especies distintas al dinero en efectivo.

Boletín N°7.675-13
Esta iniciativa, originada en Moción de la Diputada señora Adriana Muñoz D´Albora y de los Diputados señores René Alinco Bustos, Osvaldo Andrade Lara, Cristián Campos Jara, Marcos Espinosa Monardes, Tucapel Jiménez Fuentes, René Saffirio Espinoza y Matías Walker Prieto, explica que el principio de no discriminación en materia laboral es un notable avance introducido por la ley N° 19.759, que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a las nuevas modalidades de contratación, el derecho de sindicación, los derechos fundamentales del trabajador y a otras materias que indica, toda vez que importa un reconocimiento a los derechos del trabajador.

Con todo, añade que el artículo 2° del Código del Trabajo consagra dicho principio, enumerando, al efecto, una serie de características -tales como la raza, color, sexo, edad, estado civil, sindicación, religión, opinión política, nacionalidad, ascendencia nacional u origen social- que impiden la ocurrencia de prácticas discriminatorias mediante ofertas de trabajo que consideren como requisito de postulación algunas de tales condiciones. Añade que tal enumeración no debe ser comprendida de modo taxativo, sino que debe entenderse como un reforzamiento de las disposiciones constitucionales que, de modo más general, establecen la igualdad ante la ley y prohíben toda discriminación. Asimismo, enfatiza que el principio de no discriminación ha sido aplicado en el derecho comparado e internacional, en el que, mediante diversos instrumentos, se ha establecido una prohibición de conductas atentatorias y discriminatorias contra las trabajadoras del hogar. 

En ese contexto, la Moción describe que es posible observar en ocasiones que las trabajadoras de casa particular acompañan a los miembros de una familia, en cumplimiento de sus funciones, distinguiéndose por el uso de uniformes o delantales. Habida cuenta de ello, sostiene que es preciso analizar la licitud de las facultades del empleador para imponer el uso de dichos uniformes fuera del lugar en que prestan sus servicios las trabajadoras de casa particular, a objeto de evitar la estigmatización que puede derivar de ello, lo que se manifiesta en un tratamiento diferenciado por parte de personas y establecimientos.

En consecuencia, la iniciativa propone establecer un criterio aplicable específicamente a las trabajadoras de casa particular, en cuya virtud se prohíba la utilización de todo uniforme o signo distintivo en lugares públicos como condición para desempeñarse en tales funciones, con la finalidad de evitar hipótesis de estigmatización.

2.- Indicación presentada por S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, cuya finalidad es incorporar dos artículos nuevos al Código del Trabajo, en el Capítulo dedicado al contrato de los trabajadores de casa particular, que agregan la exigencia de la descripción de las tareas que deben realizar y el domicilio específico donde se prestarán los servicios. Asimismo, recogiendo lo dispuesto en el artículo 2° del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, el empleador deberá entregar copia del contrato firmado al trabajador o trabajadora y registrarlo en la Inspección del Trabajo.


La indicación establece para las y los trabajadores que viven en la casa del empleador 4 días adicionales de descanso dentro de cada mes calendario.


Finalmente, la indicación agrega dos artículos transitorios nuevos que regulan la entrada en vigencia de las nuevas jornadas de trabajo y de los días de descanso.

-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

- En cuanto a la discusión en general sobre la iniciativa en análisis, la Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier ratificó el contenido de lo obrado en el primer informe y la decisión de aprobar la idea de legislar que en él se consigna. Al respecto, cabe recordar que dicha determinación fue adoptada el 10 de julio de 2013 por la ex Senadora señora Rincón, el ex Senador señor Muñoz Aburto y los Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela.
SESIÓN 18 DE JUNIO DE 2014


Respecto a la discusión en particular y en concordancia con el antecedente de la indicación formulada por el Ejecutivo, la Comisión informante, en sesión de 18 de junio de 2014, escuchó a la Ministra del Trabajo y Previsión Social, quien fundamentó la presentación de dicha propuesta.

MINISTRA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, SEÑORA JAVIERA BLANCO SUÁREZ

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, expuso el parecer de dicha Cartera de Estado respecto del proyecto de ley en estudio y, seguidamente, explicó el contenido de la indicación que el Ejecutivo sometió a consideración de la Comisión.

En primer lugar, indicó que, en nuestro país, cerca de trescientas setenta mil personas desempeñan labores de trabajadores de cada particular -de las que trescientas cincuenta mil corresponden a mujeres trabajadoras- en tanto que, aproximadamente, trescientas treinta mil no residen en el domicilio del empleador, esto es, prestan servicios en la modalidad de puertas afuera.

Enseguida, sostuvo que los trabajadores del sector deben afrontar una serie de problemáticas, particularmente en lo relativo a su jornada laboral y descanso, lo que genera la necesidad no sólo de favorecer el análisis de la iniciativa en estudio, sino que, al mismo tiempo, de promover la ratificación del Convenio N° 189 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre trabajo decente para las trabajadoras y trabajadores domésticos, de 2011.

En ese contexto, detalló que el Ejecutivo valora positivamente las disposiciones contenidas en el texto aprobado por la Cámara de Diputados en lo relativo a la reducción de la jornada ordinaria de 72 a 45 horas semanales, para las trabajadoras de casa particular que operan bajo la modalidad puertas afuera. En esa línea, aseveró que la implementación gradual de dicha regulación, en los términos que se consignan en la iniciativa, permite resguardar adecuadamente los derechos de los trabajadores.

Asimismo, señaló que resulta adecuado el establecimiento de un sistema de bolsa de horas extraordinarias, hasta por quince horas semanales, las que deben ser pagadas con un recargo de 50% del sueldo convenido. Dicha disposición, agregó, resulta ser distinta a aquella que opera para la generalidad de los trabajadores, que considera un límite de doce horas semanales por concepto de horas extraordinarias.

En cuanto al régimen de descanso dominical aplicable a las trabajadoras de casa particular que no vivan en la casa del empleador, aseveró que el carácter obligatorio y no fraccionable que establece el proyecto de ley a su respecto resulta ser adecuado. 

Manifestó la conformidad del Ejecutivo en lo relativo a la prohibición de imputar el alojamiento y la habitación dentro de la remuneración del trabajador, del uso de uniformes en espacios o lugares públicos, y de reducir la remuneración como consecuencia de la modificación de la jornada ordinaria, a su jornada de descanso, y de la imputación del pago de horas extraordinarias a la jornada ordinaria del trabajador.

Enseguida, expuso ante la Comisión acerca de la indicación que el Ejecutivo presentó al texto aprobado, en primer trámite constitucional, por la Cámara de Diputados.

En primer lugar, detalló que dicha indicación propone incorporar la especificación de las tareas que debe desarrollar el trabajador y el domicilio específico donde deberán prestarse los servicios -con miras a evitar el desplazamiento del trabajador a domicilios distintos a aquel en que presta habitualmente sus servicios sin que se hubiere establecido en el contrato de trabajo o en sus anexos, tal como ocurre frecuentemente durante el período de vacaciones del empleador- así como también la obligación de asistencia a personas enfermas o niños.
En materia de fiscalización, agregó, la propuesta del Ejecutivo apunta a facilitar las medidas que debe adoptar la Inspección del Trabajo. En ese contexto, el empleador deberá registrar ante dicha entidad una copia del contrato de trabajo, firmado por el trabajador y el empleador, dentro de los diez días siguientes a la fecha de su celebración, lo que genera un deber de  reserva respecto de la identidad de las partes y el domicilio en que se prestan los servicios. De ese modo, agregó, la información contenida en dichos contratos de trabajo sólo podrá ser utilizada para fines de fiscalización o envío ante los tribunales de justicia, cuando corresponda.

En ese contexto, detalló que el procedimiento de fiscalización deberá iniciarse mediante un requerimiento de un inspector del trabajo al empleador, en lo relativo a las condiciones laborales de los trabajadores de casa particular, quien podrá aceptar el ingreso del inspector a su domicilio o solicitar la fijación de otro día y hora para acudir a las dependencias de la Inspección del Trabajo con la documentación requerida.

Finalmente, explicó que la propuesta del Ejecutivo considera una ampliación del descanso mensual de los trabajadores de casa particular que operan bajo el sistema puertas adentro, toda vez que el texto aprobado en primer trámite constitucional agrega dos días adicionales de descanso dentro de cada mes calendario, en tanto que la indicación del Ejecutivo propone establecer cuatro días adicionales dentro del mismo período -lo que, en la práctica, implica ocho días de descanso-, pudiendo fraccionarse de común acuerdo o acumularse dentro de un mes y ejercerse, a falta de acuerdo, en el día hábil anterior al domingo de la primera, segunda, tercera y cuarta semana de cada mes calendario.
Consultas
El Senador señor Letelier consultó respecto los antecedentes que tuvo en consideración el Ejecutivo para sostener que la jornada ordinaria semanal de los trabajadores de casa particular que operan bajo un el sistema de puertas afuera equivale a 72 horas.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, sostuvo que, en conformidad al artículo 149 del Código del Trabajo, la jornada de los trabajadores de casa particular que no viven en la casa del empleador puede llegar a 12 horas diarias, con un máximo de seis días a la semana. En consecuencia, agregó, es posible sostener que la aplicación dicho régimen –consistente, en la práctica, en 72 horas semanales-  deriva de la legislación laboral vigente que así lo establece.

Por otra parte, manifestó que, en conformidad al artículo transitorio que propone la indicación del Ejecutivo, se propone un mecanismo de vigencia diferida respecto de la jornada ordinaria, aun cuando el empleador podría acordar con el trabajador, voluntariamente, la aplicación inmediata de las disposiciones que contiene la iniciativa.

La Senadora señora Goic sostuvo que, en cualquier caso, las disposiciones que contempla la iniciativa resultarían aplicables en un contexto de relaciones laborales formalizadas y estables. Con todo, manifestó que los trabajadores de casa particular, en la mayoría de los casos, prestan servicios para una multiplicidad de empleadores, en un contexto de inestabilidad laboral e inexistencia de un contrato de trabajo escrito.

En consecuencia, inquirió respecto de los planes que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social pretende implementar con miras a resolver dichas problemáticas.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, afirmó que la Dirección del Trabajo debe desarrollar una serie de labores de fiscalización para proteger a los trabajadores. En ese contexto, manifestó que el Ejecutivo pretende promover la especificación de dichas funciones en sectores específicos de la producción y de la prestación de servicios, permitiendo que pueda ejercer sus facultades de oficio.

Asimismo, enfatizó que, en lo sucesivo, la Dirección del Trabajo asumirá, además de labores de fiscalización, funciones de información y educación respecto de los derechos laborales que la legislación reconoce a los trabajadores. 

Finalmente, sostuvo que la capacitación laboral cumple un rol relevante con miras a evitar la informalidad laboral que puede afectar a los trabajadores, toda vez que permite una mejor inserción en el trabajo.

La Senadora señora Muñoz consultó acerca de los mecanismos de fiscalización que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social pretende promover respecto de los trabajadores de casa particular, toda vez que debe cautelarse, junto con la eficacia de las disposiciones que contempla la iniciativa, la privacidad del hogar de los empleadores.

Por otra parte, requirió información sobre las sanciones que se aplicarían al empleador ante el incumplimiento de las disposiciones que contiene el proyecto de ley en estudio.




El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que ni el texto aprobado en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados ni la indicación presentada ante la Comisión establecen una sanción específica ante la vulneración de las disposiciones que ésta contiene. En consecuencia, indicó que resulta aplicable el artículo 506 del Código del Trabajo, que establece que las infracciones al referido Código y sus leyes complementarias, que no tengan señalada una sanción especial, serán sancionadas con las multas que establece dicha disposición, según la gravedad de la infracción.
El Senador señor Larraín coincidió en la necesidad de abordar en detalle los mecanismos de fiscalización de las disposiciones que contiene la iniciativa legal en estudio, considerando que existen trabajadoras de casa particular en todas las ciudades del país, incluyendo algunas en que no existen oficinas de la Inspección del Trabajo.

Asimismo, afirmó que existe un porcentaje importante de trabajadoras de casa particular que provienen del extranjero, muchas de las cuales carecen de la documentación necesaria para trabajar en el país, lo que puede dificultar el registro de sus contratos laborales ante la Inspección del Trabajo.

En ese contexto, aseveró que dicho organismo debe informar a los trabajadores acerca de la relevancia de formalizar la relación laboral y facilitar la suscripción del contrato de trabajo, lo que podría ocurrir, a modo de ejemplo, mediante la distribución gratuita de contratos tipo.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, sostuvo que la Dirección del Trabajo implementará un sistema de información dirigido específicamente a los trabajadores de casa particular, lo que incluye la puesta a disposición de contratos de trabajo tipo en la página web de dicho organismo.

Asimismo, afirmó que la suscripción del contrato de trabajo por parte de una trabajadora extranjera la habilita para tramitar un Permiso de Permanencia Definitiva en el país, lo que podría incentivar la formalización de la relación laboral.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, agregó que la iniciativa apunta a que el sistema de registro de los contratos de trabajo se realice por medios electrónicos, esto es, que se verifique directamente en la página web de la Dirección del Trabajo. Asimismo, agregó que dicho organismo promoverá labores de información y facilitación de los contratos tipos para los trabajadores y empleadores.

-------

SESIÓN 2 DE JULIO DE 2014


Continuando con la discusión en particular y el análisis de la indicación formulada por el Ejecutivo, la Comisión recibió en audiencia, en sesión celebrada el día 2 de julio de 2014, a las representantes sindicales de las trabajadoras y de los trabajadores de casa particular, quienes adjuntaron documentos que consignan en extenso sus intervenciones, los que fueron ingresados a la página web del Senado vinculados a los Boletines números 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13.

Sindicato de Trabajadoras de Casa Particular 

(SINTRACAP)

La Presidenta del Sindicato de Trabajadoras de Casa Particular (SINTRACAP), señora Ruth Olate, expuso las observaciones de dicha organización respecto de la indicación presentada por el Ejecutivo, particularmente en lo tocante a las menciones que debe contener el contrato de trabajo de los trabajadores de casa particular.

En primer lugar, aseveró que, en la actualidad, las estipulaciones que debe contener el contrato de trabajo de los trabajadores de casa particular se encuentran señaladas en el artículo 10 del Código del Trabajo -esto es, se trata de una disposición aplicable para la generalidad de los trabajadores-, lo que impide considerar las particularidades de las labores que desarrollan.

En consecuencia, manifestó su conformidad con la indicación del Ejecutivo en lo relativo a la especificación, en el contrato de trabajo de los trabajadores de casa particular, de las labores que deben desempeñar, el domicilio de la prestación de servicios y la eventual obligación de asistencia a personas enfermas o niños.

Al mismo tiempo, aseveró que las disposiciones que contiene la iniciación en análisis recogen los lineamientos del Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre trabajo decente para las trabajadoras y los trabajadores domésticos, cuya ratificación, por parte de nuestro país, constituiría un significativo avance en el reconocimiento de sus derechos laborales.

-------

Asociación Nacional de Empleadas de Casas Particulares (ANECAP)

Seguidamente, la Presidenta de la Asociación Nacional de Empleadas de Casas Particulares (ANECAP), señora Bernardina Muñoz, expuso el parecer de dicha organización respecto de las medidas de fiscalización de las disposiciones contenidas en la iniciativa legal y en la indicación en análisis.

En primer lugar, sostuvo que la labor de fiscalización resulta ser imprescindible para garantizar la existencia de condiciones laborales adecuadas para los trabajadores, incluyendo aquellos que residen en el domicilio del empleador. 

En efecto, aseveró que, en conformidad al Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre trabajo decente para las trabajadoras y los trabajadores domésticos, los Estados deben formular y poner en práctica medidas relativas a la inspección de las condiciones laborales y la aplicación de sanciones, considerando las especiales características del trabajo doméstico remunerado. Con todo, manifestó que dichas facultades deben ser ejercidas con el debido resguardo de la intimidad y privacidad del hogar de los empleadores.

En consecuencia, añadió que existe un deber de establecer, específicamente, las medidas de fiscalización que debe adoptar la Inspección del Trabajo, con miras a promover la formalización del vínculo laboral y garantizar el cumplimiento de las disposiciones aplicables a los trabajadores de casa particular.

En ese contexto, aseveró que la Asociación Nacional de Empleadas de Casas Particulares (ANECAP) aboga por el ejercicio de las facultades fiscalizadoras en aquellos casos en que el contrato de trabajo no hubiere sido registrado por el empleador en la Inspección del Trabajo respectiva. 
Asimismo, sostuvo que debe iniciarse un procedimiento de fiscalización ante la denuncia por vulneración a los derechos fundamentales, incluyendo aquellas que apuntan a verificar las condiciones de alojamiento de las trabajadoras de casa particular puertas adentro. En la misma línea, sostuvo que deben establecerse mecanismos de fiscalización ante la contratación de trabajadoras migrantes que no hubieren cumplido la legislación de extranjería.

En consecuencia, sostuvo que la indicación del Ejecutivo recoge adecuadamente dichas consideraciones, al establecer las medidas de fiscalización que deben adoptarse con la finalidad de formalizar el vínculo entre el empleador y el trabajador y garantizar condiciones laborales mínimas.

Finalmente, enfatizó que la indicación en análisis permite que el empleador pueda aceptar el ingreso de un inspector del trabajo a su domicilio, o bien solicitar la fijación de otro día y hora para acudir a las dependencias de la Inspección del Trabajo con la documentación que le sea requerida, lo que permite conciliar adecuadamente las facultades que le asisten a dicho organismo y la privacidad del hogar del empleador.

Sindicato Único de Trabajadoras de Casa Particular (SINDUTCAP)

La Presidenta del Sindicato Único de Trabajadoras de Casa Particular (SINDUTCAP), señora Emilia Solís, expuso las observaciones de dicha organización en lo relativo a la jornada de trabajo y descanso de los trabajadores de casa particular, particularmente de aquellos que residen en el domicilio del empleador.

En primer lugar, sostuvo que, en la práctica, la jornada de dichos trabajadores –que equivalen, aproximadamente, a un 18% del total de trabajadores del sector- asciende a 72 horas semanales, lo que excede ampliamente la jornada de la generalidad de los trabajadores, impidiendo que puedan conciliar el ámbito laboral con sus obligaciones y responsabilidades familiares.

En ese contexto, manifestó que la indicación del Ejecutivo resuelve adecuadamente dicha problemática, al establecer la aplicación de cuatro días adicionales de descanso dentro de cada mes calendario, adicionales al descanso semanal los días domingo.

Asimismo, sostuvo que debe igualarse la jornada de los trabajadores de casa particular que residen en la casa del empleador con las disposiciones aplicables al personal de hoteles y restaurantes, mediante el establecimiento de una jornada distribuida en no más de cinco días a la semana.
Finalmente, reiteró su conformidad con las disposiciones que contiene la indicación del Ejecutivo en lo relativo al descanso de los trabajadores de casa particular y al carácter progresivo de la entrada en vigencia de sus disposiciones.

CENTRAL UNITARIA DE TRABAJADORES

La Vicepresidenta de la Mujer de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), señora Ángela Rifo, expuso el parecer de dicha organización respecto de la iniciativa legal en estudio.

En primer lugar, explicó que la Central Unitaria de Trabajadores ha desplegado una labor de asesoría y acompañamiento a las trabajadoras de casa particular, en lo relativo al análisis de la propuesta legislativa en estudio y la promoción de la necesidad de ratificar el Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre sobre trabajo decente para las trabajadoras y los trabajadores domésticos.

En ese contexto, valoró positivamente la presentación del proyecto de ley y la indicación que el Ejecutivo ha sometido a consideración de la Comisión, toda vez que se ocupa de resolver adecuadamente las problemáticas que afectan a los trabajadores de casa particular.

Asimismo, agregó que la participación de diversas organizaciones sindicales durante la tramitación de la iniciativa legislativa da cuenta de la relevancia de la formación y funcionamiento de sindicatos, toda vez que, mediante la labor de defensa de los derechos de los trabajadores que desarrollan dichas organizaciones, es posible conocer y resolver las hipótesis de informalidad y precariedad laboral que pudieren afectarles.

Consultas

La Senadora señora Goic quiso conocer la opinión de las organizaciones sindicales respecto del sistema de jornada y descanso que contempla la indicación en estudio para los trabajadores de casa particular que residen en el domicilio del empleador.

La Presidenta del Sindicato Único de Trabajadoras de Casa Particular (SINDUTCAP), señora Emilia Solís, manifestó su conformidad con el aumento de dos a cuatro días adicionales de descanso dentro del mes calendario, en los términos que se consigna en la indicación en estudio. Asimismo, agregó que resulta adecuada aquella norma que permite su ejercicio, distribución, fraccionamiento o acumulación mediante el acuerdo escrito de las partes, toda vez que permite resguardar los derechos del empleador y el trabajador.
Seguidamente, reiteró la necesidad de equiparar la jornada de los trabajadores de casa particular que residen en la casa del empleador con las disposiciones aplicables a los trabajadores de hoteles y restaurantes, esto es, distribuir su jornada en no más de cinco días a la semana con un límite de doce horas diarias.

Enseguida, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, dio cuenta del compromiso adquirido por el Ejecutivo en torno a someter el Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo a una pronta aprobación por parte del Congreso Nacional. 

El Senador señor Larraín sostuvo que, durante los últimos años, se ha incrementado el número de trabajadores que realizan labores en casas particulares únicamente los fines de semana, cuyos servicios no se encontrarían regulados de modo específico en la legislación laboral. En consecuencia, consultó al Ministerio del Trabajo y Previsión Social respecto de los planes que pretende promover para mejorar sus condiciones laborales y evitar hipótesis de informalidad laboral.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, sostuvo que el Código del Trabajo contempla la figura de los contratos a jornada parcial, los que operan con un límite de hasta 30 horas semanales. En efecto, añadió que dicha modalidad resulta aplicable para la prestación de servicios, por ejemplo, durante los fines de semana; de ese modo, agregó, es posible evitar la ocurrencia de prácticas abusivas hacia los trabajadores. 
La Presidenta del Sindicato Único de Trabajadoras de Casa Particular (SINDUTCAP), señora Emilia Solís, coincidió con dicha observación. Al efecto, sostuvo que las organizaciones sindicales recomiendan a sus afiliados que, aun cuando presten servicios en un día a la semana, de igual modo suscriban un contrato de trabajo con sus empleadores, con la finalidad de formalizar la relación laboral existente y garantizar el cumplimiento de sus derechos laborales y previsionales.

SESIÓN 9 DE JULIO DE 2014


La Comisión, en sesión de 9 de julio de 2014, dio inicio a la revisión en particular del proyecto y se ocupó –en primer lugar- de la indicación presentada por la Presidenta de la República. 

PRIMERA MATERIA TRATADA

DISCUSIÓN DEL ARTÍCULO 146 BIS, NUEVO, QUE SE PROPONE AGREGAR AL CÓDIGO DEL TRABAJO
  
La indicación, respecto de esta primera materia dice: “Al actual artículo 1°

 
1) Para agregar el siguiente número 2), nuevo, pasando los restantes números a ordenarse correlativamente: 
 
“2) Agrégase a continuación del artículo 146, el siguiente artículo 146 bis, nuevo: 

“Artículo 146 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 10 de este Código, el contrato de los trabajadores de casa particular deberá contener las tareas a realizar y el domicilio específico donde deberán prestarse los servicios, así como también, en su caso, la obligación de asistencia a personas enfermas o niños.”.”.
Al iniciarse el estudio del número 1) de la indicación del Ejecutivo, el Senador señor Letelier consultó respecto de la aplicación de dicha disposición a aquellos trabajadores que prestan servicios para varios empleadores.

En la mayoría de estos casos, aseveró, los trabajadores de casa particular prestan servicios a varios empleadores, por día o por hora, sin que exista una normativa laboral específica que permita formalizar la relación laboral.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, sostuvo que, en dicha hipótesis, debe distinguirse la situación de aquellos trabajadores que prestan servicios por día para un mismo empleador -en cuyo caso se aplica el sistema de jornada parcial, la que no puede ser superior a dos tercios de la jornada ordinaria-, de aquellos trabajadores que prestan servicios para distintos empleadores, quienes quedan excluidos de la limitación de jornada de trabajo.
En la misma línea, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, agregó que, aun cuando un trabajador preste servicios para diversos empleadores, en cada caso la relación laboral debe ser formalizada mediante la suscripción del respectivo contrato de trabajo.

En ese contexto, el Senador señor Larraín sostuvo que deben promoverse medidas de fiscalización e información con la finalidad de mejorar los índices de formalización de la relación laboral, con especial énfasis en aquellos casos en que un trabajador presta servicios para varios empleadores. En ese sentido, abogó por analizar aquellas medidas que permitan resolver las problemáticas de índole laboral y previsional que pudieren afectarles.

El Senador señor Allamand sostuvo que, considerando que la prestación de servicios esporádicos para varios empleadores constituye una figura cada vez más utilizada, resulta adecuado evaluar la necesidad de incorporar dicha hipótesis dentro de las normas sobre contratación de trabajadores de casa particular. 

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, aseveró que la iniciativa en estudio contiene avances en materia de fiscalización de los empleadores, tal como ocurre con la obligación de registro de los contratos de trabajo ante la respectiva Inspección del Trabajo, o el requerimiento al empleador en su domicilio por un inspector del trabajo.
Con todo, manifestó que debe considerarse que, en los términos que prescribe el inciso segundo del artículo 8° del Código del Trabajo, no dan origen a un contrato de trabajo los servicios prestados por personas que realizan oficios o ejecutan trabajos directamente al público, o aquellos que se efectúan discontinua o esporádicamente a domicilio, por lo que la prestación de servicios esporádicos no resulta asimilable a la relación laboral de los trabajadores de casa particular.
El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, agregó que el propósito del proyecto de ley y de la indicación presentada por el Ejecutivo, apunta a equiparar las condiciones laborales de los trabajadores de casa particular con las del resto de los trabajadores. 

Por otra parte, aseveró que, en la actualidad, existen un número de trabajadores que, por la naturaleza de sus servicios, no han formalizado su relación laboral. Con todo, manifestó que las problemáticas derivadas de la no formalización del vínculo de trabajo no serán resueltas mediante la iniciativa en estudio, toda vez que ello requiere la introducción de mecanismos de incentivos a la contratación e información laboral.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, en la misma línea, coincidió en la necesidad de distinguir aquellos casos en que un trabajador presta servicios de modo esporádico, o para varios empleadores, de las problemáticas específicas que afectan a los trabajadores de casa particular.

Enseguida, la Comisión se abocó al estudio de las menciones específicas que debe contener el contrato de trabajo de los trabajadores de casa particular. 

El Senador señor Allamand afirmó que la inclusión de las tareas que deben desempeñar los trabajadores de casa particular puede generar la excesiva especificación de tales funciones, complejizando la suscripción de sus contratos de trabajo. Asimismo, sostuvo que, de ese modo, los trabajadores de casa particular podrían eximirse de realizar aquellas labores que no estuvieren específicamente consideradas en el respectivo contrato de trabajo, aun cuando pudieren corresponder a aquellas de aseo y asistencia propios o inherentes al hogar.
Por otra parte, señaló que la incorporación de la obligación de asistencia a personas enfermas o niños puede resultar problemática, toda vez que, durante la vigencia de un contrato que no hubiere incluido dicha cláusula, uno de los miembros de la familia en que el trabajador presta servicios podría caer en una enfermedad grave, lo que generaría la necesidad de modificar el contrato de trabajo.

El Senador señor Letelier sostuvo que, con miras a evitar las problemáticas que podrían derivar de la excesiva especificación de las funciones que debe desempeñar las trabajadoras de casa particular en su contrato de trabajo, debe promoverse la estandarización de sus cláusulas mediante la distribución de contratos tipo.

Por otra parte, manifestó que debe especificarse el lugar de la prestación de servicios, sobre todo en aquellos casos en que el empleador tiene varios domicilios.

Asimismo, agregó que debe distinguirse entre la atención de una persona enferma y la prestación de servicios a una persona con cierto grado de discapacidad o vejez. En la misma línea, sostuvo que debe precisarse el concepto de niño, toda vez que, en los términos que prescribe el Código Civil, se trata de menores de siete años de edad.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, manifestó que, tratándose de la especificación de las funciones que desempeñan los trabajadores de casa particular, debe atenderse al concepto que establece el artículo 146 del Código del Trabajo, que establece que se trata de personas naturales que se dedican en forma continua, a jornada completa o parcial, al servicio de una o más personas naturales o de una familia, en trabajos de aseo y asistencia propios o inherentes al hogar.
En consecuencia, explicó que dicho concepto establece, de modo genérico, la naturaleza de los servicios de los trabajadores de casa particular. En la misma línea, aseveró que la indicación del Ejecutivo no pretende promover una excesiva especificación de las labores que derivan de la naturaleza de dichos servicios, sino, por el contrario, apunta a su delimitación, con la finalidad de evitar que, en la práctica, realicen labores para las que no fueron contratados.

Asimismo, expuso la voluntad del Ejecutivo en torno a distribuir contratos de trabajo estandarizados -o formatos tipo- de modo de facilitar la suscripción de dichos documentos y favorecer la formalización de la relación laboral. En la misma línea, acotó que, en el evento que durante la vigencia del contrato de trabajo se produjere un cambio en los servicios que debe desarrollar el trabajador –tal como ocurriría a raíz de una enfermedad del empleador, cuyas labores de cuidado no se encontraban incorporadas inicialmente al contrato de trabajo- debe incorporarse una modificación o adendum al documento suscrito.

Finalmente, señaló que la legislación vigente permite que el trabajador de casa particular pueda prestar servicios en dos domicilios distintos. Con todo, en dicha hipótesis deberá designarse, de modo específico, el lugar donde se prestarán los servicios.

El Senador señor Larraín afirmó que la delimitación de las labores que deben desempeñar los trabajadores de casa particular resulta ser inadecuada, toda vez que resultaría incompatible con la definición que, de modo genérico, consagra el artículo 146 del Código del Trabajo. 

Por otra parte, manifestó su conformidad con el deber de consignar la obligación de asistencia a personas enfermas, considerando que no se trata de labores que deriven de la naturaleza de los servicios que prestan los trabajadores de casa particular.

En la misma línea, el Senador señor Allamand manifestó que la especificación de las funciones que debe desempeñar el trabajador entraría en conflicto con el artículo 146 del Código del Trabajo, toda vez que dicha disposición es de carácter genérico, al establecer que debe desarrollar labores de aseo y asistencia propios o inherentes al hogar.
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que la especificación de las labores que debe desempeñar el trabajador apunta a incorporar, en sus respectivos contratos de trabajo, aquellas que, en la generalidad de los casos, éstos desarrollan.

El Senador señor Larraín agregó que la disposición contenida en el artículo 146 del Código del Trabajo contiene aquellas labores que, ordinariamente, desarrollan los trabajadores de casa particular. En la misma línea, sostuvo que deben regularse, separadamente, aquellas que exceden dicho marco, tales como las que consisten en la asistencia y cuidado de personas enfermas o infantes.

El Senador señor Letelier manifestó que el artículo 146 del Código del Trabajo establece un concepto de trabajador de casa particular, en tanto que la indicación del Ejecutivo propone consagrar la obligación de incorporar, en el contrato de trabajo, las tareas a realizar y el domicilio específico donde deberán prestarse los servicios. En consecuencia, aseveró que no se trata de disposiciones contradictorias o incompatibles.

Asimismo, puntualizó que, en el evento que las prestaciones que debe cumplir el trabajador sean de aquellas que exceden las que cumplen dichos trabajadores en la mayoría de los casos, deben especificarse expresamente en el respectivo contrato de trabajo.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, indicó que, considerando las particularidades del hogar en que los trabajadores de casa particular prestan servicios, la indicación del Ejecutivo apunta a favorecer el acuerdo entre el empleador y el trabajador, con miras a especificar las funciones que éste debe desarrollar.
-------

INFORME DE LA BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL


La Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional hizo llegar a la Comisión un informe denominado “Labores específicas y domicilio en los contratos de servicio doméstico. Legislación Extranjera”, que revisa el marco jurídico de regulación de las trabajadoras y trabajadores de casa particular en Argentina, Bolivia, Colombia, Costa Rica, España, Estados Unidos, México y Uruguay.


Respecto del documento mencionado, cabe destacar que en los países enumerados su legislación cuenta con estatutos especiales para esos trabajadores, pero la obligación de estipular en el contrato de trabajo las labores específicas sólo se encuentra en la normativa de Costa Rica. Por otro lado, en las disposiciones generales de Colombia y España se establece tal obligación como estipulación permanente de todo contrato de trabajo.


Además, el informe consigna que en las definiciones del trabajo doméstico de las legislaciones de Argentina, Bolivia, Colombia y España se encuentra un detalle de las labores que comprende, tales como el aseo, el planchado, la cocina y el cuidado de personas. En la normativa de México, Uruguay y del estado de Nueva York de los Estados Unidos existe una referencia general en las definiciones de este tipo de trabajo como de “aseo, inherente o propias del hogar”.


Finalmente, en cuanto a la obligación de señalar el domicilio de la prestación de servicios, el documento de la Biblioteca del Congreso Nacional especifica que ninguna regulación especial lo estipula, pero sí está contemplada como estipulación obligatoria de todo contrato de trabajo en Colombia, España, México y Costa Rica.

SESIÓN 4 DE AGOSTO DE 2014


En sesión de 4 de agosto de 2014, la Comisión -en primer lugar- escuchó los planteamientos de los representantes de la Asociación Nacional de Funcionarios del Trabajo de Chile, que integra a los funcionarios de las inspecciones del trabajo, respecto de las materias del proyecto de ley que inciden en la labor que desempeñan. Acompañaron un documento que se puede consultar en la página web de la Corporación, vinculado a los Boletines números 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13.

Asociación Nacional de Funcionarios del Trabajo de Chile

El Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Trabajo de Chile, señor Raúl Campusano, expuso el parecer de dicha entidad respecto de la iniciativa en estudio, particularmente en lo relativo a las labores de fiscalización que debe desplegar la Inspección del Trabajo.

En ese sentido, manifestó que, aun cuando la indicación del Ejecutivo pretende regular adecuadamente la jornada y descanso de los trabajadores de casa particular puertas afuera -lo que constituye un avance en el reconocimiento de sus derechos-, presenta, al mismo tiempo una serie de problemáticas en lo relativo a las facultades de fiscalización y control de la normativa laboral.

En efecto, detalló que el proyecto de ley descansa en un supuesto consistente en la inexistencia de facultades de la Inspección del Trabajo para fiscalizar el hogar del empleador. Con todo, aseveró que dicho supuesto es erróneo, toda vez que no existe ninguna disposición legal o resolución administrativa o judicial que impida, en la actualidad, el ejercicio de dicha prerrogativa.

En la misma línea, sostuvo que actualmente los funcionarios de la Inspección del Trabajo adoptan las medidas destinadas para ejercer sus facultades de fiscalización en lo relativo a la formalización de la relación laboral, pago de cotizaciones previsionales y condiciones de higiene y seguridad, con el debido resguardo a la privacidad e intimidad del hogar del empleador.

Seguidamente, detalló que la indicación del Ejecutivo propone que el empleador que haya sido requerido por un inspector del trabajo podrá aceptar el ingreso a su domicilio, o solicitar la fijación de día y hora para concurrir a las dependencias de la Inspección del Trabajo con la documentación que le sea requerida. Dicha regulación, aseveró, resulta ser errónea, toda vez que, al permitirse que la fiscalización pueda operar mediante un aviso previo, el empleador podrá dificultar las labores de la Inspección del Trabajo.

Asimismo, añadió que dicha disposición otorga excesiva relevancia al aspecto documental de la relación de trabajo, esto es, establece que las medidas de fiscalización sólo apuntan a conocer la documentación que estuviere en poder del empleador y el trabajador. De ese modo, agregó, se afecta la principal función que desarrollan los inspectores del trabajo, consistente en contrastar el contenido de dichos documentos con la realidad en que los trabajadores prestan sus servicios.

Finalmente, puntualizó que la regulación aplicable a los trabajadores de casa particular se encuentra contenida en un Capítulo específico del Código del Trabajo, lo que da cuenta del carácter especial de sus disposiciones. Con todo, afirmó que la indicación del Ejecutivo contiene una reiteración de algunas normas laborales de carácter general, tal como ocurre con las menciones que debe contener el contrato de trabajo. De ese modo, añadió, se afecta el conjunto de contratos especiales, toda vez que podría concluirse que algunos de ellos, al no reiterar las normas generales contenidas en el Código del Trabajo, quedan sustraídos de dicha regulación.

Consultas

El Senador señor Letelier explicó que la realidad de los trabajadores de casa particular da cuenta de una serie de problemáticas que deben ser resueltas. En consecuencia, enfatizó que existe la necesidad de perfeccionar la regulación específica aplicable en su caso, particularmente en lo relativo a las medidas de fiscalización que debe ejercer la Inspección del Trabajo, en la línea que propone la indicación del Ejecutivo.

En efecto, aseveró que dicha indicación apunta a consagrar específicamente la facultad de ingresar al hogar del empleador, toda vez que dicha prerrogativa no se encuentra consagrada expresamente, lo que podría llevar a sostener que se vulneraría, actualmente, el derecho a la inviolabilidad del hogar.

La Senadora señora Goic, habida cuenta de las observaciones de la Asociación Nacional de Funcionarios del Trabajo de Chile, consultó respecto de las modificaciones que dicha entidad propone introducir al articulado de la indicación sometida a consideración de la Comisión.

La Secretaria de la Asociación Nacional de Funcionarios del Trabajo de Chile, señora Cecilia González, sostuvo que los trabajadores de casa particular deben afrontar una serie de problemáticas que deben ser resueltas, particularmente en lo relativo a hipótesis de informalidad laboral y vulneración de derechos laborales. Con todo, aseveró que la indicación en estudio contempla el establecimiento de una serie de medidas de fiscalización que la Inspección del Trabajo desarrolla actualmente, lo que podría generar un efecto negativo en la protección de los derechos de los trabajadores.

Asimismo, abogó por la obligación de registrar los contratos de trabajo respecto de todos los trabajadores, y no únicamente respecto de aquellos que cumplen servicios en el hogar del empleador, de modo de evitar la ocurrencia de casos de informalidad laboral.

Finalmente, sostuvo que, a raíz de la especificación de las funciones de fiscalización que debe desarrollar la Inspección del Trabajo, resulta evidente la necesidad de introducir las mejoras presupuestarias y de personal que le permitan cumplir con dicho objetivo.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, sostuvo que la indicación del Ejecutivo pretende mejorar las facultades de fiscalización que desarrolla la Inspección del Trabajo. En efecto, enfatizó que propone establecer la actuación de oficio -esto es, sin necesidad de una denuncia previa-, en cuyo contexto resulta de gran relevancia el establecimiento de la obligación del empleador de registrar el contrato que hubiere suscrito con un trabajador de casa particular.

Por otra parte, señaló que la indicación regula las medidas de fiscalización en el hogar del empleador. En ese contexto, coincidió en la necesidad de fortalecer institucionalmente a la Inspección del Trabajo, habida cuenta de las nuevas funciones que se le han asignado durante los últimos años.

El asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, agregó que el proyecto aborda las problemáticas más urgentes que afectan a los trabajadores de casa particular. En efecto, detalló que la iniciativa resuelve adecuadamente el conflicto que pudiera existir entre el ejercicio de las facultades de fiscalización de la Inspección del Trabajo y el derecho a la intimidad de los hogares.

En ese contexto, afirmó que, actualmente, el empleador puede oponerse al ejercicio de facultades de fiscalización en su domicilio, en cuyo caso es requerido a las oficinas de la Inspección del Trabajo respectiva, sin que exista una obligación de concurrir a dicho requerimiento.

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, añadió que la indicación del Ejecutivo establece medidas de fiscalización adicionales a aquellas que actualmente desarrolla la Inspección del Trabajo.

Por otra parte, afirmó que la normativa aplicable a los contratos especiales, contenida en el Código del Trabajo, se ocupa, en ciertos casos, de reafirmar las disposiciones generales contenidas en dicho cuerpo normativo. Asimismo, agregó que resulta evidente que las normas generales en materia laboral resultan aplicables a todos los contratos especiales, salvo que una norma específica aplicable establezca una regulación diversa.

El Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Trabajo de Chile, señor Raúl Campusano, coincidió en la necesidad de implementar un sistema de registro de los contratos de trabajo, con la finalidad de resolver las situaciones de precariedad laboral que afectan a los trabajadores de casa particular. En efecto, abogó por la extensión de la obligación de registro del contrato de trabajo para todos los trabajadores, con la finalidad de favorecer las medidas de fiscalización que puede adoptar la Inspección del Trabajo.
Finalmente, reiteró su observación respecto de la improcedencia de reiterar en los contratos de trabajo especiales las normas generales que contiene el Código del Trabajo, tal como ocurre con las menciones que debe contener dicho documento, en los términos que consagra el artículo 10 del referido cuerpo legal.

-------
CONTINUACIÓN DEL ANÁLISIS DE LA INDICACIÓN DEL EJECUTIVO RESPECTO DEL ARTÍCULO 146 BIS, NUEVO, QUE SE PROPONE AGREGAR AL CÓDIGO DEL TRABAJO
 



El Senador señor Letelier preguntó respecto del alcance de la expresión domicilio, contenida en el numeral en análisis, con particular énfasis en los efectos que ello pudiere generar en la especificación del lugar en que el trabajador debe prestar sus servicios. 

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, detalló que debe atenderse a la definición que consagra el artículo 56 del Código Civil, que establece que el domicilio consiste en la residencia acompañada, real o presuntivamente, del ánimo de permanecer en ella. En consecuencia, aseveró que la inclusión de dicho concepto apunta a evitar que el trabajador pueda ser trasladado de un lugar a otro sin su consentimiento o sin que se hubiere producido un incremento de sus remuneraciones.

En esa línea, sostuvo que es posible que un trabajador preste servicios en más de un domicilio, tal como ocurre en el caso de padres que viven separados, lo que no configura por sí mismo una vulneración de los derechos de los trabajadores. Con todo, detalló que, en otros casos, un empleador utiliza los servicios de un trabajador alternativamente en varios domicilios, tal como ocurre en la temporada estival, sin que ello hubiere sido establecido en un contrato de trabajo ni se produzca un aumento de remuneraciones.

El Senador señor Larraín agregó que el término domicilio resulta ser una noción más compleja que la simple residencia, toda vez que exige, junto con la permanencia física en un lugar determinado, el ánimo de permanecer en ella. En consecuencia, sostuvo que la especificación de dicho domicilio resulta ser adecuada, toda vez que, de ese modo, es posible determinar con precisión el lugar de la prestación de servicios.

El Senador señor Allamand coincidió en la necesidad de especificar detalladamente el lugar de la prestación de los servicios, debiendo determinarse si éstos se realizan en o los domicilios del empleador. 

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, agregó que una de las aspiraciones de los trabajadores de casa particular consiste en evitar que la prestación de servicios en más de un domicilio genere prácticas abusivas, tal como ocurriría en aquellos casos en que se obligue a su traslado durante las vacaciones del empleador, sin que ello hubiere sido establecido en el contrato de trabajo.

La Senadora señora Muñoz coincidió con dicha observación, particularmente en lo relativo a la especificación del domicilio en que el trabajador debe desempeñar sus servicios.

El Senador señor Letelier sostuvo que mediante la especificación de los domicilios en que se prestan servicios es posible proteger de mejor manera la facultad de fiscalización de la Inspección del Trabajo. 

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que la determinación del domicilio comprende no sólo el lugar físico en que se prestan los servicios, sino que de aquél derivan el tipo, naturaleza y carga de los servicios de que se trate. En consecuencia, manifestó que, en el evento que se produzca un cambio de domicilio, se genera una modificación en la carga de trabajo, de lo que debe derivar un incremento de la remuneración que percibe el trabajador.

El Senador señor Larraín añadió que la inclusión del domicilio en que deberán prestarse los servicios resulta ser coherente con el artículo 10 del Código del Trabajo, que establece que en el contrato de trabajo se consignarán la determinación de la naturaleza de los servicios y del lugar o ciudad en que hayan de prestarse. 

La Senadora señora Goic coincidió con la necesidad de especificar el domicilio del empleador, sin perjuicio de la posibilidad de agregar otros lugares para la prestación de servicios mediante un anexo al contrato de trabajo, lo que debe generar un incremento de la remuneración que recibe el trabajador.

Seguidamente, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, propuso agregar, en el contrato de trabajadores de casa particular, que se indique el tipo de trabajo que deben desempeñar. Asimismo, abogó por reemplazar la obligación de atención de personas enfermas o niños por el cuidado de personas que requieran atención o cuidado especial. 

Los integrantes de la Comisión coincidieron con dicha proposición acordando la aprobación del artículo 146 bis, nuevo propuesto por la indicación del Ejecutivo, con las enmiendas aludidas.
-Puesto en votación el número 1) de la indicación del Ejecutivo, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

SEGUNDA MATERIA TRATADA

DISCUSIÓN DEL ARTÍCULO 146 TER, NUEVO, QUE SE PROPONE AGREGAR AL CÓDIGO DEL TRABAJO




La indicación del Ejecutivo dice:

 
“2) Para agregar el siguiente número 3), nuevo, pasando los restantes números a ordenarse correlativamente. 


“3) Agrégase a continuación del artículo 146 bis, nuevo, el siguiente artículo 146 ter, nuevo:
 
“Artículo 146 ter.- El empleador deberá entregar una copia del contrato de trabajo debidamente firmado al trabajador y registrarlo en la respectiva Inspección del Trabajo, dentro de los 10 días siguientes a su celebración, a fin de facilitar las labores de fiscalización de la existencia de la relación laboral y las condiciones de empleo. La Inspección del Trabajo deberá mantener la reserva de la identidad de las partes y del domicilio en que se prestan los servicios y sólo podrá utilizar la información disponible para la finalidad de fiscalización o para ponerla a disposición de los tribunales de justicia, previo requerimiento.

El empleador que sea requerido en el domicilio indicado, por un inspector del trabajo en ejercicio de sus facultades de fiscalización relativas a las condiciones laborales de los trabajadores de casa particular, podrá aceptar el ingreso del inspector a este domicilio, o bien solicitar la fijación de otro día y hora para acudir a las dependencias de la inspección del trabajo con la documentación que le sea requerida.”.”.”.
-------
Al iniciarse el estudio del número 2) de la indicación del Ejecutivo, el Senador señor Letelier consultó respecto de la necesidad de mantener en reserva la identidad de las partes que hubieren suscrito el contrato de trabajo.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, explicó que, al crearse un registro especial con la finalidad de facilitar las funciones de fiscalización que debe desempeñar la Inspección del Trabajo, el deber de reserva de la identidad de las partes apunta a cautelar el ámbito de privacidad de las personas o su utilización para fines distintos a la práctica de dichas medidas de fiscalización.

El Senador señor Allamand advirtió respecto de la dificultad que, en la práctica, se generaría al consagrar el deber de registrar y archivar los cerca de trescientos mil contratos de trabajo de casa particular, los que se suscriben en un contexto de alta rotación laboral. De ese modo, sostuvo que la aplicación de dicha normativa podría tornarse impracticable, generándose, al mismo tiempo, una hipótesis de responsabilidad administrativa para los funcionarios encargados de implementar dicha normativa.

En consecuencia, propuso sustituir la obligación de registro del contrato ante la Inspección del Trabajo por el deber de informar respecto de la existencia de dicho documento, las partes que lo hubieren suscrito, el domicilio de éstas, la fecha de inicio de la relación laboral y otras menciones imprescindibles, las cuales deben corresponder al contenido del contrato suscrito.
El Senador señor Letelier coincidió con la necesidad de que las menciones que se registren ante la Inspección del Trabajo sean idénticas a las estipulaciones convenidas entre las partes.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, manifestó que proyecto contempla la realización de medidas de fiscalización de oficio, lo que requiere, necesariamente, el registro de los contratos de trabajo respectivos, particularmente en sectores laborales específicos en que se verifica un mayor índice mayor informalidad laboral.

El Senador señor Larraín sostuvo que, en la práctica, las medidas de fiscalización operan, en la mayoría de los casos, previa denuncia de un trabajador. En consecuencia, señaló que la obligación de registro de los contratos ante la Inspección del Trabajo seria innecesaria, sin perjuicio del aporte que podría constituir para la formalización de la relación laboral.

La Senadora señora Muñoz sostuvo que, a propósito de las labores de fiscalización que se le encomiendan a la Inspección del Trabajo, resulta necesario garantizar su mejoramiento institucional.

El Senador señor Letelier manifestó su conformidad con la obligación de consagrar el deber de registro de los contratos de trabajo, toda vez que, de ese modo, es posible favorecer la fiscalización de la legislación laboral, lo que genera la necesidad de analizar la pertinencia de extender dicho registro para todos los trabajadores del país.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, agregó que, mediante la implementación de un sistema de contratos tipo, el que estará disponible en la página web de Inspección del Trabajo, se facilitará el registro de dichos documentos.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, añadió que la obligación de registro constituirá un avance para resolver las problemáticas derivadas de la informalidad laboral de los trabajadores del sector. Asimismo, sostuvo que, actualmente, existe la obligación de registro de los finiquitos suscritos por el empleador y el trabajador; en consecuencia, la obligación de consignar el inicio de la relación laboral no generaría inconvenientes operativos para la Inspección de Trabajo. En lo relativo a la reserva de la información contenida en dichos documentos, aseveró que, tratándose de información sensible, que compromete el ámbito de privacidad de las personas, es necesario cautelar el secreto de ésta.

El Senador señor Letelier manifestó la necesidad de establecer la obligación de registro del contrato de trabajo en la respectiva Inspección del Trabajo de modo presencial o mediante mecanismos electrónicos. 
El Senador señor Allamand sostuvo que, atendido el tenor del inciso segundo del artículo 9° del Código del Trabajo -que establece que el contrato de trabajo deberá constar por escrito dentro de quince días de incorporado el trabajador- resulta pertinente establecer el mismo plazo respecto de la obligación de registro de documentos ante la Inspección del Trabajo. 

Todas las propuestas precedentemente expuestas fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

-En consecuencia, puesto en votación el número 2) de la indicación del Ejecutivo, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

SESIÓN 13 DE AGOSTO DE 2014
TERCERA MATERIA TRATADA

DISCUSIÓN DE LAS ENMIENDAS PROPUESTAS AL ARTÍCULO 150 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO




El numeral 3) del artículo 1° despachado por la Cámara de Diputados y aprobado en general por la Comisión, modifica el inciso segundo del artículo 150 del Código del Trabajo en cuanto al descanso semanal de las trabajadoras y trabajadoras que viven en la casa del empleador, estableciendo que tendrán derecho a descanso todos los días domingo y dos días adicionales dentro de cada mes calendario, estos últimos sujetos al acuerdo de las partes para su distribución, fraccionamiento o acumulación. A falta de acuerdo, el empleador deberá otorgarlos en el día hábil anterior al domingo de la primera y de la tercera semana de cada mes calendario.





Se consagra que dichos descansos no podrán ser compensados en dinero.




La indicación del Ejecutivo –números 3 y 4- se dirige a la letra que determina dos días adicionales de descanso y así dice:
3)
Para reemplazar en el literal b) del actual número 3), que ha pasado a ser 5), la expresión “dos”, por “cuatro”.
4)
Para reemplazar en el literal b) del actual número 3), que ha pasado a ser 5), las expresiones “primera y de la tercera” por “primera, segunda, tercera y cuarta”.
Al iniciarse el estudio de los números 3) y 4) de la indicación del Ejecutivo, el Senador señor Letelier abogó por extender la aplicación de dicha disposición para la generalidad de los trabajadores. 

Al efecto, sostuvo que existen una serie de sectores de la producción y los servicios en que los trabajadores no pueden ejercer su derecho al descanso los días domingo de cada mes. 

Asimismo, manifestó su disconformidad con el establecimiento de un sistema de entrada en vigencia diferida de dicha normativa.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, explicó que el texto sometido a consideración de la Comisión apunta a ajustar la legislación nacional con el Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos, como paso previo a la ratificación, por nuestro país, de dicho instrumento internacional.

En efecto, detalló que la indicación del Ejecutivo distingue la regulación aplicable a los trabajadores de casa particular que viven en la casa del empleador respecto de aquellos que operan bajo el sistema denominado puertas afuera, en este último caso la iniciativa aprobada por la Cámara de Diputados propone igualar su jornada ordinaria con la que rige para la generalidad de los trabajadores.

Agregó que, tratándose de las trabajadoras que viven en la casa del empleador, la indicación del Ejecutivo propone extender los días de descanso semanal, considerando la mayor duración de su jornada ordinaria de trabajo, mediante el descanso en los días domingo de cada mes, junto al aumento de dos a cuatro días adicionales de descanso dentro del mismo período.

Por otra parte, añadió que la indicación del Ejecutivo permite que, mediante el acuerdo del empleador y el trabajador, pueda fraccionarse el ejercicio de los cuatro días adicionales de descanso y, ante la falta de aquél, el empleador deberá otorgarlos en el día hábil anterior al domingo de la primera, segunda, tercera y cuarta semana de cada mes calendario.
En ese sentido, enfatizó que los servicios que prestan los trabajadores de casa particular presentan una serie de particularidades –entre las que se encuentra la dificultades que, en materia de fiscalización, debe afrontar la Inspección del Trabajo- , lo que genera la necesidad de introducir una normativa específica aplicable en su caso.
En lo relativo a la vigencia diferida de las disposiciones contenidas en la iniciativa en estudio, coincidió en la necesidad de evaluar la necesidad de reducir el plazo propuesto para su implementación.
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, aseveró que las entidades representativas de los trabajadores del sector manifestaron su conformidad respecto de la vigencia diferida de las disposiciones contenidas en la iniciativa, en los términos que propone la indicación del Ejecutivo, considerando los efectos que su implementación inmediata podría generar en la oferta de trabajo en dicho sector.
El Senador señor Letelier manifestó la necesidad de establecer el derecho de los trabajadores de casa particular al descanso semanal, toda vez que se trata de un derecho irrenunciable cuya protección debe ser garantizada sin perjuicio de las dificultades que, en materia de fiscalización, pudiere enfrentar la Dirección del Trabajo.
Asimismo, reiteró su propuesta de que se establezca de modo general, el derecho a descanso irrenunciable para todos los trabajadores, por ocho días al mes.
La Senadora señora Muñoz sostuvo que, sin perjuicio de la regulación aplicable al descanso de los trabajadores de casa particular que operan en el sistema denominado puertas adentro, debe evaluarse la necesidad de regular su jornada de trabajo, toda vez que su extensión excede a aquella que opera para la generalidad de los trabajadores.
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, sostuvo que, en efecto, la regulación aplicable a las trabajadoras de casa particular que viven en la casa del empleador establece que no estarán sujetas a horario, el que se determina por la naturaleza de su labor, con un descanso absoluto mínimo de 12 horas diarias.

Seguidamente, afirmó que las disposiciones contenidas en la indicación del Ejecutivo no apuntan a establecer una compensación por las dificultades que, en materia de fiscalización de la jornada ordinaria debe afrontar la Inspección del Trabajo, sino que, habida cuenta de ello, propone establecer el derecho a descanso semanal, de modo tal de asegurar su ejercicio.

En esa línea, agregó que, a propósito de la regulación acerca de la jornada, debe compatibilizarse el desempeño de labores remuneradas con el descanso y la vida familiar de los trabajadores, con particular énfasis en el descanso en días domingo de modo irrenunciable.

El Senador señor Letelier sostuvo que el Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos, establece la necesidad de igualar la duración de su jornada con aquella que opera respecto de la generalidad de los trabajadores. 

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, manifestó que, actualmente, los trabajadores de casa particular que prestan servicios en el sistema denominado puertas adentro no se encuentran sujetos a horario, sino que éste se determina por la naturaleza de su labor, operando un descanso que no puede ser inferior a doce horas diarias. Asimismo, respecto del descanso semanal, agregó que pueden ejercerlo en un día, fraccionable en dos partes.

Por su parte, detalló que el proyecto de ley en estudio propone, en consideración a los criterios generales contenidos en el Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos, la igualación de las condiciones laborales y el régimen de jornada y descanso para todos los trabajadores, sin perjuicio de las particularidades inherentes a los servicios que éstos desempeñan.

En consecuencia, aseveró que la indicación del Ejecutivo propone, atendidas dichas circunstancias, establecer un derecho al descanso dominical obligatorio –lo que, agregó, constituye una aplicación del principio general de ser irrenunciable el descanso semanal para todos los trabajadores- y, al mismo tiempo, considerando la dificultad de implementar una reducción de jornada, propone un mecanismo de compensación por la vía de aumentar el descanso en cada mes, con un carácter acumulable y fraccionable, previo acuerdo entre las partes. 

De ese modo, añadió, la indicación del Ejecutivo resulta compatible con los principios generales consagrados en el Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos, y con la regulación contenida en el Código del Trabajo.

La Senadora señora Muñoz sostuvo que la naturaleza de los servicios de los trabajadores de casa particular, y las problemáticas de diversa índole que les afectan –tales como la extensión de su jornada laboral o las hipótesis de informalidad- genera la necesidad de implementar un sistema específico de descanso semanal, en los términos que se consigna en la indicación del Ejecutivo, sin perjuicio de la pertinencia de ampliar el ámbito de aplicación de dichas normas para la generalidad de los trabajadores. 

La Senadora señora Goic coincidió en la necesidad de aumentar el descanso semanal de los trabajadores de casa particular que viven en la casa del empleador. 

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, aseveró que el establecimiento del derecho a descanso semanal constituye una prorrogativa específica, cuyo incumplimiento puede ser objeto de denuncia ante la Inspección del Trabajo, lo que podría resolver adecuadamente las problemáticas relativas a la extensión de su jornada y descanso.
Por otra parte, coincidió en la necesidad de analizar los mecanismos que permitan asegurar el ejercicio del derecho a descanso semanal para todos los trabajadores, con la sola excepción de aquellos que, específicamente, señala el Código del Trabajo.
El Senador señor Larraín explicó que, considerando que la indicación del Ejecutivo contempla un aumento en el número de días de descanso semanal para el trabajador puertas adentro, es necesario establecer un mecanismo para garantizar la continuidad en el ejercicio de dicha prerrogativa. En consecuencia, abogó por contemplar los días sábado, previo acuerdo de las partes, quienes podrán acordar su acumulación, intercambio o fraccionamiento por otros días de la semana. 

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, coincidió en que, a raíz del aumento de días adicionales de descanso, y atendida las particularidades de los servicios de los trabajadores de casa particular, resulta necesario establecer cierta flexibilidad en el ejercicio de dicha prerrogativa.

Enseguida, la Senadora señora Goic consultó respecto de las eventuales modificaciones que pudieren introducirse al plazo para ejercer el derecho a descanso en los días que la ley declare festivo, toda vez que las partes podrán pactar que el descanso se efectúe en un día distinto, el que no podrá fijarse más allá de los noventa días siguientes, al cabo del cual se produce la caducidad de dicha prerrogativa, en los términos que establece la letra b) del artículo 150 del Código del Trabajo.

En efecto, sostuvo que dicho plazo puede operar como un límite al referido descanso, toda vez que, al momento de producirse su vencimiento, se extingue el derecho del trabajador para su ejercicio.

El Senador señor Larraín manifestó que, con la finalidad de determinar con precisión la fecha en que podrá ejercerse el derecho a descanso, resulta correcta la disposición contenida en el referido artículo 150 del Código del Trabajo.
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que dicho plazo apunta a limitar la facultad de acordar la fecha en que podrá ejercerse el respectivo descanso, toda vez que, en el evento de exceder los noventa días que establece la norma legal vigente, el empleador incurriría en una infracción a la normativa laboral.
Puestos en votación los números 3) y 4) de la indicación del Ejecutivo, fueron aprobados, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.
CUARTA MATERIA TRATADA
DISCUSIÓN DE LAS ENMIENDAS PROPUESTAS AL ARTÍCULO 151 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO

El texto que propone la Cámara de Diputados extiende el concepto del pago de remuneraciones en dinero a los trabajadores de casa particular, excluyendo los alimentos y la habitación que serán siempre de cargo del empleador. 

El Senador señor Letelier consultó respecto de la necesidad de eliminar la prohibición de pagar las remuneraciones del trabajador sin que puedan incluirse los alimentos y la habitación que hubiere recibido.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, sostuvo que existe la necesidad de mantener la prohibición de imputar los alimentos y la habitación que hubiere recibido el trabajador como parte de sus remuneraciones, con la finalidad de dar cuenta de la relevancia de su pago íntegro en dinero.

Asimismo, agregó que, aun cuando respecto de las trabajadoras y trabajadores de casa particular se ha producido una disminución de los casos de pago en especies como parte de sus remuneraciones, dicha problemática se verifica respecto de los trabajadores migrantes, lo que genera la necesidad de mantener la vigencia de la referida disposición.

Por otra parte, el Senador señor Letelier abogó por eliminar el inciso segundo del artículo 151 de Código del Trabajo, toda vez que se trata de una disposición que resulta reiterativa en atención a las normas generales del Código del Trabajo, las que establecen que la remuneración de todos los trabajadores deben equivaler, por lo menos, al ingreso mínimo mensual. 

En sesión de 3 de septiembre de 2014, al revisarse nuevamente el texto del numeral 4), el Senador señor Letelier advirtió que igual decisión debería adoptarse respecto del inciso tercero, por encontrarse en directa relación con esta materia y del inciso cuarto, porque resulta ser equívoco al establecer que las prestaciones de casa habitación y alimentación de los trabajadores de casa particular no serán imponibles para efectos previsionales, aun cuando tales rubros no pueden ser comprendidos dentro de su remuneración, en conformidad al inciso primero del referido artículo 151 del Código del Trabajo y, en consecuencia, éstos no generan efectos en materia previsional.
-La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier, acordó eliminar los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 151 del Código del Trabajo.

QUINTA MATERIA TRATADA
DISCUSIÓN DE LA PROPUESTA QUE AGREGA UN ARTÍCULO 151 BIS AL CÓDIGO DEL TRABAJO RESPECTO AL USO DE UNIFORMES

El texto que propone la Cámara de Diputados no prohíbe el uso de uniformes, delantales o cualquier otra vestimenta que las identifique como tales o distintivo diferenciador en espacios, lugares o establecimientos públicos como parques, plazas, playas, restaurantes, hoteles, locales comerciales, clubes sociales y otros de similar naturaleza, sino que prohíbe el condicionamiento del contrato, la permanencia o renovación del mismo o la promoción o movilidad a la utilización de dichas prendas.

Al respecto, el Senador señor Larraín dejó constancia que el artículo 151 bis, nuevo, contiene la obligación, para el empleador de trabajadores de casa particular, de no condicionar la contratación, permanencia, renovación, promoción o movilidad en el empleo al uso de uniformes, delantales o vestimenta identificatoria en espacios, lugares o establecimientos públicos. En consecuencia, precisó, no contiene una prohibición absoluta respecto al uso de dichos uniformes sino que, únicamente, establece el impedimento consistente en obligar al trabajador a utilizarlos y condicionar, en razón de ello, la contratación o estabilidad en el empleo.


-La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier concordó con los términos de esta disposición.

SEXTA MATERIA TRATADA
ARTÍCULO 2°, cuya redacción se contempla en el artículo 146 ter, nuevo

El artículo 2° aprobado por la Cámara de Diputados quedó comprendido en el artículo 146 ter que se agrega al Código del Trabajo, por lo que la indicación del Ejecutivo propone suprimirlo y, consecuentemente, el artículo 1° para a ser artículo único.

-Puesto en votación el número 5) de la indicación del Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier.
SÉPTIMA MATERIA TRATADA
DISCUSIÓN RESPECTO DE LOS ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO


De conformidad a la resolución adoptada precedentemente, el número 6) de la indicación del Ejecutivo propone reemplazar en el inciso primero del artículo primero transitorio, la expresión “artículo 1°” por “artículo único”.
-Puesto en votación el número 6) de la indicación del Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier.

Luego, se analizó el número 7) de la indicación del Ejecutivo, que tiene por finalidad suprimir el inciso segundo del artículo primero transitorio, dado que su contenido se regula en el número 8) de la indicación, que agrega dos artículos transitorios nuevos. 
-Puesto en votación el número 7) de la indicación del Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS NUEVOS

A continuación, la Comisión se abocó al estudio del número 8) de la indicación del Ejecutivo, que propone, en primer lugar, en un artículo segundo transitorio, nuevo, que la jornada de trabajo comenzará a regir a contar del primer día del tercer año desde la entrada en vigencia de la ley -en cuyo caso la jornada establecida no podrá exceder de sesenta horas semanales-, en tanto que, a contar del primer día del segundo año, dicha jornada no podrá exceder de cincuenta y cuatro horas semanales, con un máximo de horas adicionales semanales equivalente a seis horas.

Asimismo, dicho número 8), mediante un artículo tercero transitorio, nuevo, apunta a establecer que los días adicionales de descanso, establecidos en la letra b) del artículo 150 del Código del Trabajo, comenzarán a regir a contar del primer día del tercer año desde la entrada en vigencia de la ley, en tanto que, con anterioridad a ello, los días adicionales de descanso serán dos en cada mes calendario y, a contar del primer día del segundo año, tres en el mismo período.

El Senador señor Letelier abogó por uniformar el plazo al cabo del cual comienza la vigencia de las disposiciones contenidas en la iniciativa, estableciendo, al efecto, el término de un año para la vigencia de las relativas a la duración de la jornada de trabajo y días adicionales de descanso establecidos en la letra b) del artículo 150 del Código del Trabajo.

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que, aun cuando resulta adecuado el establecimiento del plazo de un año para la entrada en vigencia del proyecto, al eliminarse el sistema de ejecución diferida, se produciría la reducción de setenta y dos horas semanales a cuarenta y cinco horas al cumplirse un año de su entrada en vigencia.

En la misma línea, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, agregó que las organizaciones sindicales representativas de los trabajadores de casa particular han manifestado la necesidad de reducir su jornada en un plazo inferior a un año, en los términos que se consigna en la indicación del Ejecutivo, que propone que, a contar de la entrada en vigencia de la ley, la jornada establecida en la letra a) del inciso primero del artículo 149 del Código del Trabajo no podrá exceder en ningún caso de sesenta horas semanales.


La Comisión acordó que en una próxima sesión, el Ejecutivo formule una proposición que coincida con la sugerencia del Senador señor Letelier.

SESIÓN 3 DE SEPTIEMBRE DE 2014

OCTAVA MATERIA TRATADA
CONTINUACIÓN DE LA DISCUSIÓN RESPECTO DE LOS ARTÍCULOS TRANSITORIOS


En sesión de fecha 3 de septiembre de 2014, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez, explicó que habiéndose recabado el parecer de las organizaciones sindicales que agrupan a las trabajadoras y los trabajadores de casa particular, resulta necesario analizar la gradualidad de la entrada en vigencia de las disposiciones que contiene la iniciativa, en los términos contenidos en el artículo primero transitorio del texto aprobado en general por el Senado.

En efecto, propuso incorporar un artículo segundo transitorio, nuevo, para establecer que las disposiciones relativas a la disminución de jornada de los trabajadores que no viven en la casa del empleador, de 72 a 45 horas semanales, y las normas sobre descanso durante los días sábado, entrarán en vigencia a contar del 21 de noviembre de 2015. De ese modo, aseveró que es posible simplificar la aplicación de las disposiciones contenidas en la iniciativa y destacar el carácter simbólico que los trabajadores reconocen a esa fecha, al tratarse del Día Nacional de las Trabajadoras y Trabajadores de Casa Particular. 
Asimismo, sostuvo que las demás disposiciones contenidas en el proyecto de ley entrarán en vigor en los términos que consagra el artículo primero transitorio del texto aprobado en general por el Senado, esto es, a contar del primer día del tercer mes posterior a su publicación en el Diario Oficial.

El Senador señor Letelier manifestó su disconformidad con el establecimiento de una fecha específica para la entrada en vigencia de las disposiciones sobre jornada y descanso adicional durante los días sábado, toda vez que, de ese modo, podría dificultarse su cumplimiento. Asimismo, sostuvo que ello genera una vulneración de las reglas tradicionales sobre entrada en vigencia diferida de las normas legales, habida cuenta que éstas, en la mayoría de los casos, operan en un plazo contado desde su publicación en el Diario Oficial.

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, coincidió con que, por regla general, las disposiciones legales entran en vigencia en un plazo contado desde su publicación en el Diario Oficial. En consecuencia, afirmó que, en el ordenamiento jurídico, existen muy pocos casos en que un cuerpo normativo entra en vigencia en una fecha específica. 

Sin embargo, enfatizó que, además del valor simbólico que representa para los trabajadores del sector el establecimiento de la entrada en vigencia de la ley el 21 de noviembre de 2015, las disposiciones que ésta contiene, en materia de descanso y jornada de trabajo, pueden ser computadas semanalmente, lo que favorece la aplicación de dicha normativa.

- Puesto en votación el nuevo artículo segundo transitorio fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.


Enseguida, la Comisión se abocó al estudio del artículo segundo transitorio del texto aprobado en general por el Senado, que propone establecer que el empleador no podrá rebajar unilateralmente la remuneración del trabajador, como consecuencia de la reducción de su jornada de trabajo o del aumento de los días de descanso, ni imputar a la retribución de aquélla el pago por las horas adicionales que hubiere cumplido.
El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, propuso que, considerando las modificaciones que se han introducido al articulado aprobado en general por el Senado, resulta pertinente que el artículo segundo transitorio de dicho texto pase a ser el artículo tercero transitorio de la iniciativa en análisis.

Agregó que dicha disposición contempla que, tratándose de los trabajadores que no viven en la casa del empleador, el empleador no podrá unilateralmente rebajar la remuneración como consecuencia de la reducción de jornada de trabajo o el aumento de días de descanso.
Asimismo, indicó que el empleador no podrá imputar, unilateralmente, a la retribución de dicha jornada el pago por las horas adicionales que desarrolle el trabajador.

Por otra parte, reiteró que, como consecuencia de dicho ajuste, si el trabajador cumpliere horas extraordinarias, éstas deberán ser calculadas por sobre la remuneración que percibe mensualmente, sin que pudieran ser imputadas a aquélla.

De ese modo, añadió, es posible especificar las remuneraciones que recibe el trabajador, distinguiéndose, al efecto, su sueldo base y su sobresueldo, esto es, la remuneración por las horas extraordinarias de trabajo.

- Puesto en votación el artículo segundo transitorio del texto aprobado en general por el Senado, que pasa a ser su artículo tercero transitorio, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

 
A continuación, la Comisión analizó el artículo tercero transitorio del texto aprobado en general por el Senado. Dicha disposición establece que, respecto de los contratos de trabajo que se encontraren vigentes a la fecha de entrada en vigor de la ley, los días o fracciones de días de descanso convenidos en exceso de los mínimos legales se imputarán a los dos días adicionales de descanso que ésta consagra.
El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Roberto Godoy, explicó que dicha disposición apunta a establecer que los días que de descanso adicional que se hubieren convenido pasarán a formar parte del régimen general de descanso que propone la iniciativa.

- Puesto en votación el artículo tercero transitorio del texto aprobado en general por el Senado, que pasa a ser su artículo cuarto transitorio, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

-------


Se deja constancia que la Comisión autorizó a la Secretaría para realizar enmiendas de carácter formal, cuya mención en tal carácter se registra en el capítulo de modificaciones.

-------

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone a la Sala introducir las siguientes modificaciones al texto despachado por la Cámara de Diputados:

ARTÍCULO 1°


Ha pasado a ser artículo único, sustituyéndose en el encabezamiento el número “2002” por “2003”.

(Unaninimidad 4X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier).

ooooooo


Incorporar, a continuación del numeral 1), el siguiente nuevo:


“2) Intercálanse, a continuación del artículo 146, los siguientes artículos 146 bis y 146 ter:


“Artículo 146 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el número 3 del artículo 10, el contrato de los trabajadores de casa particular deberá indicar el tipo de trabajo a realizar y el domicilio específico donde deberán prestarse los servicios, así como también, en su caso, la obligación de asistencia a personas que requieren atención o cuidados especiales.


Artículo 146 ter.- El empleador deberá entregar una copia del contrato de trabajo debidamente firmado al trabajador. Asimismo, deberá registrarlo dentro de los quince días siguientes a su celebración en la sede o en el sitio electrónico de la respectiva Inspección del Trabajo, con indicación de las mismas estipulaciones pactadas, a fin de facilitar las labores de fiscalización de la existencia de la relación laboral y de las condiciones de empleo. La Inspección del Trabajo deberá mantener la reserva de la identidad de las partes y del domicilio en que se prestan los servicios y sólo podrá utilizar la información disponible para la finalidad de fiscalización o para ponerla a disposición de los tribunales de justicia, previo requerimiento.


El empleador que sea requerido en el domicilio indicado, por un inspector del trabajo en ejercicio de sus facultades de fiscalización relativas a las condiciones laborales de los trabajadores de casa particular, podrá aceptar el ingreso del inspector a este domicilio, o bien solicitar la fijación de otro día y hora para acudir a las dependencias de la Inspección del Trabajo con la documentación que le sea requerida.”.”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier).

Numeral 2)


Pasa a ser numeral 3), sin enmiendas.

Numeral 3)
 
Pasa a ser numeral 4) con la siguiente enmienda:
letra b) propuesta


Sustituirla por la siguiente:


“b) Tendrán derecho a descanso los días sábado, los cuales, de común acuerdo, podrán acumularse, fraccionarse o intercambiarse por otros días de la semana. En caso de acumularse, dichos días deberán ser otorgados por el empleador dentro del respectivo mes calendario. Estos descansos no podrán ser compensados en dinero mientras la relación laboral se encuentre vigente.”.

(Unanimidad 4X0. Senadoras señoras Muñoz y Goic y Senadores señores Larraín y Letelier).

Numeral 4)
 
Pasa a ser numeral 5), con la siguiente enmienda:
letra b) propuesta


Reemplazarla por la siguiente:


“b) Suprímense sus incisos segundo, tercero y cuarto.

(Unanimidad 5X0. Senadoras señoras Muñoz y Goic y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier).

Numeral 5)


Pasa a ser numeral 6), sustituyendo la frase “otra vestimenta identificatoria o distintivo identificatorio” por “otro distintivo o vestimenta identificadores”.

(Adecuación formal)

ARTÍCULO 2°


Suprimirlo.

(Unanimidad 3X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier).

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


ARTÍCULO PRIMERO
inciso primero

 
Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo primero.- Las modificaciones introducidas al Código del Trabajo por el artículo único de esta ley comenzarán a regir a contar del primer día del tercer mes posterior a su publicación en el Diario Oficial, con excepción de lo dispuesto en el artículo siguiente.”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier).

inciso segundo

Suprimirlo.

(Unanimidad 5X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier).

ooooooo


Incorporar el siguiente artículo segundo, nuevo:


“Artículo segundo.- La normas contenidas en el numeral 3) y en la letra b) del numeral 4) del artículo único, referidas al inciso primero del artículo 149 y al inciso segundo del artículo 150 del Código del Trabajo, respectivamente, entrarán en vigencia a contar del 21 de noviembre de 2015 y el cómputo de horas semanales, en el caso del numeral 3), se efectuará a partir del día lunes inmediatamente siguiente a la fecha señalada.”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier).

ARTÍCULO SEGUNDO


Pasa a ser artículo tercero, con las siguientes enmiendas:


-Sustituir, en el inciso primero, la expresión “unilateralmente rebajar” por “rebajar unilateralmente”.

(Adecuación formal)


-Reemplazar el inciso segundo por el siguiente:

 
“Cuando por aplicación de lo dispuesto en la letra a) del inciso primero del artículo 149 del Código del Trabajo, modificado por esta ley, se reduzca la jornada ordinaria de dichos trabajadores de casa particular, el empleador no podrá imputar unilateralmente a la retribución de esa jornada el pago por las horas adicionales a que se refiere la letra d) del mencionado inciso.”.
(Unanimidad 5X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier).

ARTÍCULO TERCERO


Pasa a ser artículo cuarto, reemplazado por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Respecto de los contratos de trabajo celebrados con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la letra b) del número 4) del artículo único de esta ley, los días o fracciones de días de descanso que hubieren sido convenidos por las partes, se imputarán al descanso semanal que allí se establece.”.

(Unanimidad 5X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier).

-------

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe el texto del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, que la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar con modificaciones:
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Libro I del Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: 

1) Elimínase en el inciso primero de su artículo 54 la expresión “y los de casa particular”.
 
2) Intercálanse, a continuación del artículo 146, los siguientes artículos 146 bis y 146 ter:


“Artículo 146 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el número 3 del artículo 10, el contrato de los trabajadores de casa particular deberá indicar el tipo de trabajo a realizar y el domicilio específico donde deberán prestarse los servicios, así como también, en su caso, la obligación de asistencia a personas que requieren atención o cuidados especiales.


Artículo 146 ter.- El empleador deberá entregar una copia del contrato de trabajo debidamente firmado al trabajador. Asimismo, deberá registrarlo dentro de los quince días siguientes a su celebración en la sede o en el sitio electrónico de la respectiva Inspección del Trabajo, con indicación de las mismas estipulaciones pactadas, a fin de facilitar las labores de fiscalización de la existencia de la relación laboral y de las condiciones de empleo. La Inspección del Trabajo deberá mantener la reserva de la identidad de las partes y del domicilio en que se prestan los servicios y sólo podrá utilizar la información disponible para la finalidad de fiscalización o para ponerla a disposición de los tribunales de justicia, previo requerimiento.

El empleador que sea requerido en el domicilio indicado, por un inspector del trabajo en ejercicio de sus facultades de fiscalización relativas a las condiciones laborales de los trabajadores de casa particular, podrá aceptar el ingreso del inspector a este domicilio, o bien solicitar la fijación de otro día y hora para acudir a las dependencias de la Inspección del Trabajo con la documentación que le sea requerida.”.
3) Sustitúyese el inciso primero de su artículo 149 por el siguiente:
“Artículo 149.- La jornada de los trabajadores de casa particular que no vivan en la casa del empleador estará sujeta a las siguientes reglas:

a) No podrá exceder de cuarenta y cinco horas semanales, sin perjuicio de lo establecido en la letra d);

b) Se podrá distribuir hasta en un máximo de seis días;

c) Le será aplicable lo dispuesto en el inciso primero del artículo 34;
d) Las partes podrán acordar por  escrito hasta un máximo de quince horas semanales adicionales de trabajo, no acumulables a otras semanas, las que serán pagadas con un recargo no inferior al señalado en el inciso tercero del artículo 32. 

En caso de que el acuerdo no conste por escrito, se imputarán al máximo de quince horas semanales indicadas en esta letra, las horas trabajadas en exceso de la jornada pactada, con conocimiento del empleador, y

e) El período que medie entre el inicio y el término de las labores en ningún caso podrá exceder de doce horas continuas, considerando tanto la jornada como el descanso dentro de ella.”.

4) Sustitúyese la letra a) del inciso segundo de su artículo 150 por las siguientes a) y b), pasando la actual letra b) a ser c):

“a) Tendrán derecho a descanso semanal los días domingo.

 
b) Tendrán derecho a descanso los días sábado, los cuales, de común acuerdo, podrán acumularse, fraccionarse o intercambiarse por otros días de la semana. En caso de acumularse, dichos días deberán ser otorgados por el empleador dentro del respectivo mes calendario. Estos descansos no podrán ser compensados en dinero mientras la relación laboral se encuentre vigente.”.

5) Incorpóranse las siguientes modificaciones en su artículo 151:

a) Sustitúyese en su inciso primero la oración “, comprendiéndose además del pago en dinero efectivo, los alimentos y la habitación cuando los servicios requeridos exijan que el trabajador viva en la casa del empleador”, por la siguiente: “y en moneda de curso legal, sin que pueda comprender los alimentos y la habitación, los cuales siempre serán de cargo del empleador”.

b) Suprímense sus incisos segundo, tercero y cuarto.

6) Agrégase el siguiente artículo 151 bis:

“Artículo 151 bis.- Ningún empleador podrá condicionar la contratación de trabajadores de casa particular, su permanencia o renovación de contrato, o la promoción o movilidad en su empleo, al uso de uniformes, delantales o cualquier otro distintivo o vestimenta identificadores en espacios, lugares o establecimientos públicos como parques, plazas, playas, restaurantes, hoteles, locales comerciales, clubes sociales y otros de similar naturaleza.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

 
Artículo primero.- Las modificaciones introducidas al Código del Trabajo por el artículo único de esta ley comenzarán a regir a contar del primer día del tercer mes posterior a su publicación en el Diario Oficial, con excepción de lo dispuesto en el artículo siguiente.

 
Artículo segundo.- La normas contenidas en el numeral 3) y en la letra b) del numeral 4) del artículo único, referidas al inciso primero del artículo 149 y al inciso segundo del artículo 150 del Código del Trabajo, respectivamente, entrarán en vigencia a contar del 21 de noviembre de 2015 y el cómputo de horas semanales, en el caso del numeral 3), se efectuará a partir del día lunes inmediatamente siguiente a la fecha señalada.
Artículo tercero.- El empleador no podrá rebajar unilateralmente la remuneración como consecuencia de la reducción de jornada de trabajo o aumento de días de descanso dispuestos en esta ley.

 
Cuando por aplicación de lo dispuesto en la letra a) del inciso primero del artículo 149 del Código del Trabajo, modificado por esta ley, se reduzca la jornada ordinaria de dichos trabajadores de casa particular, el empleador no podrá imputar unilateralmente a la retribución de esa jornada el pago por las horas adicionales a que se refiere la letra d) del mencionado inciso.

Artículo cuarto.- Respecto de los contratos de trabajo celebrados con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la letra b) del número 4) del artículo único de esta ley, los días o fracciones de días de descanso que hubieren sido convenidos por las partes, se imputarán al descanso semanal que allí se establece.”.

-------


Acordado en sesión celebrada el día 18 de junio de 2014, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta), de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Larraín y Letelier; en sesión celebrada el día 2 de julio de 2014, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta), de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Allamand y Letelier; en sesión celebrada el día 9 de julio de 2014, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta), de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier; en sesión celebrada el día 4 de agosto de 2014, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta), de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier; en sesión celebrada el día 13 de agosto de 2014, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta), de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Larraín y Letelier, y en sesión celebrada el día 3 de septiembre de 2014, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta), de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.


Sala de la Comisión, a 5 de septiembre de 2014.

(Fdo.): Pilar Silva García De Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE LA CONMEMORACIÓN ANUAL EL 20 DE JUNIO DEL DÍA MUNDIAL DE LOS REFUGIADOS Y EL 18 DE DICIEMBRE DEL DÍA MUNDIAL DE LOS MIGRANTES.

(9.324-17)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán, Alejandro García Huidobro, Ricardo Lagos, Juan Pablo Letelier y Jorge Pizarro, de fecha 22 de abril de 2014.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 23 de abril de 2014, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Derecho Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. Posteriormente, la Sala de la Corporación acordó, el 19 de agosto de 2014, que el proyecto fuera conocido solamente por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de ley en informe asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Subdirector de la Dirección de Política Consular, señor Alejandro Sfeir, y el Subdirector de la Dirección de Derechos Humanos, señor Patricio Utreras.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Conmemorar en nuestro país el día mundial del refugiado y el día internacional del migrante.

- - -

ANTECEDENTES





Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS





1.- Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, promulgada por decreto supremo Nº 287, de 8 de junio de 1972, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 19 de julio de 1972.




2.- Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, promulgada por decreto supremo N° 84, de 21 de marzo de 2005, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 8 de junio de 2005.

II. ANTECEDENTES DE HECHO





La Moción de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán, Alejandro García Huidobro, Ricardo Lagos, Juan Pablo Letelier y Jorge Pizarro, señala que la Organización de las Naciones Unidas aprobó desde hace más de medio siglo la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, que reconoce jurídicamente la condición de refugiado. Añade que el 4 de diciembre del año 2000 esa misma entidad, a través de la Resolución N° 55/76, dispuso que el 20 de junio de cada año, se conmemore como el Día Mundial de los Refugiados.





Agrega la Moción que, en igual sentido, el 4 de diciembre de 1990, la Asamblea adoptó la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y sus familiares, y que la Resolución 55/93 de la Asamblea General de Naciones Unidas, decidió proclamar el 18 de diciembre de cada año el Día Internacional del Migrante.





Expresa que estos antecedentes no pueden ser indiferentes para Chile.





En cuanto a la situación de los refugiados, indica que la Convención antes mencionada, define en su artículo 1° al refugiado como "una persona que, debido a un miedo fundado de ser perseguido por razones de raza, religión, nacionalidad, membrecía de un grupo social o de opinión política en particular, se encuentra fuera de su país de nacimiento y es incapaz, o, debido a tal miedo, no está dispuesto a servirse de la protección de aquel país; o de quien, por no tener nacionalidad y estar fuera del país de su antigua residencia habitual como resultado de tales eventos, es incapaz, debido a tal miedo, de estar dispuesto a volver a éste.".





Explica que la misma Convención, que fue ratificada por nuestro país en el año 1972, establece que todos los Estados tienen la obligación de respetar el principio que prohíbe la devolución de una persona a un país donde ésta tema ser perseguida, pues este principio forma parte del Derecho internacional consuetudinario. Por lo tanto, ningún gobierno podrá, en tales circunstancias, expulsar a una persona. Añade que este estatuto requiere de parte de Chile un reconocimiento más intenso. La- historia reciente de nuestro país debe saber retribuir —y esta iniciativa legislativa es un buen ejemplo— la solidaridad de no pocos países que cobijaron desinteresadamente a miles de compatriotas expulsados por razones políticas. Esta iniciativa, por lo tanto, es también un acto de reconocimiento del Chile democrático a diversas naciones, tanto dentro como fuera del continente.





Informa que, de acuerdo a los informes emitidos por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), nuestro país alberga cerca de dos mil refugiados y peticionarios de asilo, que provienen de treinta y cinco países, de todos los continentes.





Agrega que, desde el año 1999, Chile forma parte de un programa de reasentamiento, que ha permitido a centenares de refugiados, de distintos orígenes, instalarse en nuestro país.





Por esta razón, Chile tiene una buena imagen con respecto a la acogida de los refugiados en nuestra comunidad, que les permite integrarse paulatinamente a ella, para contribuir con su aporte a nuestro desarrollo como nación.





Desde el punto de vista de nuestra legislación interna, señala que el 15 de abril de 2010, se publicó la Ley N° 20.430, que establece disposiciones sobre protección de refugiados, que contiene los principios reconocidos internacionalmente sobre la materia.





En consideración de lo anteriormente expuesto, estiman los Honorables Senadores que se hace necesario que se conmemore en nuestro país, el 20 de junio de cada año, el Día Mundial de los Refugiados, y dar cuenta de la protección jurídica y material que Chile, en cumplimiento de su mandato de ser asilo contra la opresión, ha dado a tantos refugiados, provenientes de diversas naciones, víctimas de persecución política o de cualquier otra naturaleza.





En relación a los migrantes, expresa la Moción que en 2014 se cumple un siglo desde que el Papa Benedicto XV instituyera el Día del Migrante. Añade que este dato histórico no deja de tener relevancia si se considera que, según estimaciones de la Organización de Naciones Unidas, en la actualidad existen 232 millones de migrantes.





Explica que la misma Organización de las Naciones Unidas no ha permanecido pasiva frente a esta situación, pues el 4 de diciembre de 1990 la Asamblea aprobó la Convención Internacional sobre la Protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares. Este documento, a su vez, responde a una ya larga postura de este organismo en el sentido de reconocer y resguardar los derechos de las personas que se trasladan, por diversas razones, de un país a otro. En efecto, la Convención antes aludida es tributaria de la Declaración Universal de Derechos Humanos, de los Pactos Internacionales de Derechos Humanos, de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial y de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. Asimismo, esta Convención responde a los estándares de protección jurídica previstos para la Organización Internacional del Trabajo y a variadas Resoluciones.





Agrega que lo anteriormente expuesto se ha visto reflejado en el "Diálogo de Alto Nivel sobre Migración Internacional y el Desarrollo", de 3 y 4 de octubre de 2013, instrumento que parte de la base que sí bien la migración puede reportar para el país receptor innumerables beneficios, también puede generar consecuencias negativas. Esto es lo que acontece en materia de migración irregular, que, en la mayoría de los casos, replica las condiciones que gestaron la emigración, a saber, la falta de un trabajo decente, explotación, discriminación o xenofobia. La situación descrita ciertamente supone un desafío que nuestro país no puede eludir. Sin embargo, precisa que también es indispensable un cambio cultural de parte de la sociedad civil que internalice los beneficios de la diversidad en todo su esplendor, de modo que la comunidad, en todos sus frentes, esté debidamente integrada. Añade que la conmemoración del Día Internacional de los Migrantes va justamente en esa dirección.





La Moción señala que el fenómeno de la migración es particularmente trascendental para Chile. La precariedad del trabajo presente en otras latitudes, y que constituye la principal fuente de la pobreza, ha contribuido en medida determinante a la emigración de personas de distintos países hacia Chile. En efecto, de acuerdo al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior, en Chile viven 352.344 extranjeros, de los cuales los colectivos de mayor importancia son los peruanos (37,1%), argentinos (17,2%) y bolivianos (6,8%). Asimismo, este proyecto de ley tiene por finalidad extirpar de nuestra sociedad la discriminación y el racismo como manifestaciones de una sociedad atrasada y carente de credenciales democráticas y liberales. Este Proyecto pretende, en este mismo sentido, visibilizar el innegable aporte de los extranjeros al desarrollo del país y permitir, merced a su participación en la vida nacional, que ´Chile pueda avanzar hacia una multiculturalidad efectiva, pues, de acuerdo a estudios realizados por la ONU está comprobado que la migración internacional resulta positiva tanto para el país de origen como para el de acogida; de hecho, según señala la ONU, la mayoría de los migrantes complementan las capacidades de los trabajadores locales en lugar de competir con ellos y los beneficios potenciales de la presencia extranjera son mayores que los de la liberalización del comercio internacional, especialmente, para los países en desarrollo.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL




El texto del proyecto de ley en informe propone, en el artículo 1°, establecer el día 18 de diciembre de cada año como el Día Internacional del Migrante, y en el artículo 2°, instituir el 20 de junio de cada año, como el Día Mundial de los Refugiados.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier colocó en discusión el proyecto.





El Subdirector de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Patricio Utreras, señaló que el establecimiento de la conmemoración anual del día mundial de los refugiados sería un hito positivo para nuestro país, pues reconoce un derecho humano fundamental.





Agregó que sería, además, un reconocimiento a nuestra política nacional en la materia y una manera de retribuir a la comunidad internacional que confirió el carácter de refugiado a muchos de nuestros compatriotas.




Indicó que también ayudará a crear conciencia sobre esta realidad político social, a fin de mantener una actitud de puertas abiertas respecto a los que son perseguidos.





Expresó que, en la actualidad, el 90% de los refugiados en Chile son latinoamericanos, razón por la cual este proyecto da una señal de solidaridad regional, que está en línea con las políticas que impulsa de la Cancillería.





El Honorable Senador señor Letelier consultó si existe una cifra oficial de los refugiados que ha acogido Chile.





El señor Utreras respondió que aproximadamente 1743 personas gozan de dicho estatus. No obstante, precisó que la cifra oficial la tiene el Ministerio del Interior, quien tiene a su cargo el tema.





Por su parte, el Honorable Senador señor García Huidobro preguntó de qué países provienen principalmente los refugiados que están en Chile.





El señor Utreras contestó que principalmente provienen de Colombia, y algunos de Ecuador.





A continuación, el Subdirector de Política Consular del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Alejandro Sfeir, informó que el fenómeno migratorio nos afecta y nos beneficia. Añadió que hemos pasado a ser un país receptor de migrantes, luego de haber sido uno de salida, pues hoy alrededor de un 4,5% de la población tiene su origen en la migración, de los cuales un 80% de ellos son sudamericanos.





El Honorable Senador señor Letelier inquirió cuánto dura el concepto de migrante.





El señor Sfeir respondió que depende de la condición que le otorgue el país. Añadió que tiene que ver con el estatus de residente temporal, el cual se concede con el ánimo de residir.





Precisó que aproximadamente hay 450.000 migrantes en el país, de los cuales la mayor parte son peruanos, argentinos, colombianos, ecuatorianos, bolivianos, haitianos y dominicanos.





Señaló que, recientemente, se creó el “Consejo de Política Migratoria”, integrado por nueve Ministerios, y que tiene la misión de abordar este tema. Añadió que el proceso migratorio es un fenómeno inevitable y que forma parte de la globalización, lo cual constituye, en su opinión, un desafío y una oportunidad para nuestro país.





Por su parte, el Honorable Senador señor García Huidobro preguntó cuántos inmigrantes ilegales existen en el país.





El señor Sfeir contestó que la Dirección de Extranjería del Ministerio del Interior posee esa cifra. Añadió que los datos que tienen son de 450.000 personas residentes y 130.000 transeúntes, pero que no tienen un número exacto de las personas que se encuentran en situación de ilegales.





Luego, el Honorable Senador señor Letelier hizo presente que, en su opinión, no existe en el país una política real de acogida al migrante o refugiado. Advirtió que Chile debería tener una política integral sobre estas materias, por cuanto la actual dinámica de traslado de personas a nuestro país la exige.





El señor Utreras contestó que nuestro país ha tenido programas de reasentamiento de refugiados exitosos, como por ejemplo, el de palestinos en comunas como La Calera y Nuñoa, el cual fue solicitado por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados.





Puesto en votación, el proyecto de ley fue aprobado, en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Letelier, Lagos y Pizarro.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis en general el siguiente:

PROYECTO DE LEY





“Artículo 1°.- Establécese el 18 de diciembre de cada año, como el “Día Internacional del Migrante”.





Artículo 2°.- Institúyese el 20 de junio de cada año, como el “Día Mundial de los Refugiados”.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 9 de septiembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 9 de septiembre de 2014.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL CONSEJO DE ESTABILIDAD FINANCIERA
(9.178-05)
Certifico que el día 9 de septiembre de 2014, la Comisión de Hacienda sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Consejo de Estabilidad Financiera, Boletín N° 9.178-05, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 

Se hace presente que, en lo referido a las normas de quórum especial, el inciso tercero del artículo 1°; el párrafo segundo del número 1 del artículo 2°; el párrafo tercero del número 2 del artículo 2°, y el artículo 11 tienen rango de ley orgánica constitucional, conforme al inciso segundo del artículo 66, en relación con el artículo 108 de la Constitución Política de la República, y el inciso primero del artículo 6° tiene rango de quórum calificado, conforme al inciso tercero del artículo 66, en relación con el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República.
Asimismo, cabe hacer presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.
Esta iniciativa de ley, tiene por objetivo crear con rango legal el Consejo de Estabilidad Financiera para contribuir a cautelar la estabilidad financiera de la economía chilena.

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Alberto Arenas; la Coordinadora Legislativa, señorita Macarena Lobos; la Coordinadora de Mercado de Capitales, señora Bernardita Piedrabuena, y el asesor de Mercado de Capitales, señor Jorge Tapia.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, la abogada del Programa Legislativo, señorita María Teresa Muñoz.

Del Instituto Igualdad, la asesora, señorita Lía Arroyo.
De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista, señor Samuel Argüello.
Los asesores del Honorable Senador García, señores Rodrigo Fuentes y Tomás Zamora.
- - -

Durante la discusión en general del proyecto de ley la Comisión escuchó la exposición del señor Ministro de Hacienda, y se produjo un debate acerca de los alcances de la iniciativa legal.

Dentro de dicho debate, el Honorable Senador señor Coloma, solicitó dejar constancia que, respecto de la indicación número 5 -que intercala la frase “manejo de la información” en el artículo 5°-, de acuerdo a lo expresado por el señor Ministro de Hacienda y la Coordinadora de Mercado de Capitales de dicha cartera, la enmienda se refiere a, que existiendo información con carácter reservado, exista un protocolo de cómo se recibe y cómo se transmite dicha información a las personas que deben tener acceso a ella, por tanto, el protocolo que se derive del reglamento busca resguardar aún más la reserva de la información.
Asimismo, el Honorable Senador señor Coloma, en relación a las indicaciones que suprimen del proyecto de ley la expresión “fundadamente” (referida a que los requerimientos de antecedentes a las entidades sujetas a fiscalización por parte de las superintendencias debían ser motivados), solicitó dejar constancia de que la referida supresión tiene por objetivo permitir la celeridad en la ejecución de estos requerimientos, para que la solicitud de información no se vea retardada por un trámite burocrático, y se entrabe la finalidad de prevenir un riesgo por la no recepción de información fundamental para adoptar decisiones, dado que en las mismas normas se establece que la información que se solicita es aquella que pudiere comprometer, en forma significativa, la situación financiera de la entidad fiscalizada, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad  o control y operaciones entre ellas.
Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Durante la discusión en particular se presentaron las indicaciones números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12 y 13 de Su Excelencia la señora Presidenta de la República. Asimismo, se presentó una indicación del Honorable Senador señor Pizarro.

Todas las indicaciones resultaron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Además, se efectuó una enmienda en el artículo 4°, aprobada por la misma unanimidad precedente, en virtud del artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.
- - -

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 29 de julio de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

Existe consenso en que el paradigma tradicional de regulación netamente sectorial debe ir dando paso a una mirada de supervisión más integrada y coordinada entre los principales reguladores de las distintas industrias del sector financiero. Una mirada sistémica es necesaria. En efecto, en un mercado de capitales crecientemente integrado, lo que suceda en determinada industria no resulta en absoluto neutro para las restantes. Los riesgos sistémicos que derivan de la interconexión entre industrias del mercado financiero hacen indispensable tener un enfoque también sistémico en materia de prevención de los mismos.

El principal objetivo de este proyecto de ley consiste en consolidar y fortalecer la Institucionalidad del Consejo de Estabilidad Financiera (CEF), mediante su establecimiento por ley. Ello contribuye a darle continuidad institucional y a cautelar de mejor forma la estabilidad financiera de la economía chilena. Asimismo, con el objeto de procurar el mejor desarrollo de la labor del Consejo, se proponen algunos perfeccionamientos que le facilitarán a éste el cumplimiento de sus tareas:

a) Establece la obligación para cada Superintendencia de procurar una coordinación efectiva con los demás órganos regulatorios financieros, profundizando así en las obligaciones administrativas de eficacia, eficiencia y coordinación en el ejercicio de las funciones públicas. Se propone, concretamente, que la coordinación se efectúe a través del CEF, comprometiendo la participación de las Superintendencias en las reuniones y análisis del Consejo y sus grupos de trabajo, así como el deber de comunicar a éste sus iniciativas regulatorias, de manera de poder analizar coordinadamente su posible impacto sistémico.

b) Otorgar a las Superintendencias facultades para solicitar a las entidades fiscalizadas antecedentes sobre la situación financiera de todas aquellas personas o entidades que pertenezcan a su mismo grupo empresarial, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad o control y operaciones entre ellas.

c) Otorgar facultades legales expresas para compartir información en el marco del CEF, incluyendo a los integrantes de sus grupos de trabajo y a la Secretaría Técnica.

d) Otorgar el carácter de reservado a todos los acuerdos y deliberaciones del CEF, así como los análisis o estudios que se reciban o generen en éste, sus grupos de trabajo o la Secretaría Técnica.

Finalmente, cabe señalar que, tal como sucede desde su funcionamiento, se propone alcanzar los objetivos de esta entidad sin comprometer el principio fundamental de la autonomía institucional, elemento indispensable para dar estabilidad y certeza jurídica a sus participantes. De esta forma, las atribuciones que asigna este proyecto al CEF son sin perjuicio de las competencias otorgadas a sus participantes por sus respectivas leyes orgánicas, por lo que las opiniones o recomendaciones emanadas del Consejo no serán vinculantes.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La presente iniciativa no irrogará un mayor gasto fiscal.”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -

Vuestra Comisión tiene el honor de proponeros, en virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la aprobación del proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:
Artículo 2º
Inciso primero

- Sustituir en los numerales 1 y 2 la expresión “sectoriales” por “financieras”.

- Suprimir el párrafo segundo del numeral 2, pasando su actual párrafo tercero a ser párrafo segundo.

- Incorporar en el párrafo tercero, que pasa a ser segundo, del numeral 2, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras dará cumplimiento a las solicitudes de entrega de información a que se refiere este numeral de conformidad a lo establecido en el artículo 14 de la Ley General de Bancos.”.

- Intercalar en el numeral 2 el siguiente párrafo tercero, nuevo:

“Asimismo, el CEF podrá solicitar al Banco Central de Chile información necesaria para identificar o evaluar posibles riesgos para la estabilidad financiera, el que podrá proporcionarla en los términos previstos en su legislación institucional.”.

- Sustituir, en el párrafo cuarto del numeral 2, la expresión “artículo 11” por “artículo 12”.

- Eliminar, en el numeral 3, la frase “y proponer a las Superintendencias sectoriales orientaciones o directrices con tal objeto”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 1).

Artículo 3º
Inciso primero

- Sustituir la expresión “sectoriales” por “financieras”.

- Reemplazar la expresión “comprometer su participación” por “participar”.

- Intercalar entre la expresión “así como” y el artículo “la”, la palabra “gestionar”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 2).
Inciso segundo

Reemplazar la expresión “sus iniciativas legales o administrativas y de las situaciones”, por “los hechos, circunstancias o eventos”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 2).
Artículo 4º
Inciso segundo
- Reemplazar la frase “mismo artículo” por “artículo 1°”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 3).
- Suprimir la expresión “de funcionamiento”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 4).
°°°

Inciso final, nuevo
Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:

“El Consejo deberá sesionar, al menos, mensualmente. Con todo, deberá hacerlo siempre que así lo soliciten el Ministro de Hacienda o tres de sus cuatro miembros.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
°°°

Artículo 5º
Inciso primero
- Intercalar entre la expresión “trabajo,” y la conjunción “y”, la frase “manejo de la información”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 5).
Artículo 6º
Inciso primero
- Intercalar entre el artículo “los” y la palabra “análisis” la expresión “documentos,”.

- Incorporar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “Con todo, si el plazo de reserva contemplado en la normativa orgánica de las entidades que conforman el CEF fuera mayor, la precitada información se mantendrá en dicho carácter por este último plazo.”.  (Unanimidad 5x0. Indicación número 6).
Inciso segundo
- Suprimir las palabras “información o”. 

- Reemplazar las expresiones “, lo cual será determinado por el mismo Consejo con la opinión favorable del representante del Banco Central de Chile, tratándose de materias que digan relación con las funciones de éste.”, por la siguiente oración “. En caso de que esta información diga relación con las atribuciones de alguno de sus participantes, se deberá contar con la opinión favorable del representante de la institución respectiva para difundirla.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 6).
Inciso tercero
Sustituir la palabra “anualmente” por la frase “en el mes de marzo de cada año”, e intercalar entre la palabra “Diputados” y los términos “con el objeto”, la expresión “y a la Comisión de Hacienda del Senado”. (Unanimidad 5x0. Indicación del Honorable Senador señor Pizarro).

Artículo 7º
Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 7°.- Modifícase la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, del siguiente modo:

1) Reemplázase en el inciso primero del artículo 14 la conjunción “y”, a continuación de la expresión  “Ministro de Hacienda” por una coma (,).

2) Agrégase, en el inciso primero del artículo 14, a continuación de la expresión “Banco Central de Chile” la expresión “y al Consejo de Estabilidad Financiera.”.

3) Agrégase en su artículo 16 el siguiente inciso final, nuevo:

“A su vez, con el objeto de evaluar los riesgos de la situación financiera de las entidades sujetas a su fiscalización, la Superintendencia podrá requerirles a éstas, antecedentes sobre la situación financiera de todas aquellas personas o entidades que pertenezcan a su mismo grupo empresarial, que pudieren comprometer, en forma significativa, la situación financiera de la entidad fiscalizada, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad o control y operaciones entre ellas. Para efectos de lo dispuesto en este inciso, se define  grupo empresarial de acuerdo a los términos establecidos en el artículo 96 y siguientes de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores. La información y antecedentes recabados por la Superintendencia en conformidad a este inciso quedarán sujetos al régimen y a las obligaciones de reserva contemplados en esta ley.”.

4) Agrégase en su artículo 28, a continuación del primer párrafo de la letra a), los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:

“El requisito de solvencia deberá ser cumplido en forma permanente, por los accionistas controladores del banco en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, y consistirá en contar individualmente o en conjunto con un patrimonio neto consolidado igual, en la proporción que les corresponda, al capital básico del banco.

Si no se diere cumplimiento a la exigencia señalada en el párrafo anterior por un plazo superior a aquel que la Superintendencia determine para su regularización se presumirá, para los efectos del artículo 24 de la presente ley, la ocurrencia de hechos graves que hagan temer por la estabilidad económica del banco. Estas medidas serán recurribles de conformidad al artículo 22.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 7).

Artículo 8º
Eliminar, en el párrafo final, nuevo, que se incorpora por este artículo a la letra d) del artículo 4° del decreto ley N° 3.538, la palabra “fundadamente”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 8).
°°°

Artículo 9º, nuevo

Intercalar el siguiente artículo 9°, nuevo, modificando la numeración correlativa posterior:
“Artículo 9°.- Agréganse en el artículo 9° bis del decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, sobres compañías de seguros, sociedades anónimas y bolsas de comercio, los siguientes incisos, nuevos:

“Cuando el patrimonio neto consolidado de los controladores, individualmente o en conjunto, se reduzca a un monto inferior al patrimonio de riesgo definido en la letra f) del artículo 1° y no sea subsanado en el plazo que la Superintendencia determine para estos efectos, ésta podrá instruir a las compañías, por resolución fundada, para que se abstengan de realizar las transacciones y operaciones que específicamente determine, con sus personas relacionadas o a través de ellas, hasta por un plazo de seis meses, renovables por igual período. 

Asimismo, en este caso, la Superintendencia podrá suspender la administración o todas o algunas de las operaciones de la compañía, en los términos que señalan los números 3° y 4° del artículo 44, renovables por igual período, designando para tal efecto un administrador de acuerdo a la letra d) del artículo 3°.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 9).
°°°

Artículo 9º
Pasa a ser artículo 10, eliminando, en el párrafo final, nuevo, que se incorpora por este artículo en la letra h) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social la palabra “fundadamente”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 10).
Artículo 10
Pasa a ser artículo 11, sin enmiendas.

Artículo 11
Pasa a ser artículo 12, sustituyendo el artículo “La” por “Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación institucional de los órganos que participan del CEF, la”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 11).
Artículo 12
Pasa a ser artículo 13, sin enmiendas.

- - -
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo transitorio

Sustituirlo por el siguiente:
“Artículo Primero.- El Consejo celebrará su primera sesión dentro del mes calendario siguiente a la publicación de la presente ley, y en ella acordará el reglamento interno a que se refiere el artículo 5º de esta ley.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 12).
Artículo Segundo, nuevo
Incorporar el siguiente artículo segundo transitorio, nuevo:

“Artículo Segundo.- Los requisitos de solvencia que se incorporan al literal a) del artículo 28 de la Ley General de Bancos, mediante el numeral 4) del artículo 7° de esta ley, y al artículo 9 bis del decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, mediante el artículo 9° de esta ley; solo podrán ser exigidos transcurridos doce meses desde su entrada en vigencia.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 13).
- - -

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:
“TÍTULO I

DEL CONSEJO DE ESTABILIDAD FINANCIERA

Artículo 1°.- Créase el Consejo de Estabilidad Financiera, organismo consultivo dependiente del Ministerio de Hacienda, en adelante indistintamente “Consejo” o “CEF”, cuya función consistirá en facilitar la coordinación técnica y el intercambio de información entre sus participantes, en materias relativas a la prevención y al manejo de situaciones que puedan importar riesgo para el sistema financiero, con el objeto de contribuir de ese modo a cautelar la estabilidad financiera de la economía chilena. 
El Consejo estará integrado por el Ministro de Hacienda, quien lo presidirá, el Superintendente de Valores y Seguros, el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras y el Superintendente de Pensiones. 
El Consejo contará con la asesoría permanente del Banco Central en todas las materias que digan relación con sus funciones. Con tal objeto, su Presidente podrá participar en todas las sesiones del CEF con derecho a voz e imponerse de toda la información y materias que se analicen en el Consejo, en conformidad a lo previsto en el artículo 4º de la ley orgánica constitucional del Banco Central de Chile, contenida en el ARTÍCULO PRIMERO de la ley Nº 18.840. 
El Consejo funcionará en la Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda, la que le proveerá su Secretaría Técnica, la infraestructura y los recursos humanos y materiales necesarios para su adecuado funcionamiento.
Artículo 2º.- El Consejo de Estabilidad Financiera contará con las siguientes atribuciones:
1. Solicitar a la Secretaría Técnica, a las Superintendencias de Valores y Seguros, de Pensiones y de Bancos e Instituciones Financieras, en adelante conjuntamente las “Superintendencias financieras”, la realización de estudios que permitan monitorear la estabilidad del sistema financiero, así como contratar dichos estudios con terceros a través de la Secretaría Técnica. 

Asimismo, el Banco Central de Chile, en cumplimiento de su rol asesor, podrá efectuar análisis o estudios con dicha finalidad según lo establezca el Consejo del Banco.
2. Solicitar a las Superintendencias financieras cualquier información, incluso sujeta a reserva, que pueda ser necesaria para identificar o evaluar posibles riesgos para la estabilidad financiera y que esté disponible en dichos servicios o que éstos puedan solicitar de conformidad con las leyes aplicables. 

Las disposiciones legales, reglamentarias, contractuales o de cualquier otra índole sobre reserva no impedirán dar cumplimiento a las solicitudes del presente número. En consecuencia, la información proporcionada en conformidad con esta ley eximirá de toda responsabilidad legal a quienes la entreguen. La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras dará cumplimiento a las solicitudes de entrega de información a que se refiere este numeral de conformidad a lo establecido en el artículo 14 de la Ley General de Bancos.
Asimismo, el CEF podrá solicitar al Banco Central de Chile información necesaria para identificar o evaluar posibles riesgos para la estabilidad financiera, el que podrá proporcionarla en los términos previstos en su legislación institucional.
La información que se reciba en virtud de este número sólo podrá ser compartida con quienes participen en las sesiones del Consejo o de los grupos de trabajo que éste constituya, así como con quienes ejerzan funciones de Secretaría Técnica, en el contexto de las labores del Consejo. Cuando la información compartida sea sujeta a reserva, deberá mantenerse en este carácter por quienes la conozcan en el ámbito del Consejo. En el caso de infringir esta prohibición, se aplicará lo dispuesto en el artículo 12.
3. Recomendar a los servicios u organismos competentes políticas que contribuyan a la estabilidad financiera.

4. Efectuar las demás solicitudes de información y recomendaciones necesarias para el cumplimiento de su función, señalada en el artículo 1°.

Las atribuciones del Consejo son sin perjuicio de las competencias otorgadas a sus participantes por sus respectivas leyes orgánicas. Conforme a lo anterior, las opiniones o recomendaciones emanadas del Consejo no serán vinculantes.

En caso que las recomendaciones de política o regulación incidan en el ejercicio de las facultades del Banco Central de Chile o se relacionen con ellas, se procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 19 de su ley orgánica constitucional, por intermedio del Ministro de Hacienda.

Artículo 3°.- Con el objetivo de procurar el mejor desempeño de la labor del CEF, las Superintendencias financieras y el Ministerio de Hacienda deberán participar en el referido Consejo y en los grupos de trabajo que se constituyan por éste, así como gestionar la tramitación y despacho de las solicitudes de información o estudios que el CEF encomiende en el marco de sus competencias legales.

Asimismo, con este propósito, las respectivas Superintendencias deberán informar al Consejo acerca de los hechos, circunstancias o eventos de su sector que puedan tener implicancias sistémicas, sin que ello afecte su autonomía en el ejercicio de sus facultades.

Artículo 4°.- El Consejo sesionará con la asistencia de al menos tres de sus miembros, entre los que se deberá contar el Ministro de Hacienda o su representante, de conformidad con lo establecido en el inciso siguiente. 

En caso de ausencia o impedimento de alguno de los integrantes del CEF, o del Presidente del Banco Central, en la condición prevista en el inciso tercero del artículo 1°, asistirá a la sesión el subrogante legal o la persona que ellos indiquen especialmente al Consejo o a la Secretaría Técnica. Asimismo, los participantes del CEF podrán asistir acompañados por las personas y de la forma que indique su reglamento interno.
El Consejo deberá sesionar, al menos, mensualmente. Con todo, deberá hacerlo siempre que así lo soliciten el Ministro de Hacienda o tres de sus cuatro miembros.
Artículo 5º.- El Consejo determinará en un reglamento interno las normas sobre citación a las sesiones, deliberaciones, elaboración de informes, constitución de grupos de trabajo, manejo de la información y las demás normas que requiera para su funcionamiento interno.

La Secretaría Técnica efectuará las citaciones pertinentes a cada sesión del CEF, levantará y archivará las actas de las sesiones, coordinará el funcionamiento de los grupos de trabajo interinstitucionales que se conformen por el Consejo en las materias de su competencia, contratará estudios a solicitud del Consejo y realizará las demás tareas que le encargue el propio Consejo.

Artículo 6º.- Atendida la naturaleza y objeto de las funciones del CEF establecidas en la presente ley, y para los efectos de cautelar el debido cumplimiento de las mismas, considerando que la publicidad de las materias tratadas por éste pudiere afectar la estabilidad financiera, perjudicando así el interés nacional en materia económica, serán reservadas sus deliberaciones e informes, así como los documentos, análisis o estudios que se reciban o generen en el CEF, sus grupos de trabajo o la Secretaría Técnica en el cumplimiento de sus funciones, salvo que se divulguen de acuerdo al inciso siguiente. Los actos declarados reservados por este artículo, mantendrán ese carácter por el término señalado en el inciso segundo del artículo 22 de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública. Con todo, si el plazo de reserva contemplado en la normativa orgánica de las entidades que conforman el CEF fuera mayor, la precitada información se mantendrá en dicho carácter por este último plazo.
Lo dispuesto en el inciso anterior no obstará a que el Consejo pueda difundir los informes que emita y la documentación que genere en el ámbito de sus competencias, cuando resuelva que ello propende al cumplimiento de su objeto y funciones. En caso de que esta información diga relación con las atribuciones de alguno de sus participantes, se deberá contar con la opinión favorable del representante de la institución respectiva para difundirla.
Sin perjuicio de lo anterior, el presidente del CEF deberá concurrir en el mes de marzo de cada año a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Hacienda del Senado con el objeto de informar sobre aspectos generales de las actividades del CEF, en sesión secreta.

En todo caso, el Consejo no podrá difundir la información sujeta a reserva que reciba de conformidad con esta ley.

TÍTULO II

OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 7°.- Modifícase la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, del siguiente modo:

1) Reemplázase en el inciso primero del artículo 14 la conjunción “y”, a continuación de la expresión  “Ministro de Hacienda” por una coma (,).

2) Agrégase, en el inciso primero del artículo 14, a continuación de la expresión “Banco Central de Chile” la expresión “y al Consejo de Estabilidad Financiera.”.

3) Agrégase en su artículo 16 el siguiente inciso final, nuevo:

“A su vez, con el objeto de evaluar los riesgos de la situación financiera de las entidades sujetas a su fiscalización, la Superintendencia podrá requerirles a éstas, antecedentes sobre la situación financiera de todas aquellas personas o entidades que pertenezcan a su mismo grupo empresarial, que pudieren comprometer, en forma significativa, la situación financiera de la entidad fiscalizada, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad o control y operaciones entre ellas. Para efectos de lo dispuesto en este inciso, se define  grupo empresarial de acuerdo a los términos establecidos en el artículo 96 y siguientes de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores. La información y antecedentes recabados por la Superintendencia en conformidad a este inciso quedarán sujetos al régimen y a las obligaciones de reserva contemplados en esta ley.”.

4) Agrégase en su artículo 28, a continuación del primer párrafo de la letra a), los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:

“El requisito de solvencia deberá ser cumplido en forma permanente, por los accionistas controladores del banco en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, y consistirá en contar individualmente o en conjunto con un patrimonio neto consolidado igual, en la proporción que les corresponda, al capital básico del banco.

Si no se diere cumplimiento a la exigencia señalada en el párrafo anterior por un plazo superior a aquel que la Superintendencia determine para su regularización se presumirá, para los efectos del artículo 24 de la presente ley, la ocurrencia de hechos graves que hagan temer por la estabilidad económica del banco. Estas medidas serán recurribles de conformidad al artículo 22.”.
Artículo 8º.- Agrégase, en la letra d) del artículo 4° del decreto ley N° 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, el siguiente párrafo final, nuevo:

“A su vez, con el objeto de evaluar los riesgos a la situación financiera de las entidades sujetas a su fiscalización, la Superintendencia podrá requerirles a éstas antecedentes sobre la situación financiera de todas aquellas personas o entidades que pertenezcan a su mismo grupo empresarial, que pudieren comprometer, en forma significativa, la situación financiera de la entidad fiscalizada, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad o control y operaciones entre ellas. Para efectos de lo dispuesto en este inciso, se define grupo empresarial de acuerdo a los términos establecidos en el artículo 96 y siguientes de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores. La información y antecedentes recabados por la Superintendencia en conformidad con este inciso quedaran sujetos al régimen y a las obligaciones de reserva contemplados en esta ley.”.
Artículo 9°.- Agréganse en el artículo 9° bis del decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, sobres compañías de seguros, sociedades anónimas y bolsas de comercio, los siguientes incisos, nuevos:

“Cuando el patrimonio neto consolidado de los controladores, individualmente o en conjunto, se reduzca a un monto inferior al patrimonio de riesgo definido en la letra f) del artículo 1° y no sea subsanado en el plazo que la Superintendencia determine para estos efectos, ésta podrá instruir a las compañías, por resolución fundada, para que se abstengan de realizar las transacciones y operaciones que específicamente determine, con sus personas relacionadas o a través de ellas, hasta por un plazo de seis meses, renovables por igual período. 

Asimismo, en este caso, la Superintendencia podrá suspender la administración o todas o algunas de las operaciones de la compañía, en los términos que señalan los números 3° y 4° del artículo 44, renovables por igual período, designando para tal efecto un administrador de acuerdo a la letra d) del artículo 3°.”.
Artículo 10.- Agrégase, en la letra h) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, Estatuto Orgánico de la Superintendencia de Pensiones, el siguiente párrafo final, nuevo:

“A su vez, con el objeto de evaluar los riesgos a la situación financiera de las entidades sujetas a su fiscalización, la Superintendencia podrá requerirles a éstas antecedentes sobre la situación financiera de todas aquellas personas o entidades que pertenezcan a su mismo grupo empresarial, que pudieren comprometer, en forma significativa, la situación financiera de la entidad fiscalizada, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad o control y operaciones entre ellas. Para efectos de lo dispuesto en este inciso, se define grupo empresarial de acuerdo a los términos establecidos en el artículo 96 y siguientes de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores. La información y antecedentes recabados por la Superintendencia en conformidad con este inciso quedaran sujetos al régimen y a las obligaciones de reserva contemplados en la ley N° 20.255.”.

Artículo 11.- Agrégase, en el inciso tercero del artículo 66 de la ley orgánica constitucional del Banco Central de Chile, contenida en el ARTÍCULO PRIMERO de la ley N° 18.840, luego del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Por su parte, la citada reserva no se aplicará en caso que el Consejo de Estabilidad Financiera, con el solo objeto de prevenir situaciones que puedan importar riesgo sistémico para la estabilidad del sistema financiero, solicite al Banco contar con antecedentes específicos que requiera para el desempeño de sus competencias legales.”.

TÍTULO III

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 12.- Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación institucional de los órganos que participan del CEF, la infracción de las obligaciones de reserva impuestas en esta ley serán sancionadas con las penas previstas en los artículos 246 y 247 del Código Penal, cualquiera sea la calidad o estatuto que le sea aplicable al infractor. 
Artículo 13.- El costo anual que se origine por la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemplen en el presupuesto de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda, de la Superintendencia de Valores y Seguros, de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y de la Superintendencia de Pensiones y, en lo que no fuere posible, con cargo a aquellos que se consulten en la Partida Presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero.- El Consejo celebrará su primera sesión dentro del mes calendario siguiente a la publicación de la presente ley, y en ella acordará el reglamento interno a que se refiere el artículo 5º de esta ley.

Artículo Segundo.- Los requisitos de solvencia que se incorporan al literal a) del artículo 28 de la Ley General de Bancos, mediante el numeral 4) del artículo 7° de esta ley, y al artículo 9 bis del decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, mediante el artículo 9° de esta ley; solo podrán ser exigidos transcurridos doce meses desde su entrada en vigencia.”.
- - -

 Sala de la Comisión, a 9 de septiembre de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, CHAHUÁN, GUILLIER, HORVATH Y QUINTEROS, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.884 CON EL OBJETO DE REDUCIR EL TOPE MÁXIMO DE DEVOLUCIÓN DE LOS GASTOS EN QUE HUBIERE INCURRIDO EL CANDIDATO QUE POSTULE A LA REELECCIÓN

(9.565-06)
Parte importante del impulso a tramitar un proyecto de Ley que cambie el sistema electoral y nos permita superar el binominal, viene dado por la disconformidad de la ciudadanía en la forma de hacer la política. Sin embargo, es un error identificar la política, con el cansancio o el hartazgo que produce en la población los vicios propios de un sistema agotado y que resulta injusto y distante de la sociedad actual pues, la política va mucho más allá de sus actores transitorios siendo imprescindible e inseparable de la vida en comunidad.
Como actuales representantes del Congreso nos toca tratar de mejorar en los hechos, y para la visión externa, la forma de concretar el oficio político. Por temas de gobernabilidad y representatividad debemos crear nuevas formas, refrescar el sistema, ser más inclusivos, respetar la diversidad y estar más receptivos a las inquietudes y preocupaciones de nuestros electores. Algunos de estos tópicos son mencionados en el mensaje del proyecto binominal, boletín 9326, que está actualmente en discusión, existiendo propuestas para aumentar la inclusión, la representatividad y busca promover la diversidad social.
Sostenemos que estas ideas de fondo pueden ser reforzadas si se entregan incentivos para que las estructuras políticas se renueven a sí mismas y consideren los intereses propios de la ciudadanía que los elige, además, de los propios de cada ideología.
En concreto buscamos ampliar las opciones y facilitar la renovación de los representantes. Para ello proponemos que se distinga entre, candidatos que no han detentado el cargo al cual postulan, es decir, candidatos retadores o desafiantes; de aquellos candidatos que van a la reelección o incumbentes.
Es evidente y acorde a las reglas de la lógica pensar que el candidato que va a la reelección tiene la ventaja de ser ya conocido en su territorio, de haber contado con un tiempo razonable para demostrar sus capacidades en el cargo en cuestión, ha tenido oportunidad de dar cumplimiento a los programas planteados en su campaña anterior, etc.
Igualmente y relacionado a lo anterior, es posible afirmar que el gasto de campaña tiene un efecto significativo sobre el éxito electoral de los incumbentes [...] Más aún, los rendimientos electorales del gasto son mayores para los candidatos con más de un período en el cargo. El gasto de campaña parece no sólo sumarse a las "ventajas" de los incumbentes, sino multiplicar su efecto sobre el rendimiento electoral. En segundo lugar, se aprecia que los incumbentes que ganaron en 2001 por mayores márgenes dentro de su pacto tienden a mostrar —contrario a lo esperable— mayor gasto de campaña. Por un lado, este hecho va en línea con la idea de que los candidatos tienden a percibir que su gasto multiplica sus cualidades y no parece presentar rendimientos marginales decrecientes. Este comportamiento también se ve reforzado por la lógica del financiamiento público de campañas, que reembolsa dinero de acuerdo a la votación obtenida y hace que, como sugiere la teoría, la decisión de gasto esté influida por las expectativas de obtener un mayor subsidio.

En base a este resumen podemos concluir que los candidatos que van a reelección o incumbentes, no sólo tienen las ventajas enunciadas en párrafos anteriores sino que además, tienen mayor disponibilidad de fondos -pues es más fácil obtener financiamiento- y los postulantes a reelección son más proclives a realizar un mayor gasto que, además de la diferencia que marca un candidato con más o menos presupuesto, desde el punto de vista económico, es para el Estado un mayor gasto.
Luego, si el tema financiamiento lo cruzamos con la valoración que en este punto tiene la ciudadanía todos sabemos que existe un total rechazo a lo que es aumentar el gasto público en estas materias. Asimismo, respecto al ítem gasto, podemos mencionar un capítulo que paso bastante desapercibido en la discusión de la ley de inscripción automática, es decir, la enorme ampliación que sufre el padrón electoral que aumentó los electores en alrededor de 5 millones de personas. La repercusión en materia de gasto de este cambio es enorme, esto porque el criterio para establecer el límite de gasto es justamente, la cantidad de electores.
La ley 19884 en su artículo 4 establece los límites y así tenemos que como consecuencia directa del cambio introducido por la Ley 20568 y sin efectuar un cambio legislativo se aumentó el financiamiento público y, sin discusión. Si bien el proyecto de cambio al binominal se ocupa parcialmente de esto, para el caso de elección de Senadores sólo lo hace en aquellos distritos que superan los 400 mil electores, los más pequeños permanecen sin cambios.
Regresando al tema principal de esta iniciativa, aunando todo lo dicho y con el fin de que nuestro parlamento refleje la diversidad y pluralismo de nuestra sociedad; acreciente la percepción favorable del trabajo político; aumente la gobernabilidad; y procure mejorar y aumentar los rasgos de una democracia sana es que proponemos crear una herramienta que puede ser vista como una ventaja para los candidatos retadores o desafiantes, aunque es más bien una forma de emparejar la pista. La forma que asume esta ventaja, no implica un aumento de gasto público pues, consiste más bien en una rebaja al subsidio que favorece a los incumbentes. El efecto que queremos es que las estructuras partidarias den espacio a nuevos actores, que se habilite nuevos espacios, especialmente cuando el número de escaños y candidatos aumentará considerablemente y con ello el gasto electoral.
Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo único: Intercálase en el inciso segundo del artículo 15 de la ley 19984, entre el punto seguido que pasa a ser coma y la expresión “Esta devolución”, la siguiente frase:

“dicha suma se disminuirá a dos centésimos de la misma unidad, tratándose de candidatos que van a la reelección”.
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER Y SEÑORES COLOMA, LARRAÍN Y PÉREZ VARELA, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE CARABINEROS DE CHILE PARA ESTABLECER EL CONTROL DE IDENTIDAD PRECAUTORIO

(9.571-07)
I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO

La naturaleza del control de identidad, es plenamente concordante con la naturaleza de las funciones que cumple Carabineros de Chile, de acuerdo a su propia ley orgánica y el Código Procesal Penal: preventiva e investigativa.
Los artículos 85 y 86 del Código Procesal Penal, regulan la figura del Control de Identidad permitiendo que funcionarios policiales puedan, sin orden previa de los fiscales, "solicitar la identificación de cualquier persona en los casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta; de que se dispusiere a cometerlo; de que pudiere suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen, simple delito o falta; o en el caso de la persona que se encapuche o emboce para ocultar, dificultar o disimular su identidad", estableciendo luego el procedimiento para ello.
Por su parte, la Ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, en su artículo primero, establece que esta policía tiene como finalidad "garantizar y mantener el orden público y la seguridad pública interior en todo el territorio de la República y cumplir las demás funciones que le encomiendan la Constitución y la ley". Asimismo, en su artículo tercero, establece que "Es misión esencial de la Institución desarrollar actividades tendientes a fortalecer su rol de policía preventiva".
Pues bien, el conflicto que se ha originado dice relación con la utilización de la herramienta del control de identidad y la interpretación restrictiva que se ha hecho del precepto legal que la consagra, lo cual ha significado un obstáculo en el eficaz desarrollo de las tareas preventivas e investigativas de Carabineros de Chile.
Así, la indeterminación de los elementos contenidos en la frase "los casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios", requisito esencial para la procedencia del control de identidad, ha llevado a problemas de interpretación en sede judicial. En tal sentido, no es inusual que los juzgados de garantía que conocen de los controles de detención de individuos cuya identidad ha sido controlada, en virtud de lo establecido en el artículo 85 del Código Procesal Penal señalado previamente, y que, en el marco de dicho procedimiento, se ha determinado que se encuentran en una situación de flagrancia, determinen que la detención ha sido ilegal, toda vez que no han llegado a la convicción de que los indicios que dieron lugar al control de identidad serían, en base a un juicio ex post, suficientes para haber procedido al mismo.
En consecuencia, la disímil interpretación que se ha efectuado en relación a la naturaleza y alcance de los "indicios" que deben existir para que dicho control sea  procedente y legítimo, ha llevado a que Carabineros de Chile se encuentre, en muchos casos, imposibilitado de cumplir con su deber legal y constitucional, en relación con su carácter de policía preventiva.
Lo anterior, sumado a los recientes acontecimientos ocurridos en las cercanías del Metro de Santiago, que revisten los caracteres a que se refiere la Ley N° 18314 que determina conductas terroristas y fija su penalidad, hacen imprescindible la claridad en la aplicación de esta medida.
Por lo demás en el ámbito comparado, países como: Alemania, Perú, España o Estados Unidos tienen el sistema de Control de Identidad Precautorio, como el que se propone en este proyecto de ley.
II. OBJETIVOS DEL PROYECTO

La finalidad del proyecto es perfeccionar una herramienta especial que permita a Carabineros de Chile realizar controles de identidad precautorios, en cumplimiento de su rol de policía preventiva, ante la existencia de hechos o situaciones que puedan derivar en un peligro para la seguridad pública, en especial aquellos a que se refiere la Ley N° 18314 que determina conductas terroristas y fija su penalidad.
III. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY

El presente proyecto de ley introduce un nuevo artículo 3° bis a la Ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile contemplando que en el ejercicio de su rol de policía preventiva, Carabineros de Chile, a través de su personal en servicio, podrá solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en, o cerca de, lugares u objetos especialmente expuestos a peligro, tales como edificios públicos; establecimientos de salud; instalaciones de abastecimiento y generación de energía eléctrica, agua potable o gas; instalaciones de telecomunicaciones; centrales o instalaciones de abastecimiento de transporte público y depósitos o instalaciones de acopio o destrucción de sustancias peligrosas o prohibidas; todo ello, con el objeto de prevenir la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público, en especial aquellos a que se refiere la Ley N° 18314 que determina conductas terroristas y fija su penalidad.
En esta parte, el proyecto propone elementos objetivos que constituirán el presupuesto habilitante para proceder al control preventivo, en oposición a presupuestos subjetivos que dependan principalmente del criterio del funcionario policial respectivo.
Se señala que la identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, debiendo ésta acreditar su identidad por medio de documentos de identificación oficiales, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. Para estos efectos, la iniciativa es clara en señalar que el funcionario policial deberá otorgar todas las facilidades para encontrar o exhibir estos instrumentos.
El proyecto de ley dispone también que durante el control de identidad precautorio se aplicarán las normas establecidas en los incisos segundo y siguientes del artículo 85 del Código Procesal Penal, además de su artículo 86, vale decir, las normas relativas al procedimiento aplicable al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona cuya identidad se controla, y el cotejo de la existencia de las órdenes de detención que pudieren afectarle, también el eventual procedimiento de detención, la situación ante negativa o imposibilidad de la persona a identificarse y los derechos de las personas sujetas a control de identidad.
IV. PROYECTO DE LEY

"Artículo Único.- Incorpórase el siguiente artículo 3° bis en la Ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile:
"Artículo 3° bis- En el ejercicio de su rol de policía preventiva, Carabineros de Chile, a través de su personal en servicio, podrá solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en, o en las inmediaciones de, lugares u objetos especialmente expuestos a peligro, tales como edificios públicos; establecimientos de salud; instalaciones de abastecimiento y generación de energía eléctrica, agua potable o gas; instalaciones de telecomunicaciones; centrales o instalaciones de abastecimiento de transporte público y depósitos o instalaciones de acopio o destrucción de sustancias peligrosas o prohibidas; todo ello, con el objeto de prevenir la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público, en especial aquellos a que se refiere la Ley N° 18314 que determina conductas terroristas y fija su penalidad.
La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos. Serán aplicables, a este respecto, los incisos segundo y siguientes del artículo 85 del Código Procesal Penal, además de su artículo 86."

(Fdo.): Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Juan Antonio Coloma, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS ALLENDE Y GOIC Y SEÑORES HARBOE, LARRAÍN Y MONTES CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE EQUIPARA EL TRATAMIENTO QUE EL ESTADO Y SUS AGENTES LES DEBEN A LAS DISTINTAS IGLESIAS EXISTENTES EN CHILE Y RESGUARDA LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA
(9.563-07)

Considerando:
1) Nuestra Carta Fundamental prohíbe todo tipo de actos que importen algún tipo de discriminación arbitraria, ello según se consigna en el inciso segundo del N° 2° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, norma que alcanza a la regulación y trato que deben recibir las distintas iglesias.
2) En ese sentido y en razón del Principio de Primacía Constitucional, se hace necesario efectuar las medidas legislativas que impliquen la igualdad jurídica y de dignidad en todos los ámbitos de las distintas iglesias existentes en el País.
3) En el ámbito internacional y entendiendo que estos Derechos han ingresado a nuestro ordenamiento jurídico, en virtud del inciso segundo del art. 5° de la Constitución Política de la República, el Pacto de San José de Costa Rica, establece en su Artículo 2°, el "Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho interno Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades".

Así las cosas el Artículo 12°, referido a la Libertad de Conciencia y de Religión, establece a su respecto que:

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. Este derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado.
2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias.
3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos o libertades de los demás.
4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
4) En ese contexto, y en relación con lo señalado anteriormente, los Artículos 15° Derecho de Reunión y 16° De Libertad de Asociación, de la Convención en comento, previenen que: art. 15°, "Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley, que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos o libertades de los demás".

Art. 16°, señala a su vez, que:
1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole.
2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás.

3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones legales, y aun la privación del ejercicio del derecho de asociación, a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía.
5) Asimismo, la Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada y proclamada por Resolución la Asamblea de Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948, establece en su art. 18° que: "toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en lo público como en lo privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia".

6) En el ámbito Jurisprudencial, podemos señalar que "... En los considerandos 79° y 80° de aquella Sentencia, léase lo siguiente: Según el artículo 12° de la Convención, el derecho a la libertad de conciencia y de religión permite que las personas conserven, cambien profesen y divulguen su religión o creencias. Este derecho es uno de los cimientos de la sociedad democrática. En su dimensión religiosa, constituye un elemento trascendental en la protección de las convicciones de los creyentes y en su forma de vida" (Cea España, José Luis, (2012) "Derecho Constitucional Chileno", Ediciones UC, Tomo II, página 237).

Por consiguiente, en razón de lo anteriormente expuesto, vengo en presentar y proponer a ustedes el siguiente,

PROYECTO DE LEY

"Artículo Único: Agréguese un nuevo inciso cuarto al número 6° del art. 19° de la Constitución Política de la República, en los siguientes términos:
"El Estado de Chile reconoce la plena igualdad de cultos y creencias, por lo tanto, ni funcionario ni autoridad alguna, podrá efectuar discriminaciones arbitrarias que impidan o atenten contra la igualdad de trato que deben recibir las distintas iglesias en cualquier orden de materias, ni se podrá impedir o limitar, bajo ningún pretexto, la libre expresión de sus ideas o símbolos religiosos, ni atentar contra la objeción de conciencia obligándolas a actuar en contra de sus propias creencias o ideas religiosas"."

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.

8

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA, BIANCHI, GARCÍA Y WALKER, DON PATRICIO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 32 NÚMERO 8° DE LA CARTA FUNDAMENTAL EN MATERIA DE NOMBRAMIENTO DE EMBAJADORES, MINISTROS DIPLOMÁTICOS Y REPRESENTANTES ANTE ORGANISMO INTERNACIONALES

(9.564-07)
1.- En nuestro sistema político la conducción de las relaciones exteriores es una materia que le atañe de manera exclusiva al Presidente de la República. Sin perjuicio de lo anterior, la política exterior es también una política de Estado, lo que se ha consagrado recientemente en el tratamiento que han tenido los libelos ante la Corte Internacional de La Haya, en los cuales los últimos dos presidentes han reconocido la opinión de los distintos Poderes del Estado.
Es por ello que resulta necesario reponer la existencia de una disposición en la Carta Fundamental de 1925, referida al nombramiento de los embajadores y ministros diplomáticos, dando cuenta de la importancia de la intervención del Senado en estas materias.
2.- La norma referida fue parte de la discusión en la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución Política de la República de Chile (Comisión Ortúzar) ya que consideró también la aprobación del Senado para la designación de embajadores y ministros diplomáticos ante países y organismos internacionales.
Las actas del Consejo de Estado dan cuenta de la incorporación del texto actual como parte de un informe emitido por un funcionario del Ministerio de Relaciones Exteriores, las que sin perjuicio de su mantención por parte de la Junta de Gobierno, desconocen la importancia de la intervención formal del Poder Legislativo a través de la aprobación de dichos nombramientos.
3- En el contexto político reciente y particularmente durante la Presidencia de Sebastián Piñera, el 80% de los cargos de embajador fueron ocupados por funcionarios de carrera, lo que da cuenta de la creciente importancia que los representantes de Chile en el exterior sean preferentemente empleados públicos formados al efecto. La existencia de cargos de embajador ocupados por personas que no se han formado en el contexto del Servicio Exterior, implica de algún modo la primacía de los intereses partidistas por sobre la relevancia que debiera tener la formación diplomática, según se detalla a continuación.
En este mismo sentido, el mayor eco que han tenido las demandas de la Asociación de Funcionarios Diplomáticos de Carrera del Ministerio de Relaciones Exteriores (ADICA) entraña no sólo la relevancia de dar respuesta a exigencias gremiales legítimas, sino que también resulta un aporte a la discusión del profesionalismo de que debe tener la política exterior chilena.
4.- El creciente rol que ha tenido el país en instancias internacionales, fundamentalmente desde el retorno a la democracia, exige también que el Estado esté a la altura de dichas circunstancias y tenga en consideración que los distintos tipos de jefes de misión representan no solo al Gobierno de turno, sino que al Estado de Chile en su conjunto.
Si bien se reconoce el mérito que puede tener la decisión presidencial de conducir las relaciones exteriores a través de los agentes que dicha autoridad estime conveniente, no es menos cierto que el manejo de la política exterior representa también los intereses de la Nación entera. El prestigio y desempeño de esta labor no puede estar sujeta a su asimilación como moneda de pago político, como ha ocurrido en innumerables ocasiones.
En el mismo contexto, la existencia de una normativa e institucionalidad formadora justifica su uso en desmedro de la investidura de embajadores y representantes ante organismos internacionales recaída en personas que carecen de una formación profesional en la Diplomacia.
5.- La normativa del Ministerio de Relaciones Exteriores se grafica en la existencia del D.F.L. N° 33 de 1979, Estatuto del Personal del Ministerio de Relaciones Exteriores.
En dicho cuerpo legal se reconocen márgenes importantes para el Presidente de la República respecto de la designación de cónsules honorarios, agregados civiles, comerciales, culturales, laborales, de prensa y científicos, los que son consistentes con el rol organizativo que tiene el Presidente de la política exterior en su conjunto. Asimismo, se regula la existencia de cargos de planta del Servicio Exterior, en la calidad de embajadores, ministros consejeros, consejeros o cónsules generales, así como primeros, segundo y terceros secretarios y con presupuesto en moneda nacional o extranjera, dependiendo del respectivo lugar de desempeño.
La carrera funcionaria en el Servicio Exterior se justifica aún más por el carácter formativo que tiene su ingreso, el que se produce únicamente a través de la Academia Diplomática "Andrés Bello", la que según la norma precedentemente citada cumple la función de organizar, recibir y calificar los exámenes que deben rendir las personas que postulen al Servicio Exterior de la República.
De la misma manera en que el Poder Judicial existe una Academia Judicial, en el Servicio Exterior se confirma la existencia de una institución que imparte los estudios necesarios para preparar profesionalmente a los funcionarios del Servicio Exterior.
Lo que debiera aplicarse de manera análoga para el caso en estudio, en el nombramiento de los cargos más altos del Poder Judicial el Senado concurre a él con su aprobación por dos tercios de sus miembros.
Por otro lado, el D.S. N° 463, MINREL, de 2001, Reglamento Orgánico de la Academia Diplomática de Chile, establece una completa y detallada estructura organizacional que da cuenta del desarrollo de labores docentes y otras funciones tales como la edición de publicaciones académicas, la realización de seminarios y conferencias y de todas aquellas tareas que le corresponden como centro de formación académica del Estado.
Anualmente, cerca de 20 profesionales son elegidos en el marco de un concurso de admisión que realiza la Academia Diplomática y a través del cual ingresan al curso de formación y a la planta del Ministerio. A través de sucesivos exámenes de idoneidad profesional, entrevistas personales y exámenes de conocimientos específicos y de idiomas, los postulantes elegidos realizan un curso de 18 meses que concluye con su ingreso formal en alguna repartición del Ministerio de Relaciones Exteriores. Con posterioridad y luego del desempeño de funciones en el Ministerio, los diplomáticos ya se encuentran en condiciones de representar al país en alguna misión chilena en el exterior.
La especificidad de la labor y el rol que desempeña la dotación del Ministerio de Relaciones Exteriores justifican que para el año 2014, por ejemplo, la respectiva Ley de Presupuestos consulte más de 16 mil millones de pesos para financiar a todo su personal.
La política exterior de un país serio merece que sus representantes hayan sido formados en derecho internacional, ceremonial y protocolo, economía, idiomas y relaciones internacionales, entre muchas otras materias. Lo anterior denota también el reconocimiento que debe tener dicha formación en el nombramiento de los más altos cargos del Servicio Exterior, como una conclusión lógica de sus carreras funcionarias.
6.- La incorporación del Senado en la aprobación de los cargos de embajadores, ministros diplomáticos y representantes en organismos internacionales también resulta necesaria para darle el carácter de decisión de Estado que le corresponde.
Junto con reponer una norma que databa de la Constitución de 1925, el acuerdo del Senado promueve designaciones más fundadas y con la entidad que representa el desempeño de uno de los más altos cargos del Estado. Resulta también necesario privar a estas designaciones de fundamentos políticos que pongan en peligro la correcta representación de la República de Chile en las respectivas misiones en el extranjero.
En el mismo sentido, la concurrencia de todas las fuerzas políticas representadas en la Cámara Alta garantiza la imparcialidad que tienen autoridades nacionales como los Ministros de la Corte Suprema o el Fiscal Nacional, que tienen mecanismos similares al que se propone.
7.- Al no existir normas que restrinjan actualmente el nombramiento de embajadores ajenos a la carrera funcionaria diplomática, queda al arbitrio de la respectiva autoridad presidencial la designación de un mayor o menor número de funcionarios que tengan dicha característica, como se ha indicado precedentemente.
De este modo, estableciendo un debido equilibrio entre los poderes del Estado, se busca profesionalizar y reconocer la imparcialidad y mérito de los más altos agentes chilenos en el exterior.
Por otro lado, el crecimiento de las relaciones diplomáticas chilenas, tanto respecto de países, como de organismos internacionales, elevan la importancia de la diplomacia chilena. Sabido es el caso de las sucesivas designaciones de Chile en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, instancia que es reconocida por su relevancia en las relaciones internacionales. Tomando dicha circunstancia como ejemplo, no le resulta indiferente al Poder Legislativo el rol que Chile cumpla en dicho consejo y no puede permanecer ajeno por lo menos a la decisión de la designación del jefe de misión.
Por tanto y en mérito de lo señalado precedentemente, vengo en presentar el siguiente
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único: intercálese en el número 8 del artículo 32 de la Constitución Política de la República, la siguiente frase, a continuación del punto seguido, que pasa a ser una coma (,) “con el voto conforme de los dos tercios de los senadores en ejercicio”.

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES GIRARDI, GUILLIER, LETELIER Y TUMA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE ASEGURA A TODA ORGANIZACIÓN RELIGIOSA QUE SU CONSTITUCIÓN Y REGULACIÓN QUEDARÁ SUJETA A LA LEY Nº 19.683, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE LA CONSTITUCIÓN JURÍDICA DE LAS IGLESIAS Y ORGANIZACIONES RELIGIOSAS
(9.568-07)

Considerando:

1) Lo establecido en el inciso segundo del N° 2 del art. 19° de la Constitución Política de la República, en orden a impedir discriminaciones arbitrarias, en la especie, que aquello no ocurra entre Iglesias o entidades religiosas.
2) Que el Pacto de San José de Costa Rica, en su artículo 12°, referido a la Libertad de Conciencia y de Religión, establece en su Numeral Segundo que: "Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias".

3) A su vez, el artículo 16°, del mismo Pacto, en su Numeral Primero, señala que: "Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole".

4) Que en la administración pasada, se obligó mediante un Decreto del Ministerio de Justicia, a algunas Iglesias a ser reguladas por la Ley 20.500, y no por la Ley 19.638 (Ley de Cultos). Situación que importó no solo un menoscabo, sino que también una abierta discriminación en contra un grupo de Iglesias y creencias, afectando su Derecho Constitucional consagrado en el N° 6° del art. 19° de la Constitución.
5) Lo establecido en el inciso segundo del art. 547 del Código Civil, el que reza: "Tampoco se extienden las disposiciones de este título a las corporaciones o fundaciones de derecho público, como la nación, el fisco, las municipalidades, las iglesias, las comunidades religiosas, y los establecimientos que se costean con fondos del erario: estas corporaciones y fundaciones se rigen por leyes y reglamentos especiales".

Por consiguiente, en virtud de lo anteriormente expuesto, vengo en presentar y proponer a ustedes el siguiente,

PROYECTO DE LEY

"Artículo Único: Modifíquese el inciso primero del art. 8° de la Ley 19.638; y Agréguese un nuevo inciso final al art. 10° de la Ley 19.638; y agréguese un nuevo inciso segundo al art. 5° de la Ley 20.500; en los siguientes términos:
a) Modifíquese el inciso primero del art. 8° de la Ley 19.638: Agréguese la frase: "de derecho público", entre de las palabras: "personas jurídicas", y entre: "de conformidad con la legislación vigente."
b) Inciso final al art. 10° de la Ley 19.638: "En ningún caso, las entidades religiosas pueden ser obligadas, en razón de su constitución, administración o registro, a observar otras normas que desvirtúen u obstaculicen su proceso de constitución o formación en los términos establecidos en la presente ley".
c) Inciso segundo al art. 5° de la Ley 20.500: "No obstante lo anterior, en el caso de iglesias o entidades religiosas, estás deberán observar lo previsto y establecido en la Ley 19.638".

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Guido Girardi Lavín, Sendor.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN, CON LA CUAL INICIA UN PROYECTO QUE ESTABLECE EN LA LEY N° 18.168 LA OBLIGACIÓN DE PUBLICAR UN AVISO LEGAL EN TODO SITIO WEB CON REGISTRO DE DOMINIO EN CHILE

(9.558-15)
Fundamentos.

Actualmente, debido al avance de las nuevas tecnologías, Internet se ha convertido en un elemento de comunicación, de intercambio de todo tipo de información, de marketing y una poderosa herramienta de comercio electrónico, tanto para las empresas como para particulares, sin limitaciones geográficas y llegando a una multitud de visitantes.
Sin embargo también trae aparejado incertidumbres jurídicas, entre otras materias, protección de los derechos del consumidor, protección de datos personales, que es necesario aclarar con el establecimiento de un marco jurídico adecuado, ya que los usuarios de los sitios webs en general, deben saber, entre otras cosas, con quién están tratando y la dirección postal del responsable para el caso de que se tenga que notificar legalmente. No es secreto que una de las deficiencias de nuestra legislación vigente radica en que parte de nuestra regulación ha sido superada por el avance de las tecnologías de la información.
Objetivo del Proyecto de Ley.
Es objeto del presente proyecto de Ley la regulación del Aviso Legal que deberá ser obligatorio, para todas las empresas privadas, asociaciones, entidades legales, personas naturales que han tomado la decisión de tener presencia en Internet a través de la creación por ejemplo de un sitio web, de una tienda virtual, de un blog, de una red social, o de un servicio de alojamiento de imágenes, audio y video, foros de discusión, etcétera.
Los consumidores tendrán con ello una herramienta de protección y de control, de esta forma se podrá ofrecer en el mundo digital la misma imagen, seguridad, garantía y confianza que tienen y ofrecen de manera física. En definitiva con el presente proyecto quiero promover una mayor transparencia en Internet del sector privado en Chile y ofrecer al consumidor final más protección en sus derechos, por tanto implica un directo beneficio para los usuarios.
Estado de la Legislación en nuestro país.

En agosto de 2008 fue publicada la Ley N° 20.285 "Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado". Esta ley obliga a los órganos de la administración del Estado a mantener en sus páginas webs una serie de los contenidos mínimos obligatorios que debe tener la información puesta a disposición del público y las responsabilidades correspondientes. Lo cual es obligatorio solamente en el sector público, mientras que en el sector privado no existe a la fecha una ley que obligue a publicar dicha información en sus sitios webs, blogs, redes sociales, páginas webs corporativas, etc lo que ha traído consecuencialmente infracciones en Internet que han quedado impunes por falta de conocimiento del responsable del sitio web. Al implementar el actual proyecto de ley estaremos enviando una manifestación concreta y seria de que nuestro país se encuentra observando las legislaciones más modernas a nivel internacional.
Contenido mínimo de un aviso legal.

El Aviso Legal deberá contener información general actualizada, de manera permanente, sencilla, directa y gratuita del responsable del sitio web y/o tienda virtual, tales como: nombre completo, dirección, datos de contacto, condiciones para la compra, características del producto o de los servicios, precio e impuestos, transporte y entrega de los productos, si existe un contrato debe darse a conocer previamente a la compra, informar al usuario o cliente del destino de los datos personales que han sido guardados, etc.
El Aviso Legal no debe aparecer en una ventana emergente, ya que esta función es suprimida por muchos usuarios. Esto tendría la consecuencia de que la información no sería visible y por lo tanto son considerados como inexistentes.
Es por esto que, sobre la base de estos antecedentes, venimos en someter a vuestra consideración el siguiente
Proyecto de Ley:

Agréganse los siguientes artículos 7a y 7b en la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:
Artículo 7a. Información general.

Sin perjuicio de los requisitos que en materia de información se establecen en la normativa vigente, cada sitio web sea corporativo o personal y que esté inscrito con un dominio chileno estará obligado a publicar de forma permanente, en idioma castellano, fácil, directa y gratuita, bajo la rúbrica Aviso Legal, la siguiente información:
1°.- Nombre completo y domicilio, en el caso de tratarse de personas jurídicas, nombre y domicilio comercial en la que se encuentre constituida, su forma societaria y los representantes legales autorizados; dirección de correo electrónico y cualquier otro dato que permita establecer con él una comunicación directa y efectiva.
2.- Tratándose de una persona jurídica, los datos de inscripción del Registro de Comercio en el que se encuentre inscrita.
3- Cuando lo que se ofrezca sea un producto o un servicio, y haga referencia a precios, se facilitará información clara y exacta sobre el precio, forma de pago, impuestos, gastos aplicables del producto o servicio, la fecha de inicio de la prestación y los datos completos del vendedor o prestador (nombre, razón social y domicilio) y los derechos que tiene el consumidor para retractarse de una compra o la contratación de un servicio.
4.- Si el titular del sitio web ejerce una profesión regulada deberá indicar:
A) Los datos del Colegio profesional al que, pertenezca y su correspondiente número de colegiado.
B) El título académico o profesional con el que cuenta.
La información anterior deberá estar disponible de manera claramente visible e identificable a través de un enlace que deberá aparecer en todas las páginas que conforman el dominio del sitio web.
Artículo 7b
El reglamento contemplará sanciones a las personas naturales o naturales que no respeten en cualquiera de sus partes la presente ley. Las sanciones consistirán en multas en dinero.
Artículo transitorio.- El reglamento a que hace referencia el artículo 7b se publicará dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley.
(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA, ORPIS Y OSSANDÓN, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 2° DE LA LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS CON EL OBJETO DE DEFINIR LOS HECHOS CONSTITUTIVOS DE VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS

(9.572-17)

1. El Instituto Nacional de Derechos Humanos

El Instituto Nacional de Derechos Humanos, creado mediante la Ley número 20.405, tiene por finalidad la promoción y protección de los derechos humanos de todas las personas que habitan en Chile, ya sea que estos derechos se encuentren establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile; o que estos emanen de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional. Así lo señala expresamente el cuerpo legal indicado en su artículo 2°. 

De conformidad al Mensaje del proyecto de ley mediante el cual fue creado, la regulación que lo instituye toma como referencia "Los Principios de Paris". Este es el nombre que reciben los principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales de derechos humanos que han sido aprobados por la resolución número 48/134 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, adoptada en la sesión de 4 de marzo de 1994 en el 48° período de sesiones. Mediante dicha resolución, la Asamblea General hizo suyas las recomendaciones que fueron resultado de un encuentro de instituciones naciones de derechos humanos celebrado en la ciudad de Paris bajo el auspicio de las mismas Naciones Unidas en el año 1991.

De conformidad a estos principios, la institución nacional de derechos humanos que se cree será competente en el ámbito de la promoción y protección de los derechos humanos y tendrá para estos objetivos el mandato más amplio posible, facultad que debe ser enunciada de manera clara en el texto constitucional o legislativo que la establezca, según se afirma en los dos primeros postulados.  

Entre sus atribuciones más características, según el mismo texto, están: señalar a la atención del Gobierno las situaciones de violación de derechos en el país, proponer medidas para poner término a la situación y, eventualmente, opinar sobre la reacción y posición del Gobierno. Estas facultades se reiteran y reconocen en el texto de la Ley 20.405, que las incluye en su artículo 3°.

 Entre otras, llaman la atención las siguientes funciones del Instituto: 1) elaborar un Informe Anual, que deberá presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional y al Presidente de la Corte Suprema sobre sus actividades, sobre la situación nacional en materia de derechos humanos y hacer las recomendaciones que estime convenientes para su debido resguardo y respeto; 2) comunicar al Gobierno y a los distintos órganos del Estado que estime convenientes, su opinión respecto de las situaciones relativas a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del país; 3) proponer a los órganos del Estado las medidas que estime que deben adoptarse para favorecer la protección y la promoción de los derechos humanos; 4) difundir el conocimiento de los derechos humanos, favorecer su enseñanza en todos los niveles del sistema educacional, incluyendo la formación impartida al interior de las Fuerzas Armadas, de Orden y de Seguridad Pública, y promover la realización de investigaciones, estudios y publicaciones, otorgar premios, patrocinar actos y eventos relativos a estas materias, y realizar todo aquello que propenda a consolidar una cultura de respeto a los derechos humanos en el país, pudiendo al efecto celebrar convenios con organismos públicos o privados tanto nacionales como extranjeros.
La creación de este Instituto fue parte de las propuestas incluidas en las conclusiones del Informe de la Comisión de Verdad y Reconciliación, conocido como Informe Rettig (por el nombre de su presidente, el abogado Raúl Rettig), y debe entenderse que el funcionamiento de dicha institución ha de obedecer a la postura doctrinal que animó a aquella Comisión.

2. Fundamento de la iniciativa

Del examen del trabajo realizado por el Instituto hasta la fecha y fruto de la comparación entre sus publicaciones y la postura pública de su dirección frente a las violaciones a los derechos humanos presentes en Chile, puede apreciarse una evidente discordancia entre el enfoque dado a su labor y la dedicación de sus recursos y la función que le encomienda la ley, que es, recordemos, la "promoción y protección de  los derechos humanos de todas las personas que habitan Chile, ya sea que se encuentren establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional".

Se puede afirmar lo anterior debido a que el Instituto aparece sosteniendo la tesis de que solo el Estado y sus agentes pueden violar los derechos humanos, por lo que han concentrado su trabajo de denuncia e investigación y los recursos que estos implican, solo en examinar y llamar la atención a las conductas de los agentes del Estado que consideren atentatorias contra la dignidad humana. 

Dicho trabajo se ha desplegado a través de publicaciones y conferencias públicas en que se ha acusado especialmente a Carabineros de Chile de actuar de manera violenta contra estudiantes, manifestantes e integrantes de grupos cercanos a la causa de reivindicación de tierras asociada a comunidades mapuches. Alternativamente, su otro foco de dedicación han sido las violaciones a los derechos humanos cometidas por los agentes del Estado durante el período comprendido entre septiembre de 1973 y marzo de 1990, sin considerar aquellas llevadas a cabo por particulares.

Pero, hasta la fecha, no se ha podido apreciar que el Instituto haya utilizado sus atribuciones para condenar, llamar la atención del Gobierno, informar o sugerir cursos de acción frente a casos de violaciones a los derechos humanos cometidos por particulares, como son los actos perpetrados en los últimos años por grupos violentistas o extremistas. Estos últimos, han consistido en la colocación de artefactos explosivos en la vía pública o en Instituciones de Orden y Seguridad; en atentados, tomas, e incendios reiterados sufridos por  grupos familiares (como los Urban); el desalojo y quema de viviendas (como aconteció con los Seco Fourcade); la quema de vehículos y ataques a personas que circulan por las carreteras; el intento de homicidio mediante una emboscada en contra de un fiscal y su comitiva de agentes del orden; o con el brutal asesinato del matrimonio Luchsinger Mackay en su domicilio a través del incendio de su casa. A estos hechos se suman los fallidos intentos de grupos antisistémicos de quemar vivos o linchar a Carabineros en servicio, ya sea durante el curso de marchas o atacando sus cuarteles, así como periodistas.        

El silencio del Instituto ante estos acontecimientos, o su negativa a calificarlos como violaciones a los derechos humanos, cercena las amplias atribuciones de defensa y promoción de los derechos humanos que este posee y resulta incomprensible a la luz de las normas constitucionales y legales vigentes en el país, al contenido de los instrumentos internacionales de derechos humanos, a los principios del derecho internacional y a la doctrina que se ha ido asentando en el sistema internacional de los derechos humanos en relación a quienes deben respetar los derechos humanos y a aquellos que pueden infringirlos.        

Para comprender esta dicotomía, es menester considerar qué son los derechos humanos, cuáles son las funciones del Estado sobre ellos, quién es el sujeto pasivo de los mismos, cuál ha sido la evolución de ellos, a quién le son exigibles de acuerdo con la doctrina, y cuál es la postura que ha asumido nuestra legislación, el derecho internacional y los organismo internacionales sobre estas materias.

A su vez, no puede dejarse de mencionar que la omisión del Instituto sobre los hechos que configuran una conducta terrorista resulta ajena a los valores constitucionales del país, pues, de  conformidad a nuestra Constitución, estos son por esencia contrarios a los derechos humanos.    

3. Derechos Humanos 

Por derechos humanos, se entienden aquellas facultades e instituciones que en cada momento histórico concretan las exigencias de la dignidad, libertad e igualdad de las personas por el solo hecho de ser tales, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición, y que deben y han sido reconocidas por el orden jurídico internacional. Se entiende que son universales, indivisibles, integrales, inalienables, irrenunciables e imprescriptibles y que su contenido es dinámico. 

Así, mientras la noción de derechos fundamentales se reserva para los derechos esenciales de la persona que se encuentran reconocidos y positivados a nivel de Derecho interno de un Estado, el concepto de derechos humanos queda circunscrito a aquellos que han recibido dicho tratamiento por parte de la comunidad internacional, como una forma de Derecho supranacional.

La relación de los derechos fundamentales con los derechos humanos y la interdependencia interpretativa, de desarrollo y expansión de su contenido ente unos y otros, atendido el objeto de su preocupación, que radica en la defensa de la dignidad y libertad de las personas, son ampliamente conocidas.

Sujeto activo y pasivo de las violaciones a los derechos humanos

No hay ninguna duda de que el sujeto activo o titular de los derechos humanos es cualquier ser humano, sin distinción alguna.

La cuestión relevante y que ha sido objeto de discusión en la doctrina es quién puede violar los derechos humanos o a quién le son exigibles en su respeto y cumplimiento. A grandes rasgos han existido tres respuestas a esta interrogante. 

Una primera postura, señala que solo el Estado y sus agentes pueden transgredir estos derechos, debido a que: a) los tratados de derechos humanos obligan solamente a los Estados y no a los particulares; b) el orden interno de los Estados tiene normas de protección para sus habitantes frente a la acción de otros particulares en contra de estos, y la comunidad internacional debería tener un sistema que protegiera a los individuos frente al poder de sus gobernantes, pues de otro modo no habría posibilidad de ampararse frente a los abusos de las autoridades; c) los derechos humanos, al ser una construcción supranacional construida sobre la base de los derechos fundamentales, debía reconocer la idea matriz original que sustentaba a estos últimos: ser una limitación al poder estatal exigible a este como defensa a la autonomía y libertad individual.   

En esta teoría parecen confundirse como un todo indivisible la posibilidad fáctica de la violación de un derecho con la responsabilidad internacional de un Estado. Esto es, ante el mismo hecho causal, que cumple con los parámetros exigidos por un tipo objetivo de violación a un derecho esencial de las personas (por ejemplo, infringir torturas o tratos crueles a un individuo), si es cometido por un agente del Estado constituye una violación a los derechos humanos, sujeta a responsabilidad internacional si el Gobierno de la Nación en que se ha cometido la infracción no toma los resguardos y actuaciones necesarias para castigar el mal causado y evitar nuevos hechos de este tipo, pero, si la comete un particular, es simplemente un acto delictivo.   

La segunda, recoge los planteamientos anteriores, pero reconoce, además, que el Estado y sus agentes pueden violar los derechos humanos también por omisión, al no evitar que particulares abusen de otras personas, o por no dar el amparo o protección debido a quien recurre a este para defender sus derechos vulnerados.  

Finalmente, la tercera postura, con diversos matices, sostiene que los derechos humanos pueden resultar exigibles no solo al Estado y sus agentes, sino también a los particulares, ya sea de manera refleja o directa, de manera que estos últimos también podrían violarlos. 

En esta postura no se coloca en duda la responsabilidad principal que tiene el Estado como garante del bien común de respetar, promover y proteger los Derechos Humanos, ni tampoco se coloca en entredicho la responsabilidad internacional del Estado. Lo que se sostiene es un cambio de paradigma, que indica que los derechos esenciales de la persona no solo emancipan o dotan al individuo de un área de protección y autonomía frente al Estado, sino que son principios y valores objetivos que vinculan al Estado, los particulares y la sociedad en su conjunto, como fundamento de la unidad política y de la legitimación del pacto social que se constituye mediante la Constitución adoptada por una comunidad política. Esto es, estos derechos encierran facultades para las personas y también deberes recíprocos que no se agotan en la responsabilidad que tenga sobre ellos el Estado.  

Esta última visión tiene su manifestación más conocida en las ideas de la teoría del efecto horizontal de los derechos humanos, que ha obtenido un creciente y continuo reconocimiento a lo largo de los últimos 60 años en la comunidad internacional y que en Chile se encuentra asentada en la legislación y la jurisprudencia constitucional, como veremos.  

Evolución del respeto a los derechos de la persona humana y cambio de concepción de la Constitución  

El avance de la concientización supranacional sobre los derechos de las personas por su inherente dignidad humana ha venido a provocar una importante proliferación de instrumentos internacionales de derechos humanos y, al mismo tiempo, ha influido radicalmente en la concepción de los fines propios que deben reconocerse a los textos fundamentales nacionales.   

Las Constituciones, creadas originalmente para organizar y limitar los poderes públicos, de modo de asegurar la legitimidad del ejercicio del poder y de garantizar un ámbito o esfera de libertad individual inviolable por el Estado, siguiendo la matriz conceptual creada por el liberalismo clásico, "han devenido en textos al alcance de las personas y de los grupos que ellas forman e integran voluntariamente, susceptibles de ser esgrimidas en la defensa de sus derechos, (...) no solo en causas de relevancia constitucional, sino que en cualquier materia de litigación, sea civil, de menores o laboral, tributaria o contenciosa administrativa, y aún en las jurisdicciones especiales y hasta frente a los procedimientos de fiscalización y control quien quiera que los lleve a cabo (...)".  

Se ha pasado de un constitucionalismo del Estado, orientado a la determinación de las competencias de los órganos públicos y su configuración básica, afirmado por el principio de separación de funciones, a un Derecho Constitucional centrado en la persona humana y en los derechos inalienables que esta posee. Esto es, del Constitucionalismo Clásico, del Estado, se ha pasado a un Constitucionalismo Humanista. Bajo esta última concepción se ha desarrollado la teoría del efecto horizontal de los derechos humanos.

Cabe destacar que el Tribunal Constitucional de Chile, concebido en 1971 bajo la formulación clásica de un Constitucionalismo del Estado, destinado a resolver básicamente conflictos entre el Presidente de la República y el Congreso Nacional, ha pasado a ser, desde su reinstauración en 1980 y producto de la expansión de sus atribuciones, una institución acorde al Constitucionalismo Humanista, cuya actuación redunda en el objetivo de hacer respetar la supremacía de ciertas normas fundamentales, entre las que son prioritarias aquellas que se refieren a la defensa de los derechos esenciales de las personas. Estos son considerados por su jurisprudencia como valores o principios objetivos que irradian a todo el sistema jurídico, siendo aplicables y exigibles a toda la comunidad, sin distinción. 

Los derechos humanos en el contexto internacional

Un examen de los instrumentos internacionales de derechos humanos de naturaleza vinculante para los Estados, tales como tratados, convenios, convenciones, pactos, estatutos y protocolos adicionales, en los que se califica que la acción transgresora de los derechos esenciales de la persona no queda limitada a la actuación del Estado, pues los particulares pueden violar esos derechos, siendo la distinción más importante en esta materia quién puede perseguir la responsabilidad del hechor y ante qué instituciones. La responsabilidad de los particulares, por regla general, solo puede ser perseguida ante los tribunales nacionales, en cambio, la que corresponde a un Estado por los hechos u omisiones de sus agentes puede ser vista tanto por sus órganos de justicia como por aquellos a los cuales se haya adherido y obligado en el sistema internacional de los derechos humanos.        

Algunos ejemplos que permiten concluir la extensión del efecto horizontal de los derechos humanos en relación a particulares en los instrumentos internacionales vinculantes y no vinculantes (que aspiran a transformarse en derecho consuetudinario) aparecen en los siguientes textos:    

A) Instrumentos internacionales de derechos humanos de naturaleza vinculante:

1.- La Declaración Universal de Derechos Humanos, en su preámbulo hace un llamado a los individuos como a las instituciones para promover, respetar y asegurar el reconocimiento y aplicación de los Derechos Humanos. En su artículo 30, se expresa que no puede interpretarse  este texto en el sentido de que confiere "derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración". Queda claro que la intención es obligar a también a los privados a no transgredir estos derechos.  

2.- El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su preámbulo sostiene: " Los Estados partes en el presente Pacto (...) Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la comunidad a que pertenece, está obligado a procurar la vigencia y observancia de los derechos reconocidos en este Pacto. A su vez, en el artículo 5 manifiesta: "Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en el Pacto, o a su limitación en medida mayor que la prevista en él". 

3.- El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos incorpora en su preámbulo lo siguiente: "Los Estados Partes en el presente Pacto, (...) Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la comunidad a que pertenece, tiene la obligación de esforzarse por la consecución y la observancia de los derechos reconocidos en este Pacto".  A su vez, en su artículo 5 reitera el limite interpretativo ya mencionado: "Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el Pacto o a su limitación en mayor medida que la prevista en él".

4.- La Convención Internacional contra el reclutamiento, la utilización, la financiación y el entrenamiento de mercenarios (no ratificado por Chile hasta la fecha), considera como una violación contra el derecho a la libre determinación de los pueblos (consignado en el artículo 1 del  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos) el reclutamiento, utilización, financiación o entrenamiento de mercenarios. En este texto se incorporan tipos objetivos de infracción tanto para los Estados como para particulares.

5.- El Convenio sobre igualdad en la remuneración (Convenio número 100 OIT) y el Convenio sobre la discriminación  (Convenio número 111 OIT), instruyen a los Estados a prevenir el acto discriminatorio en sí mismo, sin que hacer distinción alguna sobre si este es llevado a cabo por el Estado o por empleadores particulares. 

6.- La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial expresa en su preámbulo: "Los Estados partes en la presente Convención, (...) Reafirmando que la discriminación entre seres humanos por motivos de raza, color u origen étnico constituye un obstáculo a las relaciones amistosas y pacíficas entre las naciones y puede perturbar la paz y la seguridad entre los pueblos, así como la convivencia de las personas aun dentro de un mismo Estado (...).

Por su parte, en su artículo 2 señala variadas obligaciones a los Estados entre las cuales están: "no fomentar, defender o apoyar la discriminación racial practicada por cualesquiera personas u organizaciones"; prohibir y hacer cesar "la discriminación racial practicada por personas, grupos u organizaciones". En su artículo 4, se señala que los Estados partes "condenan la propaganda y todas las organizaciones que se inspiren en ideas o teorías basadas en la superioridad de una raza o de un grupo de personas de un determinado color u origen étnico, o que pretendan justificar o promover el odio racial y la discriminación racial, cualquiera que sea su forma, y se comprometen a tomar medidas inmediatas y positivas destinadas a eliminar toda incitación a tal discriminación o actos de tal discriminación", además, señalan que "declararán como acto punible conforme a la ley toda difusión de ideas basadas en la superioridad o en el odio racial, toda incitación a la discriminación racial, así como todo acto de violencia o toda incitación a cometer tales actos contra cualquier raza o grupo de personas de otro color u origen étnico, y toda asistencia a las actividades racistas, incluida su financiación. A su vez, se "declararán ilegales y prohibirán las organizaciones, así como las actividades organizadas de propaganda y toda otra actividad de propaganda, que promuevan la discriminación racial e inciten a ella, y reconocerán que la participación en tales organizaciones o en tales actividades constituye un delito penado por la ley".  

Esto es, el Estado asume un rol de garante ante la comunidad internacional para evitar que sus agentes, organizaciones o personas o grupos de personas puedan cometer actos de discriminación racial. 

7.- La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, en su artículo 2, plantea que los Estados se comprometen, entre otros,  a: "Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas".

8.- La Convención sobre los Derechos del Niño, en su artículo 9, deja en evidencia que la separación de un niño de sus padres puede aplicarse cuando este sea, por ejemplo, víctima de maltrato o descuido por parte de los mismos. En el artículo 19 de este texto se le encarga a los Estados  tomar todas las medidas necesarias para "proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo".  

Por su parte en el artículo 27, se establecen obligaciones directas para los padres de los menores al señalar: “A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño".  

En el artículo 29 de este instrumento se señala que los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberá estar encaminada, entre otros, a inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales y de los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas.

9.- El Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados, señala en su preámbulo que: "Los Estados Partes en el presente Protocolo, (...) Condenando con suma preocupación el reclutamiento, adiestramiento y utilización dentro y fuera de las fronteras nacionales de niños en hostilidades por parte de grupos armados distintos de las fuerzas armadas de un Estado, y reconociendo la responsabilidad de quienes reclutan, adiestran y utilizan niños de este modo". Adicionalmente, en su artículo 4 expresa: "Los grupos armados distintos de las fuerzas armadas de un Estado no deben en ninguna circunstancia reclutar o utilizar en hostilidades a menores de 18 años".
10.- La Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, en su artículo 1 define lo que se entiende por tortura y señala los sujetos o agentes que pueden cometerla al señalar que esta concurre "cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia".

El terrorismo

Ya se ha señalado que pese a ser el terrorismo eminente y esencialmente contrario a los derechos humanos, como lo señala nuestra Carta Fundamental, el Instituto de Derechos Humanos no ha destinado sus esfuerzos al estudio de estas materias.

El término terrorismo tiene un contenido u objeto indeterminado, pero, con mayor o menor consenso incluye las siguientes categorías de acciones: "a) el asesinato político, b) ciertas violaciones a las leyes de la guerra, sea en un conflicto internacional o interno, c) la violencia política de carácter indiscriminado cometida por grupos no gubernamentales, d) la represión política indiscriminada por parte del Estado, más allá de una racionalidad de reprimir grupos opositores o acciones de oposición determinadas". A ellas se pueden agregar otras categorías o variaciones o subdivisiones de las mismas.

Algunos autores han expresado que las actividades terroristas no son fáciles de definir, pero sí de reconocer; otros que son posibles de identificar casuísticamente; y aún hay aquellos que las categorizan o fijan criterios para apreciar una conducta como terrorista, enfocados en la  naturaleza de los actores que las llevan a cabo, su estrategia, los fines con que se desarrolla la violencia, el tipo de los medios empleados, el carácter de las víctimas, o las implicancias internacionales de los actos de violencia.

El terrorismo, en fin, más que una ideología consistiría en una estrategia de insurrección, por lo sería conveniente centrarse más en las acciones terroristas. Los elementos comunes a ellas serían: a) el uso o la amenaza del uso de la fuerza; b) el empleo de la fuerza o la amenaza de la misma consiste en un medio de combate o estrategia para conseguir ciertos objetivos; c) el propósito de infundir miedo en las víctimas; d) empleo de la fuerza sin consideración a las normas humanitarias; y, e) la publicidad del acto.

Las conductas terroristas, por esencia, generan un riesgo contra la vida, integridad o libertad de las personas; afectan a individuos ajenos a los motivos que se esconden tras la comisión del acto y emplean medios crueles e inhumanos en su comisión.

De acuerdo a la doctrina, un ejemplo de actos terroristas por antonomasia es la colocación de bombas en lugares públicos por grupos con fines políticos o ideológicos de naturaleza clandestina, cuyo fin es victimizar por el miedo a un número indeterminado de personas, con lo que se espera conseguir algún resultado en pos de los planes de la organización. La prolongada serie de atentados con bombas sufridos en diversos puntos de la Región Metropolitana contra instituciones particulares, cuarteles de las  fuerzas de Orden y Seguridad, de Gendarmería y organismos ligados a la persecución criminal (como los tribunales o las fiscalías) se encuadran en este tipo de acto terrorista.      

Otros tipos de conductas inhumanas de ataque con fines políticos o ideológicos para provocar el miedo, aunque no de forma indiscriminada, sino que en un grupo de la población, lo constituyen los ataques en contra de los funcionarios del Estado y de su personal uniformado. Caben en esta categorización los casos de guerrillas rurales, con ataques en dichas zonas o en las áreas urbanas, ya sea que se lleven a cabo en la persona de funcionarios civiles, uniformados o particulares ajenos al conflicto. Estas conductas han podido ser apreciadas en el desarrollo de la violencia producida en la Región de la Araucanía, en los atentados a personas y propiedades y en el intento de homicidio de un fiscal y su comitiva.

Todos esos actos deberían ser catalogados como absolutamente impermisibles en todo contexto, y deberían haber sido objeto de análisis por el Instituto de Derechos Humanos.  

Cabe tener presente que dentro del sistema de la Naciones Unidas ya se ha exhortado a grupos terroristas armados a respetar los derechos humanos de las personas víctimas de sus actos, sin ir más lejos, en julio del año 2013 la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos reiteró a los miembros y dirigentes de las FARC su obligación de respetar en todo tiempo y lugar los derechos humanos. 

Contenido del proyecto de ley

La iniciativa que se presenta busca, a través de un artículo único, incorporar un inciso segundo nuevo al artículo 2° de la Ley 20.045, de modo de introducir en dicho texto legal un límite mínimo de certeza acerca de qué conductas constituyen violaciones a los derechos humanos en Chile y sobre quiénes pueden ser los agentes que las lleven a cabo.

En consideración a lo expuesto, venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo Único.- Modifíquese la Ley número 20.405 del Instituto Nacional de Derechos Humanos incorporando a su artículo 2° un nuevo inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser el tercero, con el siguiente tenor:

"Constituyen naturalmente actos violatorios a los derechos humanos las transgresiones a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, ya sea que las cometan agentes del Estado, particulares al servicio de este o particulares que, asociados o individualmente, actúen para cometer el acto lesivo bajo pretextos políticos, ideológicos, religiosos, económicos o raciales. Son actos violatorios de los derechos humanos todos aquellos que provengan de conductas terroristas o extremistas, especialmente cuando se llevan a cabo con el fin de amedrentar, inhibir, maltratar, o terminar con la vida de una o más personas determinadas o de un sector o grupo de la sociedad".

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.

12

PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SEÑORES SENADORES PROKURICA, ALLAMAND, BIANCHI, GARCÍA, GIRARDI, GUILLIER Y HORVATH, CON EL QUE PIDEN A S.E. LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UNA NOTA DE PROTESTA DIPLOMÁTICA CONTRA EL GOBIERNO DE JAPÓN POR SU ANUNCIO DE UN NUEVO PROYECTO PARA CONTINUAR LA CAZA DE LA BALLENA EN EL OCÉANO ANTÁRTICO A PARTIR DEL 2015, QUE SE PRESENTARÁ EN LA PRÓXIMA REUNIÓN DE LA COMISIÓN BALLENERA INTERNACIONAL

(S 1.710-12)
Considerando:

1.- Que, en 1946 los países firmantes de la Convención Internacional para la regulación de la Caza de la Ballena, con el propósito de garantizar la conservación adecuada de la población mundial de este cetáceo, crearon la Comisión Ballenera Internacional;
2.- Que, desde su creación, este organismo ha prohibido la caza comercial de las ballenas grises, de Groenlandia y francas (1946), las ballenas azules (1965) y de las ballenas rorcuales comunes (1966);
3.- Que, Japón desde la firma de la Convención Internacional para la regulación de la caza de la Ballena, ha realizado prácticas atentatorias contra los principios consagrados en dicho convenio, bajo el pretexto de que realiza investigación científica;
4.- Que, con fecha 15 de octubre de 2008, se promulgó la ley N°20.293 la Ley de protección, de Cetáceos, declarando los espacios marítimos de soberanía y jurisdicción nacional, como zona libre de caza de cetáceos, consagrando a nuestro país corno santuario ballenero;
5.- Que, el pasado 31 de marzo de 2014, la Corte Internacional de Justicia estimó que el programa de caza científica implementada por Japón, ha sido poco transparente, principalmente en el tamaño de la muestra de cetáceos y los ejemplares a capturar. Ordenando revocar los permisos de caza de ballenas en la Antártica a Japón;
6.- Que, hasta antes de esta decisión de la Corte Internacional de Justicia, Japón capturaba 850 ejemplares de ballenas minke, 50 de ballena jorobada y 50 de rorcual común, en el marco de su programa Jarpa II. Donde esta nación aprovecha un resquicio legal de la moratoria mundial de 1986 que permite la captura con fines científicos, como pretexto para seguir manteniendo una industria decadente que atenta contra la sostenibilidad de los ecosistemas marinos;
7.- Que, pese a la sentencia de la Corte Internacional de Justicia, en junio pasado el primer ministro de Japón, Shinzo Abe, manifestó que su gobierno aumentaría los esfuerzos para reanudar la caza comercial de ballenas en el Océano Antártico;
8.- Que, esta corporación en reiteradas ocasiones ha aprobado distintos proyectos de acuerdo (el 05/12/2007 y el 12/05/2014), rechazando el programa japonés de caza científica de ballenas;
9.- Que, en fecha 3 de septiembre, Japón anunció un nuevo proyecto para seguir cazando ballenas en el Océano Antártico a partir del 2015, el que será presentado en la próxima reunión de la Comisión Ballenera Internacional;
10.- Que, la captura científica de ballenas afecta los esfuerzos internacionales por resguardar y preservar a estos mamíferos marinos;
Por lo anterior, el Senado acuerda aprobar el siguiente proyecto de acuerdo:
PROYECTO DE ACUERDO:

Solicitar a S.E. la Presidenta de la República el envío de una nota de protesta diplomática contra el gobierno japonés tras anunciar un nuevo proyecto para seguir cazando ballenas en el Océano Antártico a partir del 2015, y mandatar al representante de nuestro país ante la Comisión Ballenera Internacional (CBI) para manifestar su rechazo a la medida anunciada, ya que afecta los esfuerzos internacionales por resguardar y preservar a estos mamíferos marinos.

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.
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